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Sinopsis

Tras el título La Carrera de Indias: Suma de la contratación y Océano de negocios están, en principio, los Descubrimientos y, después, ininterrumpidamente, los mercaderes, los aventureros de vida y negocio, las mercancías y, siempre y sobre todo, el oro y la plata; pero también los pilotos, los piratas y corsa rios, las tempestades, los soldados... Cordón u m bilical entre la metrópoli y las colonias, la Carrera de Indias fue el resultado de un diseño político en el que los comerciantes introducían, constantemente, alteraciones del plano y en el que se pretendía relacionar, de la forma más funcional posible cuatro variables de muy distinto signo: el espacio, el tiempo, el beneficio y la seguridad. Fue, así, una ruta comercial por donde circulaban hombres, mercancías y metales preciosos y que exigió una cobertura técnico-militar de gran envergadura.

Este libro es la primera síntesis global que se hace de todo ese proceso, tanto en sus aspectos estructurales como coyunturales y abarca, por ello, la información tanto sobre su organización político-jurídico-administrativa como la correspondiente a la maquinaria, contenidos, técnicas y protagonistas del tráfico comercial.
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Introducción

Hay situaciones y hechos históricos que han tenido la fortuna (cuya reconstrucción es siempre tarea literaria) de recibir títulos especialmente sugestivos y que constituyen un raro logro de lo que hoy llamaríamos el impacto publicitario y la construcción de imagen. En estas ocasiones, el título devora al hecho mismo y se levanta frente al lector-espectador como una promesa imposible de satisfacer y, precisamente por ello, convertida en el objeto de todos los sueños y todas las curiosidades.

En mi opinión, una de estas situaciones la asume el conjunto de actividades mercantiles organizadas entre España y América, creando un espacio marítimo y terrestre de características singulares. El nombre que recibe es justamente uno de esos hallazgos semánticos capaces de evocar lo inabarcable: La Carrera de Indias. La utilización generalizada del término y su presencia constante en los libros de historia, termina por apagar el resplandor inicial pero, aun así, si nos detenemos sobre él, somos capaces de presentir toda la carga de referencias espectaculares que exige la construcción de un mito. Detrás del título “sabemos” que están, en el principio, los Descubrimientos y, después, ininterrumpidamente, los mercaderes, los aventureros de vida y negocio, las mercancías y siempre, y sobre todo, el oro y la plata; pero también los pilotos, los piratas y corsarios, las tempestades, los frailes y los soldados. Un mundo de semejante calibre, para un historiador profesional, supone el riesgo cierto de no ser capaz de devolverle al lector las expectativas que el título despertaba en su simple enunciado. En este caso concreto y descendiendo del nivel de la evocación al del conocimiento histórico, tal riesgo está perfectamente garantizado en la medida en que la Carrera de Indias constituye, fácticamente. la columna vertebral de lo que, a veces, se ha denominado el Imperio Español de Ultramar y que, como es obvio, exige no solo el conocimiento del puente (lease la Carrera) sino, simultáneamente, el de las dos orillas.

En realidad, el título Carrera de Indias es tal que su desentrañamiento haría precisa la completa historia de España y América a lo largo de tres siglos y eso ―puede comprenderse fácilmente― no es tarea razonable en un libro. Existe, con todo, una posibilidad prudente, una vez se ha confesado paladinamente la incapacidad de satisfacer el mundo aludido, y es la de elegir, en una radiografía de alcance, aquellos elementos que permitan comprender lo sustancial del fenómeno aunque no puedan construir la magnífica y compleja realidad total. Diciéndolo llanamente, hay Carreras de Indias y Carreras de Indias y me temo que estoy obligado a elegir, de entre las posibles, una, modesta, aunque espero que comprensible y eficaz. Por ello, éste no será el libro de maravillas que podría ser un libro sobre la Carrera, aunque espero que sea uno que resuma la densa información de que actualmente disponemos en la doble vertiente administrativa y mercantil. Eso quiere decir que entiendo que la Carrera fue el resultado de un diseño político en el que la mano de los comerciantes introducía, constantemente, alteraciones del plano y ambos debían someterse a condicionamientos técnicos y geográficos cuya rigidez no permitía salirse de las pautas marcadas. Así, la Carrera tuvo, al menos, tres niveles fácilmente reconocibles: el de las rutas y los puertos, el de la voluntad política y el de los intereses del comercio. La concreción física del primero puede decirse que se mantuvo, casi rigurosamente, desde la época del descubrimiento, sometida a dimensiones de espacio y tiempo y a las exigencias de vientos y corrientes que no podían modificarse con las técnicas de que dispusieron. Los dos restantes se enfrentaron, continuamente, en un pulso entre el voluntarismo y el utilitarismo que constituye una de las líneas maestras para entender la historia de España de la época.

Tal como se consolidó desde los primeros años del siglo XVI, la Carrera fue una ecuación que pretendía relacionar, de la forma más funcional posible, cuatro variables de muy distinto signo: el espacio, el tiempo, el beneficio y la seguridad. Los dos primeros significaban los raíles por donde debían circular hombres, mercancías y metales preciosos, de los que se esperaba justamente el beneficio; garantizar el buen término de este tráfico exigió una cobertura técnico-militar que representa la cuarta variable aludida. De esta forma se comprende fácilmente que, pese a toda su capacidad evocadora a la que ya nos hemos referido, la Carrera fue, medularmente, una ruta comercial que, además, constituía el cordón umbilical entre la metrópoli y las colonias, cualquiera que sea el nombre jurídico que se dé al sistema.

Pues bien, esa ha sido, precisamente, la perspectiva que he utilizado para este libro: la Carrera como un ejercicio mercantil; tan lejos de lo imaginativo como suele estarlo el aforo del tonelaje de un navío, el valor de una mercancía, la exigencia de una carga fiscal o la distribución del patrimonio de quienes ejercen la compra-venta; tan falto de emotividad como suelen estarlo los contratos de seguro, las escrituras de constitución de sociedades o los artículos legales de las disposiciones político-administrativas. A pesar de ello, la riqueza de la materia y su peso en la vida histórica es tal que no es imposible que se transparente por detrás de las estadísticas y la cuantificación. En cualquier caso, me parece que, más acá del misterio, un libro como éste puede no resultar inútil al componer en un solo conjunto la información puntual que las monografías especializadas por épocas ofrecen en forma dispersa. El lector tiene así la oportunidad de tener en sus manos una maqueta, razonablemente detallada, del conjunto de la Carrera en sus tres siglos de existencia y, también, la posibilidad de desmontar sus distintos bloques para examinar el interior y encontrar las líneas maestras del ensamblaje.

Partiendo de este objetivo, en la primera parte he procurado describir lo que podríamos considerar como su estructura político-jurídico-administrativa, comenzando por la definición del sistema mismo como un monopolio; la cúpula institucional que lo planifica y dirige; su instrumentalización práctica y los mecanismos diseñados para hacer desembocar en el Estado sus beneficios económicos, es decir, la organización fiscal. En una segunda parte, nos introducimos en las ruedas de la maquinaria del tráfico (navío, tripulaciones, rutas y avatares), las materias que lo alimentan, las técnicas mercantiles que lo permiten y los hombres que lo protagonizan y gestionan. Por último, una recapitulación final nos permitirá enfrentarnos con la interpretación general del sistema y sus fluctuaciones junto al impacto que supuso en la vida política y económica española. Al hilo de esta última propuesta conviene resaltar que, a lo largo de toda la obra, la vertiente española ha sido la que, de una forma más nítida e intensa, ha estado presente en el planteamiento y desarrollo de las cuestiones y problemas. Una más de las opciones que ha sido necesario tomar frente a otras posibles.

En conjunto y hasta donde yo conozco, ésta es la primera síntesis global que se hace de la Carrera de Indias tanto estructural como coyunturalmente y ésa será su utilidad como también su inconveniente. En efecto, la necesidad de proporcionar los datos hasta el detalle que la historiografía actual permite, ha obligado a prescindir de aquellos perfiles más ricos y sugerentes que, como ya advertí, están contenidos en el tráfico y pueden hoy divulgarse. Vaya lo uno por lo otro, en la confianza de que, además, estos otros puntos de vista empiezan a aparecer más frecuentemente en la bibliografía española.

El autor tiene la esperanza de que el enorme esfuerzo de síntesis que han supuesto estas páginas excuse, por una parte, las lagunas inevitables que se hayan producido y, por otra, se compense con la satisfacción que pueda encontrar el lector como simple curioso y, mejor aún, como preocupado por una de las parcelas más relevantes de nuestra historia.
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El sistema comercial del Imperio Español


La estructura esencial del tráfico colonial: el monopolio

Justificación teórica del sistema

El deseo, por parte de la monarquía española, de que el comercio con sus dominios americanos adoptase la forma de un rígido monopolio nacional se manifestó, con absoluta claridad, casi desde un primer momento, constituyendo, hasta las mismas vísperas de la emancipación colonial, el principio básico y vertebrador de todo el complejo sistema mercantil hispanoamericano. Es más, el hecho evidente de que, en la práctica, la consecución de este objetivo resultó siempre un ideal difícilmente realizable no fue óbice para que, a todo lo largo y ancho de ese período, se produjese la más leve vacilación en la exigencia de su mantenimiento ni para que se regateasen esfuerzos por lograrlo. Como acertadamente ha señalado G. Céspedes del Castillo, desde un principio “la legislación lo establece, lo mantiene como principio inflexible y trata de restaurarlo cuando se debilita”Nota 1). Dos testimonios, de entre otros muchos que podríamos traer a colación, sirven para ilustrar, hasta qué punto y en todo momento, se mantuvo esta especie de firme anclaje en la defensa del monopolio como único sistema válido para regular las relaciones mercantiles entre España y sus posesiones de ultramar.

El primero procede del testamento redactado por Isabel la Católica el 12 de octubre de 1504 en Medina del Campo; la reina sólo se refiere una vez a las Indias, expresándose en términos tan inequívocos como estos:

 

Por quanto las Islas é Tierra Firme del Mar Océano, e Yslas Canarias, fueron descubiertas é conquistadas á costa destos mis reynos, é con los naturales dellos, é por esto es razón quel trato é provecho dellas se aya, é trate, é negocie destos mis reynos de Castilla é Leon, é en ellos é a ellos venga todo lo que dellas se traxere; por ende ordeno, é mando que assi se cumpla assi en las fastas aquí son descubiertas, como en las que se descubrieren de aquí adelante en otra parte algunaNota 2).

 

El segundo ha sido extraído de una memoria elevada al gobierno de la nación por el consulado de comercio gaditano en 1797, fecha en la que, a causa de la guerra con Inglaterra, las comunicaciones con América se hallaban interrumpidas y, además, el movimiento emancipador había comenzado ya a tomar cuerpo; aun así, en el citado documento todavía podía leerse lo que sigue:

 

Una nación que posee colonias en que conserva todos los derechos de soberanía, se ve precisada a gastos inmensos que exigen la administración interior y defensa, y no tiene otro medio de indemnizarse que haciendo en ellas un comercio exclusivoNota 3).

 

Casi trescientos años median entre los dos textos seleccionados y, como puede fácilmente comprobarse, la idea fundamental que late en ambos sigue siendo la misma: el derecho a comerciar con las Indias debe estar reservado únicamente a los súbditos de la monarquía española. En realidad, lo que sucede es que el principio del exclusivismo fue entendido siempre como consustancial a la noción de colonia, por más que, a este respecto, se imponen de inmediato dos matizaciones que nos parece importante reseñar.

En primer lugar, resulta obligado recordar que semejante actitud no fue privativa de los gobernantes españoles sino que, por el contrario, respondía a unos principios unánimemente aceptados por la práctica totalidad de los estados europeos de la época. Como ha precisado P. Chaunu, “existe de hecho un sistema colonial propio del Antiguo Régimen político y económico que sobrepasa el marco de los países ibéricos"Nota 4). En efecto, con anterioridad al siglo XIX, todos los estados europeos profesaron el principio de que el monopolio absoluto de los intercambios con las colonias pertenecía, enteramente, a la metrópoli, con exclusión de cualquier otro país y en virtud del derecho adquirido por la prioridad del descubrimiento y la conquista. Y si bien es cierto que, en la práctica, este derecho distó mucho de ser siempre respetado, ello no impidió que, en el plano jurídico, fuese tácitamente aceptado por todos los estados contemporáneos, que jamás pusieron en duda su legitimidad.

En segundo lugar, conviene asimismo aclarar que aunque en nuestro país terminó prevaleciendo también la teoría del “pacto colonial”, al estilo como la defendieron los juristas franceses e ingleses del siglo XVII (consistente, como es sabido, en la programación y orientación de las actividades económicas de los territorios colonizados en el interés y beneficio exclusivo de la metrópoli), no siempre hubo una concepción tan rigurosa de las relaciones de dependencia económica entre la metrópoli y sus colonias. Concretamente, en el transcurso de los siglos XVI y XVII y en la medida, claro está, que la célebre Recopilación de las Leyes de los Reinos de IndiasNota 5) puede considerarse un reflejo fiel de la filosofía del derecho español de la época cara a los asuntos de Indias, se podría afirmar que en España no existió un concepto muy definido ni determinado de las nociones de metrópoli y colonias. Más aún, por lo que se desprende de esta colección legislativa, al igual que de la Política Indiana de J. de SolorzanoNota 6), a lo largo de esta época Castilla y sus Indias parecen definirse, más que como una metrópoli y unas colonias, como dos reinos desiguales de un mismo soberano entre los que existía una relación de jerarquía. Sin embargo, esta concepción antigua fue perdiendo, poco a poco, terreno frente a las teorías europeas clásicas del “pacto colonial”, que terminaron imponiéndose, claramente, en el transcurso del siglo XVIII, como demuestran los escritos de nuestros ilustrados y, muy en concreto, R. Antúnez y Acevedo, quien llegó a manifestarse en términos tan contundentes como los que siguen:

 

Es propio de la naturaleza de toda colonia, establecida para la cultura o comercio, no tener otro que el de la matriz que la fundó; el derecho privativo en ésta para comerciar exclusivamente con aquélla, ha sido mirado siempre como nacido del derecho de gentes. Por un tácito consentimiento de todas las naciones civilizadas se ha creído en todos los tiempos, que pues la fundadora de la colonia había dado el ser a ésta, enviando a ella personas, y manteniéndola de todo en su establecimiento, era justo que aquélla gozase el privilegio exclusivo de sus frutos, y de su comercio activo y pasivoNota 7).

 

Con todo, España no basó su derecho a monopolizar las relaciones comerciales con el Nuevo Mundo, única y exclusivamente, en esas condiciones jurídicas, nacidas (como pretendía Antúnez y Acevedo) del “derecho de gentes” y aceptadas por la práctica totalidad de las “naciones civilizadas”. El derecho adquirido en virtud de la prioridad del descubrimiento y la conquista ―rebautizado por Chaunu como “el beneficio de la anterioridad”― contó, a su vez, con el refuerzo proporcionado por el denominado “recurso pontificial”, consistente, como es sabido, en la obtención por parte de los Reyes Católicos de la promulgación por el papa Alejandro VI de las célebres bulas Inter Coetera de mayo y junio de 1493Nota 8). Por ellas se establecía una línea fronteriza imaginaria de norte a sur y a cien leguas al oeste de las islas Azores y Cabo Verde, decretándose que el mar y la tierra de más allá de esa línea constituían una zona de exclusiva competencia española. Bien es verdad, como nos ha recordado L. WeekmannNota 9), que las bulas pontificias carecían de poder resolutorio y, por tanto, de capacidad intimidatoria frente a otros posibles partícipes o creadores de imperios; pero, aun así, hay que anotar en su haber que, cuando menos, sirvieron para generalizar la noción de monopolio, servicio nada flaco.

Ahora bien, con lo hasta aquí expuesto no se agotan las razones que ampararon la implantación del monopolio. Junto a las reseñadas hubo otras, de no menor peso e importancia, entre las que destaca, sin duda alguna, la influencia ejercida por las teorías y prácticas mercantilistas, a la sazón en boga en casi todos los países del occidente europeo. En efecto, como es sobradamente conocido, la acumulación y retención de riqueza, en forma de metales preciosos, constituía uno de los postulados más sobresalientes del mercantilismo y ello, no tanto porque sus teóricos identificaran, como a menudo se ha dicho, la riqueza con el dinero, sino debido a que consideraban a éste como un factor esencial para el desarrollo del bienestar nacional. Pues bien, en la medida que estas tesis encontraron eco en nuestro país, obtener y asegurar para España la posesión de los metales preciosos americanos se convirtió en el Norte de la Contratación con nuestras Indias occidentales.

Por último, había además que vigilar e impedir el acceso a las colonias de personas indeseables política o religiosamente, de armas, libros subversivos, etc.; en suma, de cuanto pudiese alterar la seguridad del imperio colonial, minando su integridad ideológica y económica. Así pues, el derecho que en un principio aparecía amparado por el “beneficio de la anterioridad” y por el “recurso pontificial”, se veía, a su vez, reforzado por otras poderosas razones, no sólo de índole económica, sin duda las más llamativas, sino también político-jurídicas y hasta religiosas.

Como es evidente, la elección del monopolio como método de control exigía la elaboración de una sistemática legal y administrativa que permitiera el nivel de eficacia al que la empresa monopolística aspiraba. A la descripción y análisis de semejante sistemática dedicaremos las páginas que siguen.

El organigrama del monopolio (siglos XVI-XVII)

Según acabamos de señalar, la tendencia al establecimiento de una organización restrictiva y exclusivista del tráfico colonial afloró en los planes de la monarquía apenas iniciada la etapa descubridora. Esto, al menos, es lo que se deduce de las instrucciones dadas a Colón, en mayo de 1493, con motivo de la preparación de su segundo viaje, en las que se prohibía, de manera expresa, que nadie pudiese transportar mercancías con fines comerciales, ya que “todo el comercio de rescate debía hacerse, para los Reyes, por el Virrey o sus encargados”Nota 10). Idéntica idea es la que se desprende también de la lectura del preámbulo de una real cédula, emitida en Toledo el 15 de enero de 1529 por el emperador Carlos V y la reina Dª Juana, en la que se dice:

 

Por quanto al tiempo que se descubrieron y comenzaron a poblar las nuestras Indias, Islas y Tierra firme del mar Océano, los Católicos Reyes, nuestros padres y abuelos, y señores que hayan santa gloria, tomaron por sí el comercio y contratación de aquellas partes, y sus Altezas a su costa mandaban a sus Oficiales (...) proveer de los bastimentos y provisiones necesarias a los habitantes en las dichas tierras, y ninguna otra persona trataba ni comerciabaNota 11).

 

Por consiguiente, a tenor del contenido de ambos documentos, parece claro que, en esos primeros años, el comercio con el Nuevo Mundo quedó establecido como un privilegio exclusivo de la Corona, por más que esta etapa de monopolio real pronto será abandonada en favor de una concepción menos restringida del sistema y en la que el papel fundamental va a corresponder a la iniciativa privada. La conquista y explotación de todo un continente, tarea a todas luces desmesurada para ser acometida por el Estado, puso de manifiesto la inviabilidad del empeño en un monopolio real al estilo portugués y pronto quedó al descubierto la necesidad de abrir este tráfico a la participación de todos los súbditos de la Corona.

¿Cuándo comenzó, exactamente, esta nueva concepción del monopolio? De hecho, los primeros datos sobre el particular nos lo proporciona Antúnez y Acevedo, quien confiesa de entrada no poder puntualizar “el año fixo en que empezó el comercio de los particulares con las Indias”. Tras apuntar como probable la fecha de 1497, más adelante afirma que con anterioridad a 1503 todas las expediciones que se hicieron al Nuevo Mundo “deben conceptuarse como armamentos militares o políticos de la Corona (de cuya cuenta y riesgo navegaban los buques y sus cargas) y no del comercio de los particulares, que por aquellos tiempos tomaron para sí exclusivamente los Reyes Católicos”Nota 12). Frente a esta opinión, C. H. Haring y E. Schäfer abogan, en cambio, por el año 1495 como la fecha del inicio de esta nueva etapa, apoyándose para ello en el texto de una real cédula, emitida el 10 de abril de ese año, en virtud de la cual se concedía a todos los súbditos españoles la facultad de viajar a América “para establecer, explotar o ejercer el comercio, bajo las prescritas condiciones”Nota 13). Con todo, no parece absolutamente claro que esta real cédula significase una apertura total de las rutas atlánticas a la navegación y al comercio de los particulares, ya que, según se desprende de otra real cédula de 6 de mayo de 1497, la participación quedaba todavía sujeta al arbitrio de la CoronaNota 14). Y en esta misma dirección parece apuntar también el hecho de que las expediciones de Ojeda, Niño, Lepe y Pinzón se realizasen sobre la base de la firma de capitulaciones con la Corona en las que se garantizaba a ésta “la mitad o una cuarta o quinta parte de los beneficios del viaje”Nota 15). Es más, todavía en 1502 la idea del monopolio real no puede considerarse totalmente desechada, por cuanto en el primer proyecto de ordenanzas de la futura Casa de la Contratación, redactado a mediados de ese año por Francisco de PineloNota 16), aún se sigue insistiendo en la primitiva idea de convertir al rey en una especie de armador. En realidad, la promulgación de la ordenanza de Alcalá de Henares de 20 de enero de 1503, por la que se creaba la Casa de la Contratación con sede en Sevilla, parece ser la fecha verdaderamente representativa. Es a partir de ese momento cuando puede decirse que se sientan las bases de lo que iba a ser en adelante y por casi tres siglos el sistema mercantil hispanoamericano.

Dos serán, fundamentalmente, los pilares sobre los que se asentará esta nueva concepción más amplia, pero no por ello menos rígida, del monopolio. En primer lugar, el derecho tanto a comerciar como a residir en las Indias quedará establecido como un privilegio privativo de los españoles; en segundo lugar, toda la navegación y el comercio con aquellas tierras se canalizará, desde la metrópoli, a través de un sólo puerto, Sevilla, con exclusión de los restantes del litoral peninsular. Quiere ello decir que todos los extranjeros (incluidos los propios súbditos de la monarquía española) así como la totalidad de los puertos españoles, con excepción del sevillano, quedaban privados de la posibilidad de participar directamente en este tráfico. Por consiguiente, xenofobia y centralización van a constituir, de una manera extremadamente simplificada, los dos rasgos más visibles y esenciales del sistema monopolístico español.

Por lo que respecta al problema de la participación de los extranjeros en el tráfico americano, quedó planteado a raíz del hecho mismo del descubrimiento y de la importancia por él adquirida, dentro de la legislación indiana, da buena prueba la ingente cantidad de leyes y ordenanzas dictadas sobre el particular, a todo lo largo del período de dominación española en América. Excepción hecha de un breve intervalo, correspondiente a los años centrales del reinado de Carlos I, la intervención extranjera fue siempre interpretada como una seria amenaza a la integridad y seguridad del imperio, por lo que la legislación en materia comercial y de emigración “tomó fundamentalmente una orientación antiextranjera”Nota 17).

El primer decreto prohibiendo la emigración y el establecimiento de extranjeros en América aparece ya en las instrucciones dadas al gobernador Nicolás Ovando, en septiembre de 1501, al ordenársele “quen las dichas Islas non faya extranxeros de nuestros Reynos e Señoríos, no dareys logar quen las dichas Islas e Tierra Firme pueblen personas extranxeras de nuestros Reynos e Señoríos”Nota 18). Idéntica prevención se vuelve a repetir en una real cédula emitida por los Reyes Católicos ese mismo año, así como en las ordenanzas dictadas para la Casa de la Contratación en 1505 y en las instrucciones dadas a sus jueces oficiales en 1510, previniéndoles que no permitan “pasen a las Indias ningunos extrangeros ni personas prohibidas, so las penas de la pragmática”Nota 19). Dicha prohibición se mantuvo en vigor hasta 1525-26, fecha en la que, en opinión del cronista A. Herrera, el Emperador decidió abrir sus dominios ultramarinos a la totalidad de los pueblos comprendidos en su imperio, autorizando que “los extrangeros súbditos y vasallos de su Magestad puedan ir y contratar en las Indias como los naturales de Castilla y León”Nota 20). Antúnez y Acevedo cuestiona la existencia de esta resolución alegando para ello el no haber hallado rastro de la misma ni en el completísimo cedulario de 1596 ni tampoco en la prolija y documentada obra de Veitia LinajeNota 21); sin embargo, aun en el caso de que tal autorización se hubiese producido, su período de vigencia no se prolongó mucho tiempo, ya que fue derogada en 1538. En efecto, por una real cédula emitida el 6 de diciembre de dicho año, el Emperador comunicó a los oficiales de la Casa de la Contratación que “de aquí adelante no consintáis ni deis lugar que ningún extrangero de estos nuestros Reynos ande en la navegación de las nuestras Indias, ni los dejéis ni consintáis pasar a ellas por marineros ni por ningún otro oficio”Nota 22). Por consiguiente, tras ese breve paréntesis, la facultad de emigrar a Indias volvió a quedar restablecida como un derecho exclusivo de “todas las personas naturales, vecinos y moradores de estos reynos y señoríos”, sin que en lo sucesivo se introdujese ya mudanza alguna sobre este particular.

A mayor abundamiento, como una forma de garantizar la efectividad de ese privilegio, desde fechas muy tempranas estuvo igualmente prohibido que nadie (incluidos los que tenían derecho a ello) pudiese pasar a Indias sin contar, previamente, con una autorización o licencia, que sólo podía ser expedida por el propio rey o los oficiales de la Casa de la Contratación. En 1511 ya efectos, según Veitia Linaje, “de que las Indias se poblasen y ennobleciesen lo más que se pudiera”, por una real cédula emitida el 9 de septiembre se ordenó a los jueces de la Casa que eximieran a los naturales de estos reinos de tal requisitoNota 23); sin embargo, las numerosas irregularidades a que pronto dio lugar esta medida determinó que, en 1518, la obtención de la licencia volviese a tener carácter obligatorioNota 24). Es más, en 1522, consciente la Corona, tal y como señala Antúnez y Acevedo, de “la facilidad con que podrían hacerse falsas informaciones para obtener tales permisos”, por una real cédula de 5 de abril previno a los jueces oficiales de la Casa de la Contratación

 

que de allí adelante no consintiesen que pasase a ninguna parte de las Indias pasajero alguno, ni otra persona de aquéllas que pudiesen pasar, conforme a lo que estaba proveído y mandado, o que llevasen cédula real de licencia, sin que llevasen, y presentasen ante ellos informaciones hechas en sus tierras y naturaleza (así como las solían dar en la Casa) por donde constase, si son casados o solteros, y las señas y edad que tienen, y que no son de los nuevamente convertidos a nuestra santa fe católica, de moro o de judío, ni hijo suyo, ni reconciliados, ni hijos ni nietos de persona que publicamente hubiere traído sambenito,

 

Más adelante se añadió que estas informaciones habrían de venir con “aprobación de la justicia de la ciudad, villa, o lugar donde la tal información se hiciere”Nota 25). Posteriormente, por una cédula de 19 de julio de 1569, se encargó a los jueces de la Casa que “hagan parecer ante sí a los que fueren a las Indias por pasageros, y reconozcan si son los contenidos en las informaciones”Nota 26) y por otra de 26 de agosto de 1604 se ordenó a los capitanes generales, jefes y demás oficiales de las armadas y flotas que no admitiesen a bordo de sus navíos a ningún pasajero, aunque fuese provisto de licencia, “no habiéndose presentado éstas, y dado despachos por la dicha Casa”Nota 27).

Como era de esperar, semejantes disposiciones coercitivas estuvieron acompañadas de sus correspondientes penalizaciones para los casos de incumplimiento. Cualquiera que viajase sin licencia era castigado con el pago de una multa de 100.000 maravedíes de plata más diez años de destierro si se trataba de persona noble o cien azotes en el caso de que no lo fuere. Estas sanciones fueron ganando en rigor y severidad a medida que aumentaba la emigración ilegal. En 1560, la pena comprendía el secuestro de toda propiedad, raíz o personal, adquirida en Indias. En 1604 se ordenó que los que viajasen sin licencia “incurriesen en quatro años de galera, y si fuesen personas de calidad, en diez años de Orán y que en la misma incurriesen los Maestres de Naos que los llevasen, y en mil ducados de multa”Nota 28). Por otro decreto de noviembre de 1607 se mandó “que los Capitanes, Pilotos, Maestres, Contramaestres, y otros Oficiales de Naos, que llevasen pasageros sin licencia, incurriesen la pena de muerte: y los Generales y Almirantes, en privación de oficios”Nota 29). Por último, en 1622 y por una cédula de 23 de marzo, los cuatro años de galeras fueron aumentados a ocho, que se ejecutarían “sin embargo de apelación, o suplicación, embiandoles luego que sean aprehendidos a las Galeras”Nota 30). No obstante, Veitia Linaje se lamentaba en su tiempo de que este rigor legal no fuese tan efectivo en la práctica: “este rigor de penas está en los tiempos presentes muy mitigado, pues con una condenación pecuniaria, se purga este delito”Nota 31).

Al igual que la emigración, el derecho a comerciar con las Indias quedó también establecido, desde un primer momento, como un privilegio exclusivo reservado a los súbditos naturales de los reinos españoles. Por tales se entendían, a juicio de Antúnez y Acevedo, “aquellos cuyos padres y abuelos nacieron también en los reynos de Castilla, Aragón y Navarra, de cuyos habitantes era privativo derecho el trato y comercio con las Indias”Nota 32). Así se interpretó hasta 1620, año en el que en virtud de una real cédula de 14 de agosto se introdujo la novedad de reconocer también como “originales y naturales” a los “hijos de los extranjeros nacidos en estos reinos aunque a condición de que sus padres fuesen católicos y hubiesen adquirido domicilio en España con una residencia mínima de diez años”Nota 33).

Las providencias tomadas contra la participación de los extranjeros en el tráfico colonial se suceden, casi sin interrupción, desde comienzos del siglo XVI aunque, en 1524, quedaron en suspenso ante la orden decretada por Carlos I autorizando que los “extranjeros pueden contratar con las Indias no pasando ellos allá”Nota 34). Ahora bien, esta permisión fue derogada por la ya citada real cédula de 1538, de modo que, desde entonces, se volvió a excluir a los extranjeros de la posibilidad de intervenir en este tráfico. Por una pragmática de 1552 se ordenó “que ningún extranjero pudiera tratar en las Indias ni por sí ni por otra persona, ni tener compañías con las que tratasen en ellas”, prohibición que se ratificó aún con mayor detalle en otra real cédula de 4 de septiembre de 1569 por la que se mandaba a los oficiales Reales de los puertos, y partes de las Indias, con toda diligencia, luego que lleguen las armadas y flotas, inquieran y procuren saber que mercaderías van en ellas, que sean de extrangeros, y las envían por terceras personas, sin nuestra licencia y permisión; y las tomen por perdidasNota 35).

Sobre este mismo, particular se volvió a incidir en otra real cédula de 13 de enero de 1596 previniéndose “que ningún extranjero pueda vender ni venda mercaderías fiadas a pagar en las Indias, y que las hayan de pagar en la parte o lugar donde se celebrare la venta, o a donde se destinare la paga, como sea dentro de estos nuestros reynos de Castilla, y no en otra forma”; posteriormente se agregó que tampoco “se puede traer de las Indias ningún oro, plata, perlas, ni demás cosas en cabeza de extrangeros, ni consignado a ellos”, so pena de confiscación que comprendía también a las mercancías vendidas al fiado y a pagar en las IndiasNota 36). Prohibiciones de tenor similar a las mencionadas se repitieron el 25 de abril y 11 de mayo de 1605, 2 de octubre de 1608, 3 de octubre de 1614 y 25 de diciembre de 1616, formándose a partir de ellas la ley 1, título 27, libro IX de la Recopilación de las leyes de Indias donde se ordenaba que ningún extrangero, ni otro cualquiera prohibido por estas leyes, pueda tratar, ni contratar en las Indias, ni de ellas a estos reynos ni otras partes, ni pasar a ellas si no estuviese habilitado con naturaleza y licencia del Rey (...) así en particular, como en compañía pública ni secreta, en mucha ni en poca cantidad, por sí ni por interpositas personas; pena de perdimiento de las mercaderías que contrataren, y de todos los bienes que tuvieren,

Idéntica pena se impondría a los naturales “que fueran personas supuestas por los dichos extrangeros, y trataren y contrataren en su cabeza”. Tras ser incorporadas a la Recopilación, estas mismas prohibiciones siguieron rigiendo en lo que restaba de la centuria, sin que tampoco en el transcurso del siglo XVIII se introdujese novedad alguna al respecto.

Junto a esta actitud restrictiva y exclusivista que vedaba la participación de los extranjeros en el tráfico colonial (y sobre cuya eficacia práctica no conviene hacerse ilusiones), la otra característica fundamental de nuestro sistema monopolístico consistió, como hemos adelantado, en la tendencia a concentrar y canalizar todo este tráfico desde un solo puerto. La elección recayó, como es sabido, sobre Sevilla, donde ya en 1503 se instaló la Casa de la Contratación, instrumento esencial del monopolio y que, desde un principio, fue concebido como un organismo dependiente de la Corona para ordenar, dirigir y supervisar todo lo concerniente al comercio y la navegación ultramarina. De ahí pues que el profesor Morales Padrón haya podido afirmar que “en la razón y ser de la también llamada Casa del Océano está el ser y la razón del monopolio sevillano”Nota 37). En efecto, a partir de ese momento, Sevilla —con su antepuerto Sanlúcar— se convirtió en la capital indiscutible de la Carrera de Indias, en el punto de partida y regreso obligatorio de todos los navíos que participasen en este tráfico.

Es mucho lo que se ha escrito acerca de las razones de esta elección, máxime si tenemos en cuenta que fue rápidamente cuestionada desde una y otra orilla del Atlántico. Ya en 1508 los colonos instalados en La Española elevaron una petición a la Corona para que los naturales de Castilla y .Aragón pudiesen remitir sus mercancías desde cualquier puerto de la Península y en 1522 la reclamación contra la exclusividad sevillana fue presentada por La CoruñaNota 38). Sin embargo, lo cierto es que hubo poderosas razones desde el Estado y en la propia Sevilla que avalaron y jugaron a favor de esta designación. Desde el punto de vista del Estado español, el interés en centralizar todo el tráfico colonial en este puerto es particularmente evidente: si de lo que se trataba era de controlar las riquezas procedentes del Nuevo Mundo; de cobrar, rigurosa y escrupulosamente, todos los derechos que gravaban este tráfico y de vigilar, atentamente, la emigración y el paso a aquellas tierras de armas y libros, éstas eran tareas cuya realización se tenía que ver forzosamente facilitada en un puerto interior como el sevillano que, además, ofrecía la ventaja adicional de su seguridad frente a posibles ataques enemigos, gracias a los 84 kilómetros de vía fluvial que lo separaban del mar abierto. Si a ello añadimos que Sevilla, capital de Andalucía desde mediados del siglo XIII, era centro de una rica y feraz comarca agrícola, cuya producción resultaba absolutamente indispensable como recámara del tráfico de Indias; poseía algunas industrias importantes, amén de una infraestructura viaria que la ponía en fácil comunicación con los principales centros productores de manufacturas del país; gozaba de una justa y reconocida fama como centro mercantil y financiero de primer orden y, en fin, contaba con una importante colonia de hombres de negocios, con personal e instituciones que no había que improvisar, se comprenderá aún mejor el porqué de su elecciónNota 39).

Ahora bien, no todo eran circunstancias favorables en Sevilla. Desde luego, no lo eran esos 84 kilómetros de vía fluvial que la separaban del mar y que constituían un penoso y difícil recorrido para los navíos debido a las malas condiciones del fondo del río. En efecto, el Guadalquivir era un medio de acceso deficiente que, además, fue degradándose paulatinamente, como ponen de manifiesto las quejas de los contemporáneos acerca del "ruin estado del rio”, quejas que fueron haciéndose más frecuentes conforme avanzaba el siglo XVII. Con todo, la principal dificultad con que tropezaba la navegación entre el estuario y Sevilla radicaba en la travesía de la barra de Sanlúcar, hasta el punto de que para franquearla tenía que darse el concurso de toda una serie de circunstancias favorables: mareas, corrientes, altura de las aguas, vientos, etc. Todas estas dificultades no hicieron sino incrementarse como consecuencia del aumento tanto del tonelaje bruto como del calado de los navíos, por lo que, desde mediados del siglo XVI, se hizo cada vez más frecuente que los navíos, para poder remontar hasta Sevilla, alijasen una parte de su carga al llegar a Sanlúcar. En cualquier caso, como ha señalado Chaunu, “la estadística de las pérdidas es el mejor test sobre los peligros del río”, ya que no en vano el 8% del total de las registradas en el período que abarca su estudio (1504-1650) tuvieron lugar en el Guadalquivir, añadiendo más adelante que “mucho más aún que en las pérdidas en hombres y navíos, la inferioridad del río radica en la pérdida de tiempo y en los millones de horas de trabajo que implican las interminables cargas y descargas”Nota 40). Junto a su acceso lleno de dificultades, otro punto débil del puerto de Sevilla lo constituían los problemas que se presentaban, a causa de la corriente, a la hora de efectuar los indispensables trabajos de carenado y mantenimiento de los navíos, lo que obligó a trasladar estas tareas, en primera instancia, al astillero de San Juan de Aznalfarache, situado a tres leguas del puerto y, más adelante, a los de la bahía gaditana. Por último, a estas insuficiencias en el terreno de la construcción naval hay que agregar la mediocridad del equipamiento de su puerto así como el que, a juicio de Chaunu, constituía “uno de los problemas más difíciles para Sevilla, a causa de su situación en el fondo del Guadalquivir: el de la coordinación de las llegadas de Europa con las salidas en dirección a América”Nota 41).

En todo ello fallaba Sevilla y tal vez eso explique la “flexibilidad” que mostró el Estado a la hora de aplicar el criterio de exclusividad al puerto sevillano. Porque, en efecto (y esto es algo que conviene dejar sentado desde un primer momento), el monopolio sevillano debe ser considerado como lo que realmente fue casi desde sus inicios: puerto único pero con excepciones, como demuestran las ventajas concedidas primero a Cádiz y, más tarde, también a otros puertos insulares y peninsulares.

Comenzando por Cádiz, veamos, siquiera sea en forma sucinta, cuáles fueron los principales hitos que, progresivamente, consolidaron su posición en el interior del complejo monopolístico andaluz para pasar de ser simplemente un antepuerto complementario de Sevilla a convertirse en su sustituta como capital de la Carrera de Indias. El punto de partida hay que situarlo en 1509, fecha en la que se autorizó a todos los navíos que lo deseasen cargar sus mercancías en Cádiz, para lo que se nombraría un “visitador” oficial, con residencia en la ciudad y encargado de vigilar el cumplimiento de todas las formalidades legales. Esta primera concesión se vio a su vez ratificada por sendas disposiciones emitidas en 1519 y 1530 relativas al nombramiento del “visitador” así, como por otra de 1535, estableciendo un juez residente fijo en Cádiz. De esta forma nacía el “Juzgado de Indias” de Cádiz, primer espaldarazo a sus aspiraciones a participar legalmente dentro del marco jurídico del monopolio. En 1558 y 1561 se le concedieron nuevas ventajas al permitírsele quebrar la regla del retorno obligado a Sevilla. En efecto, por cédula de 3 de abril de 1558, se autorizó a descargar en Cádiz a los navíos procedentes de La Española y Puerto Rico que transportasen cueros y azúcar y, por otra de 1 de marzo de 1561, se amplió esta facultad a los navíos que arrivasen en malas condiciones e incapaces de franquear la barra de Sanlúcar con tal de que, una vez descargadas las mercancías, se llevase por tierra a Sevilla su correspondiente registro, junto al oro, la plata y las perlas que hubiesen transportado. En 1614 el Consejo de Indias autorizó a los navíos procedentes de Sevilla a completar su carga en Cádiz, reactualizándose con ello una vieja costumbre en virtud de la cual se reservaba a la bahía gaditana un cierto porcentaje del tonelaje total (buque) asignado a las flotas. En 1622 se prohibió a los vecinos de Sevilla cargar en los navíos de Cádiz, lo que generó una fuerte protesta del consulado sevillano que consideraba que la parte reservada a Cádiz en el buque de las flotas (un tercio del mismo) sobrepasaba las posibilidades de su comercio. En 1664 Sevilla consiguió que las flotas saliesen y regresasen de Sanlúcar y que, además, se redujera el calado de los navíos al objeto de facilitar su acceso por la barra. Esta medida fue, a su vez, complementada por otra disposición emitida en 1666 por la que se suprimieron tanto el Juzgado de Indias en Cádiz como su tercio de toneladas en las flotas. Sin embargo, este triunfo sevillano no duró mucho, ya que, en 1679, al tiempo que se restituyó a Cádiz el Juzgado de Indias y su tercio de toneladas, se fijó también en su bahía la cabecera de las flotas. Desde entonces y hasta el paso trascendental de 1717 (traslado de la Casa de la Contratación a Cádiz), Sevilla sólo conservará el aparato burocrático del comercio mientras que Cádiz pasa a erigirse en el verdadero núcleo activo de la Carrera. Ahora bien, con todo, conviene no olvidar, como ha señalado Chaunu, “que jamás antes de la década de 1670-80 y la transferencia de 1680 de la cabeza de línea de Sevilla a Cádiz, el papel de Sevilla será contestado en tanto que capital de Monopolio”Nota 42).

Por lo que se refiere, a su vez, a la participación de las islas Canarias en este tráfico a expensas de la exclusividad sevillana, podría decirse que sus inicios se remontan al momento mismo del descubrimiento, ya que, desde el primer viaje colombino, todos los navíos que navegaron al Nuevo Mundo utilizaron el archipiélago canario como lugar de aprovisionamiento o como escala técnica para reparar sus averías. En cualquier caso, por una cédula de 10 de diciembre de 1508 se autorizó ya a los mercaderes españoles a poder registrar mercancías en Canarias, para lo que se ordenó a la Casa de la Contratación que destinase un funcionario suyo a las islas con la misión de supervisar dichos embarques. Dado que, en opinión de Morales Padrón, la Casa sevillana no llegó nunca a designar dicho funcionario, su cometido pasó a ser desempeñado por los escribanos de los respectivos cabildos. A mediados del siglo XVI eran tantas las irregularidades que concurrían en el desarrollo de este tráfico que la Corona se vió obligada a establecer en las islas una institución análoga al juzgado gaditano. En efecto, por una real cédula de enero de 1564, se creó el cargo de Juez Oficial con sede en Santa Cruz de la Palma y como este intento de monopolio palmero provocó de inmediato las protestas de Tenerife y Gran Canaria, por otra cédula de octubre de 1566 se nombraron otros dos jueces para dichas islas con idénticas atribuciones que el de la Palma. Estos jueces oficiales (a los que a instancias de la Casa de la Contratación se les cambió su denominación por la de Jueces de Registro) tenían como misión despachar los navíos que zarpasen desde las islas hacia América, registrar y visitar todos los navíos que estuviesen de paso y vigilar el estricto cumplimiento de toda la normativa reguladora de este tráfico. A partir de 1572 se estableció que las embarcaciones canarias viajasen en conserva de las flotas pero, como su incorporación a los convoyes resultaba siempre problemática, en 1591 se ordenó que las que siguiesen a las flotas de Nueva España, en caso de no poder unirse a ellas, partiesen del 20 de julio a fines de dicho mes y las que fuesen a Tierra Firme lo hiciesen del 20 de diciembre a los primeros días del año nuevo, quedando siempre obligadas a rendir viaje de retorno en el puerto sevillano. Esta norma fue sin embargo suprimida en 1607, al permitírsele a los navíos canarios viajar fuera de la conserva de las flotas. Como las irregularidades no cesaban, en 1612 se decidió que el Consejo de Indias señalase anualmente el tonelaje de permisión concedido a las islas, fijándose inicialmente en 600 toneladas. En 1657 fueron suprimidos los tres jueces de registro y nombrado en su sustitución un juez superintendente con residencia en Tenerife y subdelegados en Gran Canaria y la Palma. Y coincidiendo con este cambio se aumentó el permiso de exportación hasta 1.000 toneladas anuales, cantidad que se mantuvo ya prácticamente inalterable (con la única salvedad del período 1675-88 en que fue de nuevo reducida a 600 toneladas) hasta finales de la centuriaNota 43).

Por último, y para completar el cuadro de las excepciones legalmente reconocidas a la exclusividad del puerto sevillano, queda por referimos a las contempladas en favor de otros puertos peninsulares. En realidad, estas se concretizaron en una real cédula, emitida en Toledo el 15 de enero de 1529, habilitando nueve puertos, además de Sevilla (concretamente La Coruña, Bayona, Avilés, Laredo, Bilbao, San Sebastián, Cartagena, Málaga y Cádiz), para que

 

en cualquier de ellos puedan cargar y carguen los dichos navios, mercaderías, é otras cosas que quisieren, é por bien tuvieren, no siendo cosas de las que por nos están prohibidas y vedadas, y de ellos, y de cualquier de ellos hacer sus viages derechamente a las dichas Indias, sin ser obligados, como dicho es, á ir a la dicha ciudad de Sevilla, ni registrarse, ni hacer otra diligencia alguna en ella (...) y con que á la vuelta que hicieren sean obligados á volver derechamente a la dicha ciudad de Sevilla (...) sin tocar en otra parte alguna como agora se hace, y ha hechoNota 44).

 

Por consiguiente, a partir de ese momento, Sevilla se vería obligada a compartir su privilegio con otros puertos, aunque sólo fuese parcialmente, es decir, en cuanto a la posibilidad de expedir navíos a las Indias, ya que, por lo que se refiere a los retornos, conservaba intacta su exclusividad. Sin embargo, y a juzgar por los indicios existentes hasta el momento, esta medida de liberalización en favor de los puertos citados parece ser que apenas tuvo efectividad. Antúnez y Acevedo, el primero en llamar la atención sobre este particular, apuntaba tres posibles hipótesis: en primer lugar, la no aplicación pura y simple de dicha medida; en segundo lugar, una caída en desuso inmediata y, en tercer lugar, una aplicación reducida hasta 1543Nota 45). Haring, por su parte, afirma que “la licencia concedida por Carlos V fue casi siempre letra muerta” y que, en el mejor de los casos, fue derogada con anterioridad a 1543Nota 46), mientras que Chaunu sostiene que “la cédula de 1529 no había sido más que una medida circunstancial sin alcance alguno, tan contraria a las condiciones profundas de navegación de aquellos tiempos y tan poco utilizada por aquellos para lo que había sido hecha, que no mereció siquiera ser formalmente revocada”Nota 47). En todo caso, y con independencia del uso que realmente se hiciera de esta providencia de 1529, lo que no ofrece dudas es que, a lo largo de los dos primeros siglos de vigencia del sistema monopolístico, hubo “fugas” legales a la exclusividad sevillana. Otra cuestión distinta es que, pese a ello, Sevilla siguiera conservando su preeminencia como capital indiscutible de la Carrera. Dicho con palabras del propio Chaunu, que “si Sevilla no es todo el monopolio del 1493 a 1650 (en tanto que unidad dominante de un complejo dominante) ella inspira, da forma y dirige el monopolio”Nota 48).

Junto a las dos ya reseñadas, una tercera limitación del sistema consistió en la fijación de un capital mínimo de inversión. Desde mediados del siglo XVI, para intervenir en este comercio, ya fuese por cuenta propia o en calidad de factor o sobrecargo, se exigía que el valor de las mercancías embarcadas alcanzasen una determinada suma que era prefijada por los oficiales de la Casa de Contratación aunque sin someterse a unos criterios regulares. A comienzos del siglo XVII, el mínimo exigido era de 300.000 maravedíes de plata, suma que desde 1668 quedo reducida a 200.000. No obstante, conviene tener presente, como ya nos advirtiera Veitia LinajeNota 49), que esta modificación fue sólo aparente, ya que, el 25 de junio de ese mismo año, los miembros del Consulado, a cambio de ciertos servicios prestados a la Corona, habían obtenido el privilegio de declarar únicamente las dos terceras partes del valor de sus cargazones, de modo que se daba por sobreentendido que si se presentaba un registro de 200.000 maravedíes, su valor total debía alcanzar al menos los 300.000 requeridos a comienzos de la centuria. Al parecer, el objetivo de estas normas no fue otro que impedir el paso a América de personas que se hacían pasar por comerciantes, por más que, en última instancia, “el hecho de fundarla sobre la base del capital invertido tuvo por consecuencia práctica limitar el comercio a las firmas andaluzas más pudientes”Nota 50). Por consiguiente, resultaba que, de facto, no solo los extranjeros estaban legalmente excluidos del tráfico de Indias sino, también, todos aquellos comerciantes españoles cuyo volumen de transacciones no alcanzase el mínimo establecido en virtud de estas normas.

Por último, para completar este somero análisis de la estructura esencial del monopolio, tal como fue concebido en esta primera etapa, nos referiremos, muy brevemente también, a toda una serie de formalidades y requisitos que debían cumplimentar los navíos antes de emprender viaje y cuya exigencia respondía al intento de garantizar, en la medida de lo posible, la efectividad y buena marcha del sistema.

Casi desde los inicios de la navegación ultramarina quedó establecido que ningún navío podría partir del puerto sevillano sin obtener previamente una licencia que debería ser expedida por la Casa de la Contratación. Esto, al menos, es lo que aparece reflejado en el artículo 152 de las ordenanzas para la Casa emitidas en agosto de 1552, donde se estipula expresamente que

 

ningún maestre, ni capitán ni otra persona cargase navio alguno para las Indias sin que primero pida licencia a los Jueces Oficiales, y que estos antes de darla, vean y visiten el navio que se ha de cargar, de qué porte es, de qué tiempo, y si está estanco y bien lastrado conforme a su porte, y visto que tiene las qualidades convenientes, le den licenciaNota 51).

 

Por consiguiente, dado que la Casa no concedía la licencia sino previa inspección del navío, el primer paso a dar consistía en una petición de visita del mismo por parte de su capitán o maestre. Esta visita era realizada por unos funcionarios especiales de la Casa, los “visitadores”, quienes verificaban si el navío cumplía los requisitos antes mencionados al tiempo que señalaban las modificaciones o reparaciones que sería necesario hacerle y el equipaje y armamento de que debería proveerse. La norma de que fuese la Casa la encargada de conceder las licencias se mantuvo en vigor a lo largo de todo este período, con la única excepción de los años comprendidos entre 1601 y 1613, en que dicha facultad recayó en el Consejo de Indias. Sin embargo, para los navíos que viajaban fuera de la conserva de las flotas y a puertos distintos (registros sueltos), las licencias emanaron siempre del Rey o de su Consejo de IndiasNota 52). Concedida la licencia y entregada por el maestre una fianza de 10.000 ducados que se le exigía para responder de su carga, podía procederse ya a embarcar las mercancías a bordo de los navíos.

Tras esta primera visita, preceptiva para la obtención de la licencia, los navíos debían someterse todavía a otras dos nuevas inspecciones antes de emprender definitivamente su viaje. La denominada segunda visita se realizaba una vez cargado el navío y su finalidad era doble: de una parte, comprobar si se habían cumplido todas las instrucciones dadas con motivo de la primera visita respecto a obras, equipaje, armamento, etc.; de otra, verificar el contenido de su carga. Concluida esta segunda inspección, el navío podía descender ya hasta Sanlúcar donde, tras completar su carga, tenía lugar la tercera y última visita. Aunque ésta era de carácter general y tenía como objetivo comprobar si se había cumplido lo ordenado en las dos anteriores, en realidad estaba dirigida, fundamentalmente, a descubrir si el navío viajaba sobrecargado o bien transportaba mercancías prohibidas o sin registrar. En este último caso eran confiscados por los visitadores y remitidas a la Casa de la Contratación; si lo que existía era sobrecarga, se alijaba una parte de la misma, teniendo en este caso preferencia para continuar a bordo las mercancías embarcadas en Sevilla sobre las de Sanlúcar y entre las de una misma procedencia, las de los pasajeros sobre las de los mercaderes; la parte alijada era devuelta a Sevilla, a la Casa de la Contratación, para ser allí entregada a sus respectivos dueñosNota 53).

Las formalidades a cumplimentar en los puertos americanos, tanto para la obtención de la licencia como en las visitas, eran similares, en teoría, a las ya descritas, aunque en la práctica resultaban mucho más sencillas, ya fuese por el relajamiento de los organismos de control, por la escasez de oficiales reales para llevarlas a cabo o por la propia resistencia que oponían maestres y mercaderesNota 54). En cualquier caso, sus posibles deficiencias quedaban compensadas por la severísima inspección a que los navíos eran nuevamente sometidos a su llegada a Sevilla o Sanlúcar, donde los Jueces Oficiales de la Casa verificaban, escrupulosamente, el estado del navio, su equipaje, los pasajeros y mercancías que transportabanNota 55). De esta forma se reservaba a la última visita sevillana la meticulosidad de un control difícil de garantizar en la otra orilla del Atlántico.

Junto a licencia y visitas, un tercer requisito que debían cumplimentar todos los navíos que hacían la Carrera era el de someter a registro cuanto transportaban a bordo. Se trata, sin duda, de una de las normas más antiguas y arraigadas en este tráfico, ya que como nos indica Antúnez y Acevedo,

 

quizá no ha habido providencia ni más antigua, ni más constantemente observada en la Carrera de Indias que la de sujetar a registro todo lo que se llevase y traxese en esta navegación; pues desde el principio de ella hallamos establecida esta formalidad, y repetidas desde aquel tiempo hasta el presente, las órdenes para su observancia sin variación algunaNota 56).

 

En efecto, ya en las instrucciones dadas a Colón en 1493, con motivo de su segundo viaje, se impuso la obligatoriedad de que todas las personas y mercancías que viajasen en la expedición fuesen registradas ante un agente de la real hacienda e idéntica necesidad se reiteró en el articulo 8º de las primeras ordenanzas de la Casa de la Contratación y en años posterioresNota 57). El registro se impuso, por tanto, como una formalidad ineludible, cuya finalidad esencial consistía en controlar todo lo que se expedía hacia el Nuevo Mundo y lo que de allí venía, tratando, en ambos casos, tanto de impedir el comercio de mercancías ilícitas como de facilitar el cobro de los impuestos que gravaban este tráfico.

La confección del denominado registro de mercadurías requería el cumplimiento de toda una serie de diligencias sucesivas. En Sevilla, cualquier mercader que quisiese cargar sobre un navío con destino a las Indias debía proveerse de dos licencias: una expedida por los almojarifes y otra por la Casa de la Contratación. El primer documento facultaba para transportar los géneros hasta la nave y en él constaba el nombre del cargador, el del navío en que se embarcaban las mercancías, la naturaleza de éstas así como el número de fardos que las contenían. Provisto de esta primera licencia se solicitaba a la Casa la segunda, que permitía ya embarcar los géneros y en la que se inscribía otra vez el nombre del cargador, la cantidad de mercancías y el puerto de destino. A renglón seguido, los mercaderes presentaban a los almojarifes unas declaraciones por ellos firmadas con los precios de las mercancías y que, verificadas por aquéllos, servían como documento base para el cobro de los dos principales gravámenes: el almojarifazgo y la avería. Por último, estas declaraciones eran remitidas a la Contaduría de la Casa de la Contratación donde, reunidas las pertenecientes a cada navío, se confeccionaba el correspondiente registro. El original quedaba allí depositado y una copia del mismo se entregaba al maestre de la embarcación para que la presentase a las autoridades competentes a su arribo al puerto de destino.

En cuanto a las diligencias a realizar en los puertos americanos para la confección del registro de retorno eran similares a las descritas aunque, en la práctica y al igual que ocurría con las visitas, no siempre se observaba tan escrupulosamente lo prevenido en las leyes. Sin embargo, a las autoridades españolas les quedaba aún el recurso de los nuevos trámites a cumplimentar por los navíos a su llegada a Sevilla, donde no se podía desembarcar nada sin licencia y menos todavía el oro, la plata, las perlas y las piedras preciosas, que debían ser depositadas en la Casa de la Contratación antes de ser entregadas a sus respectivos propietariosNota 58).

En definitiva, con toda esta serie de formalidades, el Estado, a través de su intermediario, la Casa de la Contratación, no hacía sino procurar reforzar ese severo y estrecho control que pretendía ejercer sobre el tráfico ultramarino y que, como ya quedó señalado, sobrepasa el dominio de lo puramente económico para convertirse también en un control político, jurídico y hasta teológico. El hecho de que. a la hora de su concreción, las cosas terminasen discurriendo por derroteros muy distintos a los programados sobre el papel, es otra cuestión de la que ya nos ocuparemos en su momento.

La nueva política comercial del siglo XVIII: hacia la multiplicación del monopolio

En el transcurso del siglo XVIII la nueva dinastía borbónica puso en marcha un vasto y apretado plan de reformas cuyo fin primordial y último no fue otro que el robustecimiento del absolutismo monárquico y el engrandecimiento del Estado. Sin embargo, y en la medida que ello no pareció viable sin un desarrollo paralelo de las fuerzas productivas y un incremento sustancial de la “riqueza nacional”, la mejora de la economía se convirtió también, por pura lógica, en un aspecto fundamental del programa reformista. Sin entrar aquí a discutir si el denominado “reformismo borbónico” constituyó una política eficaz para el despegue económico español del siglo XVIII, existe un acuerdo sustancial entre los especialistas para considerar que, en el diseño reformista, el papel motor del crecimiento se asignó no tanto a la política de fomento industrial (que la hubo) como a la comercial, especialmente en su vertiente colonial. América salta así al primer plano de la actualidad política y sus relaciones económicas con la metrópoli se convertirán en el eje central de las preocupaciones de los nuevos gobernantes, que van a cifrar buena parte de sus expectativas de éxito en el reforzamiento de dichas relaciones.

Se trata, ciertamente, de una idea ampliamente compartida por la práctica totalidad de los círculos ilustrados, según se desprende tanto de la copiosa literatura que generó el “proyectismo” como de los escritos que inspiraron más de cerca la política a seguirNota 59). Las razones de esta preferencia no resultan difíciles de interpretar. En efecto, si el incremento de la producción, sobre todo industrial, constituía uno de los elementos sobre el que debería recaer la responsabilidad de equilibrar e incluso de alcanzar la solvencia en nuestra balanza comercial, la existencia de unos mercados reservados donde poder colocar esos productos al abrigo de toda posible competencia se erigió, a su vez, en el complemento indispensable, en la condición sine qua non para el logro de esa ansiada meta. Por consiguiente, desde esta perspectiva, a lo que va a aspirar el reformismo no será sino a tratar de estrechar e incrementar los lazos de dependencia entre la metrópoli y sus colonias; que éstas asumiesen, de una vez por todas, su papel de simples mercados complementarios de la economía peninsular, hacia la que deberían drenar sus excedentes, privados y públicos. Y bien entendido que esto no presupone que, con anterioridad al siglo XVIII, la teoría del “pacto colonial” como modelo de dependencia económica hubiese estado ausente del sistema colonial español; pero aun así, habrá que convenir que, en el transcurso del siglo XVII, esos lazos de dependencia habían sufrido una importante relajación, traducida en el alto grado de autosuficiencia alcanzado por algunas de aquellas provincias, que ahora el reformismo iba a intentar corregir. Como ya escribiera Campomanes, su deseo era ver convertida a la totalidad de América en una inmensa plantación, explotada por mano de obra esclava y donde los colonos consumiesen únicamente productos españoles, llevados allí por un comercio practicado también en exclusividad por peninsularesNota 60).

Ahora bien, ni la preocupación por la necesidad de una reforma en profundidad del sistema mercantil hispanoamericano surge con la llegada de los Borbones al poder ni la adopción de medidas al respecto fue responsabilidad directa y exclusiva de la iniciativa estatal. En realidad, la preocupación venía ya de atrás (como prueba la creación, en 1679, de la Junta General de Comercio bajo cuyos auspicios se elaboraron diversos proyectos encaminados a reavivar nuestro decaído comercio colonial), amén de que en la plasmación del programa reformista confluyeron también presiones de muy diversa índole, comenzando por la más urgente y apremiante de todas: el hecho mismo de que, a fines del siglo XVII, el tan cacareado monopolio comercial se hallaba reducido a poco más que una mera ficción. En efecto, y a juzgar por la información disponible, todo parece indicar que, a esas alturas del siglo, Inglaterra, Francia y Holanda se perfilaban como las auténticas metrópolis de la América hispana, con el agravante de que esta situación de pérdida de control de nuestro comercio colonial no hizo sino acentuarse aún más como consecuencia de la Guerra de Sucesión españolaNota 61). Por de pronto, a partir de 1701, y a cambio de la protección que dispensaría a los navíos españoles que hiciesen la Carrera, Francia obtuvo no sólo el Asiento para la introducción de negros en América sino también la autorización para que sus buques de guerra encargados de escoltar nuestras flotas pudiesen transportar mercancías por un valor de hasta 2.000 libras francesasNota 62). A su vez, esta injerencia legal de una potencia extranjera en el monopolio no desapareció con la finalización del conflicto, ya que, como acertadamente ha señalado G. J. Walker, los acuerdos suscritos en Utrecht sólo sirvieron para sustituir la “amenaza francesa” por el “auge de los ingleses”Nota 63). No en vano, a partir de 1713, el Asiento de negros pasó a manos de Inglaterra, a la que se concedió, además, licencia para enviar anualmente a nuestras colonias un Navío de Permiso de 500 toneladas, con la facultad de comerciar sus mercancías, libres de impuestos, en cada una de las ferias que se celebrasen en Veracruz y PortobeloNota 64). Así pues, si grave era la situación reinante al estallar el conflicto, más amenazante se tornó, todavía, con las secuelas de la paz.

Por otra parte, el comercio metrópoli-colonias no era el único con problemas. En situación muy similar se hallaba también el comercio interprovincial colonial, sometido igualmente, desde mediados del siglo XVIII, a una fuerte dependencia extranjera. En efecto, desde sus estratégicas posiciones de Curaçao, Jamaica o Martinica, holandeses, ingleses y franceses realizaban un intenso y activo comercio con las Antillas españolas y con Venezuela, que posteriormente se extendió también a la zona del Río de la Plata, Chile y Perú y que terminó por convertir a estos extranjeros en los verdaderos intermediarios de un tráfico que, en opinión de Céspedes del Castillo, había sido hasta entonces “interprovincial español directo”Nota 65). A mayor abundamiento, la gravedad de la situación aquí planteada no se reducía exclusivamente al hecho de que, a resultas de este creciente intervencionismo extranjero, se estuviese desmoronando esa especie de integración económica que, en el transcurso del siglo XVII, había ido forjándose entre los reinos indianos. A ello había que añadir otra circunstancia no menos amenazadora para los intereses metropolitanos, a saber y como ha señalado Moreno Fraginals, que la tendencia a la recuperación económica con que terminó el siglo XVII en diversas regiones americanas provenía, en muy buena medida, de la respuesta afirmativa dada por las oligarquías criollas a los estímulos  procedentes del comercio realizado precisamente por las colonias extranjeras y, por extensión, con el resto de EuropaNota 66).

Resumiendo, los problemas que debía afrontar e intentar solucionar el reformismo no se reducían únicamente a “remonopolizar el comercio de ultramar”Nota 67), es decir, a rescatar este comercio de las manos extranjeras que lo controlaban y convertirlo en un instrumento operativo al servicio de ese ambicioso proyecto de reconstrucción económica que se pretendía llevar a cabo. Además, había que asumir la nueva realidad americana, ofreciendo contrapartidas a las élites criollas y, todo ello, sin olvidar las presiones y demandas planteadas en la propia metrópoli por las “burguesías periféricas” en solicitud de un mayor protagonismo en el negocio colonialNota 68). Y justamente éste será un lastre que el reformismo borbónico arrastrará desde un primer momento, imprimiendo a todo su quehacer ese carácter acusadamente “reactivo y defensivo” que hace que las reformas adoptadas produzcan siempre la impresión de ir a remolque de la realidad, de no venir sino a sancionar legalmente hechos, acontecimientos o situaciones históricas ya preexistentesNota 69). Bien es verdad que a ello contribuyeron, y en no poca medida, las resistencias y obstáculos de todo tipo opuestos por los grupos usufructuarios del monopolio, tanto de una como de otra orilla del Atlántico. Pero este reconocimiento no disminuye, en lo más mínimo, la responsabilidad que cabe atribuir a los propios intereses del Estado y que le llevaron a mostrarse renuente e indeciso, prolongando así, innecesariamente, la agonía de un sistema cuya ineficacia estaba ya más que demostrada.

Planteada la génesis de las reformas y señalado también el carácter reactivo de las mismas, una última aclaración a propósito del empleo que aquí hacemos del término “reformismo borbónico” aplicado al comercio colonial. En efecto, aunque existe una cierta corriente historiográfica que tiende a reservarlo para caracterizar, en exclusividad, el conjunto de leyes, órdenes, decretos y reglamentos que se promulgaron en el reinado de Carlos III, en nuestra opinión la labor legislativo-reformista desplegada en materia de comercio colonial desborda, ampliamente, los límites cronológicos de ese reinado para extenderse a todo lo largo de la centuria. En otras palabras, que bajo la citada expresión cabe incluir un amplio rosario de medidas que abarcan, desde el decreto de 8 de mayo de 1717, que ordenaba el traslado de la Casa de la Contratación a Cádiz, hasta la real orden de 17 de noviembre de 1797, por la que se abrían los puertos americanos al libre comercio de los “neutrales”, pasando por el intento acontecido en 1720 de reformar el sistema de transportes y la fiscalidad, la creación de “compañías privilegiadas”, la generalización de los “registros sueltos” y, claro está, los sucesivos decretos de “libre comercio”, en especial los de 1765 y 1778. Visto así, la cuestión a debatir estribaría, no tanto en el uso más o menos restringido del término “reformismo borbónico” cuanto en llegar a establecer si, en el decurso de todo este proceso, se puede datar un momento a partir del cual las reformas introducidas entrañan un cambio sustancial respecto a la línea política mantenida hasta ese momento. Pues bien, a este respecto, parece que existe un acuerdo prácticamente unánime en aceptar que el proceso reformista se articuló, efectivamente, en dos etapas claramente diferenciadas, cuya frontera se sitúa, con absoluta nitidez, en 1765. Tomando como punto de referencia esta fecha clave, la primera se nos presenta como una etapa de signo inequívocamente continuista, en la que las reformas se dirigen, sobre todo, a apuntalar el viejo edificio del monopolio, tal y como había sido heredado de los Austrias, en un intento, a lo sumo, de racionalizar su funcionamiento y aumentar su eficacia. Durante la segunda etapa, en cambio, las relaciones comerciales con América se encauzan por nuevos derroteros de libertad, bien entendido que la política del “libre comercio”, que llena esta etapa, jamás cuestionó la existencia del monopolio; en esencia, a lo máximo que aspiró fue a sustituir el anterior sistema monopolístico, cerrado y estrecho, por otro más magnánimo, abierto a un mayor número de puertos, tanto en la metrópoli como en las colonias.

En este contexto y adentrándonos en el pormenor de la etapa que hemos denominado continuista, la primera situación de “renovación” con la que topamos será el traslado de la cabecera de la Carrera desde Sevilla a Cádiz, cambio que no entrañaba novedad alguna por cuanto no venía sino a ratificar una inversión en la correlación de fuerzas entre las dos capitales andaluzas, que se había decantado ya en favor de Cádiz, al menos desde 1680. Mucha mayor trascendencia tendrá, sin duda, la promulgación, el 5 de abril de 1720, del Proyecto para galeones, y flotas, del Perú, y Nueva España, y para navios de registro, y avisos, que navegaren a ambos Reynos, la pieza legislativa más importante del período, en la que se expresan, con absoluta claridad, tanto las intenciones políticas del gobierno respecto al comercio colonial como las directrices por las que éste habría de regirse en adelanteNota 70). Consta de un preámbulo y de ocho capítulos, los cuatro primeros dedicados a la reglamentación formal del transporte y los otros cuatro a la descripción detallada de los impuestos que deberían cobrarse, con el reglamento para su recaudación. En el preámbulo, el rey manifiesta su deseo de establecer unas relaciones comerciales estrechas y regulares con sus Indias, a las que considera esenciales para estimular el desarrollo de la industria nacional, aumentar los ingresos de la Corona y, en general, garantizar la prosperidad y el bienestar de todos sus súbditos. Para ello entiende que el mejor método será que galeones y flotas se “despachen con regularidad”, a cuyo fin se compromete a proporcionar, sin demora, los buques de guerra necesarios para escoltar a los mercantes, estableciéndose, asimismo, el número y la nacionalidad de los navíos que debían integrar los convoyes, carga que podrían transportar, personas que podrían embarcarse, formalidades a cumplir para su despacho y un calendario muy estricto para la realización de viajes. Con todo, y dado que el Proyecto mantenía el esquema tradicional de navegación en convoyes (con el recurso auxiliar de la expedición de registros sueltos), las novedades más significativas se van a concretar en el terreno fiscal al consagrarse, como principal impuesto, el denominado derecho de palmeo, que gravaba las mercancías en función del volumen que ocupaban en el navío, medido en palmos.

En suma, pues, dos fueron los objetivos esenciales asignados al Proyecto: de una parte, proporcionar una mayor regularidad y agilidad al tráfico y, de otra, simplificar el complicado proceso que con anterioridad entrañaba la percepción de los impuestos. Y todo ello, bien entendido, con las miras puestas en conjurar el peligro que significaban el Asiento y el Navío de Permiso, arrancados por los ingleses a Felipe V en Utrecht, peligro que provenía no tanto del volumen de mercancías susceptible de introducir a través de esos conductos como del hecho de que se consolidaran circuitos comerciales al margen de la Carrera. A ello habría que añadir el intento de beneficiar a la producción nacional, disminuyendo la carga impositiva, así como el favorecer también a la industria naval, al establecer la obligatoriedad de que, salvo en circunstancias excepcionales, todos los navíos que integren las flotas sean de fabricación nacional.

Prefiguradas las líneas maestras a las que se confiaba el restablecimiento del comercio y clarificados los objetivos de la Corona, el resto de la normativa legal dictada en el transcurso de esta primera etapa no vendrá sino a insistir y abundar en esos mismos puntos. Tal ocurre con el nuevo reglamento de 28 de agosto de 1725, en el que se incluyeron veintitrés clarificaciones y adiciones al anterior proyecto de 1720Nota 71) y también con la real cédula de 21 de enero de 1735, resultado de los informes presentados por una comisión mixta de comerciantes peninsulares y americanos y promulgada en vista de que las providencias que le precedieron no habían alcanzado su objetivo de “proporcionar al tráfico (...) la regularidad que conviene a mis Reales intereses y al beneficio común de los comercios de éstos y aquellos Reynos”Nota 72).

La impresión que se obtiene es que ni había voluntad política de introducir ninguna reforma que significase una alternativa al régimen de flotas y galeones ni los intereses de los flotistas de uno y otro lado del Atlántico iban tampoco en esa dirección, máxime tras la promulgación de la real cédula de 2 de abril de 1728, por la que se llegó a una solución de compromiso en los tradicionales enfrentamientos entre almaceneros criollos y flotistas gachupinesNota 73). Prueba evidente de ello la encontramos en el hecho de que, pese al éxito que supuso la experiencia de la navegación en registros sueltos durante la guerra con Inglaterra de 1739-48, nada más firmarse la paz (tratado de Aquisgrán), los monopolistas gaditanos y novohispanos presionaron a la Corona para que restableciese las flotas, lo que hizo por real orden de 11 de octubre de 1754Nota 74).

En realidad, la única experiencia que se realizó fuera de los marcos tradicionales fue la creación de “compañías privilegiadas de comercio”, siguiendo de cerca el modelo ya puesto en práctica, en la centuria anterior, por otros estados mercantilistas (Inglaterra, Francia y Holanda). La idea carecía, pues, de originalidad, máxime si tenemos en cuenta que su utilización había sido ya contemplada entre los distintos proyectos elaborados por la Junta de Comercio en el último tercio del siglo XVII. Se organizaron como sociedades por acciones, en las que el Estado tuvo a menudo una participación algo más que simbólica y su finalidad fue doble: de una parte, incorporar al comercio metropolitano ciertas regiones coloniales insuficientemente abastecidas por medio del sistema de flotas; de otra, permitir a las emergentes burguesías periféricas metropolitanas un acceso más directo a los beneficios del monopolio. La primera en crearse fue la Guipuzcoana de Caracas (1728), con sede en San Sebastián y a la que se concedió el monopolio comercial con Venezuela, surgiendo tras ella la de San Cristóbal de La Habana (1740) para comerciar con Cuba, San Fernando de Sevilla (1747) con licencia para cualquier región americana con excepción de las comprendidas en las otras concesiones y la de Barcelona (1775) habilitada para el comercio con Cumaná, Margarita, Santo Domingo y Puerto RicoNota 75). Sin embargo, salvo en el caso de la Guipuzcoana de Caracas, el alcance de esta experiencia fue muy limitado, amén de que, como ya señalara Vicens Vives, se trató de un esfuerzo “precario y tardío”Nota 76), al que la política del “libre comercio” no tardaría en vaciar de contenido.

El punto de arranque de esta nueva política que da nombre y contenido a toda la segunda etapa del reformismo se sitúa, como ya hemos adelantado, en 1765, fecha en la que una junta técnica (creada el año anterior para estudiar la situación del comercio colonial) elaboró un informe en el que proponía la supresión del monopolio de Cádiz y del régimen de flotas y su sustitución por el “libre comercio”. Concretamente, lo que propugnaba el informe era establecer un comercio directo, realizado por medio de registros sueltos, entre catorce puertos peninsulares y treinta y cinco americanos y en el que los productos españoles gozaran de exención total de derechos en tanto que los demás se gravasen con un impuesto general del 6% sobre su respectivos valoresNota 77). El informe se hizo público en febrero y en octubre se tomaron ya las primeras medidas, aunque no estará de más advertir que el camino que condujo a la implantación definitiva del nuevo sistema comercial fue mucho más largo y sinuoso de lo que a menudo se suele afirmar. En efecto, frente a la idea vulgarizada de que la desaparición del viejo sistema monopolista se llevó a cabo en un momento preciso y por medio de una ley concreta, conviene recordar que tal situación constituyó el resultado de un largo escalonamiento de pruebas y tanteos, que fue afirmándose en el aparato legal precisamente en la medida que los éxitos parciales obtenidos justificaban la oportunidad de nuevos planteamientos de esa política comercial. Asimismo y a propósito de la génesis de esta segunda etapa del reformismo y de su ya mencionado carácter “reactivo defensivo”, cuando menos habrá que dejar constancia del papel esencial que jugaron, como catalizadores del cambio, de una parte, la toma en 1762 de La Habana por los ingleses y, de otra, la decisión adoptada por Francia en 1763 de establecer puertos libres en Martinica, Guadalupe y Santo Domingo.

Las reformas se iniciaron con la promulgación del Decreto y Real Instrucción de 16 de octubre de 1765 en virtud del cual se autorizaba el comercio directo desde nueve puertos españoles a cinco islas del Caribe. Los puertos habilitados en la metrópoli fueron Santander, Gijón, La Coruña, Sevilla, Cádiz, Málaga, Cartagena, Alicante y Barcelona y las islas con las que se podía comerciar, Cuba, Santo Domingo, Puerto Rico, Trinidad y MargaritaNota 78). La medida tuvo carácter de ensayo y de ahí que, para evitar, en la medida de lo posible, los recelos y la oposición de los grandes comerciantes flotistas que tenían concentrados sus intereses en los centros neurálgicos del imperio, su aplicación se restringiese a un área en cierto modo marginal y, desde luego, no productora de plata; sin embargo, una vez comprobados sus resultados, por sucesivos decretos fue haciéndose extensiva a la totalidad del comercio hispanoamericano. En la metrópoli, los nuevos puertos habilitados fueron: Alfaques de Tortosa, Almería, Palma de Mallorca y Santa Cruz de Tenerife en 1778; Vigo en 1783; San Sebastián en 1788 y el Grao de Valencia en 1791. En América, las sucesivas regiones incorporadas al área del libre comercio fueron: Luisiana en 1768; Yucatán y Campeche en 1770; Santa Marta en 1777; Nueva Granada, Guatemala, Perú, Chile y Buenos Aires en 1778 y, por último, Nueva España y Venezuela en 1789.

Estas medidas, tendentes a romper con el viejo principio de la concentración del tráfico en unos pocos puertos, se vieron acompañadas por otras encaminadas a terminar con el confusionismo y desorden reinante en el sistema fiscal, causa fundamental del incremento experimentado por el contrabando. Tanto es así que, en opinión de J. M. Delgado, el libre comercio no fue sino el inicio de una política realista como única alternativa para “disimular el contrabando”Nota 79). En esta dirección, las reformas más importantes fueron las introducidas con motivo de la publicación del decreto ya reseñado de 1765 y, sobre todo, del Reglamento y Aranceles reales de 12 de octubre de 1778Nota 80). Aunque éste es un tema sobre el que volveremos con más detenimiento al tratar de la organización fiscal de la Carrera, al menos dejemos consignado que la principal innovación aportada por estos decretos consistió en la supresión de la interminable lista de derechos que hasta entonces gravaban el comercio (palmeo, toneladas, extranjería, visitas, habilitación, carenas, etc) y su sustitución por un nuevo impuesto ad valorem que daba un trato diferencial a las mercancías españolas sobre las extranjeras. Asimismo, debemos también reseñar que, entre 1789 y 1796, volvieron a emitirse otra serie de medidas moderando algunos derechos arancelarios y suprimiendo, en todos los puertos americanos, tanto las alcábalas como otros derechos municipales aún en vigor.

Un tercer problema abordado por la política de reformismo en el transcurso de este mismo período fue la liberalización del comercio interprovincial, medida que, a semejanza de lo ya hecho en el comercio metropolitano, se implantó también de forma gradual. Las primeras en beneficiarse de esta apertura fueron las cinco islas incluidas en el decreto de 1765; en 1774 se permitió este comercio entre Perú y Nueva Granada de una parte y Nueva España y Guatemala de otra y, en 1776, entre Buenos Aires y Chile y las colonias del interior, si bien, sujetándolo todavía a numerosas restricciones (tendentes a evitar posibles perjuicios al comercio español) que fueron levantadas por una real orden de abril de 1796 autorizando “el comercio recíproco entre Nueva España, Islas de Barlovento, puertos del sur de Guatemala, Buenos Aires y Cartagena de Indias”. El proceso culminaría con sendas reales cédulas, emitidas en agosto de 1801 y septiembre de 1803, liberalizando el comercio entre los puertos del Mar del Sur, tanto para productos coloniales como europeos.

Finalmente, a partir de 1789 y al objeto de facilitar su importación y estimular así la agricultura de cultivos destinados a la exportación (azúcar, tabaco y cacao) se liberalizó también la trata de negros. Una real orden de 28 de febrero de 1789 declaró libre y exenta de impuestos la introducción de negros en Cuba, Santo Domingo, Puerto Rico y Venezuela. La trata quedaba inicialmente autorizada por un período de dos años, prorrogada por otros dos, que fueron ampliados a seis al cumplirse el primer plazo, incorporándose, además, a su área de cobertura Santa Fe y Buenos Aires. Posteriormente, y por una real cédula emitida el 22 de abril de 1804, se volvió a prorrogar la introducción, en este caso por doce años si corría por cuenta de españoles y por seis si la realizaban extranjeros.

Hasta aquí, pues, las principales medidas que informaron la nueva política de liberalización comercial puesta en marcha por el reformismo borbónico en esta segunda mitad de la centuria. Vistas en su conjunto, resulta evidente que significaron una quiebra de los esquemas tradicionales del monopolio comercial español y, por tanto, el inicio de una nueva etapa en las relaciones económicas metrópoli-colonias. Al igual que sugerimos tras la descripción del organigrama del monopolio en los siglos XVI y XVII, dejaremos para capítulos posteriores la comprobación de la eficacia puntual y pormenorizada de estas medidas en la experiencia cotidiana del tráfico. Con todo, quisiera antes de concluir, apuntar una matización fundamental al concepto general de liberalización comercial con el que hemos etiquetado esta última fase del monopolio. Tal matización puede expresarse prácticamente en un par de líneas: el concepto de libertad de comercio no puede identificarse, en modo alguno, con el significado general que por esas fechas y algo posteriores se utilizara la expresión en los teóricos ingleses del liberalismo; es decir, que cualquiera a su responsabilidad y costo pudiese introducir su negocio en el seno de las relaciones comerciales entre España y América. Aunque se adoptó la expresión libertad comercial (o libre comercio), sin embargo, no se aceptó su significado aparente. La implantación del nuevo régimen comercial se llevó a cabo sin deponer en lo fundamental de la actitud monopolizadora y restrictiva mantenida a todo lo largo del período anterior. En realidad la política del libre comercio trató de abrir las rígidas compuertas del puerto único en beneficio de un mayor número de puertos, de simplificar la burocracia y de proporcionar una mayor agilidad y flexibilidad al tráfico. Por lo demás, éste siguió siendo un comercio “protegido", que trataba de favorecer la exportación de productos españoles gravando más los extranjeros y que, por supuesto, mantuvo para América la condición de mercado reservado o cautivo. Como ya señaláramos al comienzo de este epígrafe, el fin primordial y último que perseguía la nueva política comercial no era otro que devolver a las “provincias de ultramar” su verdadero status de colonias, es decir, reducirlas a desempeñar el mero papel de mercado consumidor de las manufacturas que le llegaban de la Península y productor de materias primas para su exportación a la metrópoli. Y justamente aquí es donde reside —como ha señalado Céspedes del Castillo— la "novedad e importancia teórica del nuevo régimen comercial”, ya que. no en vano, esto entrañaba "una ruptura completa de la tradición económica hispanaNota 81). En efecto, mientras que en épocas anteriores, independientemente de las fracturas prácticas en la vida cotidiana, la decisión estatal era considerar las Indias como un territorio más de la Corona, en el que fue creando “nuevas Españas, todas de estructura bastante análoga a la de los Reinos peninsulares”, el nuevo diseño, más contaminado por la doctrina económica de la Europa de su tiempo, revela la voluntad, al menos inconsciente, de considerar las provincias americanas económicamente desiguales, según la teoría más dura del pacto colonial.

Sucede, sin embargo, que la asunción de semejante esquema teórico no permite su puesta en funcionamiento sólo por el voluntarismo de la decisión del Estado. Se podría decir con razón que no es colonialista quien quiere sino quien puede. La práctica colonial exige que la metrópoli dominante esté en condiciones de ejercer como tal, produciendo las mercancías que las colonias demandan para su consumo y absorbiendo las materias primas que producen aquellos territorios. A la economía española le faltó precisamente esta capacidad y cuando ello se puso descaradamente de manifiesto, las colonias no estuvieron dispuestas a seguir respetando un esquema en el que sólo ellas cumplían su parte, de modo que rompieron unilateralmente el sistema y el monopolio español desapareció. La experiencia a la que nos referimos sucedió, precisamente, en el transcurso de los períodos 1797-1801 y 1805-1808, en los que la situación de guerra con Inglaterra obligó a dejar en manos de otras naciones —los denominados “países neutrales”— el tráfico de la Carrera. Pese a su brevedad, la práctica de esos años resultó más que suficiente, ya que no sólo contribuyó a crear nuevas redes del tráfico y nuevos hábitos comerciales, de los que ya no fue posible desprenderse, sino que evidenció, con toda crudeza, el carácter meramente “comisionista” del comercio metropolitano, simple reexportador de mercancías extranjerasNota 82). En definitiva, como ha escrito J. Lynch, las colonias terminaron por descubrir que podían sobrevivir sin EspañaNota 83). Va de suyo, que si podía conseguirse la independencia económica, como acababa de comprobarse, más fácil debió parecer alcanzar la política. El movimiento para forzarla quedaba abierto, así, justamente, en esos mismos años.
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Los organismos rectores de la carrera

Para alcanzar los objetivos que se esperaban del ejercicio del monopolio, la compleja red legislativa que hemos visto surgir y desarrollarse necesitó, inmediatamente, de unos organismos capaces de coordinar, programar, ejecutar y controlar las circunstancias, fuerzas, capacidades y materiales que en él intervenían. De este grupo, por fuerza y funcionalidad reducido, voy a ocuparme aquí de las dos instituciones esenciales: la Casa de la Contratación de las Indias (y sus derivados posteriores a 1778, los Juzgados de arribadas) y el Consulado o Universidad de cargadores a Indias. Cada una de ellas puede entenderse que representaba un conjunto identificado de intereses: los estatales la Casa de la Contratación y los de los comerciantes el Consulado.

En este diseño previo podría echarse en falta alguna otra institución y muy en particular, aquella que por su propia denominación parece reclamar a voces un puesto en este capítulo: el Consejo Real y Supremo de las IndiasNota 1). No lo incluiré, sin embargo, por entender que el Consejo no fue, exactamente, un organismo rector de la Carrera, sino la máxima instancia estatal responsable del conjunto de la política americanista, a cuyo cargo quedaron todos los aspectos administrativos, judiciales y eclesiásticos relacionados con las Indias. Órgano legislativo por excelencia (elabora las leyes, decretos, pragmáticas y ordenanzas relativas a Indias), su creación sirvió, justamente, para descargar a la Casa de la Contratación de las funciones de administración y política colonizadora que en un principio se le habían encomendado, reduciéndola y especializándola, a partir de entonces, en las de gestion y control de la Carrera, ámbito en el que se erige como la máxima autoridad en representación de la Corona.

Vamos, en consecuencia, a abordar, según este diseño inicial, el estudio de los dos organismos más específicamente dedicados a la gestión de la Carrera: la Casa de la Contratación (primero de Sevilla y luego de Cádiz) y el Consulado de cargadores de Indias (también de Sevilla y Cádiz).

La Casa de la Contratación de las Indias: fundación, organización y competencia (etapa sevillana)

Aviendo la divina providencia permitido que el año de 1492, tuviese principio el descubrimiento de las Indias Occidentales (...) se govemaron las cosas, y casos, que de las Provincias, é Islas que ivan descubriendo ocurrían, por diferentes comissiones, que los Señores Reyes Catolicos encargavan a personas particulares, y algunos años la tuvo Don Juan Rodríguez de Fonseca (...) hasta que la Señora Reyna Doña Juana por su cédula, fecha en Alcalá de Henares a 14 de febrero de 1503 (...) hizo saber, que juntamente con el Rey avia mandado hazer (...) una Casa para la Contratación, y negociación de las Indias (...) á la cual se avian de traer todas las mercaderías, y otras cosas que necessarias fuessen para la dicha Contratación, y las que se huviessen de llevar á las dichas Islas, y traer dellas, y que avia de aver en la dicha Casa un Factor, y un Tesorero, y un Escrivano que tuviessen cargo de toda la dicha negociaciónNota 2).

 

Con este largo párrafo daba comienzo Veitia Linaje a su Norte de la Contratación —piedra angular y punto de referencia inexcusable de la historiografía posterior sobre el tráfico indiano—, cuyo libro primero trata, precisamente, de todo lo concerniente al origen, organización y funcionamiento de esta notable institución. Nuestro autor, que la conocía muy de cerca (no en vano fue Tesorero y Juez oficial de la misma ), no duda en calificarla como de

 

Tribunal de tan dilatada jurisdicción, que su territorio es inmenso; de tan grande autoridad, que mereció vezes de consejo para el govierno de las Indias, y que lo fue, no solo para este efecto, sino de Guerra, y Hacienda, cuando todas las disposiciones corrieron inmediatamente de la Real persona al Tribunal; de tanta riqueza, que no ha podido aver otro en la Europa que le compita; de tanto crédito, que aun los más abonados particulares no le igualavanNota 3).

 

Conste, además, que cuando Veitia escribe su obra, la Casa no atravesaba, justamente, por uno de los momentos más brillantes de su dilatada historia; pero, aun con altibajos y mermas en su poder, de lo que no cabe duda es que, hasta su extinción, la Casa jamás dejó de ser pieza esencial del monopolio y, desde luego, el organismo más importante creado por el Estado para regular e intervenir en todo lo relacionado con el tráfico ultramarino.

Antes que nada, habría que empezar aclarando que la cédula que cita Veitia no es la de la fundación de la Casa, sino otra posterior, que sirvió para designar a las tres primeras personas que habrían de ejercer como funcionarios de la mismaNota 4). La cédula funcional así como las primeras ordenanzas por las que iba a regirse este nuevo organismo habían sido emitidas por los Reyes Católicos el 20 de enero de ese mismo año, dando con ello comienzo a un proceso de creciente institucionalización de los mecanismos de control del tráfico que, hasta entonces, habían estado en manos de una sola persona, el arcediano de la catedral hispalense Juan Rodríguez de Fonseca. La razón por la que este personaje llegó a controlar, por espacio de diez años, la dirección de los asuntos coloniales reside en su condición de hombre de confianza de la Reina Católica. Desde luego, Fonseca actuó durante este tiempo más como controlador de empresas descubridoras, con un marcado matiz militar, que como gestor de comercio. De cualquier modo, vencida la década posterior al descubrimiento, se hacía ya notoria la imposibilidad de que un solo hombre tuviese la responsabilidad de la complejidad creciente del tráfico de las Indias y de ahí que, en 1503 y modificando un proyecto elaborado el año anterior por Francisco de PineloNota 5), se proceda a la creación de un organismo autónomo para que se encargue de dichas tareas. La modificación sustancial introducida respecto al proyecto de Pinelo (inspirado claramente en el modelo ofrecido por la Casa da India de Lisboa) consistió en un rechazo de la idea de un capitalismo de Estado al modo portugués. La corona de Castilla no disponía del capital ni de la experiencia necesaria para acometer semejante empresa, de modo que el comercio con Indias se dejó en manos de los particulares y la Casa se constituyó como un organismo de control y no como una organización dedicada al comercio.

Las funciones que se le asignaron en un principio fueron básicamente las de una aduana u oficina comercial, aunque pronto esas tareas se fueron ampliando y diversificando, a medida que progresaron la conquista y la colonización y se intensificaron, por tanto, las transacciones mercantiles con aquellos territorios.

A tenor de lo estipulado en las ordenanzas de 1503, la Casa (a la que se asignó como sede la parte del Alcázar viejo llamada “Cuerpo de los Almirantes” en lugar de las Atarazanas, que es lo que en ellas se proponía) nacía como un híbrido de oficina aduanera y de comercio, y también de órgano administrativo dependiente de la Corona, a cuyo cargo quedaban todas “las cosas tocantes a la dicha negociación” con las Indias. Precisamente, en tanto que aduana y oficina comercial, en sus dependencias se debían almacenar, vender y contratar así “las mercaderías e mantenimientos e todos los aparejos que fuere menester para proveer las cosas necesarias para la contratación de las Indias (...) e para enviar alla” como “las mercaderías e todas las cosas que de ellas se enviaren a estos nuestros reinos”Nota 6). Asimismo, reafirmando ese carácter comercial del nuevo organismo, se instaba a sus oficiales “a se informar e saber” de la situación en que se hallaba el mercado y de lo que se necesitaba en las Indias para, de esta forma, comprar las mercancías a buen precio y procurar tener habilitado con tiempo todo lo que allí se hubiese de remitir. En relación con este mismo tema se les encargaba también llevar asiento puntual y minucioso de todas las operaciones que realizasen por cuenta de la real hacienda; equipar y aprestar los navíos que habrían de utilizarse en este tráfico; elegir a sus capitanes y escribanos (“tengan cuidado de buscar personas convenientes e de buen recaudo para capitanes (...) e asimesmo escribanos que sean buenas personas fiables”), a los que debían proporcionar instrucciones acerca de la navegación y de la manera de entregar los cargamentos, etcNota 7). A su vez, para el desempeño de todas estas tareas, se designaron tres funcionarios (un factor encargado de despachar y organizar; un tesorero que recibe las mercancías y el dinero y un contador o escribano que lleva el registro de la Casa), “personas hábiles e de buena fama”, que debían actuar colegiadamente y que, pese a no ser juristas, intervenían en todos los pleitos que se ocasionasen en relación con el comercio de Indias, imponiendo multas, exigiendo fianzas, decretando penas de prisión, etceteraNota 8).

Durante siete años la Casa funcionó de acuerdo con estas ordenanzas; sin embargo, y dado que en ese tiempo menudearon los roces y desavenencias con otros organismos judiciales de la ciudad (en especial el Cabildo y la Audiencia), en 1510 se promulgaron nuevas ordenanzas, mucho más extensas que las primeras (constaban de 35 artículos frente a los 20 de las de 1503) y en las que sus competencias quedaban mejor delimitadas.

Aunque en su mayor parte constituyen una recopilación o reiteración de decretos sueltos que se habían ido promulgando en esos años, no deja de ser significativo, como señala Haring, que en ellas “se hablara poco acerca de proyectos mercantiles de la Corona y sí mucho sobre la inspección y registro de barcos y mercancías de comerciantes particulares y sobre las funciones y deberes de los tres funcionarios”Nota 9). A este respecto se comenzaba por fijar su horario de trabajo, en sesiones de mañana y tarde, (de 10'00 h. a 11'00 h. y de 17'00 h. a 18'00 h. en invierno y de 9'00 h. a 10'00 h. y de 17'00 h. a 18'00 h. en verano), estableciéndose que los asuntos de justicia y hacienda se traten en reuniones colegiadas. Se dictan también normas muy precisas respecto a los diversos libros de asiento y registro que se deben llevar en la Casa: uno para asentar todos los despachos dirigidos por el gobierno a las Indias; otros dos para anotar las salidas y entradas de bienes reales; un cuarto de registro para consignar los objetos almacenados para el apresto de las flotas así como un manual para las compras de material. Siguen disposiciones para la preparación de las expediciones, reiterándose la necesidad de dar instrucciones a los capitanes y maestres sobre cómo han de navegar al tiempo que se añade la prohibición de que ningún navío de particulares pudiese viajar a las Indias sin estar provisto de su correspondiente registro de mercaderías y sin haber sido previamente examinado y visitado por los funcionarios de la Casa. Asimismo se les encomienda no dejar pasar a las Indias ninguna persona sin licencia o de las prohibidas; que tomen a su cargo la administración de los bienes de los difuntos en Indias y, en lo tocante a justicia, que no intervengan en casos de “importancia y calidad” sin contar con la asistencia del letrado o letrados que tenga la Casa, debiendo además exponerse, en tabla pública, los aranceles que se cobran en estos asuntos así como las prohibiciones y licencias generales que rigen para el tráfico con Indias, de modo que “ninguno pretenda ignorancia”Nota 10).

Como complemento de estas ordenanzas, en mayo de 1511 se promulgó una Instrucción, que constaba de 17 artículos en los que se comentaban o ampliaban algunas de las anteriores disposiciones y a la que siguió, en septiembre de ese mismo año, una Provisión Real en virtud de la cual se otorgaba a la Casa la plena jurisdicción civil y criminal en todo lo relativo al comercio y la navegación con las IndiasNota 11). Con esta concesión de poderes judiciales, que permitirá que sus funcionarios se llamen a partir de ahora “Jueces de la Contratación”, la organización de la Casa quedaba fijada, en opinión de Schäfer, para muchos años, ya que, como veremos enseguida, toda la legislación posterior no vino a constituir, en puridad, más que una ampliación y/o actualización, lógica y necesaria, de estas ordenanzas.

En cualquier caso y antes de seguir adelante, hay que reseñar que, por estas mismas fechas, la Casa se instituyó también como oficina hidrográfica y escuela de navegación, al incorporar a su personal el cargo de Piloto Mayor, creado en 1508 con la doble misión de examinar a los pilotos que pretendían ejercer su oficio en la Carrera y de confeccionar las “cartas de marear” y el Padrón Real o mapa-modelo del Nuevo MundoNota 12).

Perfiladas, pues, a partir de 1511 las principales atribuciones y competencias de la Casa en su triple función de órgano administrativo y de control de tráfico ultramarino, de escuela náutica y de tribunal de justicia, ya no se volverán a emitir nuevas ordenanzas hasta 1531, fecha en la que el aumento de tráfico y, sobre todo, la reciente creación del Consejo de Indias (1524) planteó la necesidad de recopilar todo lo ya legislado “para que mejor e más claramente puedan los dichos juezes y oficiales administrar justicia y las partes a quien tocare tengan más noticia de las dichas leyes y ordenanças”Nota 13).

El nuevo texto legal va a constar, ahora, de 62 artículos en los que, efectivamente, se reproducían y ampliaban todas las normas ya incluidas en el ordenamiento de 1510, con el añadido de aquellas otras que se habían ido dictando con posterioridad. Especial relieve alcanza en esta nueva normativa el articulado consagrado a precisar las obligaciones y deberes de los funcionarios: horario de trabajo (tres horas diarias, en sesiones matinales de 7'00 h. a 10'00 h. en primavera y verano y de 8'00 h. a 11'00 h. en otoño e invierno); obligatoriedad de residir en la propia Casa; necesidad de actuar colegiadamente, con diligencia y brevedad y consultando al asesor en caso de duda o diferencias de criterios; forma de llevar los diversos libros de la Casa (de cartas, de compras, de bastimentos para las flotas, del oro, plata y perlas venidos para la Hacienda Real, de las operaciones del factor, del tesorero, etc.); prohibición estricta de intervenir en este tráfico “por sí ni por otras personas direte ni indirete público ni secreto”, etc. Otro apartado importante lo constituyen los artículos dedicados a la regulación del tráfico, en los que se reiteran anteriores disposiciones respecto a la organización de las flotas; instrucciones a capitanes y maestres, visitas e inspección de navíos, formalidades para la confección de los registros (con especial atención en los de retorno al oro, la plata y perlas que se remitían tanto por cuenta del Rey como de los particulares), castigos para los fraudes e infracciones, etc. Por lo que se refiere, a su vez, a la administración de los bienes de difuntos, se repiten las normas ya establecidas, al igual que sucede con todo lo relacionado con la emigración y la justicia. En resumen, pocas novedades que reseñar en lo que atañe a su organización y funciones esenciales, a no ser, claro está, ese mayor grado de pormenorización con que se detallan sus cometidos, la inclusión ya entre su personal del Piloto Mayor o, también, el establecimiento, dentro de sus dependencias, de un archivo en el que se debería guardar toda la documentación que recibía y generaba la Casa así como de una capilla “para dezir misa en ella por las ánimas de los defuntos”.

A partir de entonces y por espacio de otros veinte años se mantuvieron en vigor estas ordenanzas. Ahora bien, como en ese tiempo se promulgaron diversas reglamentaciones referidas, principalmente, al armamento, abasto y tripulación de las flotas (concretamente en 1534, 1536 y 1543) y también se ampliaron sus atribuciones en materia judicial (en 1539 se le concedió jurisdicción privativa, civil y criminal, en todos los casos que afectaran a los reglamentos que regían la navegación y el tráfico ultramarino y en los delitos de derecho común perpetrados a bordo de los navíos), en 1552 se procedió a la emisión de unas nuevas ordenanzas que, con sus 200 artículos, constituyen la colección legislativa más completa que poseemos sobre la Casa para todo el siglo XVINota 14). A semejanza de lo que ya vimos en las de 1531, también en éstas los dos apartados más prolijos y nutridos lo forman, de una parte, el dedicado a la enumeración y descripción de las tareas a desempeñar por los distintos funcionarios (80 artículos) y, de otra, toda la preceptiva encaminada a regular la navegación y el comercio (70 artículos). El resto del articulado lo componen disposiciones relativas a la administración de bienes de difuntos, justicia, emigración, servicio de cosmografía, etc. Estas ordenanzas fueron nuevamente impresas en 1585 y más tarde constituyeron la base sobre la que se elaboró el Libro Noveno de la Recopilación de las Leyes de Indias.

En definitiva, a juzgar por lo que revelan dichas ordenanzas, a mediados del siglo XVI la Casa de la Contratación se nos presenta ya como una institución madura y bien organizada, con sus funciones y competencias perfectamente definidas y manteniendo una clara posición de independencia frente a otras instancias y poderes. En otras palabras, reafirmándose en su condición de centro neurálgico y rector de la Carrera, sin cuya autorización y consentimiento nada se puede llevar ni traer de las Indias; que regula y fiscaliza las condiciones de navíos y tripulaciones; que controla la emigración; que asegura la protección y defensa de las rutas que previamente han fijado sus pilotos y cosmógrafos y, en suma, que vela por el cumplimiento de todas la leyes y ordenanzas que rigen en este comercio. Es más, en la medida que a través de ella se recibían todos los caudales y rentas que obtenía la Corona en sus Indias, se erigió también en un importante brazo de la hacienda estatal, al tiempo que por su carácter de órgano consultivo tenía la facultad de proponer al Rey cuanto estimase conveniente o necesario para la mejora y progreso del comercio ultramarino. A su vez y como era lógico que sucediese, este asentamiento de la Casa como máxima autoridad institucional de la Carrera condujo a un importante aumento de su plantilla, que de estar integrada por sólo tres oficiales pasó a contar con casi dos docenas de funcionarios: los tres primitivos jueces oficiales (factor, tesorero y contador), un letrado, un fiscal, un escribano, dos visitadores de naos, un piloto mayor y varios cosmógrafos, un auxiliar del tesorero, cuatro oficiales y tres escribanos del contador, un alguacil, un carcelero y un porteroNota 15). Ahora bien, con todo, su proceso constitutivo no podemos considerarlo completamente acabado sino hasta algunos años más tarde cuando, de una parte se colocó al frente de la misma, como primera autoridad encargada de coordinar sus múltiples funciones, un Presidente (1579) y, de otra, al agregársele a sus órganos administrativos una Audiencia (1583), de modo que la Casa contó ya con dos salas diferentes, una de Gobierno y otra de Justicia, alcanzando de esta forma esa categoría de “cuasi Consejo” que le atribuyera Veitia.

Desde entonces y hasta las reformas introducidas por la administración borbónica a comienzos del siglo XVIII, la Casa no experimentó cambio sustancial alguno en su estructura constitutiva y funcional, conservando todos sus poderes y preeminencias, aunque esto no signifique que quedase al margen del proceso de “deterioro general” que sufren todas las instituciones en el transcurso del siglo XVII como consecuencia de esa auténtica almoneda a que fue sometida la administración española por parte de la monarquía. En efecto, si bien es cierto que ya con anterioridad, tanto Carlos I como Felipe II habían recurrido, en más de una ocasión, a la venta de cargos y oficios públicos como forma de allegar recursos extraordinarios que aliviasen las estrecheces de su hacienda, fue sin embargo en este siglo cuando dicha práctica se convirtió en una especie de “recurso al método”, hasta alcanzar proporciones realmente alarmantes. Con la sola excepción de los que implicaban administración de justicia (en lo que atañe a la Casa sus tres Oidores y el fiscal), no hubo prácticamente cargo público que lograse escapar a la insaciable voracidad de la hacienda estatal. Convendría además aclarar que como la venta de oficios públicos nunca estuvo legalmente regulada, las numerosas transacciones que se hicieron hubo de simularlas bajo la apariencia de una “donación graciosa” por parte de la Corona a cambio de un servicio prestado por el comprador, servicio que siempre consistía en una suma de dinero equivalente al precio pagado en realidad por el oficioNota 16). En la Casa el proceso se inició en la década de los años treinta y se llevó a efecto, básicamente, bajo dos modalidades: las ventas a perpetuidad o “por juros de heredad” y las ventas de expectativas o de “sucesiones futuras”. En el primer caso, la venta llevaba aparejada la posibilidad de transmitirlo por herencia, desempeñarlo personalmente o por medio de un teniente y, además, designar a todo el personal subalterno, con lo que la Casa perdía casi por completo el control sobre dichos funcionarios. Por este procedimiento fue vendido en 1632 y por la fabulosa suma de 50.000 ducados el cargo de Contador; en 1637, y por 7.500 ducados, los dos oficios de visitadores de navíos, y cuatro años más tarde y por 4.500 ducados, una tercera plaza recientemente creadaNota 17). A su vez, la venta de expectativas o de “futuras” afectó sustancialmente a los cargos de Factor y de Tesorero y, como en el momento de efectuarse la operación tales cargos no estaban vacantes, lo más frecuente fue que la compra de la sucesión se realizara en una de esas plazas con el nombramiento provisional de Juez Oficial Supernumerario, oficio creado a tal efecto en 1637. Estas “futuras”, que empezaron a pagarse a 12-13.000 pesos, se cotizaban en el último tercio de la centuria a 20.000 pesos, dándose además, con bastante frecuencia, los casos de ventas múltiples, con lo que se creaban verdaderas colas de futurarios o expectantes a una plaza que tal vez ni siquiera llegaban a ocupar, pese a que habían pagado por ella. Concretamente, esto es lo que sucedió en 1690, en que se juntaron hasta cuatro personas esperando la vacante del cargo de tesorero, que no se produjo hasta 1703 y sin que ninguno alcanzase a sucederleNota 18).

Por otra parte, a la venta de oficios se unió también la creación de nuevos cargos hereditarios, que llevaban aparejado el derecho a nombrar sus subordinados y que se adjudicaban a altas personalidades de la monarquía en recompensa a servicios prestados. Tal fue lo acontecido en 1625 con el conde-duque de Olivares, al que se concedieron los nuevos oficios de Alguacil Mayor y de Escribano Mayor de la Casa, en juro de heredad y con el derecho perpetuo de nombrar y despedir a todos sus cargos subalternos (alguaciles de la casa, alcalde de la cárcel y escribanos); otro caso similar lo constituyó el nombramiento del conde de Castrillo (presidente del Consejo de Indias y después del de Castilla) en 1644 como Alcaide y Guarda Mayor de la Casa de la Contratación, con idénticos privilegios sobre sus subordinados (los guardas de la Aduana, los porteros de la Casa y uno de sus capellanes) y también con el de nombrar un teniente. Y bien entendido que estos cargos subalternos no los concedían los propietarios del juro “graciosamente” sino que, al igual que los cargos públicos, eran también objeto de ventas, solo que, en este caso, sin provecho para la real haciendaNota 19).

Las consecuencias de todo este proceso no tardaron en dejarse sentir sobre la Casa, que las acusó de muy diversas formas, comenzando por la más visible de todas: el fuerte aumento experimentado por su plantilla, que de las dos docenas de funcionarios que la integraban en 1552 se disparó hasta los 110 con que contaba en 1687. A su vez, esta hipertrofia del funcionariado se tradujo en un importante incremento del capítulo de gastos representado por los salarios, para el que pronto no alcanzaron los presupuestos, como demuestra el hecho de que en 1690 se adeudasen a esos funcionarios 76 millones de maravedíes, exactamente el quíntuplo del presupuesto anual de la CasaNota 20). Y no se piense que se llegó a esa situación de endeudamiento porque los salarios que percibían los oficiales y empleados de la Casa fuesen elevados o porque experimentasen continuas subidas a lo largo del siglo. Sin ir más lejos, el sueldo de un Juez Oficial (el cargo más importante de la Casa, inmediatamente después del Presidente) se mantuvo estancado desde 1616 hasta fines de la centuria en torno a los 40.000 maravedíes, cifra modesta para la época y, desde luego, absolutamente insignificante comparada con los 45.000 ducados aproximadamente (16.875.000 maravedíes) que en concepto de “servicios y fianzas” (15.000 ducados, en promedio, por la compra y 30.000 por la fianza) debía pagar dicho oficial antes de tomar posesión de su plazaNota 21). Pues bien, si pese a la evidente desproporción existente entre el valor de los oficios y los réditos teóricos que proporcionaban llegaron a formarse auténticas “colas” de aspirantes a ocuparlos, la conclusión parece inevitable: los cargos eran codiciados no por el sueldo que daban sino por las otras oportunidades que ofrecían. Como señala expresamente Schäfer, en el transcurso del siglo XVII fue “costumbre general” que tanto los Jueces Oficiales como los demás funcionarios de la Casa interviniesen, pese a estar rigurosamente prohibido, en todo tipo de negocios particulares, bien participando de forma encubierta en este comercio, bien a través de las compras de material para el aprovisionamiento de los navíos de la armada, bien haciendo “favores” a los mercaderes u a otras personas que tenían tratos con la Casa, etcNota 22). Una confirmación de todo esto nos la proporcionan los resultados de la “visita” efectuada a la Casa en 1643 por D. Juan de Góngora, en la que aparecieron inculpados la práctica totalidad del personal: el Presidente y los Jueces Letrados por uso indebido de los bienes de difuntos; un Veedor de Armada y dos tenientes por comercio clandestino; el Proveedor de la Armada por cohecho; el Oficial Mayor de la Tesorería por estafa y falsificación de recibos y cuentas; el Agente Fiscal y un Escribano por haber cobrado derechos excesivos y aceptado sobornos; el Tesorero por negligencia en la administración del dinero, etcNota 23). Como puede comprobarse, la venta de oficios con sueldos insuficientes se traducía no sólo en la multiplicación innecesaria del funcionariado sino también en el progresivo deterioro y degradación de un organismo que, hasta entonces, había dado pruebas más que suficientes de su eficacia. Es más, el problema no radicaba, exclusivamente, en que se hubiese producido, como señalara Schäfer, “el decaimiento de la fuerza interior y de la importancia de su trabajo”, que hubiese disminuido “la severidad de los funcionarios”, que menudeasen los delitos o que no se observasen escrupulosamente las ordenanzasNota 24); a todo ello hay que añadir, como acertadamente apunta Chaunu, que la Casa de la Contratación había comenzado a “variar su campo de actividad”, de suerte que, “de organismo encargado de hacer respetar los intereses reales a los mercaderes” pasó a convertirse en “una especie de consulado de alto nivel de cargadores y armadores (...) un instrumento de poder al servicio de los grupos mercantiles de Sevilla”Nota 25). Aquí es donde realmente reside la clave de la transformación esencial experimentada por la Casa en el transcurso del siglo XVII y, precisamente, a frenar esa tendencia y recuperar nuevamente el control de la institución será a lo que se orienten las reformas introducidas en la centuria siguiente, por más que para ello hubiese que proceder a una drástica reducción de sus anteriores atribuciones y poderes.

La etapa de residencia en Cádiz: evolución institucional hasta su extinción

Los aires reformistas que iban a soplar sobre la Casa se dejaron ya sentir apenas instalada la nueva monarquía. En 1701 y por un decreto de 6 de marzo, se llevó a efecto la frustrada reforma intentada por el Duque de Oropesa en 1691 y consistente en suprimir los oficios supernumerarios, dejando reducida la plantilla de la cúpula dirigente de la Casa al Presidente, tres jueces oficiales, tres letrados, un fiscal, el alguacil mayor y el alcaide de la guarda. Los supernumerarios, que en aquel momento eran seis, quedaban “sin ejercicio”, con el sueldo que correspondía a su antigüedad pero sin aumentos y no tendrían más prioridades, en caso de que se produjese una vacante que las que le diesen “su propio mérito, títulos y aplicación”Nota 26). La reducción de personal no llevó aparejado, de momento, ningún otro cambio en lo que atañe a las funciones y cometidos que, hasta entonces, había venido desempeñando la Casa, pero el primer aviso estaba dado.

La segunda intervención, claramente anunciadora de lo que se avecinaba, se produjo el 28 de enero de 1717 con motivo del nombramiento de D. José Patiño como Intendente General de la Marina y Superintendente del reino de Sevilla, ya que, a la hora de definir sus funciones, se incluyen entre las mismas una serie de tareas que, hasta ese momento, habían sido competencias propias de la Casa. Concretamente se ordena que quede bajo su jurisdicción todo lo concerniente a la fabricación y carena de los navíos, sus abastos en víveres, compras de armas, administración de las cantidades entregadas para ese efecto o para pagar a los marineros, etc. A su vez y para evitar cualquier recelo por parte del organismo víctima de la substracción, se nombró, al mismo tiempo, a Patiño, presidente de la Casa de la Contratación, con facultad para designar un subdelegado en casos de ausenciaNota 27).

Allanado de esta forma el camino, no se tardó mucho en dar el siguiente y definitivo paso. Por un real decreto de 12 de mayo de ese mismo año en el que se participaba “la regla y forma de los ministros de que se habrá de componer la Casa de la Contratación” así como su traslado a Cádiz, se ordenaba que habiéndose determinado “separar del cuidado y manejo del tribunal de la Casa de la Contratación” todo lo concerniente

 

a las dependencias de mi marina de España, aprestos y manutención de mis Reales armadas, navios de flotas y navios sueltos (...) y teniendo presente que una vez que se le ha segregado el cúmulo de negocios, que por lo que mira a la sala de gobierno se incluyen en esta importancia, solo queda pendiente de la atención y encargo de dicho tribunal de la Casa lo perteneciente a dependencias de su Sala de JusticiaNota 28).

 

Asimismo y dado que “para la expedición de sólo las expresadas dependencias de justicia se hace innecesario el excesivo número de ministros que componen el tribunal de la Casa de la Contratación” se resuelve también que, en adelante, su plantilla la integren un presidente, dos ministros asesores (jueces letrados), un fiscal, dos escribanos y un contadorNota 29). Por consiguiente, a tenor de lo dispuesto en este decreto, de las dos salas de que se componía la Casa sólo continuará la de Justicia y con dos jueces en lugar de tres, en tanto que el presidente-intendente asumía todas las competencias que antes correspondían a su sala de Gobierno. Como señala L. Navarro García, la fisonomía de la Casa quedó “enteramente desfigurada”, ya que al tiempo que su presidente adquiría un poder y unas atribuciones que excedían, con mucho, el campo de acción que había sido propio de la Casa, ésta veía drásticamente reducida tanto su conformación tradicional como su nómina de personalNota 30).

En marzo de 1718 la institución, así remodelada, se trasladó a Cádiz y desde entonces y hasta 1754, su presidencia llevó aparejada la Intendencia de Marina y ello pese a que, en 1739, se llegó a dar la conformidad por parte del Rey a una impugnación presentada por el marqués de Torrenueva contra dicha simultaneidad de cargos, pero el caso es que no consta que dicha resolución entrase en vigorNota 31). Fue, pues, en virtud de la real orden cursada el 22 de octubre de 1754, cuando se decretó la separación de ambos cargos, seguramente como una consecuencia directa de la reestructuración ministerial que se había llevado a cabo unos meses antes y de resultas de la cual la titularidad del hasta entonces único ministerio de Marina e Indias se dividió entre dos personasNota 32). A raíz, por tanto, de lo establecido en la real orden de octubre, quedaría bajo responsabilidad del Intendente todo lo concerniente a la preparación y apresto de las armadas destinadas a Indias (inspección de carenas, provisiones de víveres, pertrechos y municiones, tripulaciones, etc.) en tanto que sería de la incumbencia del Presidente de la Casa autorizar y vigilar la carga y descarga de navíos.

En cualquier caso, conviene también anotar que, en los casi cuarenta años que median entre los decretos de unión y disociación de dichos cargos, la organización interna de la Casa experimentó una serie de cambios que, de alguna manera, terminaron por reconstruir su extinguida sala de Gobierno, por más que, eso sí, sin las facultades y poderes que antaño disfrutara. Por de pronto, en 1739, el jefe de la oficina de Contaduría (que junto con la Depositaria era todo lo que había quedado de la desaparecida sala de Gobierno y que pese a titularse Contador Principal no era más que un cargo subalterno) consiguió que se le reconociese el tratamiento de Juez oficial; diez años más tarde y a propuesta del propio Presidente de la Casa, se creó también el cargo de veedor Juez Oficial, con rango y sueldo similares a los del Contador y Oidores; finalmente, en 1752, se concedió al jefe de la Depositaría de los caudales de Indias el título de Depositario Juez Oficial de la Contratación, con lo que, al contar de nuevo la Casa con tres jueces oficiales, se podría decir que quedaba reconstituida su antigua sala de GobiernoNota 33).

Ahora bien, por paradójico que pueda resultar ―como nos hace observar Navarro García― “mientras que la necesidad del cumplimiento de sus obligaciones lleva a la restauración virtualmente completa de la Casa (...) por otras vías va a operarse una reducción de las facultades de la misma”Nota 34). En esta dirección, la primera en acusar los efectos de la tendencia reduccionista será la sala de justicia, al dictaminarse, por sendas reales cédulas de 5 de octubre de 1748 y 7 de febrero de 1749, que dicho tribunal sólo entendiese en las causas de los “mareantes” pero no así en las de los “cargadores”, ya que, en lo sucesivo, todos los pleitos entre comerciantes deberían ser sustanciados ante el Consulado. Seguidamente le correspondió el tumo a la “reconstruida” sala de Gobierno al transferirse en 1754 la depositaria de Indias a la Secretaría de Hacienda y, poco mas tarde, a la propia presidencia, al decretarse, por una real cédula de 2 de diciembre de 1760, que todos los delitos de fraude o contrabando cometidos en la Carrera pasasen al conocimiento privativo del Superintendente General de la Real Hacienda y sus apelaciones al Consejo del mismo ramoNota 35).

El auténtico desmantelamiento a que estaba siendo sometida la otrora todopoderosa institución que, como escribiera Chaunu, “señoreó en el Atlántico de Sevilla”, se va a acelerar, aún más, a raíz de la entrada en vigor de los primeros decretos de “libre comercio” (1765), puesto que al transferir buena parte de las funciones que todavía le quedaban a las Aduanas, dejaron reducido el papel de la Casa a poco más que expedir licencias de embarques y patentes de navegación. En 1776, coincidiendo con el acceso de D. José de Gálvez a la Secretaría de Indias, parece ser que se produce un cierto cambio en la política seguida hasta entonces respecto a la Casa, según se desprende tanto de la creación de dos nuevas plazas de Oidores como de la restitución al Presidente de todas las facultades que tenía con anterioridad a 1760Nota 36). Sin embargo, no duró mucho la tregua, ya que, justamente dos años más tarde, la generalización del “libre comercio” se encargó de asestar el golpe definitivo a esta institución. En efecto, a tenor de lo establecido por el “Reglamento para el comercio libre de España a Indias” de 12 de octubre de 1778, en adelante serían los Juzgados de Arribadas y los Consulados que se creaban en cada uno de los puertos habilitados los que asumirían las tareas y funciones que hasta entonces habían correspondido a la Casa de la Contratación. Concretamente, entre las principales competencias asignadas a los Jueces de Arribadas figuraban: remitir al Ministerio de Indias tanto los registros de ida como de vuelta de las embarcaciones (arts. 8 y 9); entregar a los capitanes y patrones las patentes de navegación y pasar revista a sus tripulaciones y pasajeros a fin de evitar que nadie viaje sin licencia (art. 10); comprobar que dichas embarcaciones “están marineras, y en disposición de navegar sin riesgo, no permitiendo jamás que vayan sobrecargadas” y que además iban equipadas con el velamen, jarcias, víveres y demás pertrechos adecuados “a la distancia y común duración de los viages” (art. 12); cobrar las fianzas a los cargadores y encomenderos (art. 13) y recibir las certificaciones de la aduana en las que constase que cada uno de ellos había cargado por su cuenta o en consignación hasta la cantidad de 52.941 reales de vellón (art. 14). Asimismo y en aquellos puertos donde todavía no hubiese Consulado, “interim se formaliza la erección de estos”, se les encarga también de “conocer de todos los asuntos judiciales que ocurran con motivo de esta libre Contratación, y de sus sentencias asesoradas con Letrados conocidos admitirán las apelaciones que se interpusieren para mi Consejo Real de las Indias, y no para otro Tribunal alguno” (art. 54).

A juzgar por el contenido de estos artículos resulta evidente que, con la publicación de este reglamento y sin necesidad de que mediara ninguna otra disposición derogatoria de sus anteriores competencias, la Casa de la Contratación había quedado convertida en un organismo obsoleto y carente ya de sentido, cuyo ámbito de competencias se limitaba a ejercer, en la propia ciudad donde residía, las veces de un Juzgado de Arribadas, como efectivamente sucedió durante varios años. Sin embargo, tampoco le duró mucho este nuevo status, ya que, por un real decreto de 18 de julio de 1790 (emitido a resultas de un dictamen evacuado por el Consejo de Indias a instancias de la propia Corona) se resolvió suprimir esta vieja institución, creándose en su lugar un Juzgado de Arribadas similar a los que funcionaban en los restantes puertos habilitadosNota 37). La Casa de la Contratación dejaba, pues, de existir, encargándose una especie de “comisión liquidadora”, designada al efecto, de buscar acomodo a su personal así como de redistribuir por otros organismos (Departamento de Intendencia de la Secretaría de Estado de Hacienda, Consejo de Indias, Juzgado de Arribadas y Consulado) aquellos asuntos administrativos y judiciales que habían sido de su incumbenciaNota 38). Triste epílogo para una institución de “tan dilatada jurisdicción y tan grande autoridad” y que durante siglos, en palabras de Chaunu, cubrió con su sombra tutelar la Carrera de las Indias. Pero creada, ordenada y programada para unos tiempos en los que primaba una concepción más estrecha y cerrada del monopolio, desde el momento en que las nuevas tendencias liberalizadoras del tráfico comenzaron a abrirse paso, la razón de ser que le había dado origen perdió su vigencia y su futuro se vislumbró, ya claramente, como “la crónica de una extinción anunciada”. Y es que, como ha señalado G. Bernard, refiriéndose a esta última fase de la existencia de la Casa, “cada vez que adelantaba la libertad de comercio, retrocedían de buena o mala gana los poderes de la Casa”Nota 39).

La Universidad de cargadores a Indias de Sevilla y Cádiz

De la misma manera que la Corona, desde fechas muy tempranas, vio la necesidad de crear un organismo de control que velara por sus intereses en la Carrera, los comerciantes implicados en este tráfico también manifestaron su deseo de contar con otro organismo que les agrupara, defendiera sus derechos y en el que pudiesen “mirar, consultar, disponer y componer todo lo que a la universidad del comercio entendieren que es conveniente”Nota 40). Dicha aspiración acabó concretándose en la solicitud a la Corona de un consulado de comercio, similar a los ya existentes en otras ciudades españolas (Valencia, Barcelona y, muy particularmente, Burgos) y que tan buenos resultados habían producido en orden al aumento y/o la mejora del comercio.

Tras un primer intento llevado a cabo en 1525 sin éxito, Ciprián de Charitate, en nombre de “los mercaderes de todas las naciones que residen en la dicha ciudad de Sevilla”, fue el encargado de hacer llegar, por segunda vez, este deseo al Rey, quien por fin accedió a la petición por medio de una real provisión dada en Valladolid el 23 de agosto de 1543. Por ella se autorizó a los comerciantes residentes en Sevilla que traficaban con Indias a que el segundo día de cada año se reuniesen en la Casa de la Contratación y eligiesen un Prior y dos Cónsules a los que se facultaba para:

 

Poder conocer y conozcan de todas, y cualesquier diferencias, y pleytos que huviere y se ofrecieren de aquí adelante, sobre cosas tocantes y dependientes a las mercaderías, que se llevaren, o embiaren a las dichas nuestras Indias, o se traxeren de ellas, y entre mercader y mercader, y compañía, y factores, así sobre compras, y ventas, cambios, y seguros, y cuentas, y compañías, que se ayan tenido, y tengan, como sobre fletamientos de navios, y factorías, que los dichos mercaderes, y cada uno de ellos huvieren dado a sus factores, así en estos Reynos, como en las dichas Indias. Y de todas las otras cosas que acaecieren y se ofrecieren de aquí adelante tocantes al trato y mercaderías de las dichas IndiasNota 41).

 

El Consulado o Universidad de cargadores a Indias, con sede en Sevilla, nacía, pues, con un doble carácter: de una parte, como corporación de todos los mercaderes y negociantes interesados en el tráfico de la Carrera y, de otra, como tribunal privativo encargado de resolver, con más rapidez y economía de lo que se venía haciendo en la Casa de la Contratación, los pleitos y litigios surgidos entre sus miembros como consecuencia del ejercicio de sus actividades mercantiles.

En su primera vertiente constituía una verdadera asociación gremial, formada para el mutuo auxilio de sus integrantes y la regulación de sus actividades. No en vano, una de sus funciones primordiales consistía en agrupar y representar a los mercaderes de la Carrera para la defensa de sus derechos, tanto frente al posible intrusismo de otros comerciantes (especialmente extranjeros que aunque legalmente excluidos de la posibilidad de comerciar directamente con las Indias jamás cejaron en su empeño) como frente a la propia Corona, cuyos intereses no siempre coincidían con los de este colectivo.

A su vez, como tribunal mercantil, constituía la primera instancia en todos los pleitos que surgieran en este comercio entre mercaderes o entre factores y cargadores y lo mismo en lo referente a compras y ventas de mercancías y fletamientos de navíos que en lo relativo a seguros marítimos y quiebras. De la ejecución de los mandamientos y sentencias dadas por el prior y los cónsules se encargaba el alguacil de la Casa de la Contratación y para entender en las apelaciones la Corona nombraría cada año un oficial de la Casa que, con el auxilio de dos mercaderes por él designados, podría confirmar o revocar dichas sentencias.

Esta real provisión, además de autorizar el nombramiento del prior y los cónsules y señalarles su jurisdicción, dejaba abierta la posibilidad para que “quando vieren que cumple hacer algunas Ordenanzas perpetuas, o por tiempo (...) lo hagan”, licencia que les fue ratificada por una real cédula de 13 de febrero de 1554, en la que ya se facultaba a los susodichos prior y cónsules para que, juntamente con el doctor Hernán Pérez o el licenciado Juan de Sarmiento (ambos miembros del Consejo de Indias), procediesen a su elaboraciónNota 42). Designado finalmente el primero de los dos miembros del Consejo propuestos y redactadas, siguiendo de cerca el modelo ofrecido por las del consulado burgalés, dichas ordenanzas fueron aprobadas y confirmadas por una real provisión emitida en Valladolid el 14 de julio de 1556Nota 43).

El nuevo ordenamiento, por el que en adelante se iba a regir el Consulado de cargadores a Indias, constaba de 60 apartados o artículos, divididos en dos partes claramente diferenciadas: la primera, integrada por 26 artículos dedicados en su mayoría a reglamentar el funcionamiento interno de la institución (elección del prior y cónsules y de los diputados, regulación de sus funciones y jurisdicción, resto del personal que compondría su plantilla, fuentes de ingresos para su mantenimiento, etc.); y la segunda, compuesta por los 34 artículos restantes, consagrados, íntegramente, a detallar todo lo concerniente al seguro marítimo, incluyéndose al final de este articulado varios formularios de las pólizas “que se han de hacer de ida y venida a Indias, así sobre mercaderías, como oro y plata y otras cosas y cascos de navios”Nota 44).

En lo referente a elecciones, la principal novedad que introducían las ordenanzas era que, a partir de entonces, la designación del prior y los dos cónsules la llevarían a cabo sólo treinta “electores”, nominados previamente por el resto de los integrantes del Consulado y en los que deberían concurrir las circunstancias de ser “hombres casados, o viudos, o de veinte y cinco años arriba, tratantes en las dichas Indias y que tengan casa de por sí en esta ciudad y que no sean extrangeros ni criados de otras personas, ni escribanos ni personas que tengan tienda pública de oficios”Nota 45). Durante dos años serán ellos los encargados de elegir al prior y a los cónsules del año en curso, quedando excluidos de la citada elección el prior y cónsules salientes, miembros de su familia en grado de parentesco directo (padre, hermanos o hijos) o cualquier otra persona que haya formado con ellos compañía así como todos aquellos que en el plazo de los dos últimos años hubiese desempeñado cualquiera de dichos cargosNota 46). Asimismo, eligirían a cinco diputados con la finalidad de auxiliar al prior y a los cónsules en el desempeño de sus tareas, quedando también el prior y cónsules salientes como “consejeros” del equipo entranteNota 47).

En cuanto a las atribuciones del prior y cónsules, las ordenanzas no añaden nada nuevo a lo ya establecido en la real provisión de 1543, limitándose a señalar que los días de audiencia serían lunes, miércoles y viernes, en sesiones de mañana (de 9'00 h. a 11'00 h. en invierno y de 8'00 h. a 10'00 h. en verano) que, en caso de necesidad, se podrían prolongar dos horas cada tarde; que en caso de ausencia de uno de ellos, actúen los dos restantes con idénticas atribuciones o bien se solicite el concurso del prior o del cónsul más antiguo del año anterior, a los que también se debía acudir cuando el prior o los cónsules del año en curso fuesen recusados en un pleito por alguna de las partes; finalmente, se les facultaba para que, a la hora de tomar decisiones en “negocios de mucha calidad”, pudiesen recabar la ayuda de los diputados y los consejeros o incluso proceder a un “llamamiento general, o particular” de los miembros del Consulado, quedando los convocados obligados a acudir so pena de un ducado, “el qual se gaste en limosnas a voluntad del dicho Prior y Cónsules y que les pueden sacar prenda para ello y venderla”Nota 48).

Junto a los cargos ya mencionados, las ordenanzas preveían el nombramiento de un letrado para que auxiliase al prior y cónsules en sus funciones judiciales, de un portero, de un solicitador (o agente) y un letrado en la Corte “para los negocios que ocurrieren de este Consulado”, así como de un receptor (o “bolsero”) encargado de cobrar “una blanca al millar” de todas las mercancías que se cargaran con destino a Indias (“avería consular”), ingreso con el que el Consulado debería sufragar sus gastos de personal, misas y limosnas “y otras cosas que convendrían a esta Universidad (...) como se hace en el Consulado de Burgos”Nota 49). A todos ellos habría que añadir el juez de alzadas, designado por la Corona.

Esta estructura organizativa y de funcionamiento (que incluía la intervención del Consulado, además de en todo lo concerniente a los seguros marítimos, en el salvamento de las naves siniestradas y posterior reparto de lo rescatado entre los afectados) apenas sí sufrirá en lo sucesivo alteración sustancial alguna, por cuanto éstas fueron las únicas ordenanzas por las que se rigió la Universidad de cargadores a Indias a todo lo largo de su dilatada historiaNota 50). Es más y como ha recalcado en repetidas ocasiones A. Heredia Herrera, ni siquiera su traslado a Cádiz (1717) supuso para esta institución “ninguna modificación de su estructura interna” sino un simple cambio de lugar de residenciaNota 51). Ahora bien, ello no quiere decir que en cada una de esas etapas de residencia, en Sevilla y Cádiz, no aparezcan, respectivamente, algunas peculiaridades y no se registren ciertas novedades. Respecto a éstas últimas se concretan en la ampliación del ámbito de las actividades que se recogían en sus ordenanzas y que, lógicamente, llevaron también aparejadas nuevas incorporaciones de personal. A continuación intentaremos resumir las más significativas de la etapa sevillana primero y de la gaditana después.

Durante el siglo y medio largo que el Consulado permaneció en Sevilla, dos fueron básicamente las áreas hacia las que extendió su campo de actuación: la mercantil (asumiendo funciones directamente relacionadas con el control y la regulación del tráfico con Indias) y la financiero-fiscal (concediendo préstamos y donativos a la Corona o cobrando y administrando, por delegación de la propia Corona o de su intermediaria la Casa de la Contratación, algunos impuestos que gravaban este tráfico).

Entre las funciones mercantiles que fue incorporando, de la primera que tenemos noticias es de la asistencia del Prior o de uno de los Cónsules al despacho de las Armadas y Flotas, lo que, según Veitia, se comenzó a practicar cuando corría por cuenta del Consulado “la prevención, y apresto de las Naos, y de los bastimentos, municiones, y artillería, y paga de la gente”Nota 52). Posteriormente, todo esto pasó a depender de la Casa de Contratación pero, aun así, se mantuvo “el estilo de que el Prior, o uno de los Cónsules vayan al tiempo de estar para salir las Flotas, por si sobreviniere algún accidente (...) se halle parte legítima que represente al comercio”Nota 53). También, desde fechas muy tempranas (1580), quedó establecido “que las resoluciones tocantes a despachos de Armadas, y Flotas, se acordasen por el Prior, y Cónsules, Consiliarios, y Diputados, y que tuviesen libros de Acuerdos” y cuando, más tarde, la facultad de decidir estas cuestiones revirtió a la Corona, el Consulado quedó encargado de proponer el buque o total de toneladas “mercantes” que debía transportar cada flota, bien entendido que, como puntualiza Veitia, “aunque es lo regular el servir su Magestad de confirmar el mismo número de toneladas que proponen, esto es asintiendo el Presidente y Juezes de la Casa de la Contratación”Nota 54). Esta importantísima función de señalar el buque de las flotas la completaba el Consulado encargándose, asimismo, de su distribución. En efecto, y tras recibir confirmación por la Casa de que el tonelaje propuesto había sido aceptado, el Consulado procedía a un primer reparto, adjudicando un tercio al comercio de Cádiz y su zona y los dos restantes al de Sevilla; a renglón seguido, tanto el tercio gaditano como los dos de Sevilla se subdividían en tres partes, de las que, en ambos casos, una se reservaba para los “cosecheros”, que cargaban en ella los denominados “frutos de la tierra” (vino, aceite, vinagre, aguardiente, etc.), mientras que las otras dos se destinaban a los comerciantes, que las ocupaban con todo tipo de mercaduríasNota 55). Finalmente, también podemos incluir dentro de este mismo apartado la participación del Consulado en el nombramiento de una serie de cargos y oficios inscritos en el ámbito de la Carrera, bien mediante la designación directa de su ocupantes (como sucedía con el escribano mayor de galeones y flotas, los escribanos de navíos y los maestres de raciones), bien proponiendo candidatos (casos del veedor de flotas o de los maestres de plata)Nota 56).

Por lo que atañe, a su vez, al capítulo de las funciones que hemos denominado financiero-fiscales, habría que comenzar citando las actividades que el Consulado desempeñó a todo lo largo de este período como entidad crediticia al servicio de la Corona. Efectivamente, en tanto que representante del grupo mercantil más poderoso económicamente del país, el Consulado se vio sometido a un continuo acoso por parte de la Corona que no dudó en solicitar (más bien exigir) su ayuda cada vez que los apremios y urgencias de la hacienda estatal así lo requerían. Dichas ayudas se recababan bajo muy diversas modalidades: en forma de préstamos (que la Corona se comprometía a devolver incrementados con sus correspondientes intereses y en un plazo prefijado que, por cierto, jamás respetó), de donativos voluntarios (que de tales no tenían más que el nombre), de servicios extraordinarios (que las más de las veces rozaban, lisa y llanamente, la extorsión, ya que a cambio de los mismos se podía comprar el aplazamiento de una flota, la suspensión de una “visita” o cualquier otra decisión favorable a los intereses del comercio) o, sencillamente, recurriendo a la incautación forzosa de los caudales transportados por las flotas. Sin necesidad de descender aquí a una relación pormenorizada de todos y cada uno de los préstamos y donativos arrancados al Consulado, bastará con reseñar, a modo de ejemplo, que sólo en el reinado de Felipe IV alcanzaron la fabulosa suma de ocho millones de ducados, de los que 2.800.000 fueron en concepto de préstamos, 1.200.000 en donativos y servicios, 2.400.000 en incautaciones forzosas de caudales y el resto por indultos concedidos al comercioNota 57).

Paralelamente al desarrollo de estas actividades financieras, el Consulado hizo también las veces de agencia fiscal por cuenta de la Corona, gestionando el cobro y la administración de algunos de los impuestos que pesaban sobre el tráfico de la Carrera, a saber: avería, balbas, lonja, toneladas, infantes y 1% del Consulado. Salvo en el caso de la avería (impuesto ad valorem cuyos fondos se destinaban a sufragar los gastos que ocasionaba la defensa de la Carrera y que no debemos confundir con la ya mencionada avería consular) de la que el Consulado fue asentista a partir de 1591, en todos los demás su función era la de un simple recaudador en beneficio de la Corona. Ahora bien, a este respecto convendría matizar que si bien ninguno de esos impuestos formaba parte de sus propios, había casos, sin embargo, en los que las cantidades detraídas revertían, siquiera fuera en forma indirecta, en beneficio de las arcas consulares. Tal es lo que acontecía con los derechos de balbas (gravamen del 1'5% adicionado a la avería y que se implantó en 1624 para satisfacer el principal y los intereses de un préstamo de 206.000 ducados concedido ese año por el consulado a la Corona), el 1% de Consulado (creado en 1645 para restituir a los extranjeros las cantidades con que habían servido a la Corona para obtener cédula de naturalización y que, a partir de 1647, se destinó a idéntica finalidad que el anterior) y el de lonja (impuesto del 1/3% que se comenzó a cobrar en 1582 y cuyo importe sirvió para financiar la construcción de la Casa Lonja de Sevilla)Nota 58).

Independientemente de las novedades reseñadas, conviene advertir que, muy probablemente, la mayor capacidad de impacto del Consulado sobre la Carrera fue su persistente vampirización de la Casa de la Contratación, a la que fue vaciando de protagonismo. El proceso pudo llevarse a cabo por una doble vía: de una parte, mediante la duplicación de personas introducidas en ambos organismosNota 59); de otra, por la presión inmisericorde que los “técnicos” del comercio del Consulado podían ejercer y ejercían sobre los “funcionarios” de la Corona, en la Casa de la Contratación. En gran parte, este tipo de presión no tenía que realizarse por caminos retorcidos, puesto que, con la mayor frecuencia, como ha puesto de relieve L. García Fuentes, el Consulado actuó, legal y abiertamente, como consejero “especialista” de la Casa de la Contratación en casi todas las decisiones importantes que fue necesario adoptar a lo largo de este períodoNota 60).

Pasemos ahora a reseñar las peculiaridades y novedades de la etapa gaditana. Como ya sabemos, a partir de 1717 el Consulado, junto con la Casa de la Contratación, es trasladado a Cádiz y aunque lo que se dispone en los decretos de 8 y 12 de mayo de ese año es un simple cambio de residencia de la institución que hasta entonces había permanecido en Sevilla, sin alterar en absoluto su estructura interna, la realidad es que dicho traslado estuvo acompañado de algunas innovaciones que fueron capaces, a pesar de todo, de introducir evidentes elementos de ambivalencia en el funcionamiento del organismo. Por de pronto, bien fuese por un intento salomónico de la Corona de compensar a Sevilla del descalabro que le acababa de producir, bien porque los comerciantes sevillanos tuvieron suficiente capacidad de presión para evitar la catástrofe total, lo cierto es que Sevilla fue “agraciada” con una delegación permanente del Consulado ―la denominada Diputación del comercio― que creaba, de facto, algún tipo de duplicidad del organismo. Al respecto, el real decreto establecía la presencia en Sevilla de dos diputados, elegidos de entre los miembros más señalados de su matrícula, que deberían “representar” al Consulado y, sobre todo, establecer la necesaria fluidez en la tramitación de los asuntos concernientes a los cargadores sevillanosNota 61).

Esta innovación, por sí sola, no parecía contener ningún elemento que pudiese inquietar al ahora Consulado gaditano, pero fue acompañada de otras disposiciones que resultaron de mayor capacidad de impacto para el funcionamiento armónico de la institución. Efectivamente, el real decreto completaba la creación de la delegación sevillana con una reforma del sistema de elecciones que exigía que de los tres jueces que componían la cúpula directiva del Consulado, dos le fuesen atribuidos a Sevilla y uno a Cádiz, y que de los treinta electores encargados de designarlos, veinte serían de la matrícula sevillana y diez de la gaditanaNota 62). Esta discriminación en favor de Sevilla se intentaba paliar con la modificación del sistema de renovación de dichos cargos, al disponer que los cónsules primero y segundo (que fueron los asignados a Sevilla) se renovasen anualmente en tanto que el tercero (que correspondía a Cádiz) se mantendría durante dos años, pasando el segundo de ellos a ocupar el cargo de primer cónsul. Sin embargo, la práctica electoral controlada por Sevilla (donde siguieron celebrándose las elecciones) pasó por encima este “matiz” legal, consiguiendo, hasta 1742, relegar al cónsul gaditano al segundo puesto, que era de renovación anual. De esta forma Sevilla quedaba, pues, doblemente beneficiada: por disponer de dos cónsules sobre tres y porque uno de ellos se mantenía un año más en la magistratura.

Evidentemente, los gaditanos comprendieron con claridad la discriminación de que eran objeto y lucharon contra ella, logrando, después de múltiples esfuerzos, que en 1744 se cambiase esta disposición. Para ello, una real cédula emitida el 1 de febrero establecía la igualdad de electores para ambas ciudades, atribuyéndole diez a cada una y repartiendo los diez restantes entre el Puerto de Santa María, Jerez y Sanlúcar de Barrameda (cuatro, tres y tres respectivamente). Para evitar recelos, se designó a Sanlúcar como el lugar en el que de ahora en adelante habría de celebrarse la elección de los tres cónsules, uno por cada circunscripción (Sevilla, Cádiz y, por turno, de una de las tres localidades a las que se le concedía la facultad de estar representadas por sus electores). El cargo tendría una duración de tres años, renovándose en lo sucesivo un cónsul cada año, que sería reemplazado por otro de su misma circunscripciónNota 63).

Con la promulgación de este decreto se pone definitivamente fin al supuesto status de ventaja de la comunidad mercantil de Sevilla respecto a la de Cádiz en el protagonismo del Consulado. Merece la pena insistir en el término supuesto, ya que, según todos los indicios, en la práctica, desde fechas muy tempranas, la forma de defensa que adoptó Cádiz ante el evidente agravio comparativo parece haber sido desentenderse de la Diputación sevillana e ignorarla en la toma de decisiones. Esto, al menos, es lo que se desprende de los testimonios recogidos al respecto por A. Heredia Herrera, como una carta escrita en 1724 por la Diputación sevillana en la que se lamenta de que pese a contar con dos cónsules “no se logre atención y defensa en contra del desprecio del comercio de Cádiz y que los acuerdos de Sevilla no se tengan en cuenta” o también otra de 1739 en la que se vuelve a insistir en “la desgracia que tienen para con ese tribunal nuestros ruegos en casi todos los asuntos”Nota 64).

Al margen de estas reformas y por lo que atañe a la dinámica funcional del Consulado, no se aprecian mayores cambios respecto a lo ya reseñado para la etapa precedente, a no ser que anotemos como tales la facultad que se le concedió, por el Real Proyecto de 1720, para nombrar en cada flota tres diputados que entenderían en “las discordias que se puedan ofrecer en el Comercio”; el asiento concertado ese mismo año con la Corona para el envío anual de ocho navíos de aviso, cuatro a Nueva España y cuatro a Tierra Firme; la sustitución, como “propios” del Consulado, de la blanca al millar por un nuevo impuesto del 1% sobre el oro, la plata y las mercancías remitidas a Indias; o también, y sin abandonar el área de las actividades fiscales, la ampliación de la lista de impuestos cuya gestión tenía encomendada y a la que se incorporaron los nuevos derechos de almacenado, diputación, cuartillo, trocadero, armamento, etcNota 65).

En definitiva, la trayectoria del Consulado en la etapa gaditana se cubre sin otras novedades de mayor cuantía (no lo fueron ya sus funciones como órgano “asesor” de la Casa o entidad financiera al servicio de la Corona) hasta que, a partir de 1778 y como consecuencia del desarrollo del artículo 53 del Reglamento de Libre Comercio (que preveía la creación de consulados en todos los puertos habilitados) pierde su carácter de único tribunal mercantil con jurisdicción en la Carrera. Desde entonces, la institución gaditana ve reducidas sus atribuciones al ámbito local, en pie de igualdad con los consulados ya existentes (Barcelona, Valencia, San Sebastián) o creados, al efecto, en los restantes puertos habilitados para el libre comercio con Indias (Alicante, La Coruña, Málaga, Santander, Sevilla y Tenerife)Nota 66). Así pues, a semejanza de lo acontecido a la Casa de la Contratación, también a la Universidad de Cargadores a Indias, nacida como aquélla de la etapa fundacional del monopolio, le sonó su última hora con la implantación del nuevo régimen de “libertad comercial”. El tráfico de la Carrera había dejado de ser “asunto privativo” de la oligarquía mercantil bajo-andaluza al incorporarse a su torrente el resto de las “burguesías periféricas” metropolitanas.

 



Saltar NOTAS e ir al Capítulo siguiente, clica AQUÍ


 


[image: interno]


 



        Nota 1

        Las dos obras fundamentales sobre este organismo siguen siendo la ya mencionada de E. Schäfer, El Consejo Real y Supremo de las Indias. Su historia, organización y labor administrativa hasta la terminación de la Casa de Austria, 2 vols., Sevilla, 1935-47 (Reimp. 1975) y la de G. Bernard, Le Secrétariat d'Etat et le Conseil Espagnol des Indes (1700-1808), Genève-Paris, 1972. 

        Volver

      

    
        Nota 2

        Cf. Veitia Linaje, J.: Norte de la Contratación..., Lib. I, cap. I, 1. 

        Volver

      

     
        Nota 3

        Ibidem, Lib. I, cap. I, 13.

        Volver

      

    
        Nota 4

        Los designados fueron Francisco Pinelo (jurado y fiel ejecutor de Sevilla, que ya había intervenido como tesorero en los preparativos del segundo viaje colombino) como Factor; para Tesorero el canónigo sevillano Sancho de Matienzo y para Escribano-Contador, Jimeno de Bribiesca, que hasta ahora ejercía como contador de la armada de Indias. Convendría también aclarar que Veitia desliza por error el nombre de Da Juana en lugar del de su madre Da Isabel como firmante de esta real cédula. 

        Volver

      

     
        Nota 5

        Sobre el contenido de este proyecto, vid. Schäfer, E.: Op. cit., págs. 9-10. 

        Volver

      

    
        Nota 6

        Cap. 1° de las Ordenanzas para la Casa de la Contratación de Sevilla, (1503), reproducidas por Morales Padrón, F.: Teoría y Leyes de la Conquista, Madrid, 1979, págs. 252-8. 

        Volver

      

     
        Nota 7

        Capítulos 7 al 10 de las Ordenanzas. 

        Volver

      

    
        Nota 8

        Las funciones aparecen descritas en los capítulos 4 al 6 de las Ordenanzas y sus atribuciones “judiciales” en documento posterior firmado por la reina Da Isabel en Alcalá de Henares el 4 de julio de 1503; cf. Schäfer, E.: Op. Cit., pág. 12-13. 

        Volver

      

    
        Nota 9

        Haring, C. H.: Comercio y navegación..., pág. 37. 

        Volver

      

     
        Nota 10

        Ordenanzas para la Casa de la Contratación de Sevilla promulgadas el 15 de junio de 1510 y reproducidas por Morales Padrón, F.: Op. cit., págs. 259-265. 

        Volver

      

    
        Nota 11

        Cf. Schäfer, E.: Op. cit., pág. 18-19 y Haring, C. H.: Op. cit., pág. 51-52. 

        Volver

      

     
        Nota 12

        Sobre la figura del Piloto Mayor, vid. Pulido Rubio, J.: El Piloto Mayor. Pilotos Mayores, Catedráticos de Cosmografía y Cosmógrafos de la Casa de la Contratación de Sevilla, Sevilla, 1950. 

        Volver

      

    
        Nota 13

        Preámbulo de las nuevas ordenanzas de la Casa de la Contratación promulgadas en 1531 y reproducidas por Morales Padrón, F.: Op. cit., págs. 266-83. 

        Volver

      

     
        Nota 14

        Estas ordenanzas están fechadas en Monzón a 11 de agosto de 1552. Un resumen de su contenido en Schäfer, E.: Op. cit., págs. 91-94. 

        Volver

      

    
        Nota 15

        Ibidem, pág. 95. 

        Volver

      

    
        Nota 16

        Sobre la venta de oficios públicos cabría citar, entre otros, los siguientes trabajos: Fraga, M. y Beneyto, J.: “La enajenación de oficios públicos en su perspectiva histórica y sociológica”, Centenario de la Ley del Notariado. Estudios históricos, Madrid, 1964,1, págs. 393-472; Tomás y Valiente, F.: “La venta de oficios públicos en Castilla durante los siglos XVII y XVIII”, Gobierno e instituciones en la España del Antiguo Régimen, Madrid, 1982, págs. 151-77; Domínguez Ortiz, A.: “La venta de oficios públicos en Castilla y sus consecuencias económico-sociales”, Anuario de Historia Económica y Social, 1970, págs. 105-37; Cuartas Rivero, M.: “La venta de oficios públicos en el siglo XVI”, Actas IV Symposium de Historia de la Administración, Madrid, 1983, págs. 225-60. 

        Volver

      

     
        Nota 17

        Cf. Schäfer, E.: Op. Cit., págs. 328-8. 

        Volver

      

    
        Nota 18

        Ibidem, págs. 326-7. 

        Volver

      

     
        Nota 19

        Ibidem, págs. 331-33. 

        Volver

      

    
        Nota 20

        Ibidem, pág. 335. 

        Volver

      

     
        Nota 21

        Según una relación de la casa de 24 de abril de 1687, los salarios de sus distintos funcionarios se escalonaban de la siguiente forma: el Presidente percibía anualmente 876.900 maravedíes y el aposento; los jueces oficiales, 415.450 mrs.; los jueces letrados y el fiscal, 363.450 mrs.; los contadores de la avería 200.000 mrs. y así, en escala descendente, hasta llegar a los 24.500 mrs. del portero. 

        Volver

      

    
        Nota 22

        Schäfer, E.: Op. cit., pág. 330. 

        Volver

      

      
        Nota 23

        Ibidem, pág. 347-8. 

        Volver

      

    
        Nota 24

        Ibidem, pág. 323. 

        Volver

      

     
        Nota 25

        Chaunu, P.: Conquista y explotación de los nuevos mundos, págs. 104-5. 

        Volver

      

    
        Nota 26

        Cf. Bernard, G.: “La Casa de la Contratación de Sevilla, luego de Cádiz en el siglo XVIII”, Anuario de Estudios Americanos, XII (1955), págs. 253-4; el decreto aparece reproducido en Muro Orejón, A.: Cedulario Americano del siglo XVIII, vol. II (Sevilla, 1969), págs. 26-7. 

        Volver

      

     
        Nota 27

        El título del nombramiento reproducido por Rodríguez Villa, A.: Patiño y Campillo, Madrid, 1882, págs. 174-6. 

        Volver

      

    
        Nota 28

        El texto de este decreto en Muro Orejón, A.: Op. cit., págs. 513-6. 

        Volver

      

     
        Nota 29

        Ibidem. 

        Volver

      

    
        Nota 30

        Navarro García, L.: “La Casa de la Contratación en Cádiz”, La burguesía mercantil gaditana (1650-1868). Cádiz, 1976, pág. 44. 

        Volver

      

    
        Nota 31

        Ibidem, pág. 46. 

        Volver

      

     
        Nota 32

        A propósito de esta reestructuración ministerial, vid. Escudero, J. A.: Los orígenes del Consejo de Ministros en España, 2 vols. Madrid, 1979, vol. I, págs. 227-35. 

        Volver

      

    
        Nota 33

        Cf. Navarro García, L.: Op. cit., pág. 48. 

        Volver

      

     
        Nota 34

        Ibidem. 

        Volver

      

    
        Nota 35

        Ibidem, pág. 49. 

        Volver

      

     
        Nota 36

        Incluso se encargó elaborar un nuevo Reglamento en el que se especificara con todo detalle los cometidos del presidente, que fue redactado ese mismo verano y remitido a Gálvez el 4 de Noviembre. Cf. Ibidem, pág. 52. 

        Volver

      

    
        Nota 37

        Ejemplar impreso del decreto en Archivo General de Indias, See. Indiferente General, leg. 1999. 

        Volver

      

    
        Nota 38

        Cf. Bernard, G.: art. cit., págs. 271-4. 

        Volver

      

     
        Nota 39

        Ibidem, pág. 275. 

        Volver

      

    
        Nota 40

        Veitia Linaje. J.: Op. cit., Lib. I, cap. XVII, 1. 

        Volver

      

     
        Nota 41

        Una copia de esta real provisión se encuentra anexa a las Ordenanzas impresas en Sevilla en 1739. Archivo General de Indias, Sec. Arribas, leg. 191. Fue publicada por Real Díaz, J.: “El Consulado de cargadores a Indias: su documento fundacional”, Archivo Hispalense, núms. 147-152(1968). 

        Volver

      

    
        Nota 42

        Licencia de S. M. a los Cónsules para hacer Ordenanzas. Archivo General de Indias, Sec. Arribadas, leg. 199. 

        Volver

      

     
        Nota 43

        Ordenanzas para el Prior y Cónsules de la Universidad de los Mercaderes de la ciudad de Sevilla. En Sevilla, por D. Florencio Joseph de Blas y Quesada, Impresor mayor de dicha ciudad. Año 1739. Han sido publicadas por Heredia Herrera, A.: “Las Ordenanzas del Consulado de cargadores a Indias”, Archivo Hispalense, n° 173 (1973). 

        Volver

      

    
        Nota 44

        Ordenanzas, págs. 39-51. 

        Volver

      

        
        Nota 45

        Art. 2 Ordenanzas. 

        Volver

      

     
        Nota 46

        Art. 5 Ordenanzas. 

        Volver

      

    
        Nota 47

        Art. 6 Ordenanzas. 

        Volver

      

     
        Nota 48

        Arts. 9 al 16 Ordenanzas. 

        Volver

      

    
        Nota 49

        Arts. 17 al 21 Ordenanzas. 

        Volver

      

    
        Nota 50

        Amén de la reimpresión mencionada más arriba de 1739, se realizó otra en Cádiz en 1787. 

        Volver

      

     
        Nota 51

        Heredia Herrera, A: “Apuntes para la historia del Consulado de la Universidad de cargadores a Indias en Sevilla y Cádiz”, Anuario de Estudios Americanos, XXVII (1970), pág. 230. 

        Volver

      

    
        Nota 52

        Veitia Linaje, J.: Op. cit., lib. I, cap. XVII, 34. 

        Volver

      

     
        Nota 53

        Ibidem, lib. I, cap. VIII, 17. 

        Volver

      

    
        Nota 54

        Ibidem, lib. I, cap. XVII, 34.	 

        Volver

      

    
        Nota 55

        A propósito del tercio de Cádiz en el buque de las flotas, vid. García-Baquero, A.: “Cádiz y su tercio de toneladas en las flotas de Indias” incluido en su libro Comercio y burguesía mercantil en el Cádiz de la Carrera de Indias, Cádiz, 1991, págs. 27-35. En cuanto a la costumbre de reservar un tercio de las toneladas para la carga exclusiva de frutos de la tierra no se comenzó a practicar hasta 1673. Cf. Archivo General de Indias, Sec. Consulados, libro 9. 

        Volver

      

     
        Nota 56

        Cf. Heredia Herrera, A.: “Apuntes para la historia... págs. 224-5. 

        Volver

      

    
        Nota 57

        Acerca de los préstamos y donativos realizados por el Consulado en el transcurso de este período Veitia Linaje nos proporcionó ya una primera relación (cf. lib. I, cap. XVII, 53) que ha sido completada por L. García Fuentes (“Subsidios de Sevilla y el Consulado de Indias a la Corona en los siglos XVI y XVII”, Temas Americanistas, 4, 1984, págs. 4-8; del mismo autor El comercio español con América, 1650-1700. Sevilla, 1980, págs. 109-123) y E. Rodríguez Vicente, “Los cargadores a Indias y su contribución a los gastos de la Monarquía”, Anuario de Estudios Americanos, XXXIV, 1977, págs. 211-232. 

        Volver

      

     
        Nota 58

        Cf. Heredia Herrera, A.: “Apuntes para la historia...”, págs. 253-61. 

        Volver

      

    
        Nota 59

        Cf. Chaunu, P.: Conquista y explotación, pág. 104. 

        Volver

      

    
        Nota 60

        Cf. García Fuentes, L.: El comercio español con América, cap. I. 

        Volver

      

     
        Nota 61

        Vid. nota 28. 

        Volver

      

    
        Nota 62

        Ibidem. Vid también Heredia Herrera, A.: “Las elecciones en el Consulado de cargadores a Indias: nuevas perspectivas en la rivalidad Sevilla-Cádiz”, Actas I Jornadas Andalucía y América, 1981, págs. 169-79. 

        Volver

      

     
        Nota 63

        Cf. Ibidem, y también Gacto Fernández, E.: Historia de la Jurisdicción mercantil en España, Sevilla, 1971, págs. 68-71. 

        Volver

      

    
        Nota 64

        Heredia Herrera, A.: Sevilla y los hombres del comercio (1700-1800), Sevilla, 1989, págs. 83-84. 

        Volver

      

    
        Nota 65

        Heredia Herrera, A.: “Apuntes para la historia... ”, págs. 248-50 y 261-7. 

        Volver

      


        Nota 66

        Sobre las nuevas instituciones consulares surgidas en el XVIII, vid. el sugerente estudio de conjunto de Fernández Díaz, R.: “Burguesía y consulados en el siglo XVIII”, en Mercado y desarrollo económico en la España contemporánea, Madrid, 1986, págs. 1-39.
 

        Volver

      


 

[image: logo]

 


La instrumentalizacion del tráfico: los transportes

Acabamos de ver las principales características y manifestaciones del esquema teórico-organizativo de un fenómeno que, como era entonces evidente y lo sigue siendo ahora, incluía dos facetas imbricadas pero diferentes: la de América como “una conquista política” y la de América como un “negocio”. A su vez y por estrechamente unidas que resulten ambas caras de la moneda, la presencia consciente del negocio americano obligaba a una doble organización: la primera, que sería la administrativa, identificada casi plenamente con los valores políticos y es a la que hasta ahora nos hemos referido y una segunda, diferente, que debía enfrentarse sistemáticamente con problemas “técnicos” relativos al tráfico (sustancialmente transporte y carga), es decir, a la eficacia cotidiana del negocio. Los elementos básicos a tener en cuenta en el problema número uno, léase el transporte, eran la regularidad y la seguridad. Se trataba de garantizar el abastecimiento de aquellas tierras recién descubiertas con un ritmo lo suficientemente regular y adecuado (en la medida, claro está, que lo posibilitaba la técnica de la época) al de la demanda, tanto por lo que se refiere a los abastos de allí como al hambre insaciable de los tesoros americanos de aquí.

En una primera etapa, que coincide aproximadamente con la primera mitad del siglo XVI, reciente todavía el impacto mitificado del hecho americano, no se suscitó, con la prudencia esperada, el tema de una fórmula de navegación y transporte adecuada; el propio “nerviosismo” de la época, encalabrinada por los rumores, las novedades, las ambiciones y la mayor carga de la conquista (que asumía su protagonismo en el conjunto de las relaciones), empujaron a una improvisación, si se me permite la expresión, casi sistemática. Ello dio como resultado la inexistencia de un sistema regular de comunicaciones, en la medida que la ruta de la Carrera se hizo por medio de navíos aislados ―“sueltos”―, encomendados prácticamente a la libre voluntad de sus armadores. Como ya nos señalara Antúnez y Acevedo, durante esta época, “qualquier navio aprestado conforme a las ordenanzas, tuvo libertad de emprender navegación solo, y en el tiempo que conviene a su dueño”Nota 1). Sin embargo, el progresivo asentamiento del fenómeno americano y, de su mano, el crecimiento interrumpido de los flujos comerciales constituyeron una presión demasiado grande para seguir encomendando mercancías, riquezas y hombres al albur del capricho individual. No fueron ajenas en modo alguno a esta decisión las pérdidas excesivamente frecuentes que el comercio iba sufriendo ante la embestida corsaria y las fuerzas naturales que se beneficiaban, en ambos casos, de las pésimas condiciones de navegabilidad en que viajaban estos navíos “sueltos”, a menudo sobrecargados y desprovistos de armamento por la avaricia de sus armadores. Los tímidos intentos por parte del Estado por poner un poco de orden en este caos de improvisación fueron fracasando sistemáticamente hasta la década de los sesenta, años en los que cristalizaron, debidamente, los principios y normas del que en adelante sería el sistema casi exclusivo de navegación y transporte en la Carrera: las “flotas” y los “galeones”.

El nervio del sistema: la navegación en convoyes (flotas y galeones)

Según acabamos de apuntar, una de las causas fundamentales del establecimiento de este sistema fue la necesidad de proteger a los navíos que hacían las rutas de la Carrera de los ataques, cada vez más frecuentes, de piratas y corsarios. En fecha tan temprana como 1501 se dio ya una real orden prescribiendo la construcción de carracas para la persecución de tales piratas y algunos años más tarde (1513), se ordenó a los oficiales de la Casa de la Contratación que enviasen dos carabelas a las costas de Cuba con la misión de defender a nuestros navíos de los piratas francesesNota 2). El peligro que representaba la piratería se intensificó a partir de 1520, como consecuencia de las guerras con Francia, por lo que en 1521 se ordenó la creación de una pequeña escuadra, compuesta de cuatro o cinco navíos y a la que se encomendó patrullar en las cercanías del cabo San Vicente. La medida no surtió los efectos deseados por lo que en 1526 se mandó que “los navios que huviessen de venir a Castilla, viniessen proveídos de armas (...) i que se juntassen en la Isla Española, i que de allí viniessen en conserva (...) i esta misma norma se dio para los navios que de acá hiessen a las Indias”Nota 3). Dicha normativa se mantuvo en vigor durante algunos años en los que, sin embargo, siguió al arbitrio de los comerciantes y armadores la fijación tanto de las fechas de partida y regreso de estos convoyes como del número de embarcaciones que habrían de integrarlos. A partir de 1537 se introdujo como novedad el envío de una armada real a las Indias con el objeto de garantizar el arribo a la metrópoli de los tesoros americanos y en agosto de 1543, tras la reanudación de las guerras con Francia y a instancias del comercio sevillano, se estableció, al parecer como norma fija y obligatoria, la salida de los navíos en flotas anuales y protegidas. En opinión de Haring, desde entonces sólo los navíos de 100 toneladas o de porte superior quedaron facultados para navegar a Indias, debiendo hacerlo en dos flotas anuales, compuestas de diez navíos al menos y que bajo la protección de uno de guerra zarparían, respectivamente, en los meses de marzo y septiembreNota 4). Posteriormente, por sendas reales cédulas de 20 de julio y 2 de agosto de 1554, se estableció “que todas las vezes que huviesse 8 u 10 Navios cargados, y artillados conforme a lo ordenado, se les diesse licencia para ir a las Indias” y aún por otra de 11 de agosto del mismo año se redujo a seis el número mínimo de navíos necesarios para que se autorizase su salidaNota 5).

A modo de inciso y respecto al significado de estas últimas medidas, convendría aclarar que, si bien para Haring resulta “evidente que fue la citada ordenanza de 1543 la que estableció la salida periódica de las flotas”Nota 6), para nuestros clásicos Veitia Linaje y Antúnez Acevedo no acaba de estar tan claro que fuese realmente así, fundamentando, sobre todo éste último, su duda en la posibilidad de que a lo que se denomine “flota”, tanto en las ordenanzas de 1543 como de 1554, sea sencillamente a “la ocurrencia casual de un número determinado de buques mercantes, que salgan unidos y naveguen juntos a arbitrio de los capitanes de cada uno, y sin subordinación de todos a uno, ni formar cuerpo e armada o esquadra"Nota 7). Sin embargo y sea cual fuere la fecha exacta de la instauración de las flotas, lo que no ofrece dudas a ninguno de estos autores es que fue entre 1561 y 1566 cuando se sentaron, definitivamente, las bases por las que habría de regirse en el futuro este sistema de navegación.

En efecto, por una real cédula de 16 de julio de 1561 se ordenó ya “que no saliesse de Cádiz, ni Sanlúcar Nao alguna, sino en Flota, pena de perdimiento della, y quanto llevasse”, quedando además establecido que

 

cada año se hagan y formen en el Río de la ciudad de Sevilla, y puertos de Cádiz y Sanlúcar de Barrameda, dos flotas y una real armada (...) con Naos para Tierra Firme, y para Nueva España, la una por enero y la otra por agosto, con Capitán y Almirante, y que sobre la Dominica se apartassen las que fuessen para Nueva España, yendo el General con las de una Provincia y el Almirante con las de otra (...) y que todas las Naos de las Flotas, y las que saliessen de las Islas Canarias volviessen a Sanlúcar, y no a otro puerto pena de mil ducadosNota 8).

 

En 1564, por un real decreto de 18 de octubre, se emitieron nuevas ordenanzas en las que se reiteraba la obligatoriedad de la salida de dos flotas anuales, una para Nueva España a comienzos del mes de abril y otra para Tierra Firme en agosto; la primera estaría integrada por los navíos que iban a Veracruz y también por los de Honduras y las Antillas y la segunda, por los que se dirigían al istmo de Panamá junto con las naves de Cartagena, Santa Marta y otros puertos de la costa septentrional; ambos convoyes invernarían en Indias y, tras partir los navíos del istmo en enero y los de Veracruz en febrero, deberían confluir en La Habana a comienzos del mes de marzo, desde donde realizarían conjuntamente (y nunca antes del décimo día de dicho mes) el viaje de retornoNota 9). Este empeño en prefijar una fechas precisas y concretas para el inicio de ambos viajes (ida y retorno) respondía al deseo de que las travesías se realizasen con los mejores tiempos posibles (los más bonancibles y seguros), estando a cargo de los cosmógrafos y pilotos de la Casa de la Contratación su establecimiento. En concreto, de lo que se trataba era de evitar, a la ida, la navegación por el golfo mejicano pasado el mes de agosto (época en la que azotaban con frecuencia los huracanes), procurando hacer otro tanto, al regreso, por el canal de las Bahamas, que debería ser franqueado en esta ocasión antes del citado mes de agosto. Por último, a esta primera reglamentación se le dieron sus toques finales por sendos decretos de enero de 1565 y octubre de 1566, en virtud de los cuales se ordenó que las naos capitana y almiranta de las flotas fuesen, en lo sucesivo, navíos de porte superior a las 300 toneladas, armadas con ocho cañones grandes de bronce, cuatro de hierro y veinticuatro piezas menores, con una dotación de doscientos hombres entre tripulación y soldados y, además, con la prohibición absoluta de transportar en ellos mercancías u objeto alguno de comercioNota 10).

A partir de la promulgación de estas primeras ordenanzas quedó ya legalmente instituida la navegación en convoyes como el único sistema de transporte válido en la Carrera. Cada año se formarían en aguas del Guadalquivir dos flotas, una con destino a Nueva España (Veracruz) y otra a Tierra Firme (Nombre de Dios y Portobelo), en conserva de las cuales deberían viajar el resto de los navíos con registro para otros puertos. Asimismo, conviene recordar que, amén de estos convoyes mercantiles, existían las Armadas de la Carrera de Indias, escuadrones navales compuestos de seis u ocho navíos de guerra (galeones) que patrullaban entre el cabo de San Vicente, las Canarias y las Azores y que, ocasionalmente, podían acompañar a las flotas hasta sus respectivos destinos. Dado que desde mediados del siglo XVI fue cada vez más frecuente que las flotas de Tierra Firme viajasen escoltadas por una de estas armadas (al objeto, sobre todo, de proteger el valioso cargamento de plata que transportaban al regreso), dichas flotas fueron conocidas con el nombre genérico de “Galeones” (debido al tipo de navíos de guerra que componían su escolta), reservándose, en cambio, la denominación especifica de “Flotas” para designar a las que se dirigían al golfo mejicano.

Sentadas las bases del sistema, nuevas ordenanzas e instrucciones, promulgadas en lo que restaba de la centuria, vinieron a completar y perfilar esa primera reglamentación, prestándose especial atención en ellas a todas aquellas cuestiones relacionadas con la seguridad y defensa de los convoyes. En esta dirección, por las instrucciones de 21 de enero de 1572 y 8 de abril de 1573, se ordenó a los generales de ambos convoyes que antes de emprender viaje, tanto a la ida como al regreso, visitasen todos sus navíos para comprobar si, efectivamente, iban equipados con todos sus bastimentos, armas y pertrechos, imponiéndose severas penas a los capitanes y maestres que no cumpliesen con lo prevenido al respecto por la Casa de la Contratación. Especial cuidado deberían poner en que los navíos de guerra viajasen “zafos y marineros, sin atajadizos, despensas ni catiesfirmes en la cubierta de artillería, castillos, cámaras y conves, ni en otra parte donde pueda ser de embarazo a la navegación, manejo de artillería y armas”Nota 11). Estas visitas se repetirían, a la ida, pasando el cabo San Vicente y, al regreso, al abandonar los puertos de Cartagena y Veracruz y, de nuevo, al salir de La Habana. Se previno, igualmente, la obligatoriedad de realizar todo el viaje con los navíos dispuestos en orden de combate, sin que bajo ninguna circunstancia los componentes de la flota pudiesen adelantarse a la capitana (que iría en vanguardia) ni quedar por detrás de la almiranta (situada a retaguardia); también quedaba prohibido que los mercantes abandonasen la conserva de la flota “por una vanda, ni por otra, a distancia que no pueda ser socorrido, o dexe de oyr la artillería, y ver las señales que hizieren la capitana o almiranta con velas, vanderas o faroles”Nota 12). Además, durante la travesía, tanto la guarnición como la tripulación y el pasaje deberían realizar frecuentes ejercicios de adiestramiento en el uso de las armas, “para que el día de la ocasión sepa cada uno lo que ha de executar sin confusión ni atropellamiento”Nota 13).

El 20 de enero de 1582 volvieron a publicarse ordenanzas en las que se añadieron algunas nuevas prevenciones y se reformaron otras. Entre estas últimas se encuentra el cambio de la fecha de salida de la flota de Nueva España, que se retrasó al mes de mayo, de acuerdo con el siguiente calendario: el nombramiento de su General y Almirante debería producirse en el mes de diciembre del año anterior; la designación de las naos capitana y almiranta el día de Año Nuevo y en los ocho días siguientes las visitas de todas las naos mercantes disponibles y el “señalamiento” de las que integrarían la flota. Dicha selección la llevarían a cabo el Presidente y los Jueces oficiales de la Casa de la Contratación, con el concurso del General de la flota y en base a unos criterios entre los que figuraban la naturaleza del navío (lugar de fabricación), porte, antigüedad, calidad de su construcción, etc. Cumplido este trámite, en el transcurso del mes de marzo, la totalidad de la flota debería trasladarse a Sanlúcar, donde la Casa de la Contratación tendría ya destinado al Juez Oficial encargado de su despacho, que se realizaría, sin demora ni dilación alguna, “en las primeras aguas de mayo”Nota 14). Por lo que atañe, a su vez, a la salida de la flota de Tierra Firme, se mantuvo su fecha del mes de agosto pero ajustando sus preparativos a este otro calendario: el nombramiento de su General y Almirante se realizaría en el mes de abril; la designación de la capitana y la almiranta el primero de mayo y la elección de los navíos mercantes en los ocho días siguientes; a fines del mes de julio todos los navíos deberían estar ya en Sanlúcar de modo que su salida se produjese “en las primeras aguas de agosto”Nota 15). Junto a estas “novedades” pero ya en relación con la seguridad y la defensa, se dispuso que las naos capitanas de las flotas y galeones llevasen cien marinos cada una y que en las mercantes “se conmutase la artillería de hierro por cada dos pasamuros un sacre de hierro calado, y los versos de hierros en mosquetes, y que sobre este numero se conmutasen los arcabuces”; asimismo se ordenó que tanto marineros como pasajeros fuesen convenientemente armados para la defensa de sus naves y que en cada una de ellas viajase un armero, ocupando plaza de marinero y sin otro menester que el de tener “limpias y a punto las armas”Nota 16). Por último y en otro orden de cosas, se prohibió terminantemente que los navíos que iban en conserva de las flotas pudiesen descargar sus mercancías en otro puerto que no fuese aquel para el que llevaban registro.

Finalmente, por una real cédula de 17 de enero de 1591, se emitieron de nuevo ordenanzas, esta vez estructuradas en 33 artículos o apartados pero entre los que apenas es posible detectar novedades dignas de mención. De hecho, se podría decir que se trata de una simple reedición o, a lo sumo, reactualización de lo ya legislado, sin otra pretensión, como nos apunta Antúnez y Acevedo, que la de procurar que tuviese “más cumplido efecto lo ordenado anteriormente”Nota 17). A mayor abundamiento y como se reconoce explícitamente en su preámbulo, su promulgación venía forzada ante la necesidad de atajar, siquiera fuese por la vía del recordatorio o actualización de lo prevenido al respecto, las numerosos infracciones que se venían cometiendo contra la obligatoriedad de la norma de no viajar a Indias sino en conserva de las flotas y que, al parecer, tan “grande daño” estaban ocasionando a la buena marcha del comercio en general y a la Real Hacienda más en particularNota 18).

Conocido lo esencial del contenido de esa abundante y prolija normativa dictada en la segunda mitad de la centuria, convendría reseñar que hubo, no obstante, un aspecto importante que se dejó sin reglamentar, a saber: el relativo al buque de las flotas (es decir, la cantidad de toneladas de arqueo de que constaría cada una) y, por ende, el del número de navíos con que este se cubriría. Por lo que atañe al buque, la costumbre que se vino observando fue que el Consulado de Cargadores a Indias de Sevilla se encargase de proponerlo, aunque la decisión final correspondía al Consejo de Indias que, en última instancia, era también el que decidía si había o no flotas cada año. Señalado el buque, una tercera parte de su tonelaje se reservaba para los comerciantes de Cádiz mientras que las dos restantes se adjudicaban a los de Sevilla, quedando unos y otros obligados a subdividir sus respectivas partes en tres tercios, de modo que uno se destinase a los cosecheros (exportadores de los denominados “frutos de la tierra” compuestos, fundamentalmente, por el vino, el aceite y el aguardiente) y los otros dos a los comerciantesNota 19). En segundo lugar y respecto a la determinación del número de navíos mercantes entre los que se distribuiría el buque o tonelaje total de las flotas, lo cierto es que no se observó regla fija alguna, dependiendo en cada caso de las características (nacionalidad, porte, antigüedad, etc) de las embarcaciones disponibles en el momento. A título meramente indicativo tal vez debamos señalar que, a mediados del siglo XVI, las flotas solían integrarlas de 15 a 20 navíos mercantes, cifra que fue aumentando, a fines de la centuria y comienzos de la siguiente, hasta llegar a oscilar entre un mínimo de 30 y un máximo de 70 navíos; más tarde y coincidiendo con la contracción general del tráfico y también con el aumento del porte de las embarcaciones, este número volvió a disminuir quedando estabilizado en torno a los 10 o 15 navíosNota 20).

La normativa que acabamos de recordar, aunque dictada en la segunda mitad del XVI, debe considerarse en vigencia también a todo lo largo del XVII, de forma que hasta bien entrada la centuria siguiente (concretamente hasta la publicación del “Proyecto para flotas y galeones de 1720”) no se producirán innovaciones. Parecería oportuno pasar inmediatamente a describir las modificaciones que se introdujeron con la citada legislación borbónica para ofrecer el panorama continuo de la preocupación del Estado al respecto; a pesar de ello, no lo haremos así por una razón que me parece de suficiente fuste como para ser tenida en cuenta: el hecho de que la normativa dieciochesca se produce en absoluta relación causa-efecto con la casi continua inobservancia de las instrucciones promulgadas bajo los Austrias. Por consiguiente, nos ha parecido más eficaz, antes de introducimos en las reformas promovidas por la administración borbónica, dar cuenta de los perfiles del incumplimiento e ignorancia de la legislación vigente que se produce en los siglos XVI y XVII en la Carrera de Indias; ello nos permitirá acceder después a la nueva reglamentación con mayor conocimiento de causa.

Para mayor claridad, no será difícil agrupar las conductas “heterodoxas” respecto al exacto cumplimiento de lo ordenado en unos cuantos aspectos fundamentales que, en mi opinión, son los siguientes: las fechas de salida y regreso de los convoyes; la cadencia o ritmo de sus viajes; el apresto y equipamiento de las embarcaciones y toda la normativa relativa a su seguridad y defensa.

En orden al primero de los puntos señalados disponemos de la información cifrada suficiente como para demostrar, con el pormenor que se desee, que las flotas y galeones rara vez efectuaron sus viajes en los tiempos marcados por la legislación. Las causas que, con más frecuencia, contribuyeron a provocar tales demoras, en particular en las salidas, fueron muy diversas pero se podrían concretar básicamente en tres; el propio retraso con que arribaban al puerto sevillano las mercancías (españolas y, sobre todo, europeas) que habían de embarcarse en las flotas; las inclemencias del tiempo a la hora de abandonar la barra de Sanlúcar o la llegada de noticias acerca de la presencia de piratas o enemigos en las inmediaciones; en tercer lugar (aunque probablemente el primero en cuanto a frecuencia), los propios intereses de los comerciantes que, por motivos de muy variada índole (escasez de fondos ―provocada, a su vez, por un retraso en la llegada de la flota precedente o porque la Corona incautaba los caudales que ésta transportaba―; desconocimiento de la situación real del mercado americano o, por el contrario, noticias ciertas de su saturación, etc.) procuraban dilatar al máximo la salida de cada flota. De este modo y ya fuese por alguna de estas razones o incluso por la conjunción de varias al mismo tiempo, lo cierto es que, entre 1560 y 1650, sobre el total de 79 flotas que viajaron a Nueva España, cuyas fechas exactas de partida conocemos, tan sólo 11 (es decir, un 14%) lo hicieron en el mes prefijado para ello (mayo); y proporciones acusadamente mucho más graves alcanzó el grado de incumplimiento de lo prevenido para los galeones de Tierra Firme, ya que sobre un total de 69 salidas controladas, tan sólo una se ajustó a la fecha (agosto) señalada al efectoNota 21). No mucho mejor funcionaron las cosas a la hora del retorno, tanto por lo que atañe a las fechas en que ambas flotas deberían iniciar sus singladuras (la una desde Nombre de Dios-Portobelo y la otra desde Veracruz) como en lo ordenado respecto a la obligatoriedad de confluir en La Habana y realizar a partir de allí el viaje conjuntamente. Para el mismo período señalado más arriba, sobre un total de 94 convoyes que regresaron desde Nueva España y Tierra Firme, tan sólo 21 (un 22% del total) viajaron juntos según las normas vigentes y de ellos únicamente dos en las fechas preestablecidas (a partir del 10 de marzo), sin que en los restantes casos en que hicieron sus travesías aisladamente se observe tampoco un mayor respeto por los tiempos marcados al efectoNota 22). Entre las razones fundamentales que se suelen esgrimir en este caso para justificar el retraso destacan las siguientes: el no haber dispuesto los comerciantes de tiempo suficiente para liquidar las existencias traídas de España en el viaje anterior o cerrar los tratos de las que se llevarían de retorno; la tardanza con que solían llegar los tesoros reales y, en tercer lugar, la imposibilidad de navegar, ya fuere por tiempos contrarios o por la presencia de enemigos en la mar.

En segundo lugar, ni que decir tiene que tampoco se cumplió con la norma inicialmente establecida y que preveía el despacho, al menos, de dos flotas anuales, una para Nueva España y otra para Tierra Firme. Desde 1565 la salida de los “galeones” de Tierra Firme dejó de ser anual para convertirse en bianual y otro tanto sucedió con las flotas de Nueva España a partir de 1620 y, sobre todo, en la segunda mitad de la centuria, época en la que al decir de Veitia Linaje, para despachar al virreinato novohispano una flota de 3.000 toneladas cada dos años (frente a las anuales de 8.000-9.000 toneladas que se expedían con anterioridad) no sólo se requerían grandes esfuerzos “sino milagros”Nota 23). Buena prueba de esta importante desaceleración experimentada por el tráfico de la Carrera nos la ofrece la estadística general de la navegación en convoyes para dicho período; en efecto, a lo largo de estos últimos cincuenta años del XVII tan sólo navegaron 25 flotas a Nueva España y 16 “galeones” a Tierra Firme (lo que supone un promedio de una expedición cada dos años en el primer caso y otra cada tres en el segundo), registrándose, además, en ésta última, “vacíos” especialmente prolongados, como los producidos entre 1653-8 (con una sola expedición), 1664-72 (también con otra) y, sobre todo, 1678-1700, período de veintidós años en el que únicamente se despacharon cuatro convoyesNota 24). Y conviene apresurarse a señalar que si bien, las más de las veces, este aumento del intervalo entre flota y flota era “forzado” por los comerciantes en contra del parecer de las autoridades de la Carrera, hubo también no pocas ocasiones en que se lograba con su autorización y aquiescencia. Tal es el caso, sin ir más lejos, de lo acontecido con las suspensiones de las flotas de Nueva España previstas para los años 1672, 1674 y 1676, consentidas por la Corona a cambio de sendos donativos efectuados por “el comercio” por valor de 125.000 pesos cada unoNota 25).

Un tercer apartado en el que también se acumularon las infracciones fue el relativo al apresto y equipamiento de las embarcaciones y, muy particularmente, en lo que atañía a las normas establecidas para su seguridad y defensa. Por de pronto y pese a estar minuciosamente reglamentado todo lo concerniente al armamento con que debían ir equipados tanto los navíos de guerra como los mercantes, rara vez se cumplía con lo prevenido, resultando, por el contrario, bastante frecuente que las flotas viajasen casi desguarnecidas, con notoria escasez de soldados, armas y municiones. Asimismo y contraviniendo la prohibición expresa existente al respecto, los navíos de escolta acostumbraban también, a menudo, a transportar mercancías por cuenta del comercio, lo que aparte de significar una fraude flagrante contra la Real Hacienda y un claro perjuicio contra los intereses de los propietarios de naos mercantes (cuyos ingresos en concepto de fletes se veían afectados por esta competencia desleal), contribuía a mermar, de forma ostensible, su capacidad ofensiva, pues como ya denunciara Álvarez Osorio, en ocasiones iban tan sobrecargados que la mayor parte de su artillería quedaba por debajo de la línea de flotaciónNota 26). El resultado de estas prácticas, a caballo entre la estupidez, la incuria y la avaricia, lo ejemplifican las 90 embarcaciones apresadas o hundidas por piratas, corsarios y otros enemigos de la monarquía española en el transcurso del período 1550-1650Nota 27). Por su parte, el Estado, a la vista de esta situación, lejos de reaccionar, optó por intentar beneficiarse también de ella, legalizando tales prácticas. Así, a partir de 1613, dispuso que tanto los galeones que escoltaban las flotas de Tierra Firme como la capitana y almiranta de la Nueva España pudiesen transportar 200 toneladas de “permisión de registro de mercadurías”, manteniéndose esta norma en vigor hasta 1619, en que fue derogada ante las continuas protestas formuladas por los “mareantes”; en 1625 se reiteró la prohibición (señal inequívoca de que la anterior derogación no había surtido efecto) pero en 1632 fue nuevamente autorizada esta práctica viciosa, manteniéndose a partir de entonces una nueva política fluctuante, a tenor del grado de intensidad con que se elevaban las protestas del gremio de mareantesNota 28).

Por último (y aunque es un tema sobre el que volveremos en su momento), dejar constancia, al menos, de que una de las principales consecuencias de este continuo quebrantamiento de la legislación vigente fue el espectacular incremento que adquirió el contrabando, ganando terreno justamente en la misma medida que disminuía la regularidad y eficacia del sistema de flotas. Efectivamente, aprovechando las situaciones de escasez provocadas en las colonias por el intervalo, cada vez mayor, con que llegaban las flotas, los extranjeros acudían con sus productos supliendo así la falta de importaciones españolas y rindiendo, de paso, inútiles los permanentes esfuerzos del comercio metropolitano por “adecuar” el sistema a su exclusivo interés y conveniencia. Esta situación alcanzó su momento más crítico a fines del siglo XVII y, sobre todo, durante la Guerra de Sucesión, años en los que fueron realmente los países extranjeros (Inglaterra, Francia, Holanda) casi los únicos encargados de abastecer a nuestras colonias, hasta el extremo de llegar a suplantar a España en su papel “legal” de metrópoli respecto a AméricaNota 29).

Por cuanto acabamos de decir, resulta evidente que el sistema de navegación en convoyes hacía tan frecuentes aguas (bien por la ceguera y el ávido egoísmo de los comerciantes protagonistas, bien por el confusionismo estatal y su nivel de improvisación) que hasta los más obtusos funcionarios tenían que sentir la imperiosa necesidad de reajustar, como se pudiese, un mecanismo tan probadamente ineficaz. Al tomar las riendas el nuevo gobierno borbónico, tal objetivo parece haberse convertido en prioritario, según se desprende de la creación, ya en 1705, de la denominada “Junta del Restablecimiento del Comercio”, cuya misión primordial consistiría en “encontrar el mejor medio para dar más seguro curso a la navegación de las Indias, a fin de conseguir el mayor restablecimiento del comercio con ellas”Nota 30). La Junta inició de forma inmediata sus gestiones y en el transcurso de ese mismo año elaboró una serie de proyectos en los que se propugnaba desde la creación de grandes compañías comerciales (ya de índole monopolística, ya de carácter mixto, abiertas a la participación de españoles y extranjeros) hasta la supresión del sistema de flotas y galeones y su sustitución por registros sueltos que saldrían desde todos los puertos españolesNota 31). Como puede fácilmente suponerse las posibilidades de éxito de semejantes propuestas (teniendo en cuenta los principios sustentadores del monopolio) eran poco menos que nulas, de modo que la resolución que terminó prevaleciendo (en una especie de huida hacia adelante para salir del impasse que se había creado) fue continuar con el sistema de flotas y galeones aunque, eso sí, previa introducción de las reformas necesarias para tratar de corregir sus fallos más ostensibles.

Cuatro fueron las ordenanzas a través de las que se intentó llevar a buen termino la pretendida mejora del sistema: el real proyecto de 5 de abril de 1720, el reglamento de 28 de agosto de 1725, la real cédula de 21 de enero de 1735 y la real orden de 11 de octubre de 1754.

Por lo que se refiere al primero de estos ordenamientos (es decir, al “Proyecto para galeones, y flotas, del Perú y Nueva España, y para los navios de registro, y avisos, que navegaren a ambos reynos”) y a tenor de los que se proclamaba expresamente en el preámbulo, su finalidad no podía estar más clara: conseguir que, en adelante, tanto flotas como galeones se despachen con la regularidad y frecuencia necesarias y en las fechas prefijadas al efecto, “pues por no averse atendido con la vigilancia correspondiente a este intento, ni observándose la fe publica, ni las demás reglas, que conviene, han sido grandes, repetidos, y lastimosos los daños que se han padecido”Nota 32). Para ello y en sus cuatro primeros capítulos (el proyecto constaba de ocho, estando dedicados los otros cuatro a una nueva ordenación fiscal del tráfico), se dictaban una serie de providencias, especialmente referidas a los aspectos más “conflictivos” de la vieja reglamentación pero en las que, como veremos de inmediato, no se innovaba gran cosa. En realidad, si exceptuamos el establecimiento de un nuevo calendario para las salidas y regresos de los convoyes, el resto de las medidas adoptadas se limitaron, prácticamente, a rectificar lo ya legislado sobre el particular, dando así la impresión de que toda la responsabilidad de la buena marcha del sistema se hacía recaer sobre esa única reforma. Por de pronto y en lo que atañe a un tema clave y fundamental como era el “señalamiento” de las toneladas de que constaría el buque de cada flota y el número de navíos entre los que se repartiría, el proyecto se contentaba con señalar que ambos extremos se determinarían, en cada caso y como ya se venía haciendo, a tenor de la situación real de la demanda en los mercados americanos. Otro tanto sucedía con la normativa encaminada a garantizar la seguridad y defensa de los convoyes, materia en la que no sólo no se innovó nada (se volvió a repetir la fórmula ya estereotipada de que los navíos destinados a ello, es decir, la capitana y almiranta, viajasen “bien tripulados, guarnecidos y en aptitud de la defensa correspondiente al encargo y mando que llevan”) sino que, además, se consagró la permisión de que en todos los navíos de guerra se pudiesen transportar (previo pago de los fletes correspondientes) mercancías por cuenta del comercio “hasta la proporción conveniente a que naveguen zafos y marineros y en aptitud para la defensa y ofensa que fuere menester hazer”Nota 33). Tampoco en lo que concernía al apresto de los navíos mercantes, formalidades para su despacho, etc. se aprecian novedades dignas de mención, de modo que, como ya quedó advertido, el único objeto real de reforma fue el calendario. A este respecto se fijaron, en primer lugar, el 1 de junio y el 1 de septiembre como fechas para la salida de las flotas y los galeones respectivamente. A la ida, las flotas viajarían “en derechura” a Veracruz, deteniéndose únicamente seis días en Puerto Rico para la aguada; tras su arribada al puerto veracruzano deberían permanecer allí hasta el 15 de abril, fecha en la que emprenderían su retomo a la península, con una sola escala prevista, de quince días como máximo, en La Habana. Los galeones, por su parte, deberían detenerse a la ida cincuenta días en Cartagena y setenta en Portobelo (para la celebración de la feria); a su vez, al retorno, cuya fecha exacta no se precisa, deberían volver de nuevo por Cartagena, donde demorarían treinta días y luego, a voluntad, podrían detenerse hasta quince dias en La Habana. Estas fechas habrían de ser respetadas escrupulosamente, advirtiéndose a los comandantes de ambas flotas que de no hacerlo así “se les depondrá de sus empleos, y se procederá con el mayor rigor contra sus personas, y bienes, sin admitirles causa alguna”Nota 34).

Ahora bien, pese a tales prevenciones, no hubo que esperar mucho para comprobar que, en cuanto a su eficacia práctica, la suerte que aguardaba a este real proyecto no iba a diferir, en absoluto, de la que corrieron los anteriores ordenamientos. En efecto, la primera flota que zarpó para Nueva España, al amparo del nuevo reglamento, partió con dos meses de retraso sobre la fecha prevista (el 7 de agosto de 1720 en lugar del 1 de junio) y, a partir de ahí y hasta 1725, ni uno solo de los convoyes que navegaron a Indias o retomaron de ellas lo hicieron en los tiempos prefijados al respectoNota 35). Según un informe elevado a la Corona por el Presidente de la Casa de la Contratación e Intendente de Marina, D. José Patiño, la causa fundamental del retraso con que salían las flotas de Nueva España se debía a la conveniencia de que su arribo al puerto de Veracruz no se produjese hasta comienzos de octubre, ya que de esta forma se evitaba el peligro que suponía “la general epidemia de enfermedades” que se originaba en esta zona “al despedirse las aguas por el mes de agosto”Nota 36). No obstante y sin descartar la posible incidencia de esta razón de orden sanitario, todo parece indicar que el verdadero motivo de los retrasos residía, como ya venía siendo habitual, en los consabidos manejos de que se valía el comercio metropolitano para controlar, a su antojo y conveniencia, aquellos mercados. Esto, desde luego, es lo que se desprende de sendos memoriales dirigidos a la Corona en 1722 y 1724 por el consulado gaditano solicitando la suspensión de las flotas anunciadas para los dos años siguientes y en los que se alegaba, como razón fundamental, la superabundancia de mercancías existente en el virreinato y que había sido provocada por “la continuazión de despachos de flotas y el numero de vaxeles tan crecido de que se han compuesto sus buques desde la que salió el año 1715”Nota 37).

En cualquier caso y ya fuere por una razón u otra, lo cierto es que, en el breve espacio de cuatro o cinco años, lo legislado en 1720 había quedado reducido a poco menos que letra muerta, en vista de lo cual, el 28 de agosto de 1725, se publicó un nuevo reglamento con veintitrés clarificaciones y adiciones al anterior real proyectoNota 38). Entre éstas últimas se incluían el “retorno” a la periodicidad anual en el despacho de flotas y galeones junto a una serie de nuevas formalidades orientadas, básicamente, a conseguir que ambos convoyes ajustasen sus tiempos de navegación al calendario establecido en 1720. Concretamente, en esta dirección, se adoptaron las siguientes providencias: 1º) que los navíos que fuesen a viajar “en conserva” de las flotas y galeones estuviesen “prevenidos y dispuestos en toda forma” para su visita al menos treinta días antes de la fecha señalada para la partida; 2º) que los cosecheros que hubiesen de cargar sus frutos en las flotas los tuviesen ya depositados en el embarcadero con dos meses de antelación; 3º) que cuatro meses antes de la salida de los convoyes se despachase un navío de aviso “con orden a los Virreyes para que hagan publicar en cada Reyno los días en que saldrían de los puertos de España así la flota como los galeones”Nota 39). Sin embargo, los decepcionantes resultados cosechados en los años inmediatamente posteriores a su entrada en vigor, ponen de relieve, una vez más, la escasa o nula efectividad alcanzada por estas “clarificaciones y adiciones”. En efecto, entre 1726 y 1734, en lugar de los dieciocho convoyes previstos (dos por año) tan sólo se despacharon dos flotas a Nueva España (en 1729 y 1732) y unos galeones a Tierra Firme (en 1730), sin que, además, ninguno de ellos realizase sus travesías de acuerdo con el calendario oficialmente establecidoNota 40).

La evidente inoperatividad y/o disfuncionalidad del sistema así como las continuas y cada vez más airadas protestas que ello provocaba entre los comerciantes mejicanos y limeños, obligaron a intervenir nuevamente a la Corona que, en abril de 1734, con objeto de hallar alguna solución al problema, convocó una junta de expertos, con la participación de representantes del comercio español y americano y “ministros de integridad, celo y experiencia”. El resultado de sus deliberaciones quedó recogido en la “Real cédula sobre el despacho de galeones y flotas, y método de comerciar los residentes en Indias con España” hecha pública el 21 de enero de 1735Nota 41). El nuevo reglamento constaba de nueve secciones y en lo que atañe a las flotas de Nueva España, las dos principales novedades que introdujo fueron, de una parte, fijar que su buque no podría exceder de tres mil toneladas y, de otra, que éstas se transportarían en siete o, a la sumo, ocho navíos mercantes; a su vez y en relación a los galeones de Tierra Firme, la única medida adoptada fue suspender de momento sus salidas y en tanto no llegasen noticias fidedignas que confirmasen la total liquidación de los “rezagos” de la última feria celebrada en PortobeloNota 42).

Promulgada la real cédula, se iniciaron, de inmediato, los preparativos para el despacho de la flota de Nueva España, que estuvo compuesta por cuatro navíos de guerra y once mercantes con un total de 4.264 toneladas (sobrepasándose, ampliamente, en volumen y número de navíos, lo prevenido por las ordenanzas) y que zarpó de la bahía gaditana el 22 de noviembre de 1735 (es decir, cuatro meses más tarde de lo estipulado). Los comienzos del nuevo reglamento no podían, pues, ser menos prometedores aunque, es esta ocasión, apenas si hubo tiempo de comprobar si se trataba sólo de un “mal principio” o, por el contrario, de un hito más en esa larga lista de frustraciones y expectativas no cumplidas que jalonan la historia de la legislación sobre el sistema de flotas y galeones. En efecto, en 1739, el inicio de la guerra con Inglaterra conocida como de la Oreja de Jenkins, obligó a suprimir, por razones de seguridad, y en tanto durase el conflicto, la navegación en convoyes, quedando así también en suspenso la normativa que regulaba su funcionamiento.

Desde entonces y por espacio, al menos, de quince años, todo el comercio con las colonias se realizó mediante registros sueltos y, a juzgar por las estadísticas generales del tráfico, con excelentes resultados por cierto. Sin embargo, esto no fue óbice para que, apenas cesar las hostilidades (tratado de Aquisgrán de 1748), los comerciantes “flotistas” de una y otra orilla del Atlántico comenzasen a presionar a la Corona para que restableciese el sistema tradicional de navegación en convoyes. Y fruto de tales presiones así como de las deliberaciones habidas en sendas juntas de expertos celebradas en 1750 y 1752, fue la real orden de 11 de octubre de 1754 por la que se reinstauraba dicho sistema aunque sólo para Nueva España, ya que, Tierra Firme, continuaría siendo abastecida, en lo sucesivo, por medio de registros sueltosNota 43).

A tenor de lo ahora dispuesto, cada dos años se despacharía una flota con destino a Veracruz, cuyo tonelaje dependería de la situación real de la demanda y con la prevención adicional de que, en el intermedio entre flota y flota, no podrían enviarse al virreinato novohispano “rexistros sueltos ni azogues con ninguna ropa ni abarrotes, sino únicamente con frutos y enjunques”Nota 44). La salida de la primera flota, prevista para fines del mes de mayo de 1756, se retrasó hasta febrero de 1757, constituyendo esta demora un claro presagio de la suerte que aguardaba al nuevo reglamento, ya que, ni las salidas se produjeron con la frecuencia estipulada (entre 1757 y 1778 tan sólo se despacharon otras cinco flotas, lo que supone un promedio de una cada cuatro años) ni tampoco se respetó la prohibición de enviar en los intervalos registros sueltos o azoguesNota 45). Ahora bien, esta repetición, corregida y hasta aumentada, si se quiere, de anteriores experiencias no bastaba, al parecer, para que las autoridades españolas tomasen una decisión drástica al respecto, hasta el punto que hubo que aguardar a contar con la colaboración de un elemento exógeno al tráfico para que semejante resolución se produjese. En efecto, en 1779, el comienzo de otra guerra con Inglaterra obligó a suspender, como ya ocurriera en 1739, el despacho de las flotas pero, sin que en esta ocasión, el cese de hostilidades (1783) diese ya lugar a más reposiciones. La ineficacia del sistema estaba suficientemente probada, y aunque Nueva España tardó todavía un decenio en ser incorporada al área de libre comercio (decreto de 28 de febrero de 1789), su abastecimiento por medio de flotas había llegado, definitiva e irrevocablemente, a su fin. De esta forma desaparecía, pues, este obsoleto sistema de navegación que, en el transcurso, sobre todo, de esta última centuria, había terminado por convertirse en uno de los principales obstáculos al normal desarrollo de las relaciones comerciales entre España y sus Indias.

Una alternativa “tardía”: los registros sueltos

Como ya quedó anotado al inicio del capítulo, la navegación en registros sueltos constituyó casi la única modalidad de transporte comercial presente en la Carrera durante la primera mitad del siglo XVI, por más que su funcionamiento no aparece regulado por ningún tipo de reglamentación específica. Al parecer y a tenor de lo que nos indicara Antúnez y Acevedo, en esos años bastaba con que un navío estuviese equipado y cargado conforme a lo prevenido por las ordenanzas de la Casa de la Contratación para que se le expidiese el correspondiente permiso que le habilitaba para navegar suelto (aislado) a cualquier puerto de las Indias. El apresto y despacho de estos navíos constituía, por tanto, un hecho inmediato, provocado por la posibilidad de un individualismo aventurero y ambicioso, en consonancia con esa primera época, todavía incierta de la conquista, en la que no existían unas relaciones regulares con aquel Nuevo Mundo recién descubierto y apenas entrevisto. Más adelante, y una vez instituido oficialmente el sistema de flotas y galeones para Nueva España y Tierra Firme, en opinión de Haring, la denominación de registros sueltos se reservó para designar a los navíos que traficaban con aquellos otros puertos que se hallaban “fuera del rumbo habitual y estereotipado de las grandes flotas”, añadiendo también que la concesión de sus licencias o permisos se convirtió en un medio de agenciarse la Corona ingresos extraordinarios en momentos de apuros económicosNota 46). Precisamente esta última circunstancia determinó que, en 1642, los navíos con permiso para navegar sueltos fuesen incluidos en un nuevo derecho de tonelaje (creado en favor de la Corona y que se acumulaba a otro ya existente desde 1608), de suerte que, gracias a la reglamentación de dicho impuesto, conocemos con certeza los puertos a los que podían dirigirse, a saber: Buenos Aires, Caracas (La Guaira), Campeche, Cumaná, Gibraltar (golfo de Maracaibo), La Habana, Honduras, Margarita, Nueva Córdoba, Puerto Rico, Río Hacha, Santa Marta, Santo Domingo, Tabasco y TrinidadNota 47). Como puede comprobarse, con excepción de La Habana, son puertos efectivamente “menores”, fuera de las rutas de los dos grandes convoyes y situados en regiones relativamente pobres o alejadas de los grandes centros económicos. Ahora bien, pese a su carácter de accidentalidad y marginación respecto al grueso del comercio canalizado a través del sistema de flotas y galeones, su importancia en el total del tráfico durante los siglos XVI y XVII no fue desdeñable en absoluto, ya que, según los datos aportados por Chaunu, entre 1550 y 1650, estos registros sueltos representaron casi el 20% del total de navíos que cruzaron el Atlántico en una y otra direcciónNota 48). A mayor abundamiento, otro dato que parece incidir en esta misma dirección lo constituyen las reiteradas protestas formuladas por el consulado de comercio sevillano contra la concesión de estas licencias a registros sueltos, alegando como principal razón para sus quejas que dichos navíos, en lugar de dirigirse en derechura a los puertos para los que tenía permiso, se desviaban de sus rutas e inundaban de mercancías los puertos mayores, quebrando así la “ley de mercado” que se trataba de imponer por medio del sistema de flotas y galeones. Dicho en otras palabras, rompiendo el régimen de escasez al que los comerciantes floristas prentendían someter el mercado americano para garantizarse la rentabilidad de sus expedicionesNota 49).

En cualquier caso, esta existencia un tanto soterrada (al menos, desde el punto de vista de la ausencia de cualquier normativa que reglamentase su funcionamiento) que llevaron los registros sueltos a lo largo de los siglos XVI y XVII, va a cambiar de signo en el transcurso del XVIII y dentro del contexto reformista del período. De hecho, asistiremos a un progresivo desarrollo no sólo del volumen y la importancia del tráfico en registros sueltos (modalidad de transporte que terminará por desplazar al sistema tradicional de flotas y galeones) sino también de la conciencia que de ello se tuvo, tanto a nivel del Estado como de los propios comerciantes.

Por de pronto, el Real Proyecto de 1720 consagra ya, oficialmente, esta modalidad de transporte para el comercio con todas aquellas regiones que no se abastecían por medio de flotas y galeones, es decir, islas de Barlovento, Venezuela, Honduras, Río de la Plata y Chile. De acuerdo a lo allí estipulado, los registros sueltos debían regirse en cuanto a su tipología, calidad y nacionalidad, por las mismas normas establecidas para los navíos que integrasen las flotas y galeones, y por lo que respecta a su carga y a tenor de lo que constase en la licencia, podría ser solamente de “frutos de la tierra” o bien de frutos y mercaderías, debiendo, además, transportar en ciertas ocasiones efectos por cuenta de la Real Hacienda. De todas formas, el hecho de navegar sin escolta les obligaba a ir “zafos y marineros, y con equipage correspondiente al porte de cada uno, para la mayor seguridad en su viage de ida, y vuelta”Nota 50).

La solicitud de las licencias o permisos para navegar en calidad de registros sueltos debía tramitarse por la “vía reservada”, constituyendo su concesión privilegio exclusivo de la Corona, que lo comunicaba a la Casa de la Contratación por medio de una real orden. En estas solicitudes los comerciantes habrían de exponer las condiciones bajo las que deseaban realizar el viaje así como los “servicios” que estaban dispuestos a prestar a cambio de la obtención del permiso, estableciéndose una especie de asiento entre la Corona y los solicitantes. Las más de las veces, como ya apuntara Haring para el período anterior, la concesión de estas licencias se convirtió en una fuente subsidiaria de ingresos para la hacienda real; la Corona se limitaba, prácticamente, a aceptar las condiciones propuestas por los comerciantes a cambio de unas determinadas prestaciones pecuniarias. En otras ocasiones, la contribución en dinero se conmutaba por ciertos servicios (por lo general, transporte de tropas, de armas y municiones o de cualquier otra clase de efectos por cuenta de la Real Hacienda) aunque también era habitual conjugar ambos tipos de prestacionesNota 51).

Reglamentado su funcionamiento y por espacio, al menos, de un par de decenios, esta modalidad de transporte no perdió aún su carácter meramente secundario y/o complementario con respecto al sistema de flotas y galeonesNota 52). Sin embargo, a partir de entonces, esta situación va a sufrir un vuelco radical, hasta el extremo de que, entre 1739 y 1754, la totalidad del tráfico con aquellos dominios (incluidos Nueva España y Tierra Firme) se va a realizar por medio de registros sueltos. Bien es verdad que la adopción, en régimen de exclusividad, de este sistema de transporte no se produjo como consecuencia de un reconocimiento abierto, por parte de las autoridades de la Carrera o de los propios comerciantes, de las ventajas que comportaba sobre el de flotas y galeones sino que, como sabemos, vino impuesta por la presión de un factor externo al propio mecanismo del comercio, como fue la guerra con Inglaterra. Pero, aun así, la experiencia no pudo ser más positiva, ya que, efectivamente, sirvió para poner de relieve las indudables ventajas que su empleo reportaba tanto desde el punto de vista de la seguridad (el hecho de no viajar siguiendo rutas preestablecidas les permitía eludir con mayor facilidad la vigilancia enemiga) como también cara a otros aspectos no menos importantes y decisivos, entre los que figuran la rapidez y regularidad del transporte y el incremento del volumen global de los intercambios. En efecto, a lo largo de estos años y pese a las dificultades que entrañaba el estado de guerra, el ritmo del tráfico se avivó extraordinariamente (el promedio anual de navíos pasó de 30 a 47 y el de toneladas de 10.000 a casi 14.000), con la particularidad de que una de las regiones que más se benefició del cambio de sistema de transporte fue Nueva España, que prácticamente duplicó su volumen de comercio respecto al período inmediatamente anterior. Y todo ello, sin olvidar, además, el espectacular incremento experimentado por el tráfico con aquellas otras zonas que hasta ahora se habían mantenido en un plano muy secundario, como era el caso de Río de la Plata o Chile y que también duplicaron el volumen de su actividad comercial con la metrópoliNota 53).

En definitiva, el uso generalizado durante esos años de los registros sueltos vino a revitalizar el pulso de nuestro comercio colonial, dotando al tráfico de un dinamismo y una regularidad de las que, hasta entonces, había carecido; y aunque, finalizado el conflicto (y con él la razón principal que obligó a implantar, con carácter exclusivo, este sistema de navegación), los comerciantes gaditanos y mejicanos consiguieron el restablecimiento de las flotas para Nueva España, lo cierto es que “el tiempo de los convoyes” había llegado a su fin, dando así paso a la “era de los registros sueltos”. Los profundos cambios acaecidos en el período precedente determinaron que el viejo sistema de flotas perdiera su antigua preeminencia, mostrándose absolutamente incapaz de competir con ese otro más “moderno” encamado por los registros sueltos. Es más, el nuevo régimen del libre comercio, implantado en 1765, con carácter de “prueba”, sólo para las islas de Barlovento y extendido, a partir de 1778, a la práctica totalidad del imperio, se encargó de consagrar definitivamente su uso, de modo que la navegación en registros sueltos se convirtió en la única modalidad de transporte comercial autorizada en la Carrera.

Otras modalidades de transporte: navíos de aviso, correos marítimos y azogues

Si bien el grueso del tráfico comercial se canalizó a través de los sistemas ya descritos (flotas-galeones y registros sueltos), no quisiera cerrar este capítulo sin aludir, siquiera sea someramente, a esas otras modalidades de transporte que, aunque en su concepción teórica no respondían a finalidades propias del comercio, a menudo solían simultanear sus funciones, siendo utilizados para este menester. Me refiero concretamente a los “navíos de aviso”, “correos marítimos” y “navíos de azogues”, destinados en principio para fines del “real servicio” (en los dos primeros casos para el transporte de la correspondencia y en el otro del azogue) y que, por diversas circunstancias, terminaron por servir también para el tráfico de mercancías por cuenta del comercio.

Los avisos

Eran embarcaciones pequeñas y ligeras, que navegaban sueltas y cuya misión primordial consistía en “facilitar la más prompta y frequente comunicacion con los dominios de América”Nota 54). De hecho estaban encargados de “avisar” (de ahí su nombre) de las fechas de salida y llegada de las flotas, así como de “llevar a las Indias los pliegos y reales ordenes de S. M. y los de correspondencia de este comercio con los de aquellos reynos”, de modo que venían a constituir una especie de servicio de correos o “postas de mar”Nota 55). Así lo hace constar, expresamente, Veitia Linaje, para quien “los navios que se despachan de Aviso suponen en la mar lo mismo que los correos en tierra”, señalando más adelante que lo mismo que conviene que el principal instrumento de que se sirve el correo en tierra, los caballos, “sean ligeros, y que no los sobrecarguen, también corre la similitud en los Navios para Avisos, cuya ligereza es tan importante”Nota 56).

No podemos precisar la fecha exacta en que comenzaron a despacharse navios de aviso aunque, en opinión de Antúnez y Acevedo, “sería muy a los principios del comercio de las Indias, pues en 14 de mayo de 1514 ya se supone la necesidad y aún la práctica de estos avisos en la creación del oficio de correo mayor de las Indias”Nota 57). En efecto, en ese año se hizo “donación pura, perfecta y no revocable” del oficio de correo mayor de las Indias en favor de Galíndez de Carvajal, merced que le fue confirmada por una real provisión de 27 de octubre de 1525, en la que se establecía “que al dicho Doctor Galíndez, ni a sus Tenientes no se les pusiesse impedimento en el despacho de los Correos, y mensageros que se despachassen sobre negocios tocantes a cosas de las Indias”Nota 58). Sin embargo y según Veitia Linaje, la costumbre de que fuese el Correo mayor el encargado de despachar los avisos “duró pocos años”, pasando a depender de la Real Hacienda (que sufragaba sus gastos con cargo al impuesto de la avería) y, en ocasiones, también del Consulado, previa concertación del asiento correspondienteNota 59).

Dado el carácter tan concreto y específico de su misión, una abundante y minuciosa reglamentación rigió desde un principio su funcionamiento: obligatoriedad de que fuesen embarcaciones de pequeño porte; prohibición de transportar pasajeros o mercancías; necesidad de respetar los tiempos de navegación y de ajustarse a los derroteros prefijados de antemano; etc. Ahora bien, de toda esa prolija normativa, y dada la finalidad de nuestro estudio, centraremos nuestra atención únicamente en aquellas prescripciones que hacen referencia tanto al tamaño de las embarcaciones como a la prohibición de transportar carga alguna por cuenta del comercio.

Por lo que se refiere, en primer lugar, a la “ligereza” de los avisos, quedó ya establecida desde la instauración del servicio, pese a lo cual las primeras formulaciones en forma de ley no aparecen hasta fines del siglo XVI. Fueron éstas las reales cédulas de 9 de septiembre de 1587, 5 de noviembre de 1590 y 17 de enero de 1591, en las que se ordena que el porte de estas embarcaciones no exceda del equivalente a “25 pipas de carga”Nota 60). Algunos años más tarde, concretamente en 1628, “habiendo demostrado la experiencia que era demasiada la pequeñez de estos buques para engolfarse”, se convino aumentar su porte hasta las 60 toneladas, cifra que, por la real cédula de 22 de febrero de 1649, se elevó hasta 100 toneladas, habida cuenta de que “para el viage de vuelta de las Indias, por ser más dificultoso, convenía aumentar el porte”Nota 61). Desde entonces y hasta la extinción de este servicio (acaecida en 1764), no se volvió a innovar nada al respecto, ya que tanto en el real decreto de 29 de julio de 1718 (por el que se ordenaba el despacho de ocho avisos anuales, cuatro a Nueva España y otros cuatro a Tierra Firme) como en la real cédula sobre avisos de 28 de abril de 1732, se insistió nuevamente en la obligatoriedad de que dichos navíos no excediesen en su porte las 100 toneladas ni bajasen de las 60Nota 62).

En cuanto a la otra normativa que les prohibía transportar carga alguna por cuenta del comercio, parece ser que rigió desde los inicios del servicio, aunque su primera formulación legal aparece inserta en la real cédula de 8 de agosto de 1586, en la que se disponía que “no llevasen ni traxesen mercancías, ni frutos ni otra cosa alguna, y que fuesen veleros zafos”, prevenciones que aparecen repetidas en otra cédula de 20 de junio de 1662Nota 63). Ahora bien y pese a que dicha prohibición no fue levantada, lo cierto es que, desde 1590 y a todo lo largo del siglo XVII, lo habitual fue que a estos navíos se les permitiese transportar hasta 20 ó 30 toneladas de mercancía, a condición tan sólo de que se diese cuenta al Consejo de IndiasNota 64). En opinión tanto de Veitia como de Antúnez, esta “tolerancia” por parte de las autoridades, se justificaba por dos razones de peso: la primera, porque así se contribuía a financiar, al menos en parte, los gastos que ocasionaba su apresto a la Real Hacienda; la segunda, porque dada la cortedad de la cantidad autorizada, “poco perjuizio causan al Comercio, y ninguno a los veleros, y bien regente del vaxel”Nota 65). Sin embargo, por más que esto fuese realmente como dicen, de lo que no cabe duda es de que tales “permisiones” estaban en flagrante contradicción con lo dispuesto en 1586 y 1662, en vista de lo cual, en 1732 y por la real cédula de 28 de abril más arriba citada, se decidió poner fin a tan anómala situación, legalizando, de una vez por todas, esa realidad. En efecto, a partir de entonces se autorizó al comercio

 

cargar de quenta y riesgo de la comunidad de él, en cada uno de los que fueren a Tierra Firme 200 quintales de fierro por lastre y 800 botijas de vino o la porción de aguardiente o aceite, que no exceda en iguales quintales de estos tres géneros del equivalente de las 800 botijas regulares de vino, además de lo necesario para sus bastimentos y aguada, y que los que hizieren viage a la Nueva España, solo lleven para enjunque los mismos 200 quintales de fieno, y para negosiazion 200 barriles de vino o aguardiente, sin exceder en cantidad algunaNota 66).

 

Con esta normativa los avisos se convertían, oficialmente, en un medio de transporte más al servicio del comercio, aunque su limitado porte (recuérdese que se trataba de navíos de arqueo inferior a las 100 toneladas) y las restricciones legales de carga, redujeron notablemente sus posibilidades en este sentido. En efecto, en los 224 avisos despachados entre 1732 y 1764 (fecha ésta última en la que fueron reemplazados por los correos marítimos) pudieron desplazarse, en el mejor de los casos, 22.362 toneladas, lo que apenas representaría un 3% del volumen total del tráfico para el mismo período, cifra reveladora de su escasa capacidad de impacto y consiguiente irrelevancia como ampliación de los sistemas de transporte ya conocidosNota 67).

Los correos marítimos

Según acabamos de reseñar, vinieron a sustituir a los avisos en tanto que navíos encargados de conducir la correspondencia (oficial y privada) entre España y sus Indias, aunque esa actividad primordial la simultanearon, desde un primer momento, con el transporte de pasajeros y también de mercancías por cuenta del comercio. Su instauración se produjo en virtud de un real decreto promulgado el 6 de agosto de 1764 por el que la Corona resolvió “establecer un Correo de Mar ordinario y metódico entre España y mis Indias Occidentales”, previniendo para ello que “mensualmente salga un paquebote del Puerto de La Coruña al de San Cristóbal de La Habana con toda la correspondencia de Indias y desde allí regrese con la que de aquellos parages al mismo puerto de La Coruña”Nota 68). A este real decreto siguió la publicación, el 24 de agosto del mismo año, de un “Reglamento provisional del correo-marítimo de España y sus Indias Occidentales” en el que se regulaba todo lo concerniente al funcionamiento de este nuevo servicio. Por lo que atañe a los aspectos contemplados en ese reglamento que aquí más nos pueden interesar, digamos que para cubrir el servicio se destinaron ocho paquebotes, que deberían ser proporcionados por la Corona y de los que cinco se entregarían de inmediato “por estar comprados por S. M. y en viaje por el puerto de La Coruña”; estos paquebotes tendrían que ir armados “con dos cañones de calibre de a quatro, y doce fusiles, para hacer señales y poner respeto” y en ellos se podrían transportar, amén de la correspondencia, hasta un total de 60 toneladas de mercancías por cuenta de particulares “sin exceder de esta permisión”Nota 69). Las salidas desde La Coruña se efectuarían el primero de cada mes, cubriendo el trayecto hasta el puerto de La Habana, desde donde se distribuiría la correspondencia al resto del continente en dos direcciones principales: hacia Nueva España y hacia Tierra Firme-Nueva Granada y Perú; desde la capital de este último virreinato la correspondencia se llevaba, a su vez, hasta Chile, Paraguay, Buenos Aires y Montevideo. A la vista de las grandes distancias que tenía que recorrer la correspondencia, en 1767 se decidió abrir una segunda línea La Coruña-Buenos Aires con cuatro salidas anuales previstas para el día 15 de los meses de febrero, junio, septiembre y diciembre. En los navíos destinados para este otro servicio se admitirían pasajeros y también mercancías “a fletes cómodos” y bajo las reglas ya establecidas para el libre comercio con las Islas de BarloventoNota 70). El éxito alcanzado con la implantación de esta nueva línea sobrepasó pronto todas las previsiones, de modo que, en 1771, no sólo hubo que aumentar a seis las salidas anuales sino que, además, se aconsejó que los navíos utilizados en ella fuesen al menos de 300 toneladas ya que los que se estaban utilizando en la línea de La Habana, de porte inferior a las 200, no se consideraban aptos para esta travesía. Finalmente, el 26 de enero de 1777 se promulgó un reglamento definitivo para ambas líneas con el título de “Real Ordenanza del Correo Marítimo” por el que se regiría en adelante y hasta 1802 (en que el correo pasó a ser transportado por la real armada) esta instituciónNota 71).

Respecto a la significación de los correos como vehículos de transporte comercial, amén de que permitieron a La Coruña compartir con Cádiz el monopolio del tráfico con Nueva España hasta 1789 y con Nueva Granada y Río de la Plata hasta 1778, en opinión de L. Alonso Álvarez, no cabe duda de que fueron estos navíos “los que corrieron con el peso del comercio de Galicia con América no sólo en el período de 1764 a 1778 sino también en la época del llamado comercio libre”Nota 72). La razón de ese protagonismo se explica por la mayor seguridad, rapidez y moderación en los fletes que ofrecían dichos navíos frente a los de propiedad privada. Sin embargo y en contrapartida, ese mismo predominio obstaculizó en Galicia el desarrollo de una marina mercante autóctona, capaz de tomar el relevo de los correos, no sólo a partir de 1802 (una vez suprimido el servicio) sino ya en años anteriores cuando, a causa de la guerra (como sucedió entre 1779-83, 1793-95 y sobre todo, desde 1797) estos navíos fueron empleados en misiones de índole esencialmente militarNota 73).

Los navíos de azogues

Se conocen con este nombre aquellas embarcaciones encargadas de la conducción y transporte, por cuenta de la Real Hacienda, de este preciado producto con destino a las minas americanas. No habrá que incidir aquí sobre la importancia y peculiaridad de esta mercancía para el tráfico colonial, sobre todo a partir de 1560 en que se generalizó el empleo del método de la amalgama para la obtención de la plataNota 74). Monopolio real a partir de 1559, en que, en virtud de una real cédula emitida en Valladolid el 4 de marzo, se estableció la prohibición de llevar a Indias “otros azogues que los que su Magestad embiase por su quenta”Nota 75), su transporte no recibió, de momento, el ordenamiento especial que cabía esperarse ni produjo una situación propia que afectara a la modalidad del tráfico. Por lo general se cargaba en los navíos propiedad de la Corona (habitualmente, en la capitana y almiranta de las flotas de Nueva España y Tierra Firme) o, en su defecto, en navíos mercantes aunque en este último caso, como nos advierte Chaunu, siempre con el recelo de sus propietarios o armadores que no sólo sabían de los riesgos que corrían sus naves al transportar esta mercancía sino también de lo que comportaba el cobro de sus fletes a la Corona, siempre mala pagadoraNota 76). No fue, al parecer, sino hasta mediados del siglo XVII cuando la conducción del azogue exigió una modalidad específica de transporte. Esto es lo que señala, al menos, Veitia Linaje, al afirmar que “la consideración de ser este género tan necesario para el beneficio de la plata (sin la cual cesa el corriente de los comercios) ha obligado a que en las ocasiones en que no puede despacharse flotas, salgan galeones con Azogue, lo qual se ha repetido más desde el año 1651 a esta parte”Nota 77). En efecto, desde entonces y hasta 1753, se acostumbró a enviar a Nueva España (Tierra Firme se abastecía con el mercurio de Huencavelica), en los intervalos entre flota y flota, un par de navíos de guerra con azogue en los que, además, se solían transportar pertrechos militares y cierta porción de mercancías por cuenta del comercio a condición, al menos en el XVIII, de no sobrepasar las 200 toneladas de permisión. Al regreso también podían transportar algunos productos coloniales, aunque su carga principal la constituían los caudales reales que se habían ido acumulando en Méjico desde la partida de la última flota.

Atendiendo, pues, a esta faceta de los azogues como medio de transporte comercial, no debemos perder de vista, en ningún caso, que la peculiaridad de su carga de mercurio condicionó, de forma bastante rígida, el cupo de mercancías permitidas por cuenta de particulares, de modo que, a este respecto, y a diferencia de lo que ocurriera en otros casos similares (capitana y almiranta de las flotas, avisos, etc.), no cabía la posibilidad de aumentar a voluntad dicho cupo. Por ello, al igual que por la aleatoriedad de sus salidas, su papel como transporte de mercancías apenas si tuvo más que una incidencia muy secundaria. Concretamente y por lo que se refiere al único período para el que disponemos de información cifrada, a saber, 1717-53, ésta revela que los 46 navíos de esta modalidad que cruzaron el Atlántico en una y otra dirección tan sólo alcanzan a representar el 3% del movimiento unitario de navíos para el mismo período y sus toneladas de permisión apenas un 2% del volumen general del tráficoNota 78).

Resumiendo, tanto azogues como avisos y correos marítimos no constituyeron sino medios de transporte meramente subsidiarios al servicio del comercio; a través de ellos se canalizó una parte realmente mínima del movimiento general del tráfico y, por consiguiente, no admiten equiparación alguna con los que hemos considerado los sistemas básicos de la Carrera: las flotas y galeones hasta 1739 y, a partir de entonces, los registros sueltos. La razón de haber aludido a ellos responde más a un prurito de exhaustividad que a la necesidad de tenerlos en cuenta por su importancia.
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Hacienda y comercio: la organización fiscal de la carrera

Como era de esperar, la corona española pretendía obtener de su empresa americana el mayor volumen posible de beneficios; pero, además, existió una evidente voluntad de que la política fiscal permitiese costear las instituciones mismas que la empresa exigía. Tales ambiciones (muy comunes en la época) desencadenarían una carrera descontrolada de avaricia e inoperancia que retrata, bastante bien, la dialéctica entre necesidades y posibilidades, en la que naufragó la política fiscal del Estado. En efecto, la peculiar estructura monopolística del comercio hispanoamericano determinaba que su compleja organización y consecuente falta de rentabilidad repercutiese sobre el Estado en forma espectacular; sin embargo, el control más inmediato que podía esperarse, el fiscal, no constituyó, en modo alguno, el contrapeso eficaz que nivelase la crisis acumulativa del monopolio. Al igual que el tráfico mismo, el sistema fiscal que lo gravaba adoleció de confusionismo, exceso de reglamentación inoperante y caos organizativo en la percepción. La falta de realismo al fijar las bases impositivas (téngase en cuenta que el cobro de los impuestos se hacía sobre los datos suministrados por los comerciantes para la confección de los registros) desembocaba en un fraude fiscal endémico y los complejos sistemas de recaudación agotaban, en su propia organización, la capacidad de eficacia que debió utilizarse en la percepción de los impuestos.

Veamos, pues, seguidamente, las bases del sistema fiscal en los siglos XVI y XVII y los esfuerzos que el reformismo borbónico aplicó en revitalizar una fuente de ingresos que, teóricamente tan cuantiosa, resultaba bastante menos productiva en la práctica.

El régimen fiscal en los siglos XVI y XVII

Como ya quedó reseñado al analizar la estructura del monopolio, desde un primer momento el estado español mostró su decidida voluntad de someter a un rígido y severo control las relaciones comerciales con el Nuevo Mundo. Razones de muy diversa índole y, por tanto, no sólo económicas, incidieron en esa dirección, por más que, en última instancia, fueron éstas las que con más fuerza “presionaron” al Estado, incitándole a reforzar esa supervisión y vigilancia sobre el tráfico. Como ya apuntara Chaunu, el control que se aspiraba a ejercer sobre todo lo que se expedía a las colonias o venía de ellas fue, desde fechas tempranas, “un control económico y fiscal básicamente, con vistas a percibir derechos de entrada y salida, tanto en Sevilla como en las Indias”Nota 1). De entre esos derechos, por su pronta aparición y también por su mayor significación económica, hay dos que destacan sobremanera: la avería y el almojarifazgo.

La avería consistía en un peculiar impuesto ad valorem (el importe de su recaudación no ingresaba en las arcas del tesoro público) que se cobraba sobre todas las mercancías que se llevaban o traían de las Indias y que estaba destinado a sufragar los gastos que ocasionaba la organización de las escoltas y armadas encargadas de proteger a los navíos mercantes que hacían la Carrera contra los ataques, cada vez más frecuentes, de piratas y corsarios. Su instauración responde, por tanto, a la necesidad de proporcionar protección al tráfico atlántico, de modo que, como apostilla Chaunu, desde un principio apareció “indisolublemente ligada a la defensa de la Carrera”Nota 2).

Precisamente esa vinculación de la avería con un servicio que el Estado no prestaba y por el que, además, estaba obligado también a pagar, ha originado que sus estudiosos no acaben de ponerse de acuerdo acerca de su cualificación jurídica, puesto que mientras para unos se trata, efectivamente, de un impuesto, para otros (y muy especialmente para Céspedes del Castillo) este derecho se aproxima más a un “seguro marítimo” que a ninguna otra figura impositivaNota 3). En nuestro caso y dado que éste no es un estudio que se preste a detenerse en semejantes cuestiones, nos limitaremos a señalar que la consideración que aquí va a tener es la de un gravamen (y de ahí su inclusión en este capítulo) aunque, eso sí, bastante sui generis, como ya se ha insinuado. Por otra parte, conviene también advertir que éste no es el único punto relacionado con el estudio de la avería sobre el que existen discrepancias. Idénticas discusiones suscitó en su día la propia etimología de la palabra (si viene del latín habere o procede de una palabra árabe que significa daño o pérdida) y otro tanto ha sucedido con la fecha exacta de su creación (a partir de Antúnez y Acevedo fue únicamente aceptada la fecha de 1521 hasta que Chaunu se encargó de adelantarla, como mínimo, al año 1518) e incluso con la mecánica de su administraciónNota 4). A este respecto, mientras para Céspedes del Castillo su gestión corrió por cuenta del comercio desde 1522 a 1537, fecha a partir de la cual y hasta 1591 pasó a depender de la Casa de la Contratación, para Chaunu, ese transvase no se produjo con absoluta claridad, sino con posterioridad a la promulgación de la real cédula de 3 de marzo de 1573 por la que se reglamentó, con toda minuciosidad, el funcionamiento de este derecho que, hasta entonces, no había sido instituido como un sistema fijo. En cualquier caso, en lo que todos parecen estar de acuerdo es que, en 1591, revertió nuevamente sobre el comercio, quien mediante el sistema de asientos tuvo a su cargo la gestión de la avería hasta 1640, fecha esta última en la que la quiebra de los contratistas obligó de nuevo a la Casa de la Contratación a hacerse cargo de su administración, manteniéndose en ello hasta la supresión de este derecho, acaecida en virtud del real decreto del 31 de marzo de 1660Nota 5).

Entrando ya en lo que más directamente nos interesa, sus mecanismos de percepción, digamos, en primer lugar, que todas las mercancías objeto de comercio, incluidos el oro y la plata que se remitían por cuenta de la Real Hacienda, estaban sujetas al pago de este derecho. Esta rigurosa imposición quedó preceptuada desde 1521 y, aunque más adelante se volvió a repetir, en opinión de Céspedes del Castillo se hizo “con una parquedad que induce a suponer que se cumplía”Nota 6). Las únicas exenciones admitidas fueron: los objetos transportados por la tripulación de los navíos, siempre que su valor no excediese del importe de sus sueldos; algunas remesas de caudales o metales preciosos con fines piadosos (limosnas para beatificaciones o redención de cautivos, joyas para las imágenes, objetos de culto, etc.) y las armas, municiones y otros pertrechos expedidos por cuenta de la Real Hacienda. Excepcionalmente, también podían eximirse del pago de este derecho a las mercancías que llegaban en flotas que habían sido muy castigadas por temporales o por piratas, con objeto de aliviar, en cierta medida, a los comerciantes afectados. Por lo demás, cualquier intento de aludir su pago se castigaba con la incautación de las mercancías correspondientes, que pasaban a engrosar los fondos de la avería, salvo en una tercera parte de su valor, que se entregaba al denunciante de la infracción, a modo de recompensaNota 7).

La determinación del importe de la avería correspondía a los oficiales de la Casa de la Contratación que, junto con el prior y cónsules de la Universidad de cargadores, debían calcular primero los gastos ocasionados en los preparativos de cada flota para, seguidamente, proceder a su reparto entre el valor de lo registrado en la misma, determinándose así la tasa de ida. De idéntico modo, al retomo de los convoyes, se almacenaban todos los productos hasta que, visto el déficit o superávit existente sobre la cantidad cobrada a la ida, más los gastos de estancia y regreso, se procedía a repartir esa nueva suma entre todas las mercancías registradas (tasa de retorno). En la medida, por tanto, en que la avería se regía por dos factores tan extremadamente fluctuantes como eran el costo de los gastos de defensa y el valor del cargamento registrado, su tasa no podía permanecer constante, variando de un año a otro e incluso, dentro de un mismo año, de un convoy a otro. En líneas generales, según datos suministrados por Chaunu, hasta consumido el primer cuarto del siglo XVII, la tasa promedio se mantuvo, aun contando con sus frecuentes oscilaciones, dentro de unos límites que se pueden considerar aceptables: hasta 1587 osciló entre el 4'5 y el 5%; del 8 al 10% entre 1591 y 1601 y del 7 al 8% hasta 1627Nota 8). Sin embargo, a partir de esta última fecha, y coincidiendo con la contracción del tráfico y la intensificación de la actividad pirática, comenzó a subir de forma alarmante llegando en 1631 a alcanzar hasta un 36'5%. Como, a su vez, según hace constar Haring, el progresivo desarrollo del contrabando en los años sucesivos hizo disminuir el volumen y el valor de los cargamentos, con el consiguiente aumento proporcional de la tasa, el resultado de todo ello fue que los comerciantes que observaban la ley eran, precisamente, los que se veían más perjudicados, hasta el extremo de verse prácticamente impelidos “a buscar nuevos métodos de fraude, nuevas vías de escape para salir de aquella intolerable situación”Nota 9).

La verdad es que se había llegado a una especie de callejón sin salida, ya que la generalización del fraude reducía el importe global de la avería y esto, como es lógico, se hacía sentir a la hora de organizar las armadas de defensa. En 1664, en un intento último y desesperado por resolver el problema, Felipe IV dictó una real cédula comprometiéndose, de una parte, a que la tasa no excediese, por ningún concepto, el 12% y, de otra, a tomar bajo su responsabilidad cualquier déficit que se produjeseNota 10). Pero de nada sirvió esta providencia, ya que los comerciantes no sólo desconfiaban de que la Corona cumpliese realmente con lo pactado sino que, además, consideraban excesivo el 12% señalado, en vista de lo cual la Corona optó por suprimir la avería. Ello se produjo en virtud de una real cédula, emitida el 31 de marzo de 1660, en la que se decretó la mencionada supresión de la avería junto con los restantes impuestos que gravaban la importación de los productos americanos y su consiguiente sustitución por una suma fija anual de 790.000 ducados y pagadera, en partes proporcionales, tanto por la propia Real Hacienda como por la totalidad de los comerciantes interesados en este tráficoNota 11). A partir de entonces, el Estado se haría cargo de la protección armada del comercio y aunque el aparato administrativo de la avería perduró aún bastante tiempo en el seno de la Casa de la Contratación, esto no tuvo significación alguna, de modo que, como afirma Céspedes del Castillo, “yerra, pues, claramente, quien habla de la supervivencia de la avería después de 1660”Nota 12).

El segundo de los impuestos ad valorem con que se gravó el comercio hispanoamericano fue el almojarifazgo de Indias, que consistía en un derecho de aduana destinado a contribuir al mantenimiento de los organismos administrativos del tráfico y que se cobraba, tanto en Sevilla como en los puertos americanos, sobre la totalidad de las mercancías intercambiadas entre España y sus colonias. En un principio y aunque no es posible señalar la fecha exacta de su instauración, el almojarifazgo se percibió, exclusivamente, a la entrada de las mercancías europeas en Indias, ya que los Reyes Católicos, por la real cédula de 6 de mayo de 1497, habían concedido plena franquicia a este comercio en el puerto sevillanoNota 13). Sin embargo, a partir de 1543, comenzó a cobrarse también en Sevilla, según lo ordenado en una real cédula emitida por Carlos I el 28 de febrero, en la que se disponía

 

que todas y qualesquier personas que traxesen à estos reynos, de las Indias, qualesquier mercaderías y mantenimientos, y otras cosas, o las cargaren en estos dichos reynos para las llevar á las Indias, paguen de entrada por tierra, y cargo, y descargo, y venta de ellas los derechos de almoxarifazgo y alcabala, y otros derechos que de ellas nos debieren, conforme a las leyes y condiciones del quaderno del almoxarifazgo del arzobispado de Sevilla y obispado de CádizNota 14).

 

Las únicas exenciones previstas fueron las pertenencias personales de los pasajeros (a condición de que se declarase bajo juramento no estar destinadas “para vender, ni contratar, ni para otra cosa alguna”), el azogue, armas, municiones y demás pertrechos remitidos por cuenta de la Real Hacienda, así como los libros no incluidos en el índice, a los que se concedió este privilegio en 1548Nota 15).

Esta real cédula se insertó en otra de 28 de septiembre del mismo año en la que se consignaron las nuevas tarifas por las que, en adelante, habría de regirse, tanto en Sevilla como en los puertos americanos, la percepción del almojarifazgo. Por lo que respecta a las exportaciones, se mantuvo el 7'5% que, desde un principio, se venía cobrando sobre las mercancías europeas a su entrada en Indias, si bien, en lugar de cobrarse dicho porcentaje íntegramente en los puertos americanos, se fraccionó su pago, percibiéndose un 2'5% a la salida de la mercancía por Sevilla y el 5% restante a su entrada en América. En cambio, sobre las importaciones, libres hasta ahora de toda carga, se impuso un nuevo derecho del 5%, a percibir a la entrada de los productos coloniales en Sevilla y al que debería añadirse, además, un 10% en concepto de alcabala de primera ventaNota 16).

Semejante estado de cosas no pudo mantenerse por mucho tiempo, ya que, pronto, los apuros económicos de la Real Hacienda, agudizados por el elevado coste de las empresas políticas y militares acometidas por la monarquía, sirvió, una vez más, de pretexto para intentar obtener nuevos ingresos a costa de este tráfico, evitando con ello tener que recurrir al empréstito o, en el peor de los casos, a la venta de las rentas y bienes patrimoniales de la Corona. En efecto, por la real cédula de 29 de mayo de 1566 se acordó duplicar el derecho de almojarifazgo sobre las exportaciones (percibiéndose un 5% a la salida de Sevilla y un 10% a la entrada de América) y dos años más tarde, se libró otra real cédula por la que se instauraba un derecho adicional del 2'5% sobre los productos coloniales a su salida por los puertos de origen, con lo que el importe real de los derechos de aduana quedó establecido en un 32'5%, del que un 15% correspondía a las exportaciones y un 17% (incluido el 10% de alcabala de primera venta) a las importacionesNota 17).

Tras esta reforma, las nuevas tarifas no volvieron a experimentar variación alguna hasta 1660, año en el que, como ya sabemos, fueron suprimidos todos los derechos ad valorem con que se gravaban las importaciones de productos coloniales, de suerte que el almojarifazgo quedó reducido a sólo un derecho de exportación. Finalmente, la última y definitiva modificación acaeció en 1680 como consecuencia del cambio radical introducido desde entonces en los métodos de tasación. En efecto, a partir de ese año su percepción comenzó a realizarse más en función del volumen ocupado por las mercancías (medido en palmos cúbicos) en el navío que por su valor, con lo que el almojarifazgo desapareció como tal derecho ad valorem, dando paso a un nuevo impuesto, el derecho de palmeo, que, desde comienzos del siglo XVIII, vendría a ocupar su lugarNota 18).

Ahora bien, para hacernos una idea, lo más cercana posible, a la carga real que representaba este impuesto, no basta con conocer las tasas o porcentajes previstos por la legislación sino que, además, es necesario saber cómo se evaluaban las mercancías o, lo que es lo mismo, cómo se determinaba la base imponible, ya que, no en vano, de esto dependía que se acumulasen nuevos recargos, en ocasiones de tanta o más importancia que las propias tasas. Concretamente esto es lo que sucedía con el almojarifazgo que pagaban las mercancías europeas a su arribo a Indias. En efecto, la evaluación de las mercancías no se hacía tomando como base los precios utilizados por los almojarifes de la aduana de Sevilla sino por los de su cotización en aquellos mercados, donde, según ha puesto de manifiesto Chaunu, solían experimentar un incremento de varios cientos por cientoNota 19). Por consiguiente, el importe del gravamen a percibir en Indias, aun manteniendo el tipo del 10% previsto por la ley, en la práctica podía llegar a duplicar y hasta triplicar ese porcentaje. Como puede fácilmente deducirse, la respuesta de los comerciantes a una imposición de semejante calibre no se hizo esperar y, pronto, el fraude se convirtió en el recurso más socorrido para eludir ese agobiante régimen fiscal que amenazaba con eliminar toda posibilidad de ganancia. Un procedimiento muy utilizado fue el de transferir, ya en ruta, mercancías registradas de un navío a otro para tratar de simular, a la llegada a Indias, que tales artículos no se embarcaron. Otra estratagema consistía en hacerse de un recibo por el pago de los derechos en Sevilla, pero evitando que las mercancías fuesen incluidas en el registro. La generalización de éstos y otros subterfugios son los que, en última instancia, determinaron que en 1680 se cambiase el método de tasación y en consecuencia el almojarifazgo desapareciese como tal derecho ad valoremNota 20).

Por último, para completar esta breve panorámica del régimen fiscal de la Carrera en los siglos XVI y XVII, resta por aludir a una serie de gravámenes, de menor significación y cuantía, que podemos englobar bajo la denominación genérica de derechos de toneladas. Nos estamos refiriendo a los dos impuestos conocidos con el título específico de derecho de toneladas, así como a los de extranjería, San Telmo y media annata.

El primero de los derechos de toneladas se estableció en 1608 y consistía en una imposición de real y medio de plata (3 reales de vellón) con que se gravaba cada tonelada de carga de todos los navíos que partiesen de Sevilla, Cádiz y las islas Canarias con dirección a las coloniasNota 21). Su importe estaba destinado al sostenimiento de la cofradía o corporación de marineros que ejercían su oficio en la Carrera de Indias y se estuvo percibiendo hasta finales del siglo XVII.

El segundo de los derechos de toneladas propiamente dicho se creó en 1642 y, a diferencia del anterior, su importe correspondía a la Corona. Se trataba también de una cantidad fija por tonelada de carga que se cobraba a todos los navíos que viajaban en calidad de registros sueltos. Este impuesto se estableció en dos ducados de plata para los navíos que se dirigiesen a La Habana, Campeche, Honduras, Gibraltar (en el lago de Maracaibo) y La Guaira; ducado y medio para los que fuesen a Margarita, Cumaná, Nueva Córdoba, Río Hacha y Santa Marta; un ducado para los que navegasen a Puerto Rico y Santo Domingo, quedando libre del pago de este derecho los que se dirigieren a las colonias más pobres y apartadas, como Trinidad, Orinoco, etcNota 22). En 1681, en un momento en que la admisión de navíos extranjeros bajo patente española estaba adquiriendo proporciones realmente alarmantes, la tasa experimentó un notable incremento, quedando establecida de la siguiente forma: 20 ducados para Buenos Aires; 12 para Caracas; 11 para Campeche; 10 para Honduras y La Habana; 8 para Tabasco; 7 para Cuba, Cumaná y Maracaibo; 6 para Santa Marta y Trinidad y 3 para Santo Domingo y Puerto RicoNota 23). Estas nuevas tarifas permanecieron ya inalterables hasta el siglo XVIII, en cuyo transcurso, como tendremos ocasión de comprobar, sufrieron nuevas modificaciones.

El de extranjería consistía en un gravamen de 66 reales de vellón (tres ducados de plata) por cada tonelada de carga aplicado a todas las embarcaciones extranjeras que, a falta de nacionales, se fletaban para la Carrera. Fue instaurado en 1601 y, al igual que el anterior, también continuó percibiéndose en el siglo XVIIINota 24).

El de San Telmo era un impuesto destinado a la fundación y sostenimiento de una escuela de navegación en Sevilla, conocida con el nombre de Seminario de San Telmo, y que subsistió hasta el siglo XIX. Fue instituido en virtud de una real cédula de 17 de junio de 1681 y consistía en una contribución de 96 reales de vellón por cada tonelada en los navíos que viajasen a Veracruz y Cartagena en conserva de las flotas y galeones y de 32 reales de vellón para los que lo hicieren a los restantes puertos en calidad de registros sueltosNota 25).

Por último, el derecho de media annata, que teóricamente equivalía a la “mitad del primer sueldo anual devengado mediante cualquier cargo civil o militar obtenido de la Corona, o en un pago hecho en reconocimiento de algún privilegio o dispensa especiales” y que también solía aplicarse en la Carrera sobre los navíos que navegaban en calidad de registros sueltos, ya que la obtención de la licencia correspondiente entraba dentro de la categoría de “privilegio o dispensa especiales”Nota 26). En estos casos, la media annata se cobraba a razón del 2'5% sobre el importe total de lo percibido tanto en función del segundo derecho de toneladas como del de extranjería. Era, por tanto, una especie de recargo a añadir sobre estos dos derechos.

Aunque resulta realmente difícil hacer un cómputo exacto de la suma total a la que ascendía el importe de todos los impuestos, no obstante puede resultar revelador señalar, por ejemplo, que todo navío que partiese en conserva de una flota en dirección a Nueva España o Tierra Firme debía contribuir hasta por un total de ocho conceptos distintos (alcabalas, almojarifazgo, avería, habilitación, visitas, toneladas, San Telmo y extranjería) y ello, sin contar con algunos otros (balbas, lonja, infantes, etc.) que sólo se cobraban de forma ocasional. Ello representaba que cada tonelada de mercancía estaba gravada con un mínimo del 35% de su valor de mercado estimado, a lo que habría que agregar, además, las cantidades correspondientes por el espacio que ocupasen esos productos en el navío (derechos de tonelada). Estos impuestos no tuvieron tampoco un método fijo de recaudación (lo mismo se hacía directamente que se arrendaba su cobro a particulares) lo que fomentó el caos recaudador y la disfunción absoluta de su utilidad para la Corona. Por otra parte, como si todo ello no fuese suficiente, otra serie de circunstancias, tales como las diferencias arancelarias existentes entre las aduanas de Sevilla y Cádiz, el mayor rigor tributario exigido a los productos españoles con respecto a los extranjeros, etc., vinieron a sumarse a las ya reseñadas, contribuyendo a aumentar todavía más, si cabe, el desorden y el confusionismo reinanteNota 27). A la vista de esta situación, la necesidad de un programa de reformas, capaz de corregir al menos los defectos más sobresalientes del sistema, se presentaba con todos los síntomas de la urgencia y de ahí que, apenas iniciado el siglo XVIII, se acometiesen ya los primeros intentos en esa dirección.

Las reformas fiscales del siglo XVIII: de la continuidad a la ruptura

En más de una ocasión hemos aludido ya al ansia de renovación con que se inició el siglo XVIII y el papel fundamental que se asignó al comercio colonial dentro de esa política de corte regeneracionista que se pretendía llevar a cabo. De hecho, el tráfico ultramarino se situó en el punto de mira de cuantos teorizaron acerca de los medios para sacar al país del estado de postración económica en que se hallaba sumido (arbitristas rezagados, proyectistas, economistas y gentes con responsabilidad en las tareas del gobierno), de modo que, a lo largo de la centuria, surgirán multitud de escritos señalando, desde muy diversas posiciones, los fallos más ostensibles de nuestro sistema comercial y las posibles medidas a aplicar para su revitalización y fomento. Y un punto en el que coinciden, con unanimidad casi absoluta, todos los que se pronunciaron al respecto fue en denunciar al régimen fiscal imperante en la Carrera como uno de los principales responsables del progresivo decaimiento del tráfico oficial y del consiguiente auge adquirido por el contrabando. Sin embargo, esta unanimidad en la denuncia no se tradujo, a su vez, en una coincidencia también plena a la hora de arbitrar soluciones. A este respecto existió una gran diversidad de opiniones aunque, en un intento de simplificación, podríamos polarizarlas en torno a dos posturas muy definidas y extremas: de un lado, la de aquellos que hablan sólo de las deficiencias provocadas por una defectuosa aplicación del sistema y, por tanto, abogan por un control más rígido y severo de su funcionamiento junto a la introducción de ciertas rebajas en las tarifas de algunos impuestos; de otro, la de los que consideran que esas deficiencias no son sino el resultado natural y lógico de la irracionalidad y disfuncionalidad de la organización fiscal vigente y, en consecuencia, no ven más solución posible que la de una reforma en profundidad cuando no un cambio radical del sistema impositivoNota 28).

Ambas posturas (y así conviene hacerlo constar) no sólo resumen los términos en que se desarrolló un debate teórico sino que, además, trascienden ese plano para traducir, con bastante aproximación por cierto, la propia evolución seguida por la política de reformas puesta en práctica por la administración borbónica en el transcurso de ese período. En efecto, como veremos enseguida, el reformismo en materia fiscal se articula en dos etapas, claramente diferenciadas, que abarcan, grosso modo, ambas mitades de la centuria y en las que las directrices marcadas por una y otra corriente de opinión parecen ser las que presiden la acción gubernamental. No en vano, mientras que en la primera el gobierno se limita a introducir algunas reformas parciales en un sistema que mantiene en lo sustancial y trata de apuntalar, en la segunda, va a adoptar toda una serie de medidas que, de alguna manera, entrañan la instauración de un “nuevo” régimen fiscal. Partiendo de estos presupuestos, entremos ya en el pormenor del contenido de ambas etapasNota 29).

Durante la primera mitad de la centuria y dentro de la línea reformista-conservadora que preside el quehacer del gobierno, las innovaciones más importantes fueron, sin duda alguna, las aportadas por el Real Proyecto para galeones y flotas de 1720, en virtud del cual se suprimió el procedimiento tradicional por el que se recaudaban los impuestos, al tiempo que se instauró un nuevo gravamen que venía a sustituir al viejo almojarifazgo: el derecho de palmeo.

El palmeo consistía en un impuesto (ensayado ya en 1680 aunque sin éxito), basado no en el valor de las mercancías sino en el espacio que ocupaban en el navío medido en palmos cúbicos y sobre el que se cobraba un canon fijo. Su instauración respondía a los deseos, por parte de los organismos administrativos del tráfico, de evitar así toda la larga serie de entorpecimientos y dilaciones que, a la hora de la expedición de las flotas y galeones, provocaba el antiguo sistema de tributación.

En efecto, como se recordará, uno de los mayores inconvenientes que entrañaba la percepción del almojarifazgo, al igual que la de otros derechos ad valorem era, precisamente, el de la determinación de su base imponible. Esta operación, según estaba legislado, debía realizarse a partir de las declaraciones presentadas por los cargadores en el momento de formalizar el registro, sin que los funcionarios encargados de su percepción estuviesen facultados para desempacar los fardos y verificar sus contenidos. Sin embargo, semejante práctica daba lugar a continuos enfrentamientos y conflictos entre las dos partes interesadas, cargadores y administradores de aduanas, ya que, mientras éstos últimos, desconfiando de la buena fe de los primeros, pretendían que se les autorizase a abrir los fardos, los cargadores respondían negándose a embarcar sus mercancías en los navíos, retrasando con ello la salida de los convoyes. Al objeto de solucionar el problema, en 1624 se ordenó suprimir este método de tasación y en su lugar dividir los artículos en una serie de renglones generales, imponiéndose una valoración fija sobre las cajas y fardos de cada clase en función, en unos casos, de su peso y, en otros, de su volumenNota 30). El nuevo método, si bien es cierto que permitió obtener algunas ventajas fiscales, sin embargo fracasó en su intento de poner fin a todas aquellas irregularidades a que su predecesor daba lugar (retrasos en las salidas, declaraciones falsas, ocultaciones de registros, etc.), por lo que, en 1680, se introdujo otra innovación consistente en que todas las mercancías fuesen gravadas según “cúbica mensuración”Nota 31). Este sistema estuvo en vigor, con algunas alternancias, hasta 1698, año a partir del cual las mercancías comenzaron a tributar en función del número de piezas y con independencia de su volumen o valor. Ahora bien, este otro procedimiento tampoco consiguió mejorar los resultados de sus antecesores, en vista de lo cual, en 1707, se optó por restablecer nuevamente el método de medición cúbica, al que por fin se dio carácter permanente a raíz de la promulgación del ya citado Real Proyecto de 1720Nota 32). Desde entonces los derechos de aduanas se percibieron, exclusivamente, en función del volumen o peso de las mercancías, cualesquiera que fuese su valor.

El Proyecto incluía una relación con todos los derechos que, a partir de ahora, habrían de contribuir tanto “las mercaderías y frutos que se embarcaren para los Reynos de las Indias” como “el oro, plata y frutos que se conduxeren de todas las partes de la América”. Por lo que respecta a las exportaciones, para todas aquellas mercancías, sea cual fuere su naturaleza, susceptibles de ser transportadas en fardos, frangotes, cajones, tercios, paquetes o barriles y, por tanto, medidos por fuera, se establecía un canon fijo de cinco reales y medio de plata antigua por cada palmo cúbico, en tanto que para los restantes artículos especificados en el Proyecto (hierro, acero, clavazón, alambre, papel, lienzos, cinterías, especias, drogas, libros y frutos secos y de la tierra) existía una escala de gravámenes según naturaleza y unidades de peso o medida (quintales, arrobas, piezas, resmas o pipas). Con respecto a las importaciones, se aplicó una tarifa similar a esta última, con las excepciones del oro y la plata (que contribuirían con un 2 y un 5% respectivamente) y las de todos aquellos productos no incluidos en la anterior relación que habrían de pagar sus derechos “a razón de cinco por ciento, abalorándose según el precio que tuvieran al tiempo de la entrega a sus dueños”Nota 33).

En suma, el nuevo reglamento permitía, efectivamente, obtener algunas ventajas sobre sus predecesores. En primer lugar, se simplificaba notablemente todo el complicado proceso que con anterioridad entrañaba la percepción del almojarifazgo, evitándose con ello retrasos innecesarios en las salidas de las flotas y, por consiguiente, que el tráfico ganase en regularidad y fluidez; en segundo lugar, se eliminaba la posibilidad de eludir su pago mediante declaraciones falsas u ocultaciones de registro y, por último (dado que lo que se pretendía era facilitar la venta de los productos españoles en América), se moderaban también los derechos con que se venían gravando algunos productos, resultando entre los más beneficiados los “frutos de la tierra”, con una reducción que osciló entre un 6 y un 8% Nota 34).

Sin embargo, pese a lo apuntado, lo cierto es que el reglamento de 1720 distó muy mucho de poner fin a toda la larga serie de dificultades e impedimentos que la ordenación fiscal vigente oponía al normal desarrollo de este tráfico. Y aunque, seguramente, no le falte razón a G. J. Walker cuando comenta que “parece exagerado sugerir que el Real Proyecto de 1720 fue principalmente un intento de simplificar el engorroso proceso para el cobro de los impuestos reales, sin que se quisiera disminuir la carga impositiva”Nota 35), no es menos cierto, también, que el alcance de las mejoras introducidas fue muy limitado e incluso y en no poca medida, hasta contraproducente para los intereses que se decía defender. Por de pronto, el hecho de que la tasación se realizase en función del volumen ocupado por las mercancías y con independencia de su calidad y valor determinaba que los artículos más finos y caros (textiles de lujo fundamentalmente) se viesen beneficiados frente a los más voluminosos y baratos, lo que, a fin de cuentas, entrañaba primar la reexportación de manufacturas extranjeras en perjuicio de los productos españoles (básicamente de origen agrario). Así lo vio ya en su momento Campomanes para quien “los géneros finos son los únicos a quienes trae utilidad la providencia del palmeo", de modo que, “mientras los derechos no se proporcionen a la calidad de los géneros finos y voluminosos, estos últimos no tendrán lugar en nuestra navegación, y si la tienen, no se pueden vender en concurrencia con los extranjeros”Nota 36). En segundo lugar, el mismo hecho de que el palmeo equiparase, por la base, los artículos de lujo con los más bastos, hacía que los comerciantes, a la hora de decidir el contenido de sus cargazones, se decantasen, preferentemente, por los primeros, que permitían obtener un mayor margen de beneficios, provocando con ello una desviación del tráfico hacia las regiones más ricas (donde dichos productos tenían más fácil venta) en detrimento de aquellas otras que contaban con menos recursos. Finalmente, convendría también no olvidar que, en última instancia, el meollo de la reforma de 1720 no significó sino el cambio de un impuesto ya obsoleto, el almojarifazgo, por otro de nueva creación y que resultaba más ventajoso para los intereses de los grandes cargadores (en su mayoría, comisionistas especializados en la reexportación de manufacturas extranjeras), el palmeo, sin que dicho cambio se viese acompañado por ningún otro intento dirigido si no a suprimir, cuando menos a rebajar cualquiera de los restantes impuestos que pesaban sobre este tráfico.

En efecto, tras la reforma de 1720, y una vez consolidado como principal impuesto el derecho de palmeo, las únicas novedades que se registran en el ordenamiento fiscal estuvieron encaminadas en unos casos a incrementar tarifas y, en otros, a la creación de nuevos derechos. Dentro del primer apartado se encuentran, precisamente, todos los agrupados con anterioridad bajo el título genérico de derechos de toneladas. La cuantía de las subidas fue muy diversa. El de extranjería, por ejemplo, pasó de 33 reales de plata doble (66 de vellón) por toneladas a 100 reales de la misma moneda (200 de vellón), lo que supuso un incremento del 203%Nota 37). El de toneladas propiamente dicho experimentó también un sensible aumento aunque de distinta magnitud según los puertos de destino, quedando las nuevas tarifas establecidas de la siguiente forma: 85 pesos por cada tonelada de ropas o frutos en los navíos que se dirigiesen a Veracruz; 50 pesos por tonelada de ropa y 25 por la de frutos para los que viajasen a Cartagena; 225 y 125 pesos respectivamente para los que fuesen al Mar del Sur; 60 y 35 pesos para Buenos Aires; 50 y 30 pesos para Tabasco y Campeche; 40 y 25 para Maracaibo; 15 y 4 para La Habana y, por último, 4 pesos, 6 reales y 20 maravedíes por tonelada de ropas o frutos, indistintamente, para todos aquellos que navegasen a Cumaná, Puerto Rico y Santo DomingoNota 38). En cuanto al tercero de los derechos de toneladas, el de San Telmo, su aumento consistió en extender su aplicación, además de a los navíos que integraban las flotas, a los de azogue (en la porción de carga que se les permitía transportar, a razón de 6 pesos por tonelada), a los registros sueltos que navegasen a los puertos de Veracruz, Cartagena y Portobelo (en los que se cobrarían 6 pesos por tonelada de ropa y 3 por la de frutos) y a los que dirigiéndose a cualquier otro puerto hiciesen escala en alguno de los tres citados con anterioridad (4 pesos por tonelada)Nota 39). Junto a los reseñados, otros impuestos que también experimentaron un fuerte aumento en sus tarifas fueron los de visita y habilitación de navios, cuyos importes totales quedaron establecidos en 120 y 111 pesos respectivamenteNota 40).

Por lo que respecta a los impuestos de nueva creación, merecen ser reseñados, entre otros de menor significación, los de almirantazgo, guardacostas y 1 % de avisos. El primero fue instaurado en virtud de la real cédula de 24 de julio 1737 y sus fondos estaban destinados

 

al fin de que la elevada grandeza de la persona y la alta dignidad del almirante tenga renta con que pueda sostenerse (...) y especialmente mantener la autoridad de este cargo (...) y al mismo tiempo atender a la subsistencia de los Tribunales y Ministerios que dependen de su jurisdicción y del Almirantazgo.

 

De hecho, consistía en un doble impuesto, ya que, de una parte, se cobraba a razón de un peso por tonelada sobre todos los navíos mercantes que navegasen a Indias y, de otra, sobre la totalidad de los productos que integrasen su carga, en este caso según una escala de gravámenes establecidos de acuerdo con la naturaleza del producto, a semejanza de la ya incluida en el Proyecto de 1720Nota 41). El de guardacostas fue instituido en 1732 y se trataba de una imposición del 4% “sobre todos los caudales que conduxeren los navios que vinieren de la América en especie de oro y plata y asimismo de la grana fina considerándose ésta por el valor a que se vendiere al tiempo de regularle la contribución”, destinándose su importe a sufragar los gastos que ocasionen el armamento y entretenimiento de los navios de la Real Armada encargados de la vigilancia de aquellas costasNota 42). Por último, el de avisos fue una contribución del 1% impuesta sobre los caudales y efectos importados de América y que se pagaba al Consulado para atender a los gastos que producía el apresto y despacho de este tipo de naviosNota 43).

En definitiva, a la vista del panorama que acabamos de describir (escaso alcance de las mejoras introducidas en 1720, elevación de las tarifas de la mayoría de los impuestos ya existentes y creación de otros nuevos), resulta evidente, como ya se adelantó, que en el transcurso de esta primera mitad de la centuria no se registró ningún cambio sustancial dentro del ordenamiento fiscal de la Carrera. Por supuesto que, gracias al palmeo, se simplificó y agilizó el complicado proceso que antes se seguía para la percepción de los impuestos pero, lo que se pudo ganar en eficacia recaudadora, no se intentó compensar aliviando este tráfico siquiera fuese de alguna de las múltiples y onerosas cargas que lo gravaban.

Esta situación se mantuvo hasta entrada la década de los sesenta, fechas en las que (coincidiendo con la llegada al poder de un nuevo equipo de hombres de gobierno dispuestos a romper, de una vez por todas, con el viejo orden colonial) se va a poner en marcha un renovador programa de libertad comercial, que se irá desarrollando y perfilando a lo largo de esa década y la siguiente y en el que se contempla y acomete una reforma en profundidad del sistema fiscal en vigor.

El punto de partida de esta nueva política lo constituyó el Decreto y Real Instrucción de 16 de octubre de 1765, por el que, como ya sabemos, al tiempo que se habilitaban un total de nueve puertos en la península para el comercio directo con las islas de Barlovento, se introducía también uno de los primeros elementos constitutivos de la futura y definitiva reforma fiscal: la sustitución de los derechos de palmeo y toneladas por un principio de tributación ad valorem. Concretamente se implantaba una carga del 6% sobre los productos españoles y del 7% sobre los extranjeros, manteniéndose la misma lista de gravámenes contemplada en el Real Proyecto de 1720 para todos aquellos artículos no sujetos a medición cúbicaNota 44).

Tres fueron, en principio, las finalidades perseguidas con esta nueva ordenación fiscal surgida del decreto de 1765: en primer lugar, intensificar el comercio mediante una moderación de los derechos que lo gravaban, ya que, como se afirmaba en la carta dirigida al bailío Arriaga que acompañaba el envío del decreto, la razón de que los españoles no hubiesen hecho un comercio más activo con aquellas islas “dimana de no hallar en él, aquel interés que desean por lo recargados que salen de los Puertos de mis Dominios, los Géneros y Frutos, que necesitan las mismas islas; pues los derechos (...) le hacen subir considerablemente su valor”Nota 45); en segundo lugar, simplificar todos los trámites y formalidades administrativas que se habían de cumplir para el despacho de los navíos ya que, a partir de ahora, al suprimirse la necesidad de solicitar la correspondiente licencia,

 

solo ha de tener la obligación de dar parte al Administrador de la Aduana quando presente el navio a la carga, manifestando el puerto a que se ha de dirigir, para que disponga que todos los géneros y frutos que se embarquen pasen por la Aduana, se cobren en ella los derechos, le forme el Registro que debe llevarNota 46);

 

en tercer y último lugar, proteger a los productos españoles frente a la competencia extranjera, aplicándoles una tarifa más moderada que favoreciera su exportación.

En líneas generales, esta reforma tributaria representaba un cambio importante en la política fiscal mantenida hasta entonces aunque, desde luego, no todo lo completo y definitivo que cabía esperar. Por un lado, se limitó sólo a los derechos que gravaban las exportaciones, permaneciendo, en cambio, inalterables los que tenían que pagar el oro, la plata y los productos coloniales a su entrada en los puertos españolesNota 47); por otro, el nuevo reglamento adolecía de la falta de un arancel general, tanto para las exportaciones como para las importaciones, que ayudase, de forma más efectiva, a proteger la producción nacional.

Ahora bien, éstas y otras deficiencias quedaron subsanadas a raíz de la promulgación del “Reglamento y Aranceles Reales para el comercio libre de España e Indias, de 12 de octubre de 1778”. En primer lugar, volvieron a moderarse nuevamente los derechos sobre las exportaciones, acentuándose el trato diferencial a favor de los productos españoles. Concretamente y a efectos del pago de estos derechos, los veinticuatro puertos habilitados en América se dividieron en “mayores” y “menores”Nota 48), percibiéndose, en los primeros, un 3% sobre el valor de los productos españoles y un 7% sobre los extranjeros y, en los segundos, un 1'5 y un 4% respectivamenteNota 49). Además y dentro de esta línea de protección a la producción nacional, se declararon libres del pago de toda contribución a su salida de España y del almojarifazgo a su entrada en América, durante un período de diez años, “todas las manufacturas de Lana, Algodón, Lino y Cáñamo que sean indubitablemente de las fábricas de la Península, y de las Islas de Mallorca y Canarias”, así como hasta un total de 45 productos más, a condición de que fuesen de fabricación nacionalNota 50).

En segundo lugar, por lo que respecta a las importaciones, se suprimieron todos los derechos que hasta ahora se venían cobrando sobre los productos americanos, tanto a la salida de aquellos puertos como a su entrada en España, siendo sustituidos por unos nuevos gravámenes, a percibir únicamente en los puertos españoles, consistentes en un 2 y un 5'5% sobre el oro y la plata respectivamente y un 3% sobre el valor de los restantes géneros, excepción hecha de aquellos a los que se liberó del pago de toda contribuciónNota 51).

Por último, se incluyeron sendos aranceles, el uno (en el que se mencionan 362 renglones, 172 “nacionales” y 190 “extranjeros”) para “avaluar en las Aduanas de los puertos habilitados de estos Reynos, y las islas de Mallorca y Canarias, todos los frutos y géneros Españoles y Extrangeros, que se registrasen para los de América” y el otro (con 265 renglones) para “avaluar los frutos, géneros y metales que vengan de Indias”Nota 52).

Una valoración unívoca de este reglamento y aranceles parece sumamente arriesgada. La verdad es que contiene los mecanismos proteccionistas suficientes como para poder interpretarlo como el instrumento de una política comercial encaminada a potenciar la exportación nacional pero, al mismo tiempo, contiene también algunos elementos que podrían avalar la tesis de que, en definitiva, tal legislación sólo pretendía servir de pretexto para un incremento de la detracción fiscal en el sistema del comercio colonial. De hecho, el reglamento no deja de contener ese nivel de contradicción que, con tanta frecuencia, aparece en la legislación de la época y que podía ser fruto, entre otras razones, de la permanente dialéctica entre la economía teórica y la dura presión de las circunstancias reales, como sucedió en tantas ocasiones fuera del ámbito estrictamente económico. Insistir con grandilocuencia, por ejemplo, en la protección exclusivista de la producción nacional ―como se hacía en el ya reseñado artículo 22 o también en el 32, por el que se prohibía la reexportación de “camisas, vestidos, batas, y cualesquiera otros trages, o muebles que vengan hechos de Dominios Extranjeros”― y abrir, simultáneamente, la tremenda brecha de considerar como españolas a un buen número de manufacturas extranjeras, con tal de que hubiesen recibido aquí los últimos toques de su terminación (art. 31), parece, en el mejor de los casos, una incongruencia inocente y, en el más radical (como algún notorio especialista ha señalado recientemente), una descarada manipulación para aumentar en un 3% la carga fiscal del 20% que los géneros extranjeros soportaban ya a su entrada en EspañaNota 53).

Ahora bien, cualquiera que sea el grado de interpretación del reglamento (más favorable a la vertiente proteccionista o a la liberalizante), hay que aceptar como datos objetivos que, con la introducción del principio de tributación ad valorem en sustitución del palmeo, la estructura de la ordenación fiscal de la Carrera fue profundamente transformada y que los efectos de ese cambio no tardaron en dejarse sentir sobre la marcha general del tráfico, cuyos valores se multiplicaron varias veces en el transcurso del período 1778-96Nota 54). Por otra parte, aun admitiendo que la finalidad primordial del reglamento hubiese sido la de incrementar la presión fiscal sobre el tráfico colonial, conviene no perder de vista que su promulgación se inserta en una coyuntura de fuerte aumento de los gastos de defensa, tanto en España como en Indias. Para su financiación no bastaba con los ingresos ordinarios de Estado, máxime tras el fracaso con que se saldó el intento de Ensenada por reformar el sistema fiscal metropolitano y, en consecuencia, parecería lógico intentar extraer de la Carrera una parte al menos del incremento necesarioNota 55). En otras palabras, que la reforma del régimen fiscal y arancelario de la Carrera se llevó a cabo sobre la base de una realidad concreta, la de la situación económica del país en aquellos momentos, que no era, precisamente, la más adecuada como para permitir que España prescindiese de ese carácter “protegido” de su comercio colonial, entrando a competir en él, en pie de igualdad, con sus más directos rivales europeos.

Por último, convendría también recordar que el proceso reformista no quedó cerrado con la promulgación del reglamento y aranceles de 1778. Aunque menos valorada por la historiografía (como acertadamente nos ha recordado J. M. Delgado), a partir de 1789, y bajo la inspiración del conde Floridablanca, se puso en marcha una segunda fase de ese mismo proceso, en la que las medidas adoptadas estuvieron ya encaminadas “no tanto a buscar nuevas fórmulas para obtener mayores rentabilidades fiscales del comercio libre, como a ofrecer más facilidades a los comerciantes, y nuevos estímulos económicos en la práctica del negocio indiano”Nota 56). Buena prueba de todo ello nos la ofrecen, entre otras, las siguientes medidas: ampliación del área del libre comercio a un total de veinte nuevos puertos americanos, incluidos los de Veracruz y la Guaira; exención total de derechos (tanto para el comercio con la metrópoli como para el intercolonial) a la totalidad de los puertos catalogados como “menores”; concesión de franquicias absolutas o importantes rebajas aduaneras a un buen número de productos coloniales; liberalización de la trata de esclavos, etc. Sin embargo, como es bien sabido, esta segunda etapa reformista quedó bruscamente interrumpida a fines de 1796, como consecuencia de la auténtica parálisis comercial que, por espacio de varios años, provocaron las guerras con Inglaterra y que constituyó el preludio o antesala de esa ruptura definitiva e irreversible de todos los vínculos existentes entre España y América que el posterior estallido del movimiento emancipador trajo consigo .

El fraude como respuesta

Las múltiples y onerosas cargas fiscales que abrumaron el tráfico colonial y a las que hemos dedicado las páginas precedentes constituyeron, para un número que se presume harto significativo de comerciantes de la Carrera, una tentación permanente y motivo casi irresistible para intentar eludir sus pagos. De esta forma surgiría un comercio ilícito de amplios vuelos, cuya dimensión real escapa a toda posibilidad de control pero del que existen testimonios más que sobrados como para confirmar su indudable importancia. Por supuesto que no debemos conceder al control fiscal la responsabilidad exclusiva del fenómeno del contrabando de la Carrera, ya que, como sabemos, hubo además otra serie de circunstancias (centralización de todo el tráfico en un sólo puerto, prohibición a los extranjeros de participar en él, exigencia de un nivel mínimo de inversión, etc.) que también colaboraron de forma decisiva a su desarrollo. Sin embargo, cabe pensar que un régimen fiscal más racional y moderado hubiese contribuido a restarle intensidad, haciendo innecesario, en no pocas ocasiones, que los comerciantes se sintiesen inclinados a recurrir al empleo de semejantes prácticas. Dicho de una vez por todas que, en no poca medida, el fraude fue la respuesta dada por el comercio a los excesos de una, en líneas generales, desacertada política fiscal que estaba comprometiendo, seriamente, sus intereses.

Ni que decir tiene que el gobierno (a través de sus órganos representativos en la Carrera) no permaneció impasible ante el auge y desarrollo adquirido por este fenómeno; procuró utilizar cuantos medios estimó que podrían resultar más eficaces para erradicarlo, pero entre sus deseos y el nivel deseable de eficacia existió un gran trecho. Todo parece indicar, en efecto, que en la mayoría de los casos el intervencionismo estatal no vino sino a convertirse casi en un aliciente y estímulo más para la práctica del fraude, hasta el punto de que éste crecía a medida que aumentaban el número y el rigor de las prohibiciones, en una especie de carrera absolutamente paralela.

En realidad son muchas las explicaciones que podrían darse al continuo fracaso e inoperancia de la legislación represiva aunque quizás ninguna resulte tan esclarecedora como la corrupción y el cohecho. Casi con seguridad, no existieron mejores y más eficaces cómplices de los contraventores que las propias autoridades supuestamente establecidas para impedirlo. Esta afirmación no debe entenderse como una apreciación a posteriori del historiador. Los contemporáneos del siglo XVIII, con conocimiento y autoridad para saber de qué hablaban, dieron, reiterada y sistemáticamente, su diagnóstico en cuantos informes enviaron a la Casa de la Contratación, notificándole el estado en que se encontraban las aduanas; el tenor fue siempre, como ocurre en el texto que aquí reproducimos, señalar como causa fundamental de las prácticas fraudulentas “la ambición y mala fe de los ministros que las han manejado (las aduanas), quienes abusando de la confianza y abandonando la honra, la conciencia y propia obligación, incurren en la maldad de que el mercader extrangero o natural usurpe a S. M. los justos derechos que le pertenecen”Nota 58). Y no debe entenderse que la situación aludida se refería sólo al siglo XVIII. Remontándonos al XVI y XVII, ya Haring señaló en su día que si el tráfico ilícito alcanzó en ese período “tan vastas proporciones” ello sólo se explica “por la connivencia de los funcionarios nombrados para impedirlo”Nota 59), extremo en el que insiste igualmente Chaunu al afirmar, taxativamente, que los comerciantes no podrían haber practicado el fraude sin contar con los “sólidos apoyos que siempre le aseguraron, en Sevilla, la Casa de la Contratación y, en las Indias, los generales de los convoyes y de las diferentes armadas”Nota 60). Por consiguiente, contando a su favor con tan eficaz colaboración, nada debe sorprendernos el auge y desarrollo alcanzado a todo lo largo y ancho de este período por el tráfico ilícito.

Múltiples y variadas fueron las formas que en su transcurso revistió la práctica del contrabando. En verdad podría afirmarse que toda la organización del negocio comercial estaba concebida con un claro propósito de burlar las numerosas prohibiciones existentes al respecto. Tanto es así que desde el mismo momento en que se iniciaba en los astilleros la construcción de un navío que habría de ser utilizado en la Carrera, ya se pensaba en la posibilidad de defraudar,

 

dejando para este efecto sendos secretos sólo conocidos de su dueño en todas partes que lo permita el arte, bajando la primera cubierta de forma que queda inferior a lo ancho de la manga, dando cabida a el entrepuentes, que se hurta a la bodega, porque siendo ésta solo la que se mide para la carga y aquel el que queda a beneficio de el dueño, tanto quanto tuviese de mas el entrepuentes, tanto menos tendra de buque contribuyente a V. M.Nota 61).

 

En otras muchas ocasiones ni siquiera había necesidad de recurrir a tan rebuscadas triquiñuelas, limitándose sus dueños, lisa y llanamente, a sobornar a los oficiales encargados de su medición y arqueo para que, llegado el momento, declarasen sus navíos de un porte sensiblemente inferior al que en realidad tenían. De la extensión que debió alcanzar este otro procedimiento da buena prueba el hecho de que cuando en 1739, por una real orden de 14 de abril, se dispuso que fuesen nuevamente arqueados todos los navíos que a la sazón se hallaban fondeados en la bahía gaditana se pudo comprobar que, en su inmensa mayoría, dichos navíos habían sido arqueados con anterioridad como de un porte inferior, al menos en un 50%, al número de toneladas que efectivamente tenían de buqueNota 62).

Una vez arqueado y reconocido el navío y dispuesto para recibir la carga, los sistemas de que se valían los comerciantes para introducir a bordo sus mercancías sin contribuir al real erario eran también de lo más variado. Aunque ya en otro lugar hemos mencionado la confección del “registro de mercadurías” como un garante y salvaguarda contra el fraude, lo cierto es que, en la práctica, distaba de ser realmente así, ya que los comerciantes no tardaron en discurrir los medios adecuados para burlar o eludir sus formalidades.

De hecho, la propia forma como se confeccionaban los registros constituía ya una primera posibilidad de fraude. En efecto, como se recordará, el registro se realizaba sobre la base de las declaraciones presentadas por los propios comerciantes, en las que relacionaban los géneros que iban en cada fardo o caja y sus precios de coste pero sin que hubiese nadie autorizado para comprobar el contenido de los envoltorios o exigir el justificante de los precios señalados. Por consiguiente y bajo estas circunstancias, habrá que convenir que para los comerciantes resultaba sumamente fácil no sólo declarar unas mercancías y cargar otras en su lugar (a buen seguro, de valor superior) sino, también, consignar aquellas a precios inferiores a los reales. Y bien entendido que éste fue un privilegio, celosamente defendido por el Consulado de comercio sevillano (que contó siempre con el respaldo de la Casa de la Contratación), contra el que se estrellaron todos los intentos realizados por los almojarifes o los asentistas de los impuestos ad valorem para obtener de la Corona alguna medida que les permitiese abrir las cajas o, en su defecto, disponer de algún otro medio eficaz de verificación tanto del contenido como del valor de las cargazones declaradasNota 63).

Amén de esta posibilidad de tipo general, sobre el registro de ida en concreto existieron, a su vez, otras dos formas habituales de defraudar: recurriendo a los denominados “testimonios” o “partidas adicionadas” o mediante los “registros rezagados”. Ambas estaban estrechamente relacionadas con el ritmo al que se efectuaba la carga de los navíos y, por tanto, la confección del registro, aunque diferían en cuanto a sus métodos de realización. En el caso de los testimonios, a lo que se jugaba era a tratar de acelerar, cuanto fuese posible, el cierre de los registros, momento a partir del cual ninguna mercancía podía ser ya depositada a bordo de los navíos. Ahora bien, si el comerciante, una vez cerrado el registro, obtenía autorización para cargar nuevas mercancías, en ese caso los oficiales de la Casa las inscribían en unas hojas suplementarias (los “testimonios” o “partidas adicionadas”), que se adjuntaban al registro y que conjuntamente con él debían ser entregadas a los funcionarios de aduanas en los puertos de destino. Sin embargo, dado que estas hojas adicionales no iban cosidas al registro, el mercader quedaba en libertad de presentarlas o no, según le rodaran las cosas. Convendría aclarar que estas mercancías cargadas tras el cierre del registro solían ser, por lo general, de gran valor pero de escaso volumen (“ropa menuda”), por lo que su ocultación no ofrecía demasiadas dificultades. Si conseguía escamotearlas a la vigilancia de los aduaneros, no presentaba el “testimonio” y, por consiguiente, se ahorraba el pago de sus derechos; por el contrario, si las mercancías eran descubiertas, el presunto defraudador evitaba cualquier problema con las autoridades simplemente exhibiendo su registro y cumpliendo con el fisco. Por tanto y como muy bien apunta Chaunu, “los testimonios constituían la prima de seguro de los defraudadores”Nota 64).

El fraude a través de los “testimonios” adquirió tal amplitud y provocó, al parecer, tamaños escándalos, que su práctica se fue haciendo cada vez más difícil, en vista de lo cual los comerciantes cambiaron de táctica y comenzaron a jugar ahora con el retraso del cierre de los registros. Concretamente, de lo que se trataba era de cargar las mercancías lo más tarde posible, de modo que se echara encima la fecha de partida de las flotas y éstas tuviesen que emprender viaje sin llevar consigo los registros correspondientes a los navíos que las integraban. Éstos eran remitidos con posterioridad en un navío de aviso que, teóricamente, debía arribar al puerto de destino al mismo tiempo que el convoy, aunque no siempre ocurría asíNota 65). En tales casos, los comerciantes sabían sacar buen provecho de esa situación, ya que no sólo se negaban a pagar los derechos de entrada sino que, además, aprovechándose de la confusión que esto generaba, especulaban a voluntad con el precio de sus mercancías sin que los funcionarios reales pudiesen hacer nada por evitarlo.

Paralelamente a estas modalidades de fraude sobre el registro se practicaron otras, si no más sutiles, desde luego sí más radicales y directas, comenzando por el soborno de los guardas encargados de impedir que se introdujese a bordo género alguno que no fuese provisto de su correspondiente licencia; y, a veces, sin necesidad siquiera de recurrir a tal extremo, ya que el guarda

 

suele ser el mismo corredor de los negociados, como persona miserable que solicita con empeños su nombramiento, no por el corto salario, sí por el interés de estos permisos en que suele ir a medias con el que hizo el empeño o ser éste acaso el interesado en los géneros que se han de introducirNota 66).

 

A menudo, estas mercancías sin registrar se introducían en los navíos sirviéndose de las pequeñas embarcaciones que utilizaban los funcionarios de la aduana en la bahía gaditana para realizar sus tareas, dado que éstas podían llegar hasta los navíos que estaban a la carga, tanto de día como de noche, “sin que las demás embarcaciones que celan la renta las reconozcan por la mutua correspondencia que se guarda o convenio que hay entre todos para ello, repartiendo los intereses que dejaron los permisos”Nota 67). Otras veces se recurría a los botes y lanchas en que se conducían hasta la capitana y almiranta de las flotas los ranchos y equipajes de sus oficiales e incluso a los propios baúles y cajas que les servían de envoltorios, colocando en su lugar todo tipo de mercancías, puesto que aprovechando “el que las licencias que se dan suelen ser indefinidas, sin determinar calidad, cantidad y género de lo que se ha de transportar, se introduce cuanto se desea”Nota 68).

Mercancías sin registrar se transportaban, pues, en todos los navíos, aunque todo parece indicar que donde alcanzó mayor volumen e importancia esta modalidad de fraude fue en los propios navíos de armada: en la capitana y almiranta de las flotas, en las armadas de galeones y en la Armada de la Guardia de la Carrera de Indias. En el primer caso, de lo que se trataba era de servirse de la espita abierta por las autoridades de la Carrera al permitir (como un medio de abaratar los costos de su apresto) que en la capitana y almiranta de las flotas se pudiese cargar por cuenta del comercio cierta cantidad de mercancías (preferentemente “frutos de la tierra”) que varió con el tiempo pero que, por regla general, osciló en torno a las 200 toneladas como tope máximo. A partir de ahí, el fraude se practicaba según los métodos ya descritos, pero en mayores proporciones que en los navíos ordinarios, en la medida que el espacio disponible en éstos para ocultar mercancías era muy superior. Desde 1580 el fraude sobre estos navíos comenzó a tomar proporciones inquietantes, en vista de lo cual, a comienzos del siglo XVII, como ya sabemos, se determinó prohibir tales permisiones; sin embargo, la prohibición sólo se mantuvo unos pocos años, de modo que hasta la extinción de las flotas, su capitana y almiranta continuaron desempeñando esa función de vehículos “casi oficiales” del contrabando. Por lo que se refiere, a su vez, al fraude sobre las armadas de galeones y de la Guardia de la Carrera de Indias, la cosa era aún más grave, si cabe, ya que ni existía siquiera el pretexto de las “permisiones”, por cuanto en los navíos que las integraban estaba absolutamente prohibido transportar género alguno que no fuese los ranchos y equipajes de la tripulación y, en algunos casos, pertrechos, armas y municiones por cuenta de la Real Hacienda. Aun así, lo cierto es que ambas transportaban importantes cantidades de mercancías sin registrar, llegando a convertirse en serios competidores de las flotas que, en más de una ocasión, se encontraron a su llegada con el mercado saturadoNota 69).

Con lo hasta aquí reseñado no se agota, ni con mucho, el muestrario de las muy diversas formas que, sólo en el viaje de ida, revistió la práctica del fraude y el contrabando. Sin ánimo de ser exhaustivo, convendría señalar, en cualquier caso, que sobre todas ellas se superponía tanto el importante fraude canalizado vía Canarias como el de mayor envergadura aún que realizaban los países extranjeros comerciando directamente con nuestras colonias. En el primer caso fue la estratégica situación de esas islas en la ruta americana, junto a su habilitación para participar en este tráfico, lo que facilitó, en todo momento, el fraude y no sólo a los españoles sino también a los extranjeros, muy particularmente a los portugueses. Una de las formas habituales de defraudar consistía en enviar a las islas un navío cargado de mercancías que, en lugar de rendir en ellas viaje, se dirigía directamente a tierras americanas; en otras ocasiones el navío arribaba efectivamente, a cualquiera de sus islas habilitadas (La Palma, Tenerife o Gran Canaria) donde, tras completar su carga con alguna porción de productos canarios, registraba la totalidad del cargamento como si hubiese sido allí enteramente embarcado y continuaba viaje hacia América. A estas prácticas fraudulentas, había que añadir, además, el contrabando que se hacía directamente desde las islas cambiando sus propias producciones (que eran las únicas que tenía autorizadas para comerciar con Indias) por mercancías traídas desde España o del extranjero, sirviéndose de sus licencias para remitir esclavos o, sencillamente, enviando navíos sin registroNota 70). En cuanto al tráfico ilícito realizado directamente desde los propios países extranjeros, su existencia se remonta a los inicios mismos de la Carrera aunque fue sobre todo desde mediados del siglo XVII, a raíz del establecimiento de holandeses, franceses e ingleses en las Antillas menores, cuando alcanzó proporciones realmente alarmantes. En efecto, Martinica, Barbados, Curaçao y Jamaica fueron convertidas en auténticos almacenes flotantes desde los que se inundaron de mercancías extranjeras el resto de las islas españolas del Caribe, Venezuela y toda la zona de Río de la Plata, Chile y hasta el propio PerúNota 71). Y bien entendido que este vasto e intenso comercio ilícito, que minaba la esencia misma del monopolio, no hizo sino acrecentarse aún más en los primeros decenios del siglo XVIII como consecuencia de las concesiones que hubo que hacer a Francia durante la guerra de Sucesión y a Inglaterra, una vez finalizado el conflictoNota 72).

Ahora bien, con todo, no cabe duda que el fraude de mayor cuantía se realizaba en el viaje de retorno y afectaba, básica y fundamentalmente, a los metales preciosos (oro y plata, en tejos y barras o amonedados). Convendría además aclarar que, en este caso concreto, al motivo principal que venimos señalando como inductor de todo este fraude (a saber, la onerosa carga fiscal que pesaba sobre el tráfico) se unían otros dos de carácter más específico: de un lado, el temor a que esos caudales fuesen incautados por la Corona, como sucedió frecuentemente a lo largo del siglo XVI y aún más allá; de otro, los perjuicios que solía ocasionar a los hombres de negocios la inmovilización de sus capitales durante dos o tres meses, que era el tiempo mínimo en que la Casa de la Contratación demoraba la entrega de los caudales a sus propietarios.

El proceso para la defraudación sobre estos caudales se iniciaba ya en los puertos americanos, donde los comerciantes empezaban por no registrarlos o bien por declararlos una vez cerrado el registro, en cuyo caso se les proveía de un recibo o “guía”, que debían entregar a los oficiales de aduana al arribo del navío a Sevilla o Cádiz y que de hecho sólo exhibían en caso de ser descubiertos. Esos caudales sin registrar podían ser portados por sus propios dueños (emigrantes que repatriaban sus ahorros, mercaderes que traían el fruto de su anterior viaje o “peruleros” con fuertes sumas para invertir en la compra de mercancías) o bien venir consignadas “en confianza” a los capitanes de los navíos o a sus “maestres de plata” que, a cambio de una comisión, se encargaban de ocultarlosNota 73). En realidad, resulta poco menos que imposible determinar con exactitud las cantidades de oro y plata que se introdujeron sin registrar en la metrópoli. Para el reinado de Felipe II, E. Lorenzo Sanz estima que dicha cantidad debió rondar los 5.700 millones de maravedíes, lo que equivaldría a algo más del 10% del total que vino registradoNota 74). Sin embargo, ésa es una cifra que debió incrementarse notablemente en el transcurso del siglo XVII, según ponen ya de entrada claramente de manifiesto las notables diferencias existentes entre las cantidades contabilizadas por Hamilton a partir de los datos proporcionados por los oficiales de la Casa de la Contratación y los que obtiene Morineau utilizando como fuente sus famosas “gazettes hollandaises”Nota 75). En esta misma dirección apunta también la propia política de “impotencia” adoptada por la Corona ante la generalización de esta práctica viciosa, bien concediendo reiterados indultos o perdones generales a los infractores, tan sólo a condición de que pagasen los derechos correspondientes a los caudales traídos fuera de registro, bien suscribiendo asientos con el Consulado de cargadores para hacer la “vista gorda” a cambio de determinados servicios pecuniariosNota 76). En cualquier caso, como ya sabemos, a partir de 1660 dejó de ser obligatorio registrar los caudales, por lo que en toda la segunda mitad de siglo XVII resulta todavía mucho más problemático aproximarse siquiera al montante real de las remesas introducidas de forma subrepticia. En cuanto al siglo XVIII y valga lo que valiere el dato, lo que sí podemos reseñar es que, entre 1717 y 1778. la suma global obtenida por mí mismo (utilizando como fuente los registros oficiales) correspondiente al total de las importaciones de caudales es inferior en un 16% a la que ofrece Morineau para el mismo período en función de sus propias fuentes, lo que podría tal vez indicar que en torno a esa cifra se movería el porcentaje de ocultaciónNota 77).

Ahora bien, aun sometiéndolos a registro, hubo otras muchas formas de introducir ilegalmente esos caudales o sacarlos fuera del país. Un procedimiento poco sutil pero desde luego muy efectivo consistía, simplemente, en destruir o hacer desaparecer el registro pretextando alguna causa mayor (por lo general, “haberlo echado al mar huyendo de ingleses” para, en caso de apresamiento, que no supiesen los caudales que venían a bordo) con lo que, una vez en Sevilla o Cádiz, resultaba imposible a los funcionarios de sus aduanas determinar si las cantidades allí declaradas eran las realmente registradas en el puerto de origenNota 78). Otro recurso, frecuentemente empleado, eran las denominadas “arribadas maliciosas”, consistentes en simular averías, persecuciones de piratas o enemigos, inclemencias del tiempo u otro pretexto de índole similar para justificar así el arribo a cualquier puerto del litoral español, portugués o francés, desde donde resultaba mucho más fácil introducir ilícitamente no sólo los caudales sino la totalidad del cargamento del navíoNota 79). Es más, en algunos puertos del litoral andaluz, como Ayamonte y Sanlúcar , ni siquiera había necesidad de ello, ya que lo que se hacía cuando los navíos estaban próximos a la costa, era transbordar a embarcaciones de pescadores los caudales y productos que se querían introducir fraudulentamenteNota 80). Una especie de alternativa a este último sistema, al que recurrían particularmente los extranjeros, estribaba en salir con sus navíos al encuentro de los que venían de las Indias y proceder, en plena ruta, al transbordo de los caudales. Para ello debían proveerse, previamente, de una copia del derrotero que seguirían los navíos españoles (algo que, según testimonio del propio juez encargado de las causas de contrabando en Cádiz, no entrañaba la menor dificultad) para, de esta forma, poder interceptarlos en un punto determinado de su rutaNota 81).

Una vez en Sevilla o Cádiz, los medios de que se valían los comerciantes para sacar de los navíos los caudales sin pasar por la aduana solían también revestir las más diversas y variadas modalidades. Por de pronto y al igual que se hacía a la ida para cargar mercancías de forma fraudulenta, para las extracciones de caudales las dádivas y sobornos a los funcionarios de las aduanas y a los guardas de las puertas de la ciudad estaban al orden del día. Éstos últimos en Cádiz incluso llegaron a establecer sus propias tarifas, puesto que según se afirma en una carta anónima dirigida en 1738 al gobernador de la ciudad, los guardas mayores de las puertas del Mar y de Sevilla cobraban a razón de un 1% sobre los caudales que se extraían ilícitamente y otro tanto ocurría con los cabos de los barcos de la aduana y de las rentasNota 82).

Por otra parte, en esta misma ciudad existía, ya de tiempo atrás, todo un servicio de contrabandistas perfectamente organizado y especializado en las extracciones de caudales. Eran los célebres “metedores”, especie de “compañía de sugetos que viven con el entretenimiento o profesión de meter considerables porciones de oro y plata y otros géneros preciosos que traen de las Indias los expresados navíos”Nota 83). La técnica de su trabajo consistía en salir al encuentro de las embarcaciones cuando se hallaban próximas a la bahía y subiendo a bordo de las mismas con distintos pretextos,

 

manifestaban a los pasageros y a las demás personas que juzgaban acaudaladas, cartas credenciales que llevaban de los negociantes extranjeros y otros facultosos de Cádiz en que abonaban a los dueños interesados lo que le fiaban, pagando éstos un tanto por ciento de las cantidades que entraban por alto, incitándoles y atrayéndoles con esta aparente seguridad a que les entregasen lo que querían introducir porque de esta forma no corrían riesgos sus caudalesNota 84).

 

Según se dice en una memoria comercial francesa de fines del siglo XVII (1691) referida a Cádiz, estos “metedores” eran jóvenes pertenecientes a buenas familias pero venidas a menos, que percibían un 1% sobre todos los caudales que introducían ilícitamente y que no sólo tenían comprados a los centinelas y guardas de la aduana sino al propio gobernador de la ciudadNota 85). Y que el autor de esa memoria no estaba mal informado lo prueba el hecho de que cuando en 1738 fue desarticulada una de esas compañías de “metedores” bajo la acusación de haber transbordado al navío francés La Diana 350.000 pesos extraídos de la flota de Nueva España, se pudo comprobar que la mayoría de sus integrantes eran funcionarios de la aduanaNota 86). Ahora bien, si se quería evitar el pago de esas comisiones, entonces se recurría a un método mucho más expeditivo y que no era otro que valerse de la fuerza. En efecto, los caudales eran transportados en lanchas a los navíos extranjeros apostados en las inmediaciones de la bahía, donde, una vez a bordo, quedaban a salvo de cualquier inspección, ya que, “si los funcionarios de la aduana insistían en el reconocimiento, la tripulación resistía con las armas”Nota 87).

En definitiva, por cuanto hasta aquí llevamos visto, resulta evidente que, en el transcurso de estos tres siglos largos de vigencia de la Carrera, el fraude apareció como una especie de mal inevitable, que corroía y minaba los cimientos del sistema y contra el que apenas nada pudieron todo el rosario de medidas prohibitivas dictadas al respecto. De hecho, como ya adelantamos al inicio de este epígrafe, probablemente sólo un régimen fiscal menos agobiante y oneroso hubiese podido contribuir si no a desterrar por completo estas prácticas viciosas, cuando menos a restarles intensidad. Sin embargo, como también hemos tenido ocasión de comprobar, excepción hecha del tímido y cuestionado intento de fines del siglo XVIII, entre los presupuestos que guiaron las distintas reformas acometidas del régimen fiscal de la Carrera jamás figuró la disminución de la carga impositiva, de modo que el resultado no fue otro que la existencia de un extenso e intenso tráfico ilícito que llegó a poner claramente en entredicho la efectividad del monopolio español.
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El nervio de la carrera: recursos materiales, técnicos y humanos


Barcos, hombres, rutas y avatares

Cuanto hemos visto hasta aquí podría decirse que es el resultado de aproximarnos a la información de la Carrera a vista de pájaro, con la altura y el distanciamiento que producen los organigramas político-jurídico-administrativos. Debemos entrar ahora, por lo tanto, en un acercamiento progresivo a la médula que constituyen los elementos concretos de ese plano administrativo. En una operación similar, si se me permite el juego metafórico, a la que se realiza en una mesa de disección, procuraremos desmontar las sucesivas capas hasta introducirnos en el núcleo central de la Carrera. En el presente capítulo abordaremos cuatro de los estratos con mayor capacidad definidora sobre el conjunto: los navíos, las tripulaciones, las rutas y sus avatares. Teniendo en cuenta la extensión del ámbito temporal del estudio y el carácter general de este libro no podremos realizar este “viaje” con los instrumentos imaginativos y casi literarios a que se presta con toda facilidad; en efecto, lo que hasta ahora no ha traspasado las fronteras de la decisión de despacho y de las instituciones de control, se levanta ante nosotros en una dimensión vital completamente distinta de lo que la Carrera fue y pudo ser percibida: un tráfago ruidoso, dramático y pintoresco a la vez, en el que convivían la técnica, la ambición, la necesidad, la aventura y el desastre, la fortuna y el rígido y por ello nunca bien aceptado entramado legal. Mi intención es ofrecer una información clarificadora, sin sobrepasar los límites del trabajo científico, aun siendo consciente de la enorme cantidad de “vida” que se difuminará en el empeño. Con todo y pese al inevitable esquematismo que provoca la imprescindible cuantificación, no será posible, afortunadamente, hacer desaparecer (siquiera sea por el poder de la sugerencia) la “humanidad en ejercicio”, de la Carrera, capaz por sí sola de traspasar hasta la más tupida retícula estadística. En cualquier caso, la necesidad de una comprensión global nos obliga a recurrir a la eficacia del contar y medir.

Los navíos de la Carrera: procedencias y tipología

Es frecuente encontrar en muchos de los trabajos dedicados al estudio del tráfico ultramarino y sus problemas alguna alusión a su instrumento básico, es decir, al navío. Sin embargo, tales alusiones no han logrado la extensión ni pormenorización precisas para elaborar la historia del navío mercante. Quizás la vinculación del navío de guerra, por una parte a una tecnología más completa (especialmente conectada al progreso de la artillería naval) y, por otra, al orgullo militar y político (y de su mano a la burocracia de la administración), le han asegurado mayor atención por parte de los investigadores de la historia de la construcción navalNota 1). El mercante, por el contrario, a pesar del papel esencial para la cultura de Occidente y, muy en particular, para la historia de su expansión, no ha merecido más que ojeadas superficiales. Es obvio que no puedo pretender aquí suplir esa laguna, pero tal vez resulte útil aportar algunas notas acerca del por qué. Un estudio que intentara esclarecer los procesos de producción de navíos mercantes en el período que nos ocupa, se enfrentaría de antemano con dos dificultades poco menos que insalvables y puestas ya de manifiesto muchas veces. En primer lugar, la rareza y excepcionalidad de la documentación necesaria, provocada tanto por la pequeña entidad, multiplicidad y dispersión de los astilleros (reducidos en la mayoría de los casos a talleres locales) como por la generalización, al parecer, del contrato verbal entre el constructor y el propietario. En segundo lugar, la extensión desmesurada que presenta la dispersión europea de los puntos de origen de una flota mercante, como la de la Carrera, constituida mayoritariamente, como veremos más adelante, por navíos de procedencia extranjeraNota 2). Es cierto que desde comienzos del siglo XVII los gobiernos comenzaron a preocuparse por controlar más de cerca la industria de la construcción naval, intentando regular, a través de ordenamientos legales, la configuración y el tamaño que debían tener los navíos. Un ejemplo particularmente notorio a este respecto lo constituye nuestro propio país, en el que, en el transcurso de esta centuria, se promulgaron hasta cinco Ordenanzas de fábrica (1607, 1613, 1618, 1666 y 1679) fijando las características técnicas y dimensiones deseables para los navíos destinados a la CarreraNota 3). Qué duda cabe que estas ordenanzas nos proporcionan valiosos datos acerca de los principios que regían la arquitectura naval y el cómo debían construirse los barcos; sin embargo, ignoramos cual pudo ser su efectividad real y también si con ellas se puso fin al individualismo de las tradiciones artesanales por el que hasta entonces se había regido la construcción naval, no sólo en España sino en toda Europa. En estas circunstancias, en mi opinión resultará más clarificador considerar el navío como un instrumento mercantil más, estrechamente vinculado con el movimiento de mercancías, los seguros, los riesgos y, en general, su papel en el conjunto de la legislación del comercio con América. Será desde estas perspectivas como abordaré aquí el tema y ello me condiciona a ocuparme de dos factores fundamentales: la procedencia u origen de fabricación de los navíos (cuestión evidentemente notoria en un sistema mercantilista con pretensiones de monopolio irreductible) y su capacidad de carga (que afectaría directamente al volumen de comercio). En ambos casos se generó una preocupación estatal de cierta importancia, reflejada en distintas disposiciones legales que conforman un cuadro revelador, independientemente de que, una vez más, su cumplimiento estuviese condicionado por los bandazos de la práctica utilitaria e incluso de la picaresca.

Comenzaremos con el tema de la procedencia de los navíos y su ordenamiento legal. Según Antúnez y Acevedo no existe constancia de resolución alguna dictada en los primeros cincuenta años que siguieron al Descubrimiento (la primera data, en efecto, de 1540 y sólo la conocemos por referencias indirectas) en la que se ordenase, expresamente, la obligatoriedad de la fábrica española para los navíos que hiciesen la Carrera. Aun así, parece que desde los inicios de este tráfico se dio por sobreentendido que todas las embarcaciones que en él interviniesen habrían de ser “naturales” en un doble concepto: “uno el de pertenecer en propiedad o dominio a vasallos españoles, y el otro el de ser construidas en estos reynos"Nota 4).

Respecto a la observancia y vigencia del primero de estos requisitos, no parece que debamos albergar mayores dudas, ya que, como vimos en su momento, fue una constante de la política colonial española mantener tajantemente el principio de no permitir la injerencia de extranjeros en los tratos comerciales con sus dominios ultramarinos. A tenor de esta exigencia,

 

es pues claro —como puntualiza el propio Antúnez y Acevedo— que los navíos de este comercio debieron ser siempre de dominio español, pues si perteneciesen en propiedad a extrangeros, no podría impedirse que éstos tuviesen interés en el trato y negociación de las Indias, ya en los fletes, y ya en los demás aprovechamientos de capitanes, maestres y pilotos (...) siendo lo regular y práctico que los capitanes no dexen el mando de su baxel aunque lo fletenNota 5).

 

Por lo que se refiere, a su vez, a la obligatoriedad de que todos los navíos fuesen de fabricación española, no podemos afirmar, en cambio, otro tanto, ya que por razones de índole diversa (entre las que destaca la propia incapacidad de nuestra industria naval, pronto puesta de relieve), desde fechas tempranas hubo necesidad de mantener una política más flexible y tolerante, acorde a las posibilidades reales del país. Es más, se ha llegado a sugerir que este último requisito no llegó a imponerse casi en ningún momento y que incluso en las primeras expediciones que zarparon con destino al Nuevo Mundo figuraron ya algunas naves de procedencia extranjeraNota 6). Sin embargo, investigaciones posteriores parecen venir a demostrar que no fue sino hasta el último tercio del siglo XVI cuando la presencia de navíos extranjeros en las rutas de la Carrera comenzó a adquirir una cierta significación e importancia. Desde luego, así lo atestiguan los datos aportados por Chaunu, que retrasan esa presencia hasta la década de los setentaNota 7), coincidiendo, justamente, tanto con el derrumbe de la hasta entonces pujante industria naval españolaNota 8) como con la promulgación, por vez primera, de una real cédula de 24 de mayo de 1571 admitiendo el empleo de “urcas esterlinas” y “filibotes” en la Carrera, caso de no conseguirse suficiente número de embarcaciones nacionalesNota 9). Posteriormente, por otra real cédula de 5 de julio de 1599 se permitió a estos navíos de origen extranjero transportar provisiones a La Española, siempre que viajasen en compañía de las flotas y fuesen “de naturales de estos reynos, y se naveguen con gente que lo sean”Nota 10). En realidad, todos los datos disponibles parecen apuntar al reinado de Felipe II como el momento en el que, por una parte la escasez cada vez más pronunciada de navíos españoles y, por otra, los apremios de las finanzas reales condujeron a que la concesión de licencias a navíos extranjeros fuese generalizándose, hasta convertirse en recurso poco menos que indispensable con vistas a garantizar el mantenimiento de unas relaciones regulares con aquellos dominiosNota 11).

A comienzos del siglo XVII, la preocupación ya reseñada del gobierno por relanzar la industria naviera hizo que, en más de una ocasión, se intentase reaccionar contra tal estado de cosas, volviendo al rigor de los primeros tiempos. Así lo entiende, al menos, Antúnez y Acevedo, quien se refiere a un auto acordado del Consejo de Indias (resultado de una consulta hecha el 8 de julio de 1608) en el que se exponían los graves perjuicios que acarreaba la concesión de licencia a navíos extranjeros y fruto del cual fue el decreto de 22 de marzo de 1613 resolviendo “que se observara puntualmente lo dispuesto cerca de estos en las Ordenanzas de la Casa de la Contratación y de las fábricas de navíos de 1567 (...) [y que] por ningún caso se excediese de dichas ordenanzas, por los inconvenientes que han resultado de admitir extrangeros (barcos) en la navegación de la Carrera de Indias”Nota 12). No obstante, tales tentativas resultaron estériles, ya que, no en vano, la propia Corona, en su afán por obtener recursos donde fuese, era la primera en violar el espíritu de las leyes. A mayor abundamiento, dado que las prohibiciones se dejaban de cumplir con la misma frecuencia que eran renovadas, desde mediados de la centuria no le quedó más remedio al Consejo de Indias que rendirse a la evidencia de los hechos. Refugiándose en una especie de “resignación filosófica”, adoptó el ancho criterio de que “en la persecución del bien público debían tomarse en cuenta las circunstancias del momento, por donde en ocasiones era menester prescindir del rigor de las leyes”Nota 13). Por consiguiente y desde entonces, no hubo inconveniente en admitir, abiertamente y sin paliativos, que la exclusión de los navíos extranjeros de la navegación atlántica resultaba de todo punto imposible. Esta situación alcanzó su momento más crítico en los primeros años del siglo XVIII, en que llegó a ser tal la falta de navíos españoles y la dependencia respecto a los extranjeros que fueron flotas francesas las encargadas no sólo de vigilar y defender aquellos territorios sino, además, de canalizar la práctica totalidad de nuestro comercioNota 14).

Ahora bien, con la consolidación definitiva de la nueva dinastía borbónica y su inspiración rígidamente mercantilista, de nuevo se va a intentar dar marcha atrás y reaccionar contra la peligrosa situación en que se había desembocado. Por ello la reglamentación del tráfico que se llevaba a cabo con el Proyecto para Flotas y Galeones de 1720 es tajante al respecto. En el capítulo primero se dice textualmente que

 

todos los navíos que huviesen de navegar a América ayan de ser fabricados en Astilleros de mis Dominios, sin que con ningún pretexto, ni por medio de indulto alguno se dispense, ni permita este tráfico o navegación, en navios de fabrica extrangera lo que solo he tenido por bien se permita en aquellos vasos, que hasta aquí están poseídos de españoles vasallos míos (...) en inteligencia de que después que se hayan extinguido, y quedado incapaces de servir los buques, que ahora tuvieren comprados, haziendolo justificar, no ha de poder admitirseles ninguno de fabrica extrangeraNota 15).

 

Pero como las leyes no hacían navíos, a pesar de la rigidez de la orden, la necesidad impuso su fuero y, a partir de 1725, comenzaron a fluir peticiones de licencia por parte de propietarios de navíos de origen extranjero. Fueron aceptadas en su totalidad, si bien la Corona decidió hacerse pagar su “flexibilidad”, elevando de 33 a 100 reales de plata el canon exigido por cada tonelada de “permisión”, en estos navíosNota 16).

Ninguna otra disposición en sentido contrario se produciría ya hasta la promulgación del Reglamento para el Comercio Libre de 1778. Por él, una vez más, se volvió a insistir en la prohibición del uso de navíos de fábrica extranjera, concediéndose, no obstante, un plazo de dos años para que todo el que lo desease pudiese proveerse de alguna de estas embarcaciones, ya que, finalizado el mismo, “solo quedaran habilitadas las de construcción extrangera que hasta entonces se huvieren matriculado, y no se admitiran otras en adelante que las de fabricación española”Nota 17).

Al margen, ahora, de la legislación, un análisis estadístico nos permitirá aproximarnos a la realidad empírica del problema. Disponemos al efecto de tres bloques cuantificados, que cubren la casi totalidad del período aquí estudiado, aunque el alto grado de indeterminación que presentan las cifras en algún caso nos impide establecer una secuencia homogénea con todos ellos. El primero de estos bloques y también el que mayores problemas de interpretación plantea es el que nos ofreció, en su día, P. Chaunu para el período 1504-1650Nota 18). Teóricamente incluye a un total de 4.086 navíos (de los 17.928 que fueron y/o vinieron de América en este siglo y medio) pero, de ellos, 2.790 aparecen inscritos bajo la “inquietante” rúbrica de “navíos de procedencia no especificada o, si se especifica, de la España del Norte”; los 1.296 restantes se distribuyen de la siguiente forma: 142 de Andalucía y Canarias; 745 de la América española (603 de las Antillas y 142 del resto del continente) y 409 extranjeros (169 de Portugal; 19 de Italia; 64 de Francia; 29 de los Países Bajos; 10 de la Europa del Norte; 54 de las Islas Británicas y 643 sin especificar). Tal y como se nos presentan los datos, es evidente que no existe posibilidad alguna de precisar cuántos de los 2.790 navíos comprendidos en la primera rúbrica (y que representan el 68% del total de la muestra) eran, realmente, de procedencia española. Tampoco resultaría eficaz intentar obtener conclusiones de ningún tipo a partir de una muestra con tanta capacidad de enmascarar el conjunto como la que integran los navíos cuya nacionalidad aparece atestiguada. Tal vez, pues, en estas circunstancias, lo más conveniente será limitarnos a dejar constancia de las cifras, valgan lo que valieren.

El segundo bloque cuantificado lo debemos a L. García Fuentes y cubre el período de 1650-1700; en él se recoge el origen, según fábrica, de un total de 775 navíos de los 930 que viajaron en esos años. Conviene aclarar, puesto que así lo hace el autor, que estas cifras no corresponden a “navíos distintos” sino a registros de salidas en las fechas consignadas; de esta forma un mismo navío puede figurar en este cómputo repetido tantas veces como “saliese” a la Carrera. Partiendo de esta situación encontramos los siguientes resultados: 289 procedían de astilleros españoles (156 de Vizcaya, 45 de Sevilla y 88 sin especificar), 211 de las colonias (53 de Campeche, 33 de Cuba, 5 de Maracaibo y 120 sin especificar) y 275 del extranjero (16 de Inglaterra, 99 de Holanda, 11 de Alemania y 149 sin especificar)Nota 19). Podría esperarse que el cuadro de proporciones de la procedencia de los navios que viajan no se separe demasiado del que resultaría si cada navío se computase sólo una vez. De ser así, estaríamos en presencia de un volumen de navíos de fabricación extranjera aproximándose a un tercio del total utilizado (concretamente, un 35'5% del total).

Por último, el tercero de los bloques anunciados procede de mi libro Cádiz y el Atlántico y está referido al período 1717-1778Nota 20) Comprende un total de 492 navíos mercantes (se han excluido los de guerra), de los que 109 eran de fabricación española (16 catalanes, 11 vizcaínos, 2 mallorquines, 1 sevillano, 1 valenciano y 78 sin especificar), 21 procedían de las colonias y 362 del extranjero (118 ingleses, 113 franceses, 51 italianos, 28 holandeses, 14 suecos, 8 daneses, 7 hamburgueses, 4 portugueses y 19 sin especificar). Para la correcta valoración de estos datos he de advertir que cada uno de estos navíos sólo se ha contabilizado una sola vez y, por tanto, los datos constituyen un “fichero” exacto y una radiografía de la procedencia de la flota mercante de la Carrera, independientemente de las veces que el navío en cuestión haya sido utilizado. Partiendo de las cifras reseñadas encontramos, pues, que en el transcurso de este período, aproximadamente las tres cuartas partes de la flota mercante de la Carrera (exactamente el 73'6%) estuvo integrada por navíos de procedencia extranjera. El dato es expresivo en grado sumo y viene a corroborar plenamente lo que el análisis de la legislación había dejado entrever: la insuficiencia de la industria naval española y, por consiguiente, la supremacía absoluta ejercida por los navíos de origen extranjero. Es más, si de la radiografía global pasamos a la contabilidad específica, año por año, constatamos que de los 61 años computados en la serie, en 22 los navíos de procedencia extranjera alcanzan porcentajes por encima del 73'6% ya reseñado; en 23 años representan entre el 60 y el 73% y en otros 10 se mueven entre el 50 y el 60%; únicamente en seis años descienden por debajo del 50%, con un mínimo absoluto del 38'7%, en 1764. No creo, por tanto, que merezca la pena insistir más sobre la claridad del fenómeno.

En cuanto a un análisis más pormenorizado de la procedencia exacta de los navíos que hasta ahora venimos encuadrando bajo las denominaciones globales de “nacionales” y “extranjeros”, no entiendo qué pueda aportarnos más utilidad que aquella a la que nos venimos refiriendo. La constatación de los países de origen de los navíos extranjeros, no constituiría sino el punto de partida de un estudio muy diferente, que nos explicara las motivaciones de las distintas cantidades y que, por el momento, no es posible realizar con la documentación disponible. Por lo que se refiere, a su vez, a los catalogados como “nacionales”, las pistas que el detalle de sus astilleros de origen pudieran ofrecernos, como un índice de la localización y capacidad de la industria naval española, quedan cegadas por la falta de precisión de los datos. Por de pronto ya hemos visto cómo para la totalidad del período 1504-1650 no se nos aporta la más mínima precisión acerca de los que se perfilan como los principales astilleros del país, es decir los vizcaínos, al quedar comprendidos en una denominación tan vaga como aquella de “navíos de procedencia no especificada o, si se especifica, de la España del Norte”; por lo que atañe a otras zonas, salvo contadísimas excepciones en que se citan localidades concretas (San Sebastián, Laredo, Sevilla o Sanlúcar), lo normal es que se utilicen “denominaciones de origen” tan genéricas como navíos “guipuzcoanos”, “de Castilla”, “gallegos”, “de Asturias”, “de Levante”, “de Canarias” o “andaluces”Nota 21). Y otro tanto sucede con los listados correspondientes a la segunda mitad del siglo XVII y al XVIII, sin olvidar que en este último caso, sin ir más lejos, del 72% de los navíos consignados como españoles ni siquiera se menciona su origen regional. Con un porcentaje tan alto de indeterminación es evidente que cualquier intento de extrapolar los datos conocidos al conjunto de la construcción nacional caería en el ámbito de la más absoluta imaginación.

Vamos a pasar ahora a una descripción de la tipología de estos navíos en la medida que la información disponible lo permite. Teóricamente deberíamos tener la posibilidad de establecer una tipificación de dichos navíos por su aparejo y forma; lo que normalmente llamaríamos sus características “técnicas”. Desafortunadamente, tal posibilidad constituyó ya en su día una barrera poco menos que infranqueable incluso para especialistas como P. Chaunu o F. Mauro y, desde entonces, los problemas siguen siendo los mismos; la ambigüedad de la terminología para designar los elementos claves del navío y la enorme variedad de medidas y posibilidades que se esconden bajo denominaciones aparentemente idénticas, según se utilicen en países distintos pero incluso en astilleros distintos, hacen prácticamente imposible tal tipología. De hecho, cada país, solía adaptar los tipos más usuales a sus propias necesidades, de modo que bajo una misma denominación técnica podían englobarse navíos con muy distintas proporciones. Así nos lo advierte ya, en el último tercio del siglo XVI, Escalante de Mendoza cuando comenta que venecianos, franceses, flamencos, ingleses, portugueses, castellanos o vizcaínos, “cada cual de por sí tiene inventada la mejor forma y gálibo de navíos que puede ser más acomodada para navegar sus mares, y navegaciones que ellos usan y navegan”Nota 22). Y aunque es cierto que en el XVIII existe una tendencia generalizada a unificar algunos aspectos de la arquitectura del navío (se simplifican los adornos del casco, se suprimen los alcázares y castillos, se refuerza la construcción, etc.), sin embargo, en cada país, continúa prevaleciendo una serie de criterios propios que servían para diferenciar los navíos nacionales de los extranjerosNota 23). Por otra parte, a efectos de su papel en la Carrera, estas variedades “técnicas” resultan poco menos que inoperantes, por cuanto no aportan ningún esclarecimiento sustancial en orden a la posible incidencia del barco sobre el tráfico, ya que no existe ninguna relación constante entre los elementos que integran lo que venimos llamando tipología técnica (es decir el aparejo y la forma) y la capacidad de carga. Suponiendo que sabemos con toda exactitud cómo es una fragata, resulta que, documentalmente, nos aparecen en la Carrera fragatas con capacidades tan variadas que recorren una escala desde 50 hasta 400 toneladas. Cualquier intento de relacionar la tipología técnica y la carga queda, pues, burlado.

Naturalmente existe un listado de “tipos” pero no es fácil atribuirles características definitorias. Para los siglos XVI y XVII ese listado comprendía balandras, barcos luengos, bergantines, carabelas, fragatas, filibotes, galeones, galeras, galeasas, galizabras, gabarras, naos o navíos, pataches, pingues, polacras, saetías, tartanas, urcas y zabras; en el XVIII se reduce el muestrario y junto a navíos, fragatas, saetías, bergantines, pingues, polacras, balandras o tartanas, de la época anterior, aparecen, como “novedades”, paquebotes, goletas, jabeques y quechemarinesNota 24). El reparto entre toda esa “fauna marítima“ del número de palos, velas de toda geometría, cubiertas, etc. resulta un cierto jeroglífico que no da información ni sobre las dimensiones ni sobre la capacidad ni el tonelaje; cualquier relación es posible y en consecuencia su eficacia para dilucidar algún tipo de impacto sobre el tráfico, inexistente.

Por todo ello, una vez “razonada” la inoperancia, desde un punto de vista económico, de esta posible tipología en función de las características técnicas del navío, pasaremos a intentar una tipificación por tonelaje, única realmente eficaz, a nuestro modo de entender, en orden al volumen del tráfico.

Desde luego que la posibilidad de calcular el tonelaje de un barco de esta época tampoco ha resultado una cuestión baladí; la dificultad reside en que nuestro concepto actual del tonelaje de un navío como expresión del peso que desplaza y del suyo propio, no es aplicable a los siglos de la Carrera. En ese tiempo el concepto de tonelada mide la capacidad de carga y su volumen. Simplificando, podemos quedarnos con el fundamental, que es la cubicación del navío, lo que nos aproximará a su capacidad de carga. Tal unidad de medida se denominó tonelada de arqueo y equivalía, desde 1.590, a 1,518 metros cúbicosNota 25). En la época fue definida como equivalente al espacio de “dos pipas, o al de ocho codos cúbicos medidos con el codo Real lineal de 33 dedos, de los que una vara Castellana tiene 48, o como más vulgarmente suele explicarse, de dos tercias de vara Castellana, y un treintadosavo dellas”Nota 26). En el siglo XVIII, la definición, sustancialmente idéntica, tenía alguna mayor precisión “visual”,

 

ocho codos reales cúbicos, la cual es una capacidad de cualquier modo que se distribuya a la de cualquiera de las distintas partes de la bucosidad de la nao, equivalente a un vacío cuadrado igual por todas partes que tenga dos codos reales por cada una de las tres medidas de longitud, latitud y elevación, de suerte que multiplicadas entre sí (...) ajustan los referidos ocho codos cúbicos de que consta y ha de tener de capacidad la tonelada. La medida de este codo real son treinta y tres dedos lineales de los cuarenta y ocho que hacen una vara castellanaNota 27).

 

Sabido esto, debería ser fácil la operación de “arquear” un buque; nada más lejos de la realidad. Hasta hace poco conocíamos al menos ocho sistemas utilizados para tal operación, cuatro para el siglo XVII (los de las Ordenanzas de 1607, 1613, 1618 y el del libro de Tomé Cano) y cuatro para el siglo XVIII (los de las Ordenanzas de 1728, 1737, 1738 y 1742), a los que recientemente se han unido otros cuatro para el período comprendido entre 1552 y 1580Nota 28), sin olvidar que las dimensiones prácticas del codo han dado lugar a tensos debates historiográficosNota 29).

La realidad es que el punto de partida, obvio por otra parte, era disponer de las medidas claves cuya relación aritmética debería dar el “vaciado cuadrado” al que aludíamos antes; tales medidas eran la eslora, la quilla, la manga, el plan y el puntal. No reproduzco la terminología de la época explicando cómo se habían de tomar estas medidas porque casi cada término exigiría el uso de un diccionario especializado (“de adentro del forro de la proa junto al branque al codastro”; “de estopa a estopa”; “desde el soler”; “por la quaderna maestra y se ajustará la medida con las señales que estan en la escoa”,...). Teniendo las medidas se aplica una fórmula harto compleja cuyo resultado daría las toneladas que arqueaba el navío en su bodega; luego, para obtener el tonelaje total, se añadía un 14% por todo el espacio que quedaba entre cubierta y alcázares, salvo que la dimensión de sus entrepuentes no alcanzase un cierto mínimo, en cuyo caso sólo se aumentaría el 10%; con todo, esta última “regla” tenía numerosas excepciones —según que las embarcaciones tuviesen “más mura que manga”, fuesen “estrechas en la mura y quadra”, etc— que complicaban aún más el cálculoNota 30). En cualquier caso el resultado final nos da el “tonelaje de arqueo” y con ese dato aparecerá en los “registros” de la Casa de la Contratación.

Partiendo, pues, de este dato, registrado, es posible establecer una tipología de menor a mayor que debería aproximarnos a la capacidad de carga de cada navío (aunque nunca puede saberse si tal capacidad se agotaba en cada caso o en qué proporción la cubría la carga). Para el período estudiado por Chaunu (1504-1650) no tenemos una distribución barco por barco pero sí la tendencia del tonelaje de arqueo medio; según dichos datos hasta 1520 tal tonelaje medio se mantuvo ligerísimamente por debajo de las 100 toneladas (99'3); entre 1521 y 1550 se movió entre las 100 y 150 toneladas; entre 1550 y 1600 osciló entre las 150 y las 250 toneladas y entre 1600 y 1650 entre las 250 y las 300 toneladasNota 31). Aunque estas cifras no resultan exactamente una tipología, nos ayudan, no obstante, a conocer el “tipo medio de capacidad” de los navíos utilizados en la Carrera durante esta época. Por lo que se refiere, a su vez, a la segunda mitad del XVII y al XVIII, los datos aportados por García Fuentes y por mí mismo (aunque con las matizaciones ya reseñadas al tratar de la tipología según fábrica) permiten establecer el siguiente cuadroNota 32):
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Sobre estos datos resulta evidente que a lo largo del período aquí contemplado predominó en la Carrera el navío de mediano tonelaje (entre 100 y 500 toneladas) apoyado, por abajo, por el pequeño. En efecto, para la segunda mitad del XVII los navíos con tonelajes comprendidos entre las 100 y 500 toneladas representan el 77% del total, cifra que se eleva hasta el 92'3% si les añadimos los situados por debajo de las 100 toneladas; en el siglo XVIII los comprendidos en el primer grupo suman el 76'1%, porcentaje que sube hasta el 90'3% si les unimos los inferiores a las 100 toneladas, reproduciéndose casi al decimal la situación anterior. En este último período y como era de esperar, este 90% que representan los navíos de mediano y pequeño tonelaje efectuó el 79% del total de los viajes registrados en el transcurso de esos años (1.754 sobre un total de 2.219 viajes).

Por escuetas que resulten estas cifras son útiles para comprender los problemas medios del tráfico en cuanto a volumen transportado y frecuencia “obligada” del transporte. Frente a las dos opciones posibles, pocos viajes transportando mucho volumen (reduciendo los riesgos del tráfico que se multiplican con la frecuencia) o muchos viajes transportando poco, es evidente que en la Carrera primó ésta última y que ello incidió en las peculiaridades del nivel de abastecimiento del mercado americano y en los problemas de la defensa del transporte.

La gente del mar y gentes en el mar

A poco que nos detengamos a pensar y pese a que los protagonistas de la Carrera (como hecho comercial) fueron siempre los mercaderes, resulta evidente que el deus ex machina, real, estuvo conformado por un conjunto de hombres, heterogéneo y variopinto, que tenía literalmente en sus manos navíos, mercancías y mercaderes: la gente del mar. Mientras nos mantengamos en esa denominación no sobrepasaremos las fronteras del profesionalismo (real o supuesto, que ésa, como veremos, es otra cuestión) y estaremos refiriéndonos a tripulaciones, civiles o militares, aunque, en la época, la línea divisoria entre ambas se cruzaba con tanta frecuencia y facilidad que más conviene a situaciones coyunturales que estructurales. Pero debemos ampliarla, en la medida en que los navíos “contenían”, a más de las tripulaciones, pasajeros de todo tipo y condición; desde el mercader al fraile, pasando por el funcionario, el emigrante (forzado, aventurero, iluso o ambicioso) o el simple viajero de voluntad o necesidad. Verdaderamente estos no fueron jamás gente de mar sino gente en el mar.

Las circunstancias materiales que rodearon la presencia de estos hombres en la Carrera, sobre todo embarcados, ha suscitado y todavía lo hace (e incluso con más fuerza, por el desarrollo de líneas historiográficas preocupadas por las conductas cotidianas y su avatar) una cierta fascinación. No es fácil separar su actividad e incluso su anécdota vital del halo de lo excepcional, aventurero, peligroso y pintoresco. Pese a ello, la dificultad de rastrear las fuentes y la parquedad de la información media, al respecto, en ellas, hace que predominen referencias estadísticas, salpicadas, solamente, de puntuales descripciones sobre la vida a bordo. Para las primeras, como era de esperar, por el carácter básicamente administrativo de la documentación, predominan las de tipo militar; para las segundas, algunas piezas literarias de testigos in situ que no faltan nunca (leídas en recto o en oblicuo, según la capacidad e intencionalidad del usuario) y entre las que la famosa carta de Eugenio de Salazar al licenciado Miranda (1573) se alza, en justicia, con el protagonismo absoluto, seguida muy de cerca por el Arte de Marear de fray Antonio de Guevara (1539), si bien su contenido se refiere a la navegación mediterránea. Desde luego, la nómina puede ampliarse algo con otros documentos puntuales de testigos directos o de referencias indirectas, mejor o peor contrastadas o imaginadas; el Tratado de Vázquez de Espinosa (para el desastroso viaje de la flota de 1622), el Diario de Fray Tomás de la Torre ( 1544), el Libro de la vida y costumbres de A. Enríquez de Guzmán, la autobiografía de Alonso de Contreras o el Diálogo entre un vizcaíno y un montañez (1635) son los utilizados con mayor profusiónNota 33). Como bibliografía clásica, de obligada referencia, tres nombres indiscutibles: Veitia Linaje, M. Fernández de Navarrete y C. Fernández DuroNota 34). Se perfilan así dos cuadros de información bien diferentes: el de la estadística, que va evolucionando hacia una reconstrucción sociológica de los profesionales de la Carrera (con documentación de carácter político-militar) y el de la vida a bordo (tanto en mercantes como en los buques de guerra que los escoltaban), de más difícil reconstrucción y que tiene como variables más nutridas el estudio de la dieta y la enfermedad.

Nuestra atención se centrará, por razones obvias, en el hombre de mar y el pasajero de los barcos mercantes, aunque ya queda dicho que, salvo en los obligados matices que en jerarquías o conductas establece el carácter de un barco de guerra, las diferencias de modo de vida no son en absoluto espectaculares.

El organigrama profesional de un mercante de la Carrera no era más que el producto lógico del cruce entre los medios y los fines. Ante todo el navío debe ajustarse, mejor o peor, a una ruta y llegar a un puerto determinado: ésa es la misión del Piloto y, en este sentido, se convierte en el hombre clave de la gente de mar. En efecto, su función primordial consistía en fijar el rumbo y manejar la nave. Según Escalante de Mendoza, cinco eran las cosas fundamentales que necesitaba saber el piloto en la mar: fijar y leer un compás o aguja; fijar un rumbo y cartografiarlo, estableciendo con el astrolabio la altitud del sol y con la ballestilla la de la estrella polar; las características de los vientos y los cambios que sufrían con las fases de la luna; la forma de disponer las velas para responder al viento y el rumbo que debía seguirse para llegar al puerto de destinoNota 35). Entre sus obligaciones durante la travesía figuraban, además, comprobar que el timonel seguía el rumbo por él fijado, que los marineros velaban durante sus guardias y que el calafate inspeccionaba las bombas de achique al menos una vez durante cada guardiaNota 36).

Su autoridad en lo que concierne a su cometido era absoluta y también su responsabilidad; esto fue así siempre y ya lo era en la época de Alfonso X en cuyas Partidas se recogían figura, capacidad y responsabilidad. Veitia reproduce el texto en cuestión, en parte porque los juristas del XVI ya lo consideraron como el cuerpo legal de referencia, incluso en lo que atañía a las pruebas que debían superar y que estaban a cargo de la Casa de la Contratación desde 1508Nota 37). En las instrucciones que dicha institución expidió a Américo Vespucio se refería a ello con toda claridad y rigor:

 

...mandamos que todos los pilotos de nuestros reinos e señoríos (...) que quisieran ir por pilotos en dicha navegación, sean instruidos e sepan lo que es necesario saber en el cuadrante e astrolabio para que junto la práctica con la teoría se puedan aprovechar dello en los viajes que hicieren en las dichas partes e que sin lo saber, no puedan ir en los dichos navios por pilotos (...) sin que primero sean examinados por Vos Merigo Vespuchi Nuestro Piloto Mayor e le sea dada por Vos carta de examinación y aprobación (...) con la cual carta mandamos que sean recibidos e tenidos por pilotos expertos doquier que la mostrarenNota 38).

 

Por el texto se advierten tres características que conciernen de forma esencial al Piloto de la Carrera: que necesitaba un título expedido por la máxima autoridad científico-técnica de la Casa de la Contratación, que era su Piloto Mayor; que tal título requería un aprendizaje teórico que podía obtenerse en la misma institución y por medio de su Piloto Mayor; que la capacitación requería unas pruebas que debían ser superadas. La figura del Piloto Mayor, desde Américo Vespucio que fue el primero, se consolida, así, como el único responsable y garante del pilotaje de la Carrera, por la vía ordinaria. Ciertamente y sobre el papel, la lista de Pilotos Mayores de la Casa en el siglo XVI no admite un pero (Américo Vespucio, J. Díaz de Solís, Sebastián Caboto, Alonso de Chaves, Rodrigo Zamorano y A. García de Céspedes); sin embargo, el enorme poder fáctico de que disponían, la abundancia de aspirantes al título de Piloto y la relativa “privacidad” de sus funciones docentes dieron lugar a abusos notorios. La mayor parte se derivaron del hecho de ser, a la vez, maestro (compartiendo esta actividad con otros, ya que la Casa no ejercía el monopolio de la enseñanza) y examinador (que, en cambio, no tenía ninguna alternativa, puesto que la Casa disponía en este aspecto de un monopolio absoluto). Por todo ello, en las Ordenanzas de 1552 se cambiaron estas disposiciones: el Piloto Mayor quedó apartado de la docencia directa y los exámenes se rindieron ante un tribunal que, aunque le incluía, hacía participar también a los Cosmógrafos de la Casa y hasta un máximo de seis pilotos experimentados (de los que se hallasen por entonces en Sevilla)Nota 39).

Otros requisitos exigidos para ser recibido como Piloto fueron: ser español de nacimiento o naturalizado; tener cumplidos veinticuatro años; una experiencia mínima en la Carrera de seis años; haber asistido a conferencias de cosmografía durante dos meses (que era la única instrucción académica exigida oficialmente) y tener conocimiento preciso de la ruta específica en la que aspiraba a titularse como Piloto, ya que el título no era general y cada ruta (Nueva España, Tierra Firme, el Caribe, etc.) exigía un examen ad hoc. La importancia de la formación científica de los Pilotos en relación a su responsabilidad (humana y económica) se reflejaron en la constante atención estatal que merecieron y que cristalizó tanto en el establecimiento de una Cátedra de Cosmografía en Sevilla desde 1552 como en la permanente vigilancia de los abusos que, pese a todas las disposiciones, dimanaban de la cada vez más numerosa red de oportunidad de corrupción para los examinadores. Las tentaciones procedían, además, de otra característica que estaba vinculada al cuidado de la Casa y también en régimen de monopolio: la fabricación y autentificación de cartas de marear e instrumentos de navegaciónNota 40).

Desde el punto de vista de la legislación, cada nave debería llevar dos pilotos, lo que se conseguía con facilidad desde el momento en que el Maestre (al que nos referiremos más adelante) solía ser también Piloto, hasta el punto que un Piloto examinado alcanzaba ipso facto la capacidad jurídica para ser Maestre sin que existiese reciprocidad en el sentido contrario. El profesor Navarro García, en el estudio que dedica a la gente de mar en la Sevilla del XVI, atestigua documentalmente el grado de analfabetismo de algún candidato en época de penuria (cuando en el centro del siglo escasearon los aspirantes) así como la diversidad de su extracción social (antiguos capitanes de la Carrera, marineros con experiencia y hasta algún mulato libre, sin que faltaran hombres que se habían hecho ricos en la Carrera y alardeaban de patrimonios de 30-40.000 ducados, a más de cartas de hidalguía)Nota 41).

La exigencia legal de la graduación del Piloto y la de la Cátedra de Cosmografía sevillana desembocaron, de modo natural, en la edición de manuales científicos de navegación que se hicieron notorios, lejos incluso de nuestras fronterasNota 42). Los más famosos y divulgados fueron la Suma de geographia del sevillano Martín Fernández de Enciso editada en Sevilla en 1519; el Arte de Navegar de Pedro Medina (Valladolid, 1545) traducido pronto a casi todas las lenguas europeas y el Regimiento de navegación (Sevilla, 1552) del mismo autor; el Breve compendio de la sphera y de la arte de navegar (Sevilla, 1551) de Martín Cortés; el Itinerario de navegación de Escalante de Mendoza (1575); el Compendio de la arte de navegar de Rodrigo Zamorano (1581) y el Regimiento de navegación (1603) de A. García de Céspedes. La mayoría de estos autores fueron Pilotos Mayores de la Casa o Catedráticos de Cosmografía y sus obras estaban aún vigentes en el siglo XVIII.

La segunda figura profesional en importancia real aunque, en el navío, tuviese la máxima autoridad fue el Maestre. Con frecuencia era dueño del barco (en todo o en parte), socio principal o factor de mercaderes. Asumía toda la autoridad efectiva del navío y debía saber marcar un rumbo y utilizar los instrumentos normales de navegación. En 1534 se determinó exigirles un examen (del que, como se ha dicho, estaban exentos los Pilotos que quisiesen ejercer como Maestres) pero a partir de la década de los ochenta se prescindió de tal normativa siempre que se hiciese acompañar de dos pilotos examinados. Amén de sus obligaciones marineras (ocuparse del apresto y carenado del navío; asegurarse que llevaba suficiente tripulación, jarcias, velamen y aparejos de todas clases, etc.), el Maestre tenía otras puramente administrativas, como eran el abastecimiento y la carga del buque y que, poco a poco, fueron imponiéndose sobre las primeras. A comienzos del siglo XVII, Hevia Bolaños decía que la labor del maestre de un buque mercante era “vil” y la equiparaba a la de un posadero o un tabernero y es que, como comenta C. Rahn Phillips, “al perder su experiencia marinera, los maestres perdieron su lugar en la escala del mando naval y parte de su prestigio anterior”Nota 43). Quedaban obligados a las instrucciones de la Casa de la Contratación, como garantes del cumplimiento de todos los requisitos respecto al navío mismo, su carga, las tripulaciones y los pasajeros (lo que incluía detallada cuenta del destino de mercancías y metales preciosos de su navío pero también garantía de la fecha de salida, escalas, etc.), estando obligados a depositar fianzas entre los 10.000 y los 20.000 ducados de plataNota 44).

Bajo el Maestre y el Piloto se sitúa el Contramaestre. Con él entramos ya en una jerarquía puramente “práctica” obligada por el ejercicio de la imprescindible disciplina a bordo. Como lugarteniente del Maestre, el contramaestre es el “capataz” del navío y el que ejercita la autoridad del capitán (maestre) y se encarga de traducirla en eficacia, al igual que la del piloto. Antes de hacerse a la mar. su principal misión consistía en supervisar la carga y el almacenamiento a bordo de las provisiones, pertrechos y mercancías; ya en la mar, debía cuidar el mantenimiento del velamen y la jarcia. Una dotación mínima (que solía ser la más frecuente) se cerraba, en cuanto a niveles jerárquicos, con los Despenseros, encargados de todo lo concerniente al almacenaje, distribución y control de los víveres y señor absoluto de favores para su uso y consumo, así como el de los artilugios precisos para su elaboración (fogones sustancialmente). En los casos más completos se añaden dos cargos que no son exactamente hombres de mar sino en el mar: el Escribano (que se encarga de registrar y certificar todo cuanto acontecía en el viaje) y el Veedor (contable y cuidador de los caudales del Rey)Nota 45).

A partir de ahí todo lo demás es marinería (aunque algunos de ellos puedan haber sido enrolados por sus conocimientos de carpintería o calafateado), cuyos últimos escalones los forman grumetes y pajes. En los viejos tiempos en los que el pago de los servicios de la marinería se hacía en porcentaje sobre el beneficio del viaje (y que ya estaban en desuso en la Carrera), cada dos grumetes ganaban lo que un marinero y, equivalentemente, cada tres pajes; esta proporción da una idea de la valoración del trabajo de estos jóvenes (que, a veces, no eran más que niños). Sus tareas (además del aprendizaje lento) eran de asistencia y servicio pero también relacionadas con el cuidado del reloj de arena (que tenía que ser volteado cada media hora), el canto de las horas y de ciertas oraciones, etc.

Como profesionales estos hombres fueron pagados y disponemos de tablas bastantes homogéneas de sus salarios. Básicamente han sido ofrecidas por Hamilton y Haring sobre fuentes militares; el marinero se iguala con el soldado raso y las jerarquías se emparejan, si bien la nómina “militar” tiene más apartados que la mercante por la mayor variedad de grados y escalas. Para 1571, según Hamilton, el paje ganaba 25 ducados al año, 33 el grumete y 50 el marinero; las jerarquías subalternas, contramaestre incluido, 75 ducados anuales; maestres y pilotos estaban a la cabeza con 100 ducados anualesNota 46). Los datos de Haring señalan que el salario de la marinería no sufrió variaciones aparentes entre 1500 y 1550, en torno a los 30 ducados anuales; por el contrario, los pilotos y capitanes, que a comienzos del siglo ganaban, en los casos más favorables 67 ducados anuales, en 1550 habían subido a 125Nota 47). Este mismo autor estima que para 1633, los salarios habían subido considerablemente respecto a 1550 pero no lo hicieron demasiado respecto a 1571; en efecto, para 1633 el marinero estaba en 51 ducados al año y el piloto y capitán (siempre muy igualados) en torno a los 230 ducados al añoNota 48). Naturalmente estos salarios no tenían mucho que ver con los 2.200 ducados al año que solía ganar un general de flota a mediados del XVI y que, en el XVII, estaba ya por encima de los 4.000.

A los salarios de la tripulación hay que añadir el mantenimiento que recibían y que podría evaluarse en torno a los 12 ducados anuales. Con todo, el cálculo de los salarios siempre es más complejo, pues más que a unidades temporales solía relacionarse con el tonelaje del buque, la distancia y la duración del viaje, que incluía la estadía; de este modo, el salario por un viaje “redondo” solía triplicar al de uno de sólo ida o sólo vuelta. Su relación con el tiempo-año es siempre de difícil ajuste, aunque en circunstancias normales un viaje “redondo” estaba más cerca de los trece meses largos que del año. En el transcurso del siglo XVIII estos tiempos se alargaron notablemente promediando los dieciocho meses. Mis datos para esta centuria se ajustan precisamente a viajes y no a salarios-año. Con estas precisiones la marinería ganaba, en viaje redondo, entre un mínimo de 80 pesos (si el destino era Cuba) y un máximo de 300 (si era Buenos Aires); el promedio se sitúa alrededor de los 130 pesos. Grumetes o mozos se contrataban por un tercio menos y la oficialidad entre un 150 y un 300% más que la marinería; el piloto negocia su sueldo con el capitán. A estas cantidades se añadían las “primas” pagadas por trabajos extras (reparaciones de cualquier tipo) o demoras (estas últimas se evaluaban en 10 pesos por mes, y aquellas en 12 en los mejores casos)Nota 49).

El número de una tripulación no estaba fijado con exactitud aunque “oficialmente” existía un mínimo legal (Ordenanzas de 1552) en función del porte del navío: 30 hombres para los más pequeños (hasta 170 toneladas de arqueo), 48 para los medianos (entre 170 y 220 toneladas) y 61 para los mayores (hasta 320 toneladas); en la práctica este número sufría las oscilaciones que las circunstancias imponían, casi siempre a la baja. La proporción se mantuvo prácticamente inalterable a lo largo del tiempo y seguía siendo la misma en el XVIII aunque se nota una tendencia al aumento; en efecto, sobre una muestra de 92 navíos mercantes que navegaron en la Carrera entre 1717 y 1765, el promedio para los inferiores a 100 toneladas fue de 32 tripulantes; 52 para los menores de 200 toneladas y 64 para el bloque comprendido entre las 200 y las 300 toneladas; a partir de 300 y hasta 500 toneladas se necesitaban casi 90 hombres, que subían a 130 pasando los navíos de 600 toneladas y hasta 160 cuando el navío rondaba las 1.000 toneladas. Dado que son los navíos de tonelaje medio (entre 200 y 500 toneladas) los que predominan en la Carrera, es por ello que podemos establecer que el tipo medio de tripulación más abundante se establece por encima de los 60 hombres y por debajo de los 100; el promedio exacto sería de 71 hombres. A su vez, la composición de estas tripulaciones resulta absolutamente estable: un capitán, un maestre, dos pilotos, un contramaestre, un guardián, un condestable, un despensero, un carpintero, un calafate, un cirujano, un barbero, un sangrador, un escribano y un capellán; luego los marineros, grumetes y pajes, en proporción, siendo norma general que el número de grumetes duplique al de marineros y que el de pajes se mueva dentro de unos límites muy estrechos (entre 4 y 8)Nota 50).

Este complejo humano, que denominamos tripulación, representa un peso adicional que Chaunu llama peso-motor y que viene dado por la acumulación de los productos necesarios para su subsistenciaNota 51). Ello nos lleva a referirnos, aunque sea brevemente, al tema de las vituallas y las raciones. Aunque los datos de que disponemos han sido proporcionados casi en su totalidad por documentación de naves militares, no existió diferencia significativa con las mercantes, de modo que podemos asegurar que son datos útiles y bien contrastados.

La alimentación en el navío estaba condicionada, de un modo determinante, por el factor tiempo y, lógicamente, por la capacidad de resistencia de los alimentos a la corrupción. Para la época no existía otra posibilidad real que la salazón y la legumbre; incluso éstas, con la duración media de un viaje simple (40-50 días), la humedad, el calor y los animalillos depredadores, no garantizaban, en absoluto, el estado de conservación. Junto a ellas se recurría, de antiguo, al bizcocho, una variedad de pan-galleta, cocido dos veces y resistente al deterioro, al menos en mayor medida que el pan normal. El agua, el vino, el aceite y el vinagre completaban el cuadro mínimo de vituallas, aunque conviene añadirle, en circunstancias muy favorables, cebollas, ajos, especias y confituras; la fruta y la verdura, no deben considerarse más que lujos de primeros (y aun muy primeros) días; otros frutos más duraderos se guardaban o bien para dietas de “calidad” o para enfermos: pasas, castañas y almendras. Un último elemento lácteo, el queso, consiguió un puesto relevante, como una de las cuatro columnas del aprovisionamiento a bordo, junto con las salazones, la legumbre y el bizcocho. La salazón, por su parte, presentaba las variedades características: la de carne (predominantemente cerdo) y la de pescado (el “abadejo”, prácticamente al 100%). La presencia de animales vivos a bordo, como despensa ambulante, básicamente gallinas y carneros, no puede considerarse mucho más que una anécdota testimonial, habida cuenta que el espacio a bordo constituía un factor de limitación insuperable.

Las raciones habían sido rígidamente establecidas para las tripulaciones militares y el modelo transferido a los barcos mercantes. Las tablas de que disponemos apuntan, una vez reconvertidas las cantidades a nuestro sistema métrico, a una gran estabilidad desde el siglo XVI al XVIII, con pequeñas diferencias según la fuente. Serrano Mangas las ha resumido para la primera mitad del XVII pero su cuadro puede considerarse perfectamente válido para el siglo anterior si redondeamos las cifras. En resumen, tendríamos por hombre y día las siguientes cantidades: bizcocho, alrededor de 700 gramos; vino un litro y agua, dos; estos tres elementos y cantidades eran fijas cualquiera que fuese el tipo de “rancho”. De hecho había tres variedades: el de carne, el de pescado y el de queso, que, teóricamente, se iban alternando a lo largo de la semana. Cuando tocaba carne, a los tres elementos ya citados (bizcocho, agua y vino) se añadían un cuarto de kilo de tocino (denominación genérica que englobaba la canal completa del cerdo) y un puñado de arroz (en torno a 50 gramos); cuando tocaba pescado, el tocino y el arroz eran sustituidos por un cuarto de kilo de bacalao y el puñado correspondiente de legumbres (garbanzos y habas) más un dedal de aceite y otro de vinagre. Ambas variedades proporcionaban su pizca de sal y de ajos y la leña necesaria (700 gramos aproximadamente). Por último, el “menú” de queso consistía en sustituir la carne o el pescado por el correspondiente cuarto de kilo de queso y en torno a 300 gramos de aceiteNota 52). Sobre la documentación administrativa esto era todo, pero existen indicios de que, en realidad, esta dieta era toda la que correspondía a las raciones oficialmente tasadas, aunque, probablemente, deberíamos tener en cuenta, como ya advertimos, la presencia de otros alimentos de buen nivel de duración (miel, higos, pasas, castañas, granadas, limones, ...) de imposible cuantificación (aunque, previsiblemente, más propios de pasajeros adinerados que de marinería). Los estudios de los expertos han calculado que esta dieta aportaba entre 3.500 y 4.100 calorías diarias, es decir, por encima de las necesidades medias estimadas; otro problema distinto es el de la carencia de algunas vitaminas (A, B2, C) que podían producir defectos en la visión y la aparición del escorbuto, aunque en este último caso se precisaban tiempos de navegación superiores a las seis semanas y eso contando con deficiencias crónicas en la gente embarcada, lo que no solía ser el caso de España, en general, y de Andalucía en particularNota 53).

Por lo que atañe al siglo XVIII se mantuvieron los tres mismos tipos de dieta: carne, pescado y queso, aunque con predominio de la primera sobre las restantes; concretamente la de carne se administraba los domingos, lunes, martes y jueves, alternándose el tocino con carne salada de vaca o de puerco y el arroz con garbanzos, frijoles, chícharos o habas; la de pescado se servía los miércoles y los viernes, habiéndose reducido la cantidad de bacalao a 150 gramos; por último, la dieta de queso se mantuvo para los sábados, suministrándose 170 gramos de dicho producto. De hecho, las tres dietas resultan bastante equilibradas en cuanto a cantidad de alimentos, puesto que todas ellas dan un promedio casi exacto de 750 gramos por hombre y día de alimentos sólidos. Además de estas raciones ordinarias o de “bastimentos”, existían, como ya sabemos, las especiales, destinadas a los enfermos y que se componían de los siguientes géneros: 300 gramos aproximadamente de bizcocho; 50 gramos de sémola; un cuarto de kilo de carne de carnero cinco días a la semana y un cuarto de gallina los dos restantes; un huevo; 40 gramos de almendras; 50 gramos de pasas y 15 de azúcarNota 54).

Por lo que respecta al pasajero y su dieta, debe entenderse que la inmensa mayoría no subían sus propias provisiones a bordo (salvo algunas vituallas “complementarias”) sino que pagaban al contramaestre raciones iguales que las de la marinería. Sólo el viajero de alto nivel podía viajar con su propio abastecimiento o compartir las raciones de la oficialidad. No existían, pues, diferencias drásticas, aquí, entre profesionales y viajeros.

Para unos y otros el viaje en la Carrera era muy duro. Los profesionales, aunque habituados, no eran inmunes ni al apiñamiento ni a la obligada suciedad, ni a la climatología hostil (en barcos donde todo el trabajo se realizaba al aire libre menos el del piloto) ni al acoso de la enfermedad. Con mayor razón si tenemos en cuenta que muchos de estos supuestos profesionales no eran más que emigrantes, sin recursos para pagar el pasaje, que se enrolaban con la firme intención de desertar en cuanto tocasen tierra americana; en estas condiciones podían ser tan inexpertos frente al mar como cualquier pasajero. Estos últimos, multiplicaban la incomodidad con el mareo, el hacinamiento, la falta de habituación al régimen de comidas, el miedo, la ausencia absoluta de privacidad, incluso para las operaciones fisiológicas naturales y la convivencia con una marinería que les resultaba no solo extraña sino probablemente hostil: no entendían su jerga, no soportaban que los tratasen como estorbos ni tener que entregar su libertad y su vida en manos de semejantes sujetos que habían adquirido fama de constituir un mundo aparte, mirado siempre con recelo cuando no con miedo y desprecio. En opinión de los estudiosos, menos del 50% de los pasajeros habría estado en condiciones de pagar un espacio propio en el navío pero, en cualquier caso, difícilmente la oferta era suficiente incluso para ese porcentaje. Los mejores espacios ya los ocupaban la jerarquía de la tripulación y el inevitable funcionario de alto nivel que viajase; de todos modos estamos hablando de “camarotes” de dimensiones tan ridículas que casi resultaban increíbles (un metro cuadrado por uno y medio de altura, en promedio). En estas condiciones el viajero, que había tenido que llevar su jergón, se acomodaba donde podía o resistía. Para todos ellos la experiencia resultaba traumática y difícilmente olvidable. Con todo, procuraban sobreponerse y “reconstruir” (en la medida de lo posible y cuando las circunstancias climatológicas se ponían de acuerdo con el calendario litúrgico) retazos, a lo menos, de la vida en tierra: fiestas religiosas, entre las que el Corpus o la Semana Santa eran señaladas, rezos en común, canciones, juegos de cartas (peligrosos si se compartían con una marinería avezada en trampas), lecturas o conversación. Hasta nosotros han llegado ecos amortiguados de esta vida que para la mayoría era una pesadilla y que algunos tuvieron la lucidez y el humor (o el dramatismo “rencoroso”) de narrar en cartas, diarios o informacionesNota 55). El final del viaje era celebrado con alborozo como quien recupera los valores habituales de la vida cotidiana y, en la mayoría de los casos, la “dignidad” personal perdida a bordo, entre la promiscuidad, las órdenes y el miedo.

Las rutas de la Carrera: sus dimensiones económico-temporales

Una ruta marítima es sustancialmente un punto de partida y un punto de llegada. Lo es en sentido absoluto cuando las distancias marítimas constituyen un camino vacío, sin cabotaje y prácticamente sin más escalas intermedias que unas islas. Las rutas atlánticas tienen nombre de puertos; no hay más rutas que las de La Habana, Veracruz, Cartagena, Portobelo, Buenos Aires o el Callao. Son los puertos los que simbolizan el nervio y la savia del viaje. Centrales de distribución no sólo de toda la economía del área sino de su vida misma, sensibilizada en torno a las idas y venidas de las flotas y de los navíos. Las rutas del Atlántico de la Carrera son, sin duda, los puertos del Atlántico, canales por donde llega todo y vuelve todo. Mercancías y metales preciosos pero también los amigos, las órdenes, las noticias, los funcionarios. El émbolo de las rutas presiona sobre los puertos y transmite desde ellos la fuerza expansiva o la languidez. Incluso los desastres tienen su área, como veremos más adelante, en el embudo marítimo cuya ancha boca se asoma al océano absoluto.

A lo largo de los tres siglos de vigencia de la Carrera, si exceptuamos la apertura, a partir de los años cuarenta del siglo XVIII, de la ruta del Cabo de Hornos para alcanzar los puertos de Chile y Perú, ninguna otra modificación capital se produjo en los caminos del mar. Y esta transformación se debió, conviene precisarlo, más que a progresos en la ciencia náutica, fundamentalmente a razones de índole económica y políticaNota 56).

En realidad, la fijeza de los itinerarios de la Carrera, la estabilidad de sus rutas, viene determinada por el sistema de vientos dominantes y es relativamente simple. Como ha señalado Braudel, el Atlántico está constituido esencialmente por tres grandes circuitos eólicos y marinos, de modo que “es suficiente seguir el sentido de los vientos y el de las corrientes para que estos nos lleven y nos traigan por sí solos de una orilla a otra”Nota 57). A la ida, tras la escala obligada en las Canarias, basta con dejarse arrastrar por los alisios para alcanzar las pequeñas Antillas, mientras que al regreso, superadas las Bermudas, sólo hay que dejarse llevar por el contraflujo de las latitudes medias para, tras la escala (frecuente pero no obligatoria) en las Azores, arribar a las costas de la península. Así fue como se realizó el viaje de Colón y así fue como continuaron realizándose hasta el siglo XIX. Es evidente que otros elementos podían afectar a la linealidad de las rutas: las corrientes marinas, las mareas y las propias características de los navíos. Pero como sistema, la ruta marítima del Atlántico resultaba tan prefijada como pudiera estarlo una caravaneraNota 58).

En esta ruta existen sus etapas y sus puntos de avituallamiento, escalas donde, si es necesario, se puede renovar agua y víveres, carenar o subsanar cualquier avería. Tal como Chaunu nos lo representa gráficamente, desde el siglo XVI la ruta de ida tenía tres etapas: la primera, de la desembocadura del Guadalquivir o Cádiz a Canarias, consistía en atravesar el Golfo de Yeguas; la segunda, de Canarias a las pequeñas Antillas, estribaba, según J. de Acosta, en bajar la zona tórrida y hallar la brisa que lleva a los navíos hasta Dominica y Guadalupe, que “son como arrabales de las tierras Indias”Nota 59); la tercera, desde el vértice clave de las pequeñas Antillas, se diversificaba en un haz de subrutas que culminaban en los puertos de Tierra Firme (Portobelo, Cartagena, Caracas, La Guaira, Maracaibo, Cumaná o Santa Marta), Nueva España (Veracruz, sobre todo, Honduras y Campeche) o las Antillas Mayores (Cuba, Puerto Rico y Santo Domingo). Al retorno, y partiendo de estos puntos fundamentales, hay una escala obligada en La Habana (primera etapa); luego, por el canal de las Bahamas, una segunda etapa hasta las Azores (con posibilidad de tocar, a veces, en las Bermudas) y de allí directamente a CádizNota 60). No se establece, pues, originalidad alguna en los caminos del mar, al menos hasta la década de 1740 en que se costea Suramérica para alcanzar, por mar, los puertos de Chile y Perú.

Ahora bien, estas rutas no son simplemente líneas, surcos en el mar, sino que tal como ha señalado Chaunu, “une route et, a fortiori, un ensemble de routes, c'est, d'abord, une économie, c'est, d'abord, des hommes, et des richesses”Nota 61). En efecto, en un estudio de las características del que aquí estamos llevando a cabo me parece que el interés de las rutas sobre lo que debe incidir, sustancialmente, es sobre los puntos de destino, la intensidad y volumen del tráfico y su cualificación. Los derroteros nos consta que, salvo incidentes, se mantienen absolutamente estables. Así pues, desde el punto de vista del interés del trabajo, las rutas de la Carrera, las rutas del comercio con América fueron cuatro: a las Islas (Cuba, Puerto Rico y Santo Domingo), a Nueva España (Veracruz, Honduras, Campeche, Yucatán, Guatemala, Costa Rica y Florida), a Tierra Firme (Nombre de Dios, Portobelo, Cartagena, Santa Marta, Río Hacha, Maracaibo, Caracas, La Guaira, Cumaná y Guayana) y una última que podemos denominar como “Resto del Continente” (Buenos Aires, Valparaíso y Callao de Lima).

Comenzaremos por una valoración global en función del número de navíos y del volumen de toneladas de arqueo canalizados a través de cada una de ellas. Atendiendo, en primer lugar, a los datos que nos proporciona Chaunu para el período 1504-1650, los resultados que se obtienen son los siguientes: con las Islas, el movimiento de navíos (idas y retornos) sumó 4.380 y el de toneladas 602.104; con Nueva España, 5.007 navíos y 1.350.864 toneladas y con Tierra Firme, 5.159 navíos y 1.395.201 toneladas. Conviene aclarar que Chaunu incluye dentro de Tierra Firme el movimiento comercial con Buenos Aires y que en lugar de la ruta “Resto del Continente” abre un apartado de “direcciones y procedencias desconocidas” al que van a parar el resto de navíos y toneladas hasta completar un total de 17.967 unidades en el primer caso y de 3.718.353 en el segundoNota 62). A partir de estos datos parece, pues, evidente que la primacía corresponde a la ruta de Tierra Firme con el 28'7% de los navíos y el 37'5% de las toneladas, seguida muy de cerca por la de Nueva España con un 27'9% y un 36'3% respectivamente; por su parte, la ruta de las Islas ocupa el tercer lugar con un 24'4% de navíos y un 16'2% de toneladas. En cualquier caso y puesto que el período contemplado es muy amplio, esta situación podemos matizarla aclarando que, hasta 1550, la ruta más “activa” (prescindiendo del apartado dedicado a las direcciones y procedencias desconocidas que, en esta primera mitad del siglo, acapara en orden del 50% del total de navíos y toneladas) es la de las Islas, con un 25% del total de navíos y un 22% del tonelaje, seguida de Tierra Firme (13'5% y 17'7% respectivamente) y de Nueva España (8'6% y 10'5%); entre 1550 y 1600 es Nueva España la que pasa a ocupar el primer lugar con el 32'2% de los navíos y el 40% del tonelaje, mientras que Tierra Firme conserva su segunda plaza (con un 31'6% y un 38'2%) y las Islas quedan ya relegadas a la tercera posición (25'5% y 16'6%); por último, entre 1600 y 1650, es Tierra Firme la que accede al primer puesto con el 35'9% de los navíos y el 43'1% del tonelaje, seguida muy de cerca por Nueva España (36'2% y 40'4%) en tanto que las Islas siguen perdiendo terreno (22'9% y 13'9%).

Para el período 1650-1700, García Fuentes sólo nos proporciona datos “útiles” para el número de navíos, pero sus resultados no vienen sino a ratificar la situación que acabamos de retratar. En efecto, Tierra Firme mantiene su situación de privilegio acaparando el 41'4% del total de navíos; Nueva España viene a continuación, “pisándole los talones”, con un 39'4% y, ya muy distanciadas, la ruta de las Islas con un 16'4% y la del Resto del Continente (en realidad, Buenos Aires) con un 2'7%Nota 63). Si de aquí pasamos a los datos por mí aportados para el período 1717-1778, dos novedades merecen la pena ser resaltadas: en primer lugar, la recuperación por parte de la ruta de Nueva España del primer puesto con el 35'9% de los navíos y el 40'2% de las toneladas y, en segundo lugar, el salto espectacular experimentado por la ruta del Resto de continente (a la que se han incorporado los puertos de Valparaíso y Callao) que, con el 15% del total de navíos y el 17% del tonelaje se ha aupado hasta la tercera posición. A tenor de estos cambios, Tierra Firme pasa a ocupar la segunda plaza, con un 35'7% de todos los navíos y un 33% del tonelaje, en tanto que las Islas quedan en última posición con el 13'5% del total de navíos y el 10% del tonelajeNota 64). Respecto a esta última ruta debo señalar enseguida que sus cifras no responden a la realidad de su tráfico; sucede que, desde 1765, existe el “comercio libre” con las Islas de Barlovento y, sin embargo, mis datos están referidos únicamente al tráfico realizado todavía en régimen de monopolio por Cádiz; de este modo, a mis cifras habría que añadir las correspondientes a otros puertos peninsulares y que no poseemos.

Una última información nos la proporcionan las cifras que aporta J. Fisher para el período 1782-1796 (aunque referidas en esta ocasión a valores monetarios del tráfico); según estos datos, Nueva España sigue manteniendo la primacía, con un 38% del valor total del tráfico; el Resto del Continente continúa su ascenso, que le lleva ahora al segundo lugar, con un 26% del tráfico; las Islas ganan un puesto, situándose en tercer lugar (23%), en tanto que Tierra Firme desciende a la última posición con un 13% del valor económico del movimiento comercialNota 65).

En resumen, cuanto hasta aquí llevamos dicho subraya un proceso bastante sencillo del “juego” de las rutas: Nueva España y Tierra Firme han constituido una doble cabecera indiscutible, hasta la aparición del libre comercio; la que hemos denominado Resto del Continente empieza a tener peso específico a partir de 1740 y cuarenta años después se ha situado en una posición privilegiada, mientras que la de las Islas ha permanecido estable en su dimensión y significado.

Tras este intento de ponderación económica de las rutas, sería sugestivo poder identificar cada una de ellas con una especialización concreta. No es posible hacerlo de un modo cuantitativo. Distinguir, con exactitud, en un cargamento consignado como procedente de Veracruz, Portobelo o Cartagena qué parte corresponde en realidad a carga de La Habana, donde tiene escala obligada y pueden cargar, es problemático. Sin embargo, ello no impide una cualificación o caracterización básica. Realmente, en cada ruta priman unos productos sobre otros y prácticamente podemos determinarlos, en líneas generales. Una matización más precisa, en cualquier caso, se encontrará en el capítulo dedicado a las mercancías. Más precisa en cuanto a volumen, aunque siempre quedará abierta la inseguridad de la procedencia en aquellos cargamentos que no tienen un origen exclusivo. Así pues, esta elemental caracterización nos advertirá que:

●La ruta de las Islas (donde Cuba juega el papel predominante) es la del azúcar y el tabaco.

●La ruta de Nueva España es con certeza la de ciertas materias tintóreas (grana, añil y palo campeche, sobre otras), la del cobre y, como no, la de los metales preciosos.

●La ruta de Tierra Firme es la ruta por excelencia del cacao y también del tabaco.

●Por último, la del Resto del Continente se diversifica más por abarcar áreas económicas tan distintas como Río de la Plata, Chile, Perú, aunque sus productos más calificados son el cacao, la cascarilla, los cueros, la lana de vicuña y los metales, especialmente el cobre y el estaño pero, también, metales preciosos.

Pero las rutas miden también distancias. Distancias-tiempo, por supuesto. La superficie no lo es todo; en realidad, y salvo en los casos de tempestad, no es casi nada. Las circunstancias que van envolviendo los buques y las flotas, vientos, enfermedades, errores humanos, peligros naturales, son realmente el todo del viaje. La ruta es tiempo y mide, a su vez, otro diferente que, paradójicamente, se desarrolla en tierra; en tierra americana, desde luego y, también, en Sevilla, en Cádiz, Madrid, Flandes o el Imperio a la espera del retorno. Hablaremos, pues, de este tiempo-ritmo. Se mide en unidades cíclicas de rotación que constituyen, así, el dato decisivo para la medida económica del Atlántico de la Carrera.

Sustancialmente, el tiempo-eje no ha variado desde el XVI, tal como lo calculó Chaunu. Una duración media de 75 días desde Cádiz a Veracruz (con un mínimo de 55 días y un máximo de 160) calculada sobre 40 convoyes entre 1550 y 1650; 86 días de promedio para el mismo viaje (con un mínimo de 62 y un máximo de 143) calculado sobre 21 convoyes entre 1717 y 1778. Los regresos, “incomparablemente más largos, difíciles y problemáticos”: de Veracruz a Cádiz, promedio para el XVI-XVII, 128 días (con un mínimo de 70 y un máximo de 298); para el XVIII, 117'5 días (con un mínimo de 82 y un máximo de 270)Nota 66).

Diríamos entonces que la extensión atlántica mide año y medio, contando las escalas y esperas. En efecto, dieciocho meses es el tiempo medio de un convoy para completar su ida, estadía y retorno. En el mejor de los casos, suponiendo una regularidad anual de las flotas (que jamás existió) cada nueve meses un contacto. Se podía ir y volver a América en menos de un año, pero no se organiza el comercio en función de esa posibilidad. Hay un tiempo de preparación en ambas orillas y un nivel mensurable de interferencias extraeconómicas. Los dieciocho meses a que acabamos de aludir corresponden, por tanto, a un tiempo medio real en el ámbito de las flotas y antes que para cualquier otro (comerciantes, armadores, Estado) ese tiempo cae sobre la espalda de las tripulaciones: 540 días hora sobre hora.

Adecuando los datos a las rutas deberíamos poder ofrecer un estudio de los tiempos en las cuatro ya conocidas. Sin embargo, ello no será posible por cuanto la práctica totalidad de los datos que poseemos están referidos a viajes en convoyes y éstos no cubrían más rutas que las de Nueva España y Tierra Firme (las otras se cubren con navíos “sueltos”). Serán, pues, a estas a las que se ceñirán nuestros cálculosNota 67).

Por lo que se refiere en primer lugar a los viajes de ida, para la ruta de Nueva España ya conocemos los datos. En cualquier caso señalar que, para el siglo XVIII, si desglosamos los tiempos correspondientes a las 13 “flotas” y a las 8 “flotillas de azogues”, en el primer caso el promedio es de 79 días (con un máximo de 95 y un mínimo de 68) y en el segundo de 94 (máximo 143 y mínimo 62). En cuanto a la ruta de Tierra Firme (Cádiz-Cartagena), Chaunu obtuvo para los siglos XVI-XVII un promedio de 51 días (tiempo máximo de 72 y mínimo de 31 días) y para el XVIII se obtiene un promedio de 45 días. Bien es verdad que, en nuestro caso, el reducido tamaño de la muestra (sólo la componen tres convoyes) podría restar validez al resultado, pero el paralelismo que guarda con los datos de Chaunu la hace más convincente.

Respecto a los viajes de retorno, para el de Nueva España Chaunu da un promedio de 128 días (máximo de 298 y mínimo de 70), cifras muy próximas a las que en nuestro caso obtenemos para el XVIII: 125 días de tiempo medio, con un máximo de 270 días y un mínimo de 87. Para esta misma travesía disponemos, además de los tiempos empleados desde Veracruz a La Habana (33 días, en promedio, en el XVI-XVII y 35 en el XVIII) y de La Habana a Cádiz (59 días en el período de Chaunu y 60 en el nuestro).

Para la ruta de Tierra Firme, Chaunu da un promedio de 109'5 días, con un tiempo máximo de 152 y un mínimo de 42. Para el XVIII no disponemos de datos de convoyes de retorno aunque podemos suplir esa ausencia con tiempos correspondientes a “registros sueltos”. Estos últimos dan una media de 101'5 días (máximo de 148 y mínimo de 65); teniendo en cuenta que, según otros cálculos efectuados por nuestra parte, en distancias largas, el tiempo medio de los registros sueltos es inferior al de los convoyes en un 10% (aproximadamente), parece bastante probable que el tiempo medio de un convoy desde Cartagena a Cádiz se situara en torno a 112 días, coincidiendo prácticamente con los datos de Chaunu.

Por lo que respecta a la ruta del Resto del Continente, y sin posibilidad alguna de comparación, puesto que Chaunu no da datos para ella, puedo ofrecer algunos tiempos de retorno de registros sueltos. Para el trayecto Callao-Cádiz (15 navíos controlados), media de 173 días (máximo de 246 y mínimo de 136); para Buenos Aires-Cádiz (seis navíos contabilizados), tiempo medio de 112 días (con un máximo y un mínimo de 135 y 81 días respectivamente).

Para concluir, debemos recordar que el tiempo que estamos contabilizando constituye, en realidad, un tiempo mínimo estructural. Quiero decir con ello que, al reconstruir únicamente el tiempo de viaje (entiendo que las escalas forman parte del viaje) podemos perder de vista el tiempo real de movilización que cada viaje completo (“redondo” según la terminología de la época) comporta. Es éste el que podríamos llamar tiempo medio estructural o, lo que es lo mismo, el tiempo-eje comercial. Ya aludimos al inicio de este apartado a su importancia, y no debemos dejar que los distintos fraccionamientos (relativamente cortos) que he ido ofreciendo nos alejen de aquellos dieciocho meses que considerábamos como el verdadero tiempo económico promedio. Desgraciadamente no tenemos datos de Chaunu para las estadías. Por lo que respecta al siglo XVIII, hay un dato significativo: los “tiempos muertos” respecto a la navegación (que no para la actividad) constituyen, en realidad, los tiempos quizás más importantes para el tráfico, por cuanto representan, de un lado, las servidumbres de la manipulación de las mercancías y de las que se derivan del medio de transporte (carenas, reparaciones, etc.) y, de otro, una fracción al menos del tiempo de venta. Pues bien, esos tiempos son los siguientes: para las flotas de Nueva España, hasta 1730 el tiempo de estadía oscila entre los 196 y los 260 días; a partir de esa fecha los tiempos aumentan sensiblemente salvo para la flota de 1760 que fue de 240 días; para el resto oscila entre un mínimo de 365 días (flota de 1757) y un máximo de 538 días (flota de 1776). Como puede apreciarse, “calcular” el tiempo económico de la Carrera basándose en los tiempos reales del viaje sería un error imperdonable, cuando las “esperas” en América pueden superar el año con cierta facilidad. Y no olvidemos que a este respecto sería igualmente interesante disponer de los tiempos transcurridos en Sevilla o Cádiz desde el anuncio oficial del envío de una flota hasta el momento de su partida. Ello permitiría establecer comparaciones entre los mecanismos peninsulares y americanos en la manipulación de navíos y mercancías pero, desgraciadamente, no estamos en condiciones de ofrecer dato alguno al respecto.

Peligros y acosos: naufragios, piratería, corsarismo y guerra

La Carrera de Indias no se desarrolló sólo como el resultado “normal” de una estructura político-administrativa, un organigrama legal y unos medios técnicos y humanos capaces de cubrir, en movimiento de lanzadera, salidas y destinos; ello ya constituía, si no un milagro, si al menos un enorme ejercicio de voluntarismo político y un alarde de recursos bien que, inevitablemente, mezclado con improvisaciones de urgencia y una permanente presencia de lo caótico organizado, si puede aceptarse tal paradoja. Pero a esta estructura, compleja y de difícil equilibrio entre el éxito y el fracaso, hay que añadir impactos coyunturales capaces de acelerar, agravar o quebrar la trama mejor organizada (y cuanto más, la no tan perfectamente tejida); estos impactos corresponden a dos tipos de fuerzas de distinto calibre pero de igual dirección: la violencia de la naturaleza y la de los hombres constituidos en “enemigos”. La primera se responsabiliza de los naufragios, la segunda de la piratería, el corsarismo y la guerra. Trabajando en paralelo su capacidad de lesionar la eficacia del esqueleto de la Carrera resultó, si no decisiva, al menos lo suficientemente grave (por no hablar de la espectacularidad y con ella de la “violencia” psicológica ejercida sobre responsables y protagonistas del comercio indiano) como para que les dediquemos algunas páginas. Cuando me refiero a impactos o fenómenos coyunturales, debe entenderse respecto de la Carrera: guerra, climatología y corsarismo, e incluso la piratería, constituyen, en sí mismos, sistemas estructurales, pero en relación con un sistema comercial y de tráfico marítimo “trabajan” desde fuera y de forma aleatoria. Ciertamente podría aducirse que la estructura de tal tráfico (distancia, debilidad militar, extensión del área terrestre y marítima a controlar, frecuencia y abundancia del viaje de tesoros nunca igualados, etc.) contenía “estructuralmente” probabilidades muy altas de casi “exigir” lo que llamamos impactos coyunturales; aunque ello es cierto, no lo es menos que tales elementos no estaban contenidos, necesariamente, como componentes de la trama del comercio atlántico. De modo que es posible que, como suele decirse popularmente, la Carrera “llevase todas las papeletas” para que le “tocasen” naufragios, asaltos y bloqueos militares, pero la propia estadística desmiente la “impresión”, al menos en la larga duración. Es cierto, desde luego, que en coyunturas precisas la sensación de desastre fue tan fuerte que casi puede hablarse de colapso, pero no puede responsabilizarse a estos cuatro elementos (que en realidad, como veremos, son sólo tres, pues guerra y corsarismo son dos caras de la misma moneda) del éxito o el fracaso general del sistema.

Comenzaremos con el aparente y probablemente más aleatorio de los tres, el naufragio por causas “naturales”. El mar, el viento, escollos y bajíos, seguramente aliados con deficientes navíos y tripulantes, se erigen en protagonistas. La estadística nos permite sopesar su capacidad de erosión respecto al tráfico indiano.

Los datos de Chaunu, desde 1504 a 1650 nos informan de que en ese siglo y medio navegaron en la Carrera casi 18.000 navíos (17.967) y, desde 1546 a 1650 casi 15.000 (14.456); de esa masa de barcos se perdieron por naufragio (en cualquiera de sus variantes) 412 y de ellos, 402 a partir de 1546. Seguramente ello sugiere documentación imprecisa para los primeros cuarenta años de la Carrera, puesto que la tasa de pérdidas registradas es exactamente diez veces menor que para el período 1546-1650; en efecto, el porcentaje resultante es 0'28% para esos cuarenta años y 2'8% para el resto del período. Pero aun si lo igualamos el resultado no deja de ser puramente testimonial: un 3% de pérdidas por naufragios, para la época y cuanto sabemos sobre las carencias de la infraestructura de la Carrera, casi puede considerarse un éxito increíble. Las pérdidas, en cualquier caso, no se reparten equitativamente entre los viajes de ida y los de vuelta; aquellos acumulan 137 navíos naufragados y estos 275. La vuelta parece haber sido no sólo el doble de peligrosa que la ida, según los números brutos, sino el triple; en efecto, el porcentaje de pérdidas a la ida es del 1'3% y del 3'7% al regreso. Estas pérdidas tampoco se reparten equitativamente a lo largo del tiempo; hubo ciclos peores y más leves; entre los primeros sobresalen el quinquenio 1551-55 en que se perdieron (sumando idas y venidas) el 4'5% de los buques (que representó algo más del 5% del tonelaje), seguido de 1561-65 (4'6% de los navíos que representó el 5'5% del tonelaje) y 1586-90 (4'2% de navíos y casi el 5% del tonelaje); tampoco fue muy bueno el siguiente (1591-95) con casi un 3% de navíos perdidos que representó el 7% del tonelaje. En la primera mitad del XVII, el peor, con diferencia, fue el quinquenio 1621-25 (4'5% de los navíos y casi el 6'5% del tonelaje). Y si nos fijamos en los años concretos, los peores en volumen fueron 1563, 1590, 1591, 1593, 1603 y 1633; en esos seis años se perdieron un total de 93 navíosNota 68).

No disponemos de datos para la segunda mitad del XVII pero sí para el XVIII recogidos en mi propio trabajoNota 69). Entre 1717 y 1772 se perdieron 85 navíos (sumando idas y vueltas), es decir un 4% de los que navegaron (lo hicieron 2.221). Como puede apreciarse el índice medio del porcentaje de naufragios es ligeramente más elevado que para el período 1504-1650 y muy parecido al de sus peores coyunturas. El año negro fue, sin duda alguna, 1733 con 18 barcos naufragados. En cuanto a la mayor frecuencia de naufragios en una de las rutas, el 60% de los accidentes lo fueron en viajes de regreso, un 20% a la ida y otro 20% en el interior de los puertos.

Desde luego no existe un modelo “normalizado” de naufragio y está documentalmente atestiguada una rica “tipología”, sin contar con los avatares que, en el siglo XVI, fueron llamados “naufragios” por sus protagonistas y que no lo eran sino en el sentido figurado de desastres vitales y golpes adversos de la fortuna. Los de verdad podían acaecer en los mismos puertos, a la vista de la costa (de salida o llegada) bajo el azote del viento y el empuje del agua, cuando tronchaba mástiles, descuajaba timones o abría el casco; si la costa estaba cerca, después, los bajíos y rocas se encargaban de apuntillar los barcos mutilados. Los huracanes tropicales asumieron el protagonismo y una relación de 1733, de Rodrigo de Torres, ofrece el ejemplo de uno de estos desastres en el que se perdió una flota entera. Es un informe “técnico”, sin dramatismo, pero que nos advierte de las obsesiones de la jerarquía de la tripulación por el destino de hombres y carga. En efecto, una de las consecuencias de los naufragios, cuando se producían cerca de la costa americana, era la situación en que quedaban pasajeros y tripulación, que hubieran salvado la vida, perdidos y sin vituallas; por eso se consideraba mal menor cuando los náufragos podían disponer de algo de la carga: “... salió una balandra que desarbolada y maltratada se pudo abrigar entre cayos librando su gente y 256 cargas de harina que después sirvió de mucho alivio a los perdidos”. También sabemos que, cuando el casco embarrancado lo permitía, o la profundidad era asequible se realizaban inmediatos trabajos de buceo para recuperar lo recuperable,

 

...dispusieron Governador y ofiziales reales aprontar embarcaciones con todo género de socorro para aquellos reales (...) Llegaron las referidas embarcaciones en las cuales se condujeron las personas que no tenían destino en los trabajos de buzeo, los enfermos, las mujeres y la parte del thesoro hasta entonces libertadoNota 70).

 

La descripción del jefe de la escuadra siniestrada, Rodrigo de Torres, podría servir para una catástrofe muy similar, acaecida en el verano de 1622, en el mismo escenario (el canal de las Bahamas), a las flotas de Nueva España (mandada por Francisco de Sosa) y Tierra Firme (mandada por Lope Díaz de Armendáriz, marqués de Cadereyta) y en la que perecieron más de mil hombres y se perdieron cuatro millones de pesos. En opinión, tal vez excesivamente radical, de Haring, “no hay duda de que una de las causas principales por que semejantes siniestros asumieron tan alarmantes proporciones era la falta de buenos marineros y pilotos, pues a pesar de las ordenanzas las tripulaciones se reclutaban entre personas de toda especie y condición, que acudían a este medio para atravesar el océano y quedarse en las Indias (...) y cuya crasa ignorancia ponía las naves en peligro a cada insignificante chubasco”Nota 71); y no sólo por eso sino también porque “los navíos mercantes se hallaban con tripulaciones tan escasas debido a la carga excesiva, que eso era todo lo que podían hacer para resistir el menor golpe de mal tiempo”Nota 72). Fernández Oviedo parece dar la razón a Haring cuando narra un naufragio de 1513, al parecer provocado por un error de pilotaje que dió con el navío en la costa; los supervivientes sufrieron toda una odisea, abandonados por la tripulación, improvisando una balsa con los restos del pecio y sobreviviendo diez meses, en condiciones infrahumanas y rozando la antropofagia después de haber perdido el 60% de sus efectivosNota 73). El mismo cronista se refiere a otro naufragio, en 1523, el de Alonzo Zuazo, también debido a error del piloto (unido a tormenta) que estrelló el barco en unos peñascos; la aventura de los 47 supervivientes incluye apariciones milagrosas, balsas, mensajes escritos con zumo purpúreo de conchas y toda la parafernalia robinsonesca a que dieron lugar los casi cinco meses de supervivencia, incluido el sacrificio de casi 400 lobos marinos de los que se alimentaronNota 74). Y no menos razón da también a Haring Fr. Tomás de la Torre en su narración de la catástrofe de 1545, que costó la vida a 32 pasajeros (nueve de ellos dominicos) aunque salvaron una docena de cajas de libros; Fr. Tomás establece que la barca que naufragó “hacía tanta agua que no la podían los marineros vencer”Nota 75).

Saliendo de los Poncios de los Naufragios entramos en los Pilatos de la piratería y el corsarismo. Es conocida la “diferencia técnica” entre piratas y corsarios. Los primeros reproducen en el mar el bandidaje privado terrestreNota 76); los segundos actúan por cuenta y orden de gobiernos que los arman, controlan (al menos “oficialmente”) y promocionanNota 77). El resultado no difiere sustancialmente: presas de tesoros, de naves, de personajes por los que pedir rescate; hundimientos, incendios, saqueos de poblaciones costeras y razias. Sin embargo, el corsarismo contiene, además, un impacto psicológico de gran importancia: el proceder de una potencia enemiga en una situación de guerra fáctica. Es cierto también que los medios y las técnicas utilizados por unos y otros fueron prácticamente los mismos pero, aun así, prevalecieron importantes y sustanciales diferencias que contribuyen a dar carácter propio y peculiar a cada una de estas actividades. Tal vez una de las más importantes consistió en la distinta estructuración de una y otra actividad. En efecto, mientras que los piratas eran aventureros sin nacionalidad, apátridas sin derecho a usar bandera de ningún país, que no aceptaban órdenes de ningún poder político constituido y cuyos jefes eran elegidos y depuestos por la propia tripulación, los corsarios, en cambio, eran verdaderos y expertos marinos sujetos a férrea disciplina, que recibían apoyo y ayuda material de sus respectivos gobiernos (sin cuya autorización no podían actuar) y cuyos mandos eran designados por las autoridades de sus propios países, sin contar para nada con el concurso de la tripulaciónNota 78).

Todo lo que concierne a unos y otros está rodeado por un aura dramática y literaria que cuajó en una cierta épica y que, en todo caso, constituyó una plaga desastrosa no sólo de la Carrera (en la que la estadística, como veremos, no avala la tesis de considerarla una lacra decisiva) sino en la población de las ciudades y costas españolas en América. San Juan de Ulúa, La Habana, Santo Domingo, Nombre de Dios, Cartagena y tantas otras, forman las cuentas de un reiterativo rosario de asaltos sangrientos y devastaciones sistemáticas; no siempre impunes pero siempre espectaculares y angustiosas y , además, con el agravante de crear un clima de inseguridad permanente y una presión inagotable sobre los recursos institucionales (Casa de la Contratación) y estatales (Consejo de Indias) al menos durante los primeros doscientos años. Resulta difícil, por todo ello, enfrentar la piratería y el corsarismo como una variable estrictamente aleatoria ya que al menos el corsario está vinculado a períodos de guerra proclamada “fría”; también resulta difícil separar la dimensión estadística y práctica de la glosa literaria. Para quien no es especialista en la historia de la piratería resulta obligado recurrir a síntesis o resúmenes bibliográficos.

En general suele aceptarse que la primera mitad del siglo XVI fue la época de la piratería y el corsarismo francés y el siglo siguiente (hasta 1650) el de los ingleses y holandeses. Entre los primeros alcanzó notoriedad el corsario francés Florin que al parecer ni lo era ni se llamaba así; se trata de Giovanni de Verrazano, florentino (de donde Florentin o Florin) y experto en el viaje oceánico en las flotas portuguesas e incluso españolas. En sus “ratos libres” doblaba como explorador de las costas de América del Norte y fue historiado por Alonso de Santa Cruz y Bernal Díaz del Castillo; lo fue por sus “hazañas”, especialmente la de 1520 cuando se apoderó del tesoro que Cortés envió al Emperador y por su detención y ajusticiamiento (hacia 1528) del que existen distintas versiones. La paz con Francia en 1559 aminoró el protagonismo de los corsarios franceses aunque, todavía, en 1561, San Francisco de Campeche fue asaltado e incendiado por ellos.

De entre los ingleses “brillaron” con luz propia los Hawkins (padre e hijo) en la década de los sesenta; los setenta y los ochenta constituyen el período de Drake (muerto en Portobelo en 1596), el corsario “prototipo”, ennoblecido y colmado de honores por su reina y descrito incluso con admiración por algún poeta español y el cronista Arroniz. La lista de presas y saqueos (incluso tierra adentro, en el Darien) de Drake está tan bien nutrida que llega a oscurecer sus otras hazañas como el formidable marino que era y que entre 1577 y 1580 había dado por segunda vez la vuelta al mundo. Nombre de Dios, Puerto Rico y Cartagena de Indias, Santo Domingo y el mismo Cádiz figuran entre sus saqueos. El propio Lope de Vega. como es sabido, le dedicó la Dragontea (1596) a las noticias de su muerte.

Ya en el siglo XVII la nómina pirática se enriquece con otros tres nombres casi míticos: Mansfield, Morgan y el Olonais. Haring recoge un texto del viajero italiano Girolamo Benzoni, en el que, a mediados del XVI. se insiste en las culpables facilidades que los “armadores” concedían a piratas y corsarios:

 

... la causa principal de que los franceses se apoderasen de tantos bajeles pertenecientes a los españoles era la avaricia de los armadores, porque al salir de España se mostraban tan ávidos de colmar el navío con cargamentos y pasajeros que no conducían el debido número de cañones para defenderse (...) y ni siquiera el número prescrito por el Consejo de IndiasNota 79).

 

En cualquier caso, los corsarios holandeses del XVII (especialmente a partir de la creación, en 1621, de la Compañía Holandesa de las Indias Occidentales) no tienen mucho que envidiar a franceses e ingleses. Uno de sus más “ilustres” representantes fue Piet Heyn que llegó a mover una “flota” corsaria de más de tres mil hombres, 31 bajeles y 700 cañones y que en 1628 causó uno de los estragos más sonados en la Carrera de Indias, ayudado por la impericia del almirante español Juan de Benavides y Bazán (juzgado y ejecutado después en Sevilla por ello); el botín se elevó, subastado en Holanda, a quince millones de florines que fueron a las arcas de la Compañía Holandesa ya citadaNota 80).

Independientemente de personalidades excepcionales y presas de enorme impacto en la imaginación (y en las arcas) de la España de la época, una ojeada a la estadística nos ayudará a situar este fenómeno en una más razonable dimensión. Según las cifras de Chaunu, englobando las pérdidas militares y las víctimas del corsarismo, entre 1546 y 1650, la cifra se eleva a 62 navíos (sin contar naturalmente los desastres terrestres) y algo más de 17.000 toneladas; el quinquenio más duro fue 1596-1600 con 15 navíos perdidos (más de seis mil toneladas). Con cifras dedicadas sólo al corsarismo, desde 1506 a 1650, fueron 76 navíos (unas 14.000 toneladas) con un quinquenio negro, 1551-55 en que se perdieron 13. Estas cifras más que duplican las pérdidas de guerra que, para el mismo período, estima en 31 navíos (casi 12.000 toneladas). En conjunto, pues, los naufragios “naturales” se llevaron 412 navíos y la violencia enemiga 107; casi 110.000 toneladas la naturaleza y algo más de 25.000 los hombresNota 81). A no olvidar que en esos 150 años se habían movido en la Carrera casi 18.000 navíos, de modo que el porcentaje de pérdidas, aún suponiendo que sólo sean un mínimo seguro, no es demasiado catastrófico, un 3% redondeado.

Por lo que respecta al período 1717-78, mis datos solo cuantifican 41 navíos perdidos por la acción de piratas y corsarios; el período más duro fue entre 1741 y 1748 (25 navíos perdidos) seguido del año negro de 1762 (12 navíos). Ello establece con absoluta claridad que para el navío (costas y ciudades portuarias son otra cosa) el peligro de ataque corsario se concentra, como era de esperar, en períodos bélicos (para el XVIII, las guerras de Sucesión de Polonia, de la Oreja de Jenkins y la de los Siete Años). Los 41 navíos apresados lo fueron en su inmensa mayoría por ingleses (38 concretamente, con explícita información al respecto) y de ellos el 71% eran navíos mercantes, objeto preferente de las miras corsarias, por razones obviasNota 82).

Para concluir con esta rápida mirada a las quiebras de la “lanzadera” comercial de la Carrera, una brevísima alusión a la incidencia de la guerra abierta. En realidad su impacto, prescindiendo de la virulencia del corsarismo, ya aludida, no se mide en desastres concretos de navíos sino en desastre general de la navegación, por la tendencia a desaparecer. En efecto, un sólo ejemplo puede clarificar la peculiaridad de la incidencia de la guerra en la Carrera: en 1760 circularon 103 navíos; en 1762, en plena guerra de los Siete años, sólo 15; tras la firma de la paz (1763), en 1764 se habían recuperado los niveles de tráfico de 1760 y superado los de 1761. Tormentas, piratas y corsarios erosionaban la navegación; la guerra, sencillamente, la impideNota 83).
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El cuerpo del tráfico: mercancías y caudales

Un capítulo sobre las mercancías es, sin duda, una promesa abrumadora en el estado actual de nuestros conocimientos sobre el tráfico colonial. Una división elemental exige el estudio discriminado de las exportaciones y las importaciones. Pero, además, en el caso de este trabajo, la distinción aumenta su relevancia por los diferentes problemas que han presentado ambos sectores en cuanto a documentación y las posibilidades finales que han resultado en uno y otro caso.

Me referiré, en primer lugar, exclusivamente al área de las exportaciones. Afirmaciones generalizadoras, como las que suelen incluirse en los manuales más al uso, señalan, ciertamente, la cualificación sustancial de las mercancías; pero es cosa muy diferente valorar el peso de cada una de ellas en el volumen global de las exportaciones y, antes aún, el monto económico de estas exportaciones y la proporción entre mercancías agrícolas e industriales, por ejemplo. Creo que deben señalarse de antemano las lagunas que siguen sin poder medirse. En primer lugar, la proporción precisa entre mercancías extranjeras y españolas hasta la época del “libre comercio”. A este respecto tengo la impresión de que la oscuridad durará aún mucho tiempo y entiendo que es un síntoma de nuestra incapacidad actual el hecho de que ni siquiera podamos conocer el montante de partidas, presumiblemente muy definidas, como los textiles catalanesNota 1). En segundo lugar, la parcialidad cronológica de los datos. En efecto, eliminada la posibilidad de obtener datos útiles a este respecto de la ingente obra de Chaunu, el siglo XVI quedará reducido a algunas muestras cualitativas y a más reducidas aún, cuantitativas, que apenas cubren algunos barcos; para la segunda mitad del XVII el volumen de las exportaciones fundamentales está garantizado por la investigación de García Fuentes pero ni el peso proporcional de cada mercancía respecto al total ni su valor económico pueden conocerse con tales datos. Por último, el siglo XVIII queda reducido, en verdad, al período 1720-51, del que disponemos de la cuantificación completa en volumen y valor; para 1751-78, los datos existentes no representan ya el total de la exportación sino únicamente de la seis flotas que partieron en esos años, mientras que los referidos al período 1778-96 no aportan especificación alguna respecto al volumen o valor individualizado de las distintas mercancías que se expidieron con destino a las colonias.

Por lo que se refiere, a su vez, a las importaciones, las dificultades de las fuentes documentales no son menores, al menos para el siglo XVI y la primera mitad del XVII. Para el período 1650-1700 volvemos a disponer de cantidades pero no de valores y, finalmente, para el XVIII, salvo un vacío documental en el período 1738-46, puedo aportar el total de las importaciones entre 1717-78, más una aproximación a su evaluación a la que me referiré en su momento.

Así pues, hechas estas advertencias preliminares, vamos a adentramos en el estudio de las materias componentes de este tráfico. Ahora bien, puesto que acabamos de dibujar un cuadro pesimista sobre el volumen y rigor de nuestra información acerca de las mercancías que nutren este tráfico, quizás convenga ahora una breve reflexión sobre si con los datos de que disponemos estamos en condiciones de “saber”, eficazmente, lo que nos interesa. En mi opinión, el carácter fraccionario de los datos no impide que dispongamos de un cuadro de información suficiente. Desde luego, desde el punto de vista cualitativo, no existe duda al respecto; sabemos las mercancías que fueron y vinieron y disponemos del suficiente número de listas detalladas a lo largo de la época de la Carrera como para no tener dificultad alguna sobre el particular. El problema se presenta en la cuantificación exhaustiva de los volúmenes y valores; pese a la evidente insuficiencia de nuestra información, la que poseemos permite tener una idea muy aproximada del peso de los distintos conjuntos de mercancías y su significado en el tráfico colonial. Sin duda sería deseable un mejor nivel de cuantificación pero el que existe deja pocos huecos para el equívoco. Por consiguiente, el panorama no es tan desolador como podría parecer en una primera ojeada.

Las exportaciones a Indias

Cualquier síntesis sobre la Carrera de Indias e incluso el más sencillo de los manuales explica que el problema de la rentabilidad del monopolio, al fin, fue un problema de mercancías, porque fue la necesidad de importarlas masivamente del resto de Europa lo que drenó las ganancias hacia el exterior. Sevilla primero y Cádiz después se convirtieron, casi, en una estación de tránsito por la que la ganancia pasaba camino de Francia, Inglaterra, Holanda o Italia para pagar lo que no se producía en España y se enviaba a las Indias. Parece, pues, importante, abordar el tema de lo que se exportaba a América y asomarnos así a la peculiaridad del problema aludido no sin antes sugerir que, desde luego, con serlo no fue el único ni acapara la responsabilidad del relativo derroche económico en que se deslizó el monopolio. Desde otro punto de vista distinto, las mercancías, su volumen y su valor constituyen, en cualquier caso, la razón de ser de la Carrera y el río real de las idas y venidas; a ellas se supeditan barcos, hombres, técnicas de negocio y medidas de seguridad. Deben tener, por tanto, el trato individualizado que merecen y sea posible.

Una primera reflexión es que debería ser fácil, teniendo en cuenta la multiplicidad de controles burocráticos, disponer de datos exactos y detallados sobre las cargazones de los navíos. La realidad no es así o, para ser más exactos, no lo es en todos los casos y para todos los productos. Las unidades de carga, tal como se recogen en los registros oficiales, son enormemente variadas y, en muchos casos, tan opacas como “bultos”, “fardos”, “frangotes y frangotillos”, “cajones”, etc.; de modo que, dando por descontada la correcta información del resto de las variables (existencia de los registros, equivalencia de los valores declarados con lo exportado, etc.), quedarán siempre muchas incógnitas cuando parte de la carga se registra bajo denominaciones tan impenetrables como las ya señaladas. Pese a todo ello, de los productos más importantes disponemos de datos lo bastante seguros como para establecer la “minuta” general de las exportaciones.

A lo largo de los siglos el esquema básico de mercancías cargadas hacia América no parece haber cambiado sustancialmente: productos agrícolas fundamentales (vino, aceite y aguardiente) y productos agrícolas complementarios (vinagre, aceitunas, pasas, almendras, especias o cera); textiles de todo género y ropas; productos siderometalúrgicos (hierro y herraje, clavazón, herramientas agrícolas, etc.); artículos de piel y cuero; papel y libros; jabón, cristalerías y vajillas, medicamentos, obras artísticas, etc. No exactamente en este orden, como veremos, aunque conformando un escalafón no muy diferente. Por supuesto, a esta relación debería añadirse el mercurio o azogue, que se destinaba exclusivamente al beneficio de la plata; pero, en primer lugar, el mercurio español no constituyó una parte sustancial del utilizado (las exportaciones de Almadén, entre 1555 y 1700, apenas representaron, según cálculos de Chaunu y Lohmann Villena, la mitad del producido en Huancavelica) y, en segundo lugar (y ésta es la razón fundamental de que no lo vayamos a contemplar como un integrante de la “exportación” propiamente dicha), constituyó un monopolio estatal y difícilmente podría ser considerado como una “mercancía” más del tráfico colonial. Prescindiremos, pues, de su presencia.

Por lo que atañe a nuestras fuentes de información, como ya señalamos líneas atrás, para el período que estudió Chaunu (1504-1650) no disponemos de cuantificación pormenorizada de las exportaciones sino del valor global, al que se aproxima a través de un cálculo fiscalNota 2); distintos investigadores han realizado catas puntuales, en años determinados y eligiendo un navío o navíos-muestra cada añoNota 3). Ello nos permite disponer de la “minuta” a la que aludimos y, en algunos casos, tenemos también la posibilidad de cuantificar incluso las proporciones de diferentes conjuntos de mercancías o mercancías específicas. La relación completa de cualquiera de estos sondeos llenaría varias páginas, de modo que no es posible reproducirlas en su integridad; intentaremos, no obstante, extraer una “radiografía” lo más significativa posible. Trabajaremos con los datos de Renate Pieper, (la carga correspondiente a cinco navíos que viajaron, respectivamente, en 1524, 1542, 1557, 1584 y 1598) por constituir el estudio más detallado y mejor cuantificado de los de esta épocaNota 4). Considerando estos cinco barcos como “maqueta” de la tipología, volumen y valor de las mercancías cargadas (lo que, evidentemente, es abusivo pero seguramente no descabellado) tendríamos un esquema bastante claro de lo que, para la época, sabemos de las cargazones, teniendo que renunciar, en cambio, a una cuantificación global de las exportaciones del XVI y primera mitad del XVII (tanto en volumen como en valor) por los condicionamientos de la documentación ya aludidos. Por lo que respecta a la segunda mitad del XVII, de entrada nos encontramos con una situación muy similar; sin embargo, y utilizando los datos de base de García FuentesNota 5), yo mismo efectué una conversión en toneladas de aforamiento que debe entenderse como una aproximación muy probable al volumen total de mercancías. Según ese cálculo, tal volumen se acercó a las 217.780 toneladas para todo el períodoNota 6). Por lo que se refiere al siglo XVIII, la posibilidad de conocer el volumen total de exportaciones ya hemos advertido que queda reducida al período 1720-1751; para esas fechas, el monto fue de 129.328 toneladasNota 7). La desagregación de estas cantidades y el significado de las mercancías individualizadas a las que aluden constituirán el contenido (necesariamente seco y duro, por el inevitable exceso estadístico) de las siguientes páginas.

Las exportaciones agrarias

Los productos agrícolas constituyen, como hemos indicado, un capítulo sólido y bien delimitado, en el que se contabilizan hasta cuarenta artículos diferentes pero entre los que el vino, el aceite y el aguardiente se llevan la parte del león.

Para el siglo XVI, el vino transportado en los cinco navíos de la muestra de Renate Pieper sumó 22.223 arrobas aunque su reparto fue muy desigual: en el de 1524 sólo fueron 246 y en el de 1598 casi 9.000. Para los dos años que disponemos de valoración, 1584 y 1598, en el primero el vino (5.392 arrobas que importaron 1.357.151 maravedíes) representó el 4'1% del valor total de la carga y en el segundo (8.728 arrobas que sumaron 2.413.155 mrs.) el 6'8%. Era ésta, pues, una mercancía demasiado pesada y, proporcionalmente, de valor reducido que, además, debía competir en América con los caldos peruanos que podían llegar, en ocasiones, a saturar el mercado. Claro está que los vinos generosos de Jerez eran insustituibles, pero éstos solo representan algo menos del 20% de la carga vinícola, cuyo cupo mayoritario (71 %) lo ocupaban los caldos de la Sierra Norte sevillana (Cazalla) y el AljarafeNota 8).

El aceite supuso en estos mismos barcos un total de 3.414 arrobas, no mejor repartidas que las del vino: 110 en el navío de 1542 y 1.344 en el de 1598. Tal vez pueda sorprender desde nuestra valoración actual, especialmente desde la exportación andaluza, la poca entidad de la cantidad exportada, habida cuenta que se trataba del segundo producto agrícola en importancia. Sin embargo, todos los datos disponibles, tanto para este período como para etapas posteriores, no vienen sino a refrendar la situación que reflejan estas cifrasNota 9). Respecto a su peso proporcional en el conjunto de la carga, las 741 arrobas exportadas en 1584 (111.996 mrs.) sólo alcanzaron a representar el 0'3% del valor total de la misma y las 1.344 de 1598 (395.505 mrs.) el 1'1%. Tampoco era un buen negocio en relación a su peso.

El resto de los productos agrícolas apenas cuentan, individualmente, en el valor conjunto de la carga, salvo, en ocasiones, la especiería y la cera. Para los dos barcos valorados, por ejemplo, las especias representan en un caso (1584) el 0'2% y en el otro (1598) el 0'9%, teniendo en cuenta que en éste último figuraba una cantidad realmente excepcional de azafrán (104 libras que importaron 233.376 maravedíes). Por lo que se refiere a la cera, la cantidad exportada en los cinco barcos ascendió a 54.576 libras, con un año también excepcional, 1584, en el que se transportaron 49.140 libras, cuyo importe (5.331.994 mrs.) representó el 16% del valor total de la carga.

En conjunto los productos agrícolas parecen oscilar, en la muestra, mucho más fuertemente de lo que podía esperarse, sobre todo pensando en la existencia del “tercio” de obligada carga; para ser más exactos, la oscilación se aprecia en el valor calculado para los barcos de 1584 y 1598: en el primero su valor representa el 22% de toda la carga, mientras que en el segundo, sólo el 11%.

Recorriendo los siglos siguientes podemos “comprobar” qué valor representativo tienen estas cifras. Seguimos, pues, con los mismos productos, pero para la segunda mitad del XVII y con los datos de García Fuentes. Esta vez son datos completos, de modo que se refieren al total exportado en esos cincuenta años. En conjunto, de vino, viajaron a América algo más de dos millones de arrobas (2.054.822) mientras que las exportaciones de aceite rondaron las trescientas mil arrobas (283.359). De nuevo queda, pues, de manifiesto la enorme desproporción existente entre las exportaciones de uno y otro producto. En cuanto a la procedencia de los mismos, mientras que el aceite fue en su totalidad de origen andaluz (Cádiz y, sobre todo, Sevilla), en el vino hay también que contar con la aportación de los caldos canarios, que representaron el 5% del total exportado; el 95% restante se reparte entre las provincias de Sevilla (fundamentalmente el Aljarafe, cuya producción, en palabras de García Fuentes, prácticamente “anuló” a la de la Sierra Norte) y Cádiz (Jerez, Puerto de Santa María y Sanlúcar de Barrameda).

Un producto que no figuró en los registros-muestra del siglo XVI y que aparece con fuerza en esta segunda mitad del XVII es el aguardiente, del que se exportaron 233.741 arrobas; de ellas, el 49% (15.220) se remitieron desde los puertos andaluces del monopolio (Sevilla y Cádiz) y el 51% restante (118.521) desde Canarias. Respecto a la cera, de procedencia valenciana o mogrebí (aunque a Cádiz llegaba por vía francesa) se exportó sin labrar (en marquetas, de un peso aproximado de 4'5 arrobas si eran sencillas y de 9 arrobas si eran dobles) y labrada (velas y cirios, en cajas de imposible reconocimiento en cuanto a peso); en cualquier caso, para el período, se exportaron 88.882 marquetas de cera sin labrar y 3.432 cajas de velas. Teniendo en cuenta que no se especifica si la marqueta es doble o sencilla, hay que presumir que sería doble (pues incluso declarada como sencilla ya lo habría sido, presumiblemente, debido a la ocultación fiscal) y ello representa, con mucha probabilidad, casi ochocientas mil arrobas, sin contar las velas. A su vez, por lo que se refiere a la especiería, resultan llamativos los 989 sacos de ajonjolí exportados en esos cincuenta años o los 624 barriles de pimienta, aunque no pueden competir con las 4.276 churlas de canela. Finalmente, otros productos de los que se nos proporcionan también las cifras brutas de exportación fueron el vinagre (17.460 arrobas), las aceitunas (2.862 barriles y 3.670 botijas), las alcaparras (1.903 quintales), las pasas (2.705 quintales) y las almendras (1.403 quintales y 776 botijas).

Como ya hemos indicado, los datos de García Fuentes no permiten establecer el valor porcentual de cada producto ni respecto al total de las exportaciones ni respecto a la rúbrica concreta de los productos agrícolas. Pese a ello, tomando como base dichas cantidades brutas, como ya he adelantado, procedí en su día a una reducción de las mismas a toneladas de aforamiento. Sobre ese cálculo podemos apuntar que el total de las exportaciones agrarias debió representar, en estos cincuenta años, en torno al 21 % del volumen total de carga. Por lo que respecta a los valores, desafortunadamente no hay posibilidad alguna de obtener datos similares.

Por lo que se refiere al XVIII, los cómputos son también globales y representan, por tanto, toda la exportación realizada entre 1720 y 1751, en los 552 navíos que salieron con destino a Indias. En conjunto, los productos agrícolas (que se aproximaron a las 60.000 toneladas de aforamiento) constituyeron casi la mitad de toda la carga transportada (un 46%) y casi la mitad de ellos, a su vez, la asumió el vino (41% de los productos agrícolas y 19% del total transportado). Inmediatamente detrás se sitúan las 22.000 toneladas largas de aguardiente (17% del total y 37% de los productos agrícolas) y, ya a cierta distancia, las casi 7.000 de aceite (5% del total de las exportaciones y 11% de las agrícolas). La pimienta y la canela sumaron, juntas, 3.251 toneladas (2'5 de las exportaciones y 5% de las agrícolas) mientras que otros frutos (aceitunas, alcaparras, pasas y almendras) no alcanzaban las mil toneladas (963 exactamente) ni el 1% de las exportaciones, al igual que las harinas (973 toneladas y 0'7% del total exportado). Para que puedan compararse estas cantidades con las de otras épocas podemos cuantificarlas en las mismas unidades de peso que lo hicimos para el XVI y el XVII. Entonces obtendremos, para estos 32 años, 1.332.805 arrobas de vino (la cantidad de vinagre incluida en esta misma partida es despreciable, por lo que se deduce de aquellos casos en que aparecen desglosadas), 414.489 de aceite y 1.196.478 de aguardiente; 1.846.689 libras de canela y 21.705 arrobas de pimienta; 454.884 arrobas de cera; 28.059 arrobas de almendras y 17.561 de pasas, así como 80.564 cuñetes de aceitunas y alcaparras.

Aunque pueda parecer un juego estadístico, no es desdeñable recordar que para los años que acabamos de citar, 552 navíos transportaron 129.328 toneladas de aforamiento de mercancías, siendo el arqueo de tales navíos 164.937 toneladas y la media de toneladas transportadas, al año, de 4.200. Ello quiere decir que la capacidad media de carga de un navío de la Carrera no superaba el 80% de su cubicaje (que es lo que mide el arqueo) en el mejor de los casos y oscilaba en tomo al 75%. Se comprenden, pues, las dificultades que presentaban los productos agrícolas protagonistas (vino, aceite y aguardiente) que ocupaban una gran parte de la capacidad de carga y proporcionaban ganancias muy reducidas. La media de estos años daría un promedio de 234 toneladas de carga por navío y el vino, el aceite y el aguardiente consumían casi 100 (97'4 toneladas), de modo que se comprende la aguda polémica sostenida entre los cosecheros andaluces de una parte y los propietarios de navíos por otra.

Las vicisitudes del “tercio de frutos” a lo largo de este período señalan la tensión entre los intereses de unos y otros. Los navieros alcanzaron una gran sutileza argumental en la defensa de sus intereses intentando convencer al Estado de que el transporte de mercancías industriales y específicamente textiles garantizaban un provecho fiscal mucho más elevado que el de las agrícolas y que, por ello, la reducción de éstas del tercio a un cuarto del buque de las flotas supondría un buen negocio para la Real Hacienda. Efectivamente, las continuas transgresiones por parte de los cosecheros de la cantidad fijada para sus frutos en favor de otras mercancías, especialmente textiles, provocó una real orden del 28 de mayo de 1720 reduciéndoles el tercio a un cuarto. La nueva disposición motivó un complejo proceso de reclamaciones que ha sido estudiado en sus líneas fundamentales por el profesor Martínez Shaw y que no nos afecta en este momentoNota 10). El hecho sustancial es que las reclamaciones de los cosecheros consiguieron que, en 1725, se volviera al tercio de frutos, que permanecería ya inalterable.

La lucha de los cosecheros por asegurar la salida de sus productos, ¿fue una presión de los cosecheros de la Baja Andalucía con vistas a su exclusivo beneficio? Ello nos lleva a tocar, siquiera sea sumariamente, el problema de la procedencia de estos frutos. Por lo que al vino se refiere, su área de procedencia es clara: la Baja Andalucía (Cádiz, Jerez, Puerto de Santa María, Sanlúcar, Huelva y Sevilla) y un pequeño refuerzo de vinos “carlones” en partidas poco representativas. A este respecto, el propio Martínez Shaw ha señalado el pleito por los vinos de Benicarló y catalanes en general que los cosecheros jerezanos plantearon ante la competencia de precio y que ponía de relieve las medidas monopolísticas a favor de los caldos andaluces que Patiño promulgara en 1723Nota 11). Por lo que respecta al origen del aguardiente, parece probado que a pesar de la prohibición de Patiño (derogada, por cierto, pocos años más tarde) fue esencialmente catalán o incluso de fabricación catalana en la propia AndalucíaNota 12). En cuanto al aceite, no existe duda alguna: la procedencia del área andaluza es exclusiva.

En realidad, el problema estuvo siempre presente y no es específico del siglo XVIII. Según nos recuerda García Fuentes, ya en 1688 el Consulado de cargadores denunciaba que los propietarios de buques no querían respetar el tercio de los cosecheros, prefiriendo otras cargas más rentables, “ayudados” por los maestres de las naos que, para evitar las cargas agrícolas, declaraban que iban completos; no acababan aquí las picarescas: la denuncia añadía que, en otros casos, los armadores compraban los productos agrícolas andaluces pero luego los descargaban a escondidas y los sustituían por mercancías más rentablesNota 13). Pese a todo, la presión de los propietarios agrícolas andaluces no cejó ni en ese punto ni en la defensa de sus vinos frente a los competidores canarios.

Pero para el siglo XVIII y fuera de este bloque cronológico, disponemos de información parcial para el período 1757-76. Es parcial porque no está referida al total de los navíos sino sólo a los integrantes de las seis flotas que salieron en esos años y que representaron el 13% del tonelaje total del período. La estructura de las exportaciones de esas flotas no difiere de la del bloque de 1720-51 aunque sí (como era de esperar) sus magnitudes. Refiriéndonos ahora a las exportaciones agrícolas, en esta muestra supusieron el 28% del total exportado y el vino, el aceite y el aguardiente representaron el 89% de las exportaciones agrícolas y el 25% del total de las exportaciones; las especias completan este cuadro (11% de las exportaciones agrícolas y 3% de la total). Inmediatamente advertimos que la variación más notoria se produce, precisamente, en la desventaja entre exportaciones agrícolas e industriales y en el aumento de estas últimas respecto al esquema proporcional del período 1720-51. En efecto, en esos treinta y dos años los productos industriales representaron un 54% y ahora, en la muestra de las flotas de 1757-76, suben hasta el 72%. El retroceso de los productos agrícolas es manifiesto: el vino ha descendido de representar casi un 20% al 9% del total de las exportaciones; el aceite desde el 5% al 2% e incluso el aguardiente desciende del 17% al 14%.

Lamentablemente, la inexistencia de información del mismo tenor para la etapa del “libre comercio” nos impide confirmar si esta tendencia se mantuvo o no.

Los productos industriales

Naturalmente los problemas de las mercancías como fuente de riqueza no se centran en los productos agrícolas cuya procedencia casi exclusiva era “nacional”, e incluso específicamente andaluza, sino en los productos industriales que se exportaron en la Carrera. Vamos, pues, a conocer su contenido, volumen y valor en la medida que las fuentes lo permiten.

Para el siglo XVI y sobre la muestra ya utilizada de R. Pieper, los productos industriales (textiles, metalúrgicos, cueros, madera y jabón) representaron el 78% y el 89% del valor total de las exportaciones en los dos barcos cuyos avalúos ya conocemos (los de 1584 y 1598). La parte del león corresponde, como era de esperar, a los textiles (62'8% y 63'3% del total de la exportación y 80% y 71% respectivamente de los industriales) y de éstos, las telas se erigen en protagonistas absolutas; la comprobación es fácil: en los dos navíos de 1584 y 1598, el valor calculado del conjunto textil son casi cuarenta y tres millones de maravedíes; de ellos, más de treinta y seis millones corresponden a las telas. Estas telas tienen, a su vez, un grupo especial, el de mayor valor, los ruanes franceses; ellos solos representan el 15'7% de las telas en 1584 y el 28'7% en 1598. En opinión de E. Lorenzo Sanz, “aproximadamente tres cuartos de la lencería francesa (lienzos) registrada hacia Indias eran angeos y ruanes y el resto, en orden descendente de importancia, venía representado por telas blancas, coletas, bretañas, malobrines y melinges”Nota 14).

Volviendo a la muestra, tras las telas, la confección ocupa el segundo lugar, aunque a mucha distancia (6'2% del total de los textiles en 1584 y 8'2% en 1598), seguida, a su vez, de los hilos (4'5% y 3'5% respectivamente).

Entre las telas, las variedades mejor representadas (en valor y volumen) que recogen los registros son las siguientes: anascotes, angeos, bayetas (de Córdoba, Flandes e Inglaterra), brines, creas, damascos, dinam, holandas, jergas y jerguetas (sobre todo, flamencas), lienzos (italianos), melinges, paños (de Baeza, Barcelona, Segovia, Valencia y Zaragoza pero también de Perpignan o Londres), rajas (de Ávila, Flandes, Tarragona o Florencia), raso (de Granada y Valencia), seda (andaluza, flamenca e italiana), tafetanes (granadinos) y terciopelo. La importancia proporcional de estas variedades (siempre sobre la carga de los dos únicos barcos valorados, es decir, los de 1584 y 1598) fue como sigue: en primer lugar, como ya dijimos, los ruanes, que representan el 19% de los textiles y el 14% de todos los industriales; en segundo lugar, las jergas y jerguetas, con el 11'4% de los textiles y el 8'6% de los industriales); en tercero, los paños con el 9'1% y el 6'9% respectivamente; en cuarto lugar, muy igualados, los brines (7'7% de los textiles y 5'8% de los industriales) y los terciopelos (7'3% y 5'5% respectivamente); en quinto lugar las rajas (4'2% y 3'2%) y a continuación, aunque ya a mucha distancia, los tafetanes, rasos, lienzos y bayetas.

Por lo que respecta a la confección, las camisas son protagonistas absolutas, con el 41'2% de todo este apartado y el 2'9% de los textiles, seguida de las medias (14'5% de la confección y 1% de los textiles) y las tocas y velos (13% y 0'9% respectivamente).

En la segunda mitad del XVII, la primacía francesa en los textiles parece haber cedido ante los flamencos y holandeses, pero la denominación genérica de los registros (“fardos”,’’cajones” y “bultos”), impide la menor precisión; no sirve de mucho saber que, en conjunto, se exportaron 104.966 de estos bultos puesto que no hay forma de conocer su contenido.

Por lo que respecta al siglo XVIII, la exportación textil, con 50.170 toneladas de aforamiento, en los años 1720 al 1751, representa el 39% del total de lo exportado y el 73% del conjunto de los productos industriales. La diferencia con los porcentajes que obteníamos para el siglo XVI (como se recordará, el 78% en 1584 y el 89% en 1598) se explica por la sencilla razón de que en tanto aquéllos estaban referidos a valores, éstos del XVIII lo están a volúmenes. Pero volvamos a los textiles; la denominación genérica de “ropas y lienzos” no permite, en principio, una mayor precisión en lo fundamental aunque en lo accesorio conocemos otras denominaciones: crudos, crehuelas, lienzos listados, hilo blanco y acarreto, cintas, bayetas y lonas. Si califico estos apartados de accesorios es en función de la estadística: efectivamente, sobre las 50.170 toneladas de textiles, 43.389 quedan bajo la etiqueta señalada de “ropas y efectos de palmeo”; todas las demás denominaciones, incluyendo los hilos, alcanzan sólo 6.780Nota 15).

Dentro de los productos industriales, el segundo bloque en importancia lo constituye el de los productos metalúrgicos. En las muestras valoradas del XVI, que ya conocemos, su valor es de casi cinco millones de maravedíes (el 8'6% del total industrial exportado); la partida fundamental es la clavazón (1.657.425 mrs., que equivalen al 33'6% del sector) seguida del herraje (1.159.483 mrs., 23'5% del sector) el hierro (373.368 mrs., 7'5%) y las rejas de arado (338.000 mrs., 6'9%).

Aunque sin posibilidad de proporcionar las distintas variedades exportadas, los datos de la segunda mitad del XVII ofrecen los siguientes volúmenes: hierro en planchuela, 361.114 piezas, es decir, aproximadamente unos 120.000 quintales (a unos 55 reales de plata el quintal vizcaíno y a 100 el de Holanda); cabos (doblados o cabillas), 50.300 quintales (a razón de 84 reales de plata el quintal vizcaíno); hierro de cuadradillo, unos 22.000 quintales; hijuelas (para clavos de construcción), 16.756 quintales; otras variedades (pletina, carretil, fleje, tocho, tiradillo, sutil) se relacionan en unidades y su importancia es pequeña. Los herrajes, clavazones, aceros, cuchillos, espadas o hachas se relacionan en cajas. De herrajes se exportaron 48.279 cajas; 11.645 de clavazón, 6.040 de acero, 541 de cuchillos, 221 de espadas y 145 de hachas (más 1.179 sueltas). Las rejas de arado constituyeron una exportación importante y en estos años a los que venimos refiriéndonos sumaron 159.702; otros géneros incluidos en la relación fueron 107.128 azadas y 22.695 palas.

Para el período 1720-51, los productos metálicos, con 7.750 toneladas, representan un 6% del total exportado y un 11'3% de las exportaciones industriales. La documentación relaciona: hierro (que representa el 80'8% de todos los productos metálicos), herraje (1,9%), acero (9'3%), clavazón (6'8%) alambre y hojalata (1'1%). Las variedades de hierro, además de las consignadas ya en el XVII, son la “almadeneta”, las “combas”, “pernerías” y , por supuesto, las herramientas obvias (rejas de arado, hachas, palas, azadas, etc.). A su vez, en las flotas reseñadas para el período 1757-76, estos productos metálicos representaron el 4% del total de las exportaciones.

Antes de hablar de otros productos industriales conviene recopilar lo que hasta ahora hemos establecido: entre los textiles y los productos siderometalúrgicos hemos acaparado una gran parte de la exportación industrial. En efecto, para la muestra del XVI estos dos conjuntos, con un valor total de 48'6 millones de maravedíes, representan el 84% de los productos industriales y en el otro bloque en el que podemos establecer también proporcionalidad (bien que referida a volúmenes), es decir, el de 1720-51, exactamente la misma magnitud, el 84% del total. Todo ello quiere recordar que los productos que nos quedan constituyen mercancías testimoniales por más que su carácter cultural o llamativo les concedan un interés por encima de lo que su importancia proporcional exigiría.

Comenzaremos por el papel. En la muestra del XVI, valorada, se exportaron 2.500 resmas que importaron 805.200 maravedíes. Respecto a libros fueron 415 que valieron 99.683 mrs.; sumando ambas partidas tendríamos el 1'5% del total de las exportaciones industriales. Para la segunda mitad del XVII sabemos que la exportación de papel alcanzó prácticamente los 35.000 balones (cada balón contiene 24 resmas) es decir, 840.000 resmas y sabemos también que el papel exportado (un producto que controlaron primero los franceses y luego los genoveses) experimentó un crecimiento constante y sostenido que hizo avanzar su volumen desde las siete mil resmas en el decenio 1650-59 a las casi trescientas mil en el de 1690-1699.

Por lo que se refiere a los libros y para esta segunda mitad del XVII, se exportaron 6.636 cajas, lo que no arroja demasiada luz sobre su número. Aunque se importaron libros de Lyon y París, no es demasiado improbable que el control inquisitorial favoreciese indirectamente la producción nacional y, en cualquier caso, Sevilla era un buen centro editor todavía en esa época (junto a Valencia y Zaragoza).

En el siglo XVIII el papel exportado constituye un capítulo importante (aunque es imposible saber si su importancia proporcional es mayor o menor que en el período anterior) que alcanza hasta el 5'4% de las exportaciones totales, con sus 7.044 toneladas entre 1720 y 1751, que equivalen casi a dos millones y medio de resmas (2.463.948). Ello nos da una pequeña pista: para los 50 años de la segunda mitad del XVIII, tres veces más. Parece, pues, indudable que el incremento de exportación que observábamos en el siglo anterior, siguió constante a lo largo del XVIII. Desafortunadamente, los cajones de libros aparecen reseñados junto con los de farmacia; es evidente que la inmensa mayoría de los casi catorce mil cajones reseñados serían libros pero no puedo precisarlo. En el período anterior la farmacopea ocupó 1.262 cajas, es decir, un valor aproximado del 20% respecto a las cajas de libros; si esta proporción la mantenemos para el XVIII, nos daría que de las 13.601 cajas de libros-medicamentos, unas 10.800 habrían sido de libros.

Si es posible, me gustaría cerrar esta relación de mercancías con algunos productos simbólicos, cuya importancia económica es, desde luego, insignificante pero que nos devolverán a la vista cotidiana después del océano de cifras que acabamos de navegar. No serán más que unas referencias puntuales: los casi doce mil millares de plumas de escribir exportados entre 1720-1751; las 495 imágenes que iban en un barco de 1557 y que ascendieron a 1.091 en el de 1598 (que se valoraron en 23.821 mrs.); siete piedras de afilar de barbero en un barco de 1557; 103 rosarios en otro en 1524, que eran 152 en el de 1557 y 384 en el de 1598; los 16 mazos de cuerdas de vihuela del barco de 1557 o las 2.028 flautas (que se valoraron en 5.739 mrs.) del barco de 1598.

Para concluir este epígrafe de las exportaciones me parece que deberíamos retomar su introducción; decíamos entonces que la importancia fundamental del tema de las exportaciones era la procedencia de las mercancías exportadas, porque a ella alude toda la problemática sobre si el comercio de la Carrera fue o no “español”, en el sentido de a quién, en último término, iban a parar los beneficios. A lo largo de las páginas anteriores he ido deslizando, cuando era pertinente, el origen “comentado” de algunas mercancías. Comentado por unos y por otros pero, en modo alguno, atestiguado documentalmente. La confirmación no está a nuestro alcance más que para muestras muy pequeñas (relaciones puntuales para algún año o alguna flota) y aun en estos casos sin demasiado rigor. En mi trabajo sobre el siglo XVIII vertí toda esta información que, para esa época, podía abrir algún portillo en el conocimiento del temaNota 16); mis conclusiones eran (y siguen siendo) que, fuera de los productos agrícolas y los siderúrgicos que, con absoluta certeza, pueden ser atribuidos a Andalucía y Cataluña en un caso y a Vizcaya en el otro, solo teníamos un cierto porcentaje minoritario en los textiles: las “indianas catalanas” del último tercio del XVIII sobre las que sigue abierto el debate de si su procedencia era totalmente catalana o si sólo recibían allí el apresto final; algunas toneladas de las Reales Fábricas de Guadalajara y San Fernando, presencia testimonial; hilo, retazos de confección y cintas a repartir entre Sevilla, Valencia, Granada, Toledo, Málaga y Madrid. En conjunto y verosímilmente, muy poco. La impresión que se obtiene, prudentemente, es que el tonelaje exportado de origen nacional, alcanzó, prácticamente, al 50% del total de la carga pero, en cambio, su valor respecto al valor total, parece haber oscilado entre el 10 y el 15%. Insisto en que esta valoración no puede garantizarse con ninguna estadística seriada sino que es el resultado de una serie de indicios, informes y opiniones de la época y relaciones parciales que expresaban la procedencia ocasional de las mercancías. En mi opinión, valores como esos o similares encajan con bastante probabilidad en el cuadro de referencias posibles al predominio casi hegemónico de mercancías extranjeras en la Carrera y que puede simbolizarse en un informe enviado por los oficiales reales de Veracruz a la Corona y en el que se dice textualmente que

 

lo único que de esos reinos se trafica que con fijeza se sepa que pertenece a los vasallos de V. M. son los frutos porque los demás efectos cuando no todos, la mayor parte son (según voz general) de extrangeros que los trafican en cabeza de españolesNota 17).

 

Esto por lo que se refiere al período de monopolio cerrado, es decir, hasta 1778. A partir de esa fecha y hasta 1796, disponemos de los datos aportados por Fisher, según los cuales esta estructura de precariedad de las mercancías españolas respecto a las extranjeras había sufrido un vuelco espectacular invirtiendo la proporción o, al menos, aproximándola, y que establecen que el valor de las mercancías españolas alcanzó (para esos años) el 51% del total de la exportaciónNota 18). Esta imagen optimista que incluso podría despertar dudas sobre la proporción en épocas anteriores, sufre, sin embargo, un notable menoscabo cuando sabemos que el Reglamento de Libre Comercio, por sus artículos 31 y 32, permitía que se exportase bajo la rúbrica de productos españoles una nutrida relación de mercancías extranjeras tan solo a condición de que sus exportadores declarasen que habían recibido en España su terminación. En estas condiciones puede comprenderse, fácilmente, qué significado real puede tener el concepto de mercancía “española”, en la época, y en qué medida la estadística oficial resulta verdaderamente ilustrativa del origen efectivo de tales mercancías.

Las importaciones de géneros coloniales

Al referirnos al capítulo de las importaciones como un apartado del tráfico colonial, viene a la mente de inmediato, en mayor medida seguramente que en otras variables del mismo tráfico, el recuerdo del modelo del “pacto colonial”. Como ya sabemos, este modelo no era otra cosa que el esquema teórico, según fue establecido por los mercantilistas del XVII y el XVIII, de las reglas del “juego” económico entre la metrópoli y sus colonias (cualquiera que fuese la denominación que éstas recibían). A tenor de dicho esquema, las colonias debían quedar supeditadas a no desempeñar otro papel que el de simples mercados complementarios de la economía metropolitana, consumiendo las manufacturas que de ella le llegaban y drenándole sus excedentes en forma de numerario y materias primas. Algunos especialistas han sugerido que tal modelo no parece adecuarse al utilizado por España en sus Indias, fundándose en la desproporción absoluta manifestada en las importaciones de los metales preciosos respecto a las materias primas. Es decir, que se supone que España “abandonó” la posibilidad del negocio a que las materias primas podían y debían dar lugar (transformándolas en sus propias fábricas y/o exportándolas a otros países) conformándose con las apropiaciones (en el caso del Estado, por vía fiscal) de los metales preciosos. Tal argumentación no resulta excesivamente clara si recordamos la posibilidad de considerar el metal precioso como una especie de “materia prima” que iba a ser introducida en forma de moneda en el mercado nacional y en el europeo.

Sea cualquiera el calificativo que más convenga al modelo de las relaciones comerciales entre España y sus colonias es, sin embargo, muy cierto que cuando se fija la atención en las importaciones procedentes de aquellos territorios, casi a todo lo largo y ancho del período de vigencia de la Carrera, el metal precioso se adelanta al proscenio, haciendo olvidar y reduciendo casi a la nada el resto de las mercancías que llegaban a Sevilla o Cádiz. Efectivamente, tal protagonismo no obedece a una metáfora que la imaginación popular hubiera construido, impresionada por el carácter casi literario del metal precioso americano. Con los datos estadísticos en la mano y para el período 1560-1650, según permiten establecer los estudios de Hamilton y Chaunu, los metales preciosos representaron el 82% del valor global de todas las importaciones de AméricaNota 19). Entre 1747 y 1778, según mis propios datos, todavía significaban el 78% del valor absoluto importadoNota 20); sólo en el período final del proceso colonial, entre 1782 y 1796, a tenor de la información aportada por FisherNota 21), tal valor “desciende” al 56% y ello no sin la “ayuda” de nuestros más prestigiosos teóricos de la economía que, ya desde tiempo atrás, venían insistiendo en que la verdadera riqueza colonial no estaba solo en las minas de plata sino también en sus plantaciones. Por todo ello, parece evidente que debemos clarificar cuál fue la realidad de este tráfico de importación, estudiando inmediatamente las mercancías y concediendo después al metal precioso el apartado que su protagonismo aconseja.

Ahora bien, vaya por delante que no es nada fácil realizar esta clarificación, puesto que el reconocimiento de las mercancías importadas, su volumen y valor proporcional respecto al metal precioso, ofrece, en el estado actual de nuestros conocimientos, más dificultades de las que podía esperarse y no menores ni distintas de las que acabamos de observar en el campo de las exportaciones. Pese a ello, disponemos, para los tres siglos de la Carrera, de la posibilidad de conocer la estructura de los productos importados, lo que nos permitirá, al menos, establecer, como hicimos con las exportaciones, la nómina de los productos y, en algunos casos, comprobar el valor proporcional de cada uno de ellos en el conjunto genérico al que pertenece.

Comenzaremos, pues, por establecer este catálogo de importaciones, señalando de antemano que aquí no tiene sentido reproducir el esquema que aplicamos a las exportaciones al dividirlas, según el tipo de producción, en productos agrícolas e industriales. Como materias primas que son, parece más lógico y funcional agruparlas en consideración a sus cualidades intrínsecas y ámbitos de utilidad y así nos encontramos con productos tintóreos, artículos alimenticios, plantas medicinales, estimulantes, pieles y cueros, fibras textiles, minerales y piedras preciosas.

Materias tintóreas

Tres fueron, básicamente, los productos que integraron este apartado fundamental de nuestras importaciones coloniales: la grana fina cochinilla, el índigo o añil y los palos tintes (en especial, las variedades denominadas “brasilete” y, sobre todo, “campeche”). El primero en importarse, por la simple razón de que los españoles lo encontraron ya en las Antillas, fue el palo “brasilete”, árbol que crecía en los países tropicales (Brasil era su principal productor) y del que se obtenía una tintura encarnada, de baja calidad, por lo que su importación se mantuvo siempre en un tono bastante discreto. Tampoco gozó de especial reputación la tintura también encarnada que suministraba la variedad denominada “campeche” (por la región de donde procedía el grueso de su producción), aunque en este caso se compensó dicha deficiencia por el uso que se le dio como materia prima para la obtención de otros colores, en especial el morado. De hecho, de la suerte que corrieron los palos tintes el responsable principal y directo no fue otro que la grana fina cochinilla, colorante rojo de excepcional calidad que, desde el momento mismo que arribaron a Sevilla sus primeras remesas, prácticamente expulsó de los mercados a todos los otros tintes de su especie que hasta entonces había venido utilizando la industria textil europea. La cochinilla era un insecto que anidaba en ciertas especies de nopales y de cuyo cuerpo, una vez secado al sol y molido, se obtenía la tintura roja. Su principal centro productor se localizaba en México, en las zonas de Tlaxcala y Mixteca; de allí proviene siempre el grueso de la importación que, desde mediados del XVI, se completaba con pequeñas partidas procedentes de Honduras, Guatemala y Nicaragua. Finalmente, por lo que respecta al añil, fue una planta descubierta, al parecer, en Nueva España, por Pedro de Ledesma, hacia 1560, de cuyas hojas y tallos, por maceración en agua, se conseguía una pasta de color azul intenso que constituía la materia tintórea. Su cultivo se localizaba fundamentalmente en las tierras calientes de Nueva España (Yucatán) y Guatemala, desde donde se extendió posteriormente a Honduras y Nicaragua. En los primeros años de su importación, el añil americano tuvo que competir con el “pastel” que se fabricaba en Toulouse y Turingia, pero su mejor calidad y más bajo precio no tardaron en asegurarle un puesto de privilegio en el mercado europeo de los colorantes.

Centrándonos en el papel de estos productos en las importaciones, E. Lorenzo Sanz ha realizado una estimación para el período 1557-98; según ella, los colorantes habrían llegado a representar algo más de la mitad del valor global alcanzado por la totalidad de las mercancías importadas en dicho período. Concretamente, y según sus cálculos, sólo la grana habría acaparado el 41'6% del valor total de las importaciones, porcentaje que se elevaría, como mínimo, hasta el 51'6%, a partir de 1576, gracias a la incorporación del añilNota 22). Desde luego, parece fuera de toda duda que durante este período los colorantes constituyeron el producto americano de más fácil salida al mercado europeo; pero, aun así, esas cifras dan la impresión de estar sobrevaloradas, ya que, si nos atenemos a los datos que aporta Chaunu tanto para la segunda mitad del XVI como para los dos primeros decenios del XVII, los porcentajes que se obtienen son del 39% en el primer período y del 35% en el segundoNota 23). Ahora bien, tanto si equivalen a la mitad como al tercio de las importaciones, lo indudable es que las materias tintóreas se erigen en el capítulo más constante y sólido de la Carrera en este período, fuera del metal precioso. Por otra parte, esta primacía parece que se mantiene hasta casi fines del siglo XVIII, según ponen de relieve mis propios datos para el período 1747-78; en efecto, para esos años, los colorantes siguen siendo el principal renglón de las importaciones de géneros coloniales al acaparar el 38% del valor global de las mismasNota 24). Sólo a partir de la generalización del libre comercio ceden su primacía ante el tabaco y los productos alimenticios (azúcar y cacao) y aun así su cuota de participación es todavía de un 23%Nota 25).

Para tener una idea más específica vamos a descender de las proporciones globales a las cifras concretas. Para la segunda mitad del XVI, Chaunu proporciona datos de 19 años en los que se importa grana; en total fueron 140.215 arrobas que dan un promedio de casi 7.400 anuales. Para el añil, tiene información de 12 años, en los que se importaron 16.775 arrobas que dan un promedio de 1.400 anuales, mientras que para los palos tintes la información cubre 11 años, en los que vinieron 88.536 arrobas, a 8.000 de promedio anual. Aunque no es posible establecer un precio medio unitario para cada producto, dadas las fuertes oscilaciones que sufrían, las cantidades globales permiten hacernos una idea del valor relativo de cada uno: la grana de la muestra importó 2.219' 5 millones de maravedíes; el añil 195'7 millones y los palos tintes 10'4 millones. Si queremos ajustar el peso proporcional del valor de cada producto en el conjunto del renglón, acudiendo a los años en los que disponemos de datos para todos ellos, el resultado que se obtiene es el siguiente: la grana representa el 88% del total, el añil un 11% y los palos tintes el 1% restante.

Ninguna sorpresa, pues, sobre lo que anunciaban las cifras globales, aunque esta situación va a experimentar un cambio sustancial tan solo con doblar el cabo de siglo y adentrarnos en el período 1606-20, para el que Chaunu aporta también información. En efecto, por de pronto, la grana importada desciende a tan sólo 60.500 arrobas, lo que supone un promedio anual de 4.000, casi la mitad que en el período precedente; el añil, en cambio, sube hasta las 143.613 arrobas, 9.600 anuales, multiplicando casi siete veces su promedio anterior, en tanto que los palos tintes se disparan hasta casi rozar 1.400.000 arrobas, con una media de 93.000 anuales, que multiplica hasta doce veces la anterior. Por lo que se refiere, a su vez, a los valores alcanzados por estas importaciones, la grana sumó 2.454 millones de mrs. (60% del total), el añil 1.563'5 millones (38%) y los palos tintes 82'8 millones (2% del total). Como puede fácilmente apreciarse, el peso proporcional de la grana en el conjunto desciende casi en idéntica medida que sube el del añil, mientras que los palos tintes mantienen la modesta cuota a que les “fuerza” su baja cotización.

Para la segunda mitad del XVII no disponemos de valores aunque, en contrapartida, contamos con el total de las importaciones de cada producto en esos cincuenta años. Dichas cantidades, debido a la situación de crisis por la que atraviesa la Carrera, han sufrido un importante retroceso pero, aun así, parecen venir a confirmar el cambio producido en el período de 1606-20. A tenor de los datos que nos proporciona García Fuentes, las importaciones de palo tinte descienden hasta las 196.704 arrobas (menos de 4.000 anuales), las de añil a 74.705 arrobas (1.500 anuales), en tanto que la grana prácticamente desaparece del mercado con tan sólo 649 arrobas y sin que se nos pueda aclarar a qué se debió tan espectacular caída del hasta entonces producto estrella del conjunto.

Finalmente, si de aquí pasamos al siglo XVIII y, más en concreto, a su segunda mitad (1747-78), para la que de nuevo disponemos de datos referidos tanto a volúmenes como a valores, el cuadro que se obtiene podríamos calificarlo como de una “vuelta a la normalidad”. Para ser más exactos, nos encontramos con una situación intermedia entre las existentes en la segunda mitad del XVI y primeros decenios del XVII. En efecto, la grana con 641.425 arrobas que importaron 37 millones de pesos, vuelve a recuperar su posición de privilegio acaparando el 76% del valor global del renglón; a continuación, se sitúa el añil con 531.912 arrobas valoradas en 11 millones de pesos que equivalen al 23% del total y, por último, los palos tintes, con 1.084.580 arrobas y medio millón de pesos que suponen el 1% del total.

Productos alimenticios

Integran este apartado dos productos típicos de la denominada economía de plantación y que tienen una entrada correlativa en la Carrera: el azúcar desde el siglo XVI y el cacao desde el XVII.

El azúcar, como es bien sabido, no era un producto originario del Nuevo Mundo sino que fue llevado allí por los españoles a raíz del segundo viaje colombino (1493). Los primeros pasos para la implantación del cultivo de la caña se dieron en Santo Domingo, donde, en 1501, la sembró Pedro de Atienza; en 1506 se obtuvieron los primeros azúcares y, en 1516, Gonzalo de Velosa instaló el primer “trapiche” de caballos. Desde Santo Domingo, el azúcar se extendió a Puerto Rico, Cuba y Jamaica y, posteriormente, continuó su difusión por las tierras bajas de México y, más al sur, hasta la costa del actual Perú. Pese a esta difusión, el gran centro productor del azúcar de la América española residió siempre en las Antillas; desde allí, tempranamente, se inicia la carrera comercial de este producto del que, según F. Ortiz, desde 1522 se remitían anualmente a la península unas 2.000 arrobas anualesNota 26). Sin embargo, el gran desarrollo del azúcar antillano no se produce hasta el siglo XVIII que es cuando conquista los mercados europeos. La razón de este éxito tardío fue doble: de una parte, la escasez de mano de obra y de inversiones adecuadas que, hasta entonces, se dirigieron, masivamente, hacia la opción minera; de otra, la dura competencia del azúcar brasileño comercializado por los portugueses y que prácticamente monopolizaba los mercados europeos. Ahora bien, la quiebra, a partir de 1670, de ese monopolio, como consecuencia del conflicto habido entre Portugal y Holanda, dejó el camino expedito al azúcar antillano que, a partir de 1690, inicia ya su fulgurante ascensiónNota 27).

Una rápida ojeada a las cifras de que disponemos para la segunda mitad del siglo XVI y la segunda del XVII confirmará, plenamente, esta trayectoria. En efecto, para el primero de esos dos períodos disponemos de los datos aportados por Chaunu correspondientes a las importaciones realizadas en 16 años entre 1568 y 1596; en ellos el volumen de azúcar importada se eleva prácticamente a medio millón de arrobas (495.507) con un valor de 358 millones de maravedíes y una media anual de 31.000 arrobas. Para el período 1747-78, el volumen de azúcar importada se ha elevado hasta casi cinco millones de arrobas (4.863.349), con una media de 157.000 anuales y un valor aproximado de diez millones de pesos que representan el 8% del valor total de las importaciones de la época; y todavía, en los años posteriores del libre comercio (1782-96), este porcentaje seguiría subiendo hasta alcanzar el 13% de nuestras importaciones de géneros coloniales. Frente a esta neta evolución entre fines del XVI y fines del XVIII, las cifras aportadas por García Fuentes para la segunda mitad del XVII ofrecen unos valores tan raquíticos como para resultar representativas de la crisis del período: 53.516 arrobas para el total de los cincuenta años; la media de algo más de mil arrobas por año no necesita ningún comentario.

El segundo de los productos alimenticios que, sin embargo, resultó ser el primero, con mucha diferencia, por el éxito social y casi la adicción que llegaría a provocar, en la sociedad española primero y en la europea después, fue el cacao. Ya desde los primeros tiempos, este producto de alto consumo indígena había llamado poderosamente la atención de los españoles; en la primera mitad del XVI, P. Mártir de Anglería, después de informar del uso monetario que tenía entre los indígenas, además del alimenticio, explica que “triturándolo (...) y echando en agua una porción de aquel polvo y revolviendo un poco, resulta una bebida digna de un rey”Nota 28). En los últimos años del siglo XVI, su uso entre los españoles que vivían en América se había generalizado hasta tal punto que J. de Acosta podía resaltar en su Historia natural y moral de las Indias que “los españoles, y más las españolas hechas a la tierra, se mueren por el negro chocolate”Nota 29). Su entrada en la Carrera se produce, según datos de Arcila Farias, a partir de 1627 y desde el país productor fundamental que es VenezuelaNota 30). En la segunda mitad del XVII el volumen de las importaciones ascendió a 317.701 arrobas, de las que el 84'3% las había proporcionado Venezuela (267.991 arrobas) el 14'3% las Islas y el 0'4% restante entre Nueva España, Tierra Firme y Honduras. En el primer tercio del siglo XVIII (1717-38) ese volumen prácticamente se ha triplicado llegando a las 835.470 arrobas (38.000 anuales) mientras que en el período siguiente (1747-78) se dispara hasta superar los seis millones de arrobas (6.067.735) con un promedio de casi doscientas mil anuales. El valor de las importaciones de estos últimos treinta y un años se sitúa en unos 19 millones, aproximadamente, de pesos, cantidad que podía representar en tomo al 15% del valor total de las importaciones del período. En los años 1782-96 este porcentaje había subido todavía más, hasta el 18%, convirtiéndose en el segundo producto más importante de la nómina de las importaciones, inmediatamente detrás del tabaco.

Los cueros

La introducción de la ganadería (bovina y ovina, sobre todo) en el Nuevo Mundo, primero en las Islas y desde allí en Nueva España, alcanzó un desarrollo inusual por la desproporción entre el territorio libre y el habitado, favorecida, además, por el brutal descenso de la población nativa provocado por las nuevas enfermedades. Chaunu ha llegado a hablar de más de un millón de reses para uso de 10.000 habitantes sólo en Santo Domingo; y por lo que respecta a Nueva España, a partir de 1538-40, los ganados se multiplicaron a un ritmo tan fantástico que, en opinión de Chevalier y de Simpson, llegaron a convertirse en un problema para la existencia humana. Concretamente Chevalier reproduce un testimonio de los frailes franciscanos según el cual “los indios huían a las montañas ante la invasión de sus tierras por el ganado”Nota 31). Posteriormente, esta expansión ganadera continuaría por el resto del continente, con especial incidencia en los llanos venezolanos y en las pampas platenses. Su principal aprovechamiento comercial, amén de la carne para el consumo interno, consistió en la exportación de cueros a la metrópoli.

Inicialmente, parece ser que su importación había servido, sobre todo, para garantizar un flete de retorno a los navíos que no encontraban un cargamento más lucrativo pero, ya desde mediados del siglo XVI, esas importaciones alcanzan una importancia creciente y cifras de verdadero relieve. Así, para los 19 años de los que disponemos de información entre 1562 y 1595, Chaunu contabiliza casi dos millones de cueros importados (1963.806), lo que vendría a significar una media anual de 103.360 piezas; a su vez, y según la misma fuente, para los años comprendidos entre 1606 y 1620 se importaron 1.104.470 unidades, con un promedio también muy alto, en torno a las 85.000 piezas anuales. Estas cantidades representaban sumas tan considerables como los 1.316 millones de maravedíes de la muestra del siglo XVI o los 673,5 millones de la del XVII, cifras que, a no olvidarlo, convierten a los cueros en el segundo producto más importante de nuestras importaciones coloniales de la época, superado sólo por la grana. En cuanto a la procedencia de esas importaciones, los datos confirman lo que ya sabemos: el 63% procede de Nueva España, el 30% de las Islas y el 7% restante se reparte entre Honduras y Tierra Firme.

Pasando a la segunda mitad del XVII, y al igual que para el resto de las mercancías, las cifras correspondientes a sus importaciones revelan la crisis por la que atravesaba la Carrera: poco más de 700.000 unidades, lo que supone una media de tan sólo 14.300 cueros al año. La crisis parece haber afectado fundamentalmente a la ganadería novohispana, ya que las importaciones procedentes de este virreinato apenas si alcanzan a cubrir el 6% del total; las Islas, en cambio, han incrementado su participación, subiendo hasta el 45% en tanto que Venezuela y Río de la Plata, con un 25% y un 16% respectivamente, comienzan ya a perfilarse como importantes regiones exportadoras. Esta crisis parece haber tenido continuación en el primer tercio del XVIII, puesto que para los 22 años comprendidos entre 1717 y 1738 sólo se contabilizan 187.000 piezas que nos darían una media anual de poco más de 8.000 cueros. Sin embargo, en la segunda mitad del siglo, las importaciones vuelven a recuperar su ritmo, según se desprende de las 2.631.000 unidades introducidas por Cádiz en el período 1747-78, con una media anual de 85.000 piezas, similar a la que se obtenía a comienzos del siglo XVII; el 70% de los cueros importados proceden de Río de la Plata y Venezuela (40 y 30% respectivamente) y el resto lo aportan entre las Islas y Nueva España. A consignar también que el valor de los cueros importados sumó algo más de ocho millones de pesos, equivalentes al 6'4% del total de las importaciones del período. Finalmente, para la etapa del libre comercio (1782-96), aunque no conocemos el número de piezas importadas sabemos, en cambio, que los casi 377 millones de maravedíes en que se valoraron representaban el 8% del valor global de todas las importaciones de esa época.

El tabaco

Aunque los españoles conocieron ya desde el primer viaje colombino el extraño hábito practicado por los indígenas de aspirar humo de un canuto vegetal encendido, lo cierto es que no fue sino hasta el siglo XVII cuando en Europa comenzó a generalizarse esta exótica costumbre de fumar. Es más, hasta entonces, y pese a las condenas que ya habían caído sobre el tabaco (B. de las Casas considera su consumo como un “vicio odioso” y el italiano Benzoni lo llamó “pestilencial y nocivo veneno del pueblo”), su uso fue fundamentalmente medicinal, llegándosele a considerar una especie de “sanalotodo”Nota 32). Sin embargo, la paulatina difusión en los países europeos del hábito de fumar o de aspirar rapé, hizo que, desde comienzos del XVII, se produjese un rápido desarrollo de su cultivo y producción en la América española. Primero y sustancialmente en el área caribeña (Cuba, Santo Domingo, Puerto Rico) pero también en toda la costa de Tierra Firme (en especial en la Gobernación de Venezuela) e incluso hasta en Nueva España. La Corona, consciente del fuerte incremento de la demanda, alimenta y favorece esa difusión, según lo prueba una disposición emitida en 1614 por la que se autorizaba a los habitantes de las islas de Barlovento, Tierra Firme y otras partes “donde se siembra y coge tabaco” para que comercien con él y remitan el que no se consuma allí a la Península o también de otra de 1625 eximiéndoles del pago del almojarifazgo y alcabala en los tabacos que enviasen a SevillaNota 33). A partir de 1684, como es sabido, la Corona creó el Real Estanco del Tabaco, convirtiendo este producto prácticamente en un monopolio estatal para su elaboración y distribuciónNota 34).

Como mercancía, su presencia en la Carrera no está atestiguada hasta el siglo XVII. Los datos que proporciona Chaunu para los años 1609-13 sugieren una importación total que osciló entre las 34.000 y las 40.000 arrobas valoradas en 56'5% millones de maravedíes en el primer caso y en 65'6% millones en el segundo. Para la segunda mitad del XVII, los datos de García Fuentes arrojan un total de 53.336 arrobas, cantidad de la que nuestro autor nos dice que “en modo alguno se ajusta a la realidad de las importaciones” debido a la política de “indultos” puesta en práctica por la CoronaNota 35). En cualquier caso, y valga lo que valieren las cifras, lo que se deduce de ellas, en cuanto a su procedencia, es que el 64'4% venía de las Islas (especialmente Cuba, con un 57'3%) y el 32% de Venezuela, confirmando así lo que ya hemos adelantado respecto a la geografía de este producto. Ahora bien, como es sabido, la explosión de la importación del tabaco corresponde al siglo XVIII, como lo demuestra claramente que sólo en los 22 años comprendidos entre 1717-38 el volumen de sus importaciones se haya elevado a 1.260.000 arrobas, lo que nos daría un promedio anual de algo más de 57.000 arrobas; estas cifras no hicieron sino seguir creciendo en la segunda mitad de la centuria, según pone de relieve el hecho de que, para el período 1747-78, se alcancen prácticamente los dos millones de arrobas importadas (1.956.362), con una media anual ligeramente superior a las 63.000 arrobas. Traducida en valor, esta cantidad representa el 6% aproximadamente de todas las importaciones de dicho período, porcentaje que se dispara hasta el 31%, según datos de Fisher, para la etapa del libre comercio, convirtiéndose así en la partida más importante de nuestras importaciones de géneros coloniales.

Plantas medicinales

Dadas a conocer por los primeros cronistas de Indias, fue, sobre todo, el sevillano Nicolás Monardes, quien a través de su famosa Historia medicinal de las cosas que se traen de nuestras Indias Occidentales que sirven en Medicina... se encargó de divulgar sus virtudes y popularizar su consumo. En una lista, no corta, ocupan los primeros puestos, por derecho propio, el jengibre, la zarzaparrilla, el guayaco o palo santo, la caña-fístula, el mechoacán y el liquidámbar. Aunque durante los siglos XVI y XVII los protagonistas absolutos fueron los dos primeros, uno no incluido en esa relación, la cascarilla, lo fue en el XVIII. Sus virtudes curativas, de amplio espectro, se dirigían fundamentalmente a la depuración de la sangre, remedio contra la sífilis y tratamiento de los procesos estomaco-intestinales. Los principales centros de producción del jengibre, el guayaco y la cañafístula se localizan en las Antillas (en especial, Santo Domingo) mientras que la zarzaparrilla, el mechoacán y el liquidámbar proceden de Nueva España y Honduras y la cascarilla del Perú.

En la segunda mitad del XVI, las importaciones de los tres principales productos, a saber, el jengibre, el guayaco y la zarzaparrilla, sumaron un total de 371.000 arrobas, con un valor aproximado de 395 millones de maravedíes, de los que el 78% corresponde sólo al jengibre. En la segunda mitad del XVII sólo disponemos de datos para el jengibre y la zarzaparrilla con un total de 72.706 arrobas, de las que 55.305 corresponden al primero de los productos mencionados y 17.401 al segundo. Como puede fácilmente apreciarse, hasta este momento el jengibre ha sido, con enorme diferencia, la planta medicinal con mayor volumen de importación. Por lo que respecta al XVIII, parece detectarse un cambio cualitativo sustancial en la demanda de este tipo de productos; en efecto, desaparece el jengibre y aparecen, en cambio, productos nuevos como la cascarilla, la purga o la contrahierba; sólo, pues, la zarzaparrilla ha sobrevivido a lo largo de estos tres siglos. En cuanto a su cuantificación, para el período 1717-38, las importaciones reseñadas alcanzaron las 81.000 arrobas mientras que, entre 1747-78, se han disparado hasta las 408.464 arrobas. La razón de este ascenso espectacular reside en la cascarilla o corteza de quina, que pasa de las 24.000 arrobas del primer período a las 224.000 del segundo y también el incremento de la purga, que de 43.000 arrobas ha saltado a 173.000.

Otras importaciones

Para concluir este apartado, siquiera sea un recuerdo para otros productos que tienen que figurar en la nómina de las importaciones aunque su peso específico en ellas resulte de difícil valoración por distintas circunstancias; en unos casos, se trata de productos que fueron importantes en cierto período para desaparecer después; en otros, son mercancías que entraron muy tarde en la Carrera y su incidencia fue por ello escasa; por último, habría que considerar también aquellos que, habiendo permanecido a lo largo de los tres siglos, sin embargo, no tuvieron otro impacto en la Carrera que su mera presencia casi testimonial.

Sin duda alguna, y a mucha distancia por su valor, las perlas constituyen la estrella de este conjunto heterogéneo. Ya, desde que Colón efectuó el primer rescate de perla en el grupo insular margariteño con motivo de su tercer viaje (1498), en los medios económicos sevillanos se despertó un enorme interés por la explotación de la que empezó a denominarse “Costa de las Perlas”, acrecentado por los éxitos de las expediciones de Rodrigo de Bastidas, Pero Alonso Niño y Cristóbal Guerra. Como se sabe, el sistema para su obtención era el simple buceo, utilizando indios nativos, que sacaban a flote las madreperlas de los bancos ostrales situados, inicialmente, en las islas Coche, Margarita y, sobre todo, Cubagua, “la isla de las perlas”Nota 36); a partir de 1538, tras el agotamiento de los bancos perleros de esta última, tomaron su relevo los nuevos ostrales descubiertos desde Río de Hacha hasta el Cabo de la Vela. Desde 1512 la participación de la Corona en las pesquerías de perlas se fijó en la quinta parte del beneficio bruto, de modo que la evolución de esa cuota, a falta de otros datos, puede servir como índice para evaluar la producción. Pues bien, según E. Otte, entre 1513 y 1541, el quinto de Cubagua ascendió a 10.328 marcos, lo que equivale a una producción total de 51.640 marcos (11.877 kilos); lamentablemente, para la segunda mitad del siglo sólo disponemos de cifras aisladas relativas al susodicho quinto aunque, en opinión de E. Lorenzo Sanz, su media anual se podría establecer en 750 marcos, lo que arrojaría una producción, como mínimo, tres veces superior a la del período 1513-41Nota 37). Respecto al valor monetario que estas cantidades representan, resulta poco menos que imposible obtenerlo, habida cuenta de la variedad de precios en función del brillo, color, tamaño, forma, quilates, etc. de las perlasNota 38).

Como productos que estuvieron siempre presentes en la Carrera aunque en cantidades irrelevantes, al menos hasta la segunda mitad del siglo XVIII, podemos citar el algodón y la lana de vicuña. Del primero, sin ir más lejos, Chaunu sólo contabiliza 77 quintales entre 1569 y 1587; García Fuentes no lo reseña siquiera entre la nómina de productos importados en la segunda mitad del XVII y, por lo que se refiere al XVIII, mis datos señalan 68 arrobas en el período 1717-38 y 72.285 entre 1747-78. En cuanto a la lana de vicuña, también hay que esperar al siglo XVIII para que sus importaciones adquieran cierta entidad: 8.553 arrobas entre 1717-38 y 79.117 entre 1747-78. Finalmente, entre los productos que no aparecen hasta el siglo XVIII se encuentran el cobre (que pasa de las 43.348 arrobas del primer período a las 940.423 del segundo), el estaño (con 119.000 arrobas referidas sólo al período 1747-78) o el café (9.292 arrobas también en la segunda mitad de la centuria).

Las remesas de caudales

Hace ya casi setenta años, E. J. Hamilton, en una nota al comienzo de su trascendental estudio sobre las importaciones de caudales, se hacía eco del impacto sociológico (además del real) que el metal precioso americano provocó en los españoles de la época; lo diremos con sus propias palabras: “Los caudales preciosos cobraron tamaño relieve a los ojos de los contemporáneos, por encima de cualesquiera otros productos coloniales (...) que se hablaba comúnmente, en relación con los barcos que hacían la travesía del océano de las flotas que van a las Indias para traer de vuelta el oro y la plata de Su Majestad y de personas particulares”Nota 39). A juzgar por los datos que ya conocemos y que bajo la responsabilidad del propio Hamilton cifran, en 1594, el valor del oro y la plata en el 96% del valor total de los retornos de ese año y, en 1609, en el 84%, el dicho popular no era, ciertamente, el producto de una alucinación sino la constatación de una realidad a la que ya hemos aludido: que el oro y la plata acapararon sobre sí el significado completo de las importaciones americanas. Mucho más brevemente lo ha expresado Chaunu con el aforismo “el metal precioso llevó por sí sólo el peso del Imperio español”Nota 40).

Partiendo de esta realidad, podemos comprender la enorme atención que los especialistas han dedicado a la cuantificación de esta preciada mercancía. En efecto, disponemos de las series referidas a la importación de estos caudales para el período 1503-1660 con anterioridad a las de cualquier otra variable del tráfico e incluso, en el momento actual, no resulta difícil ofrecer, además, tres o cuatro series diferentes de tales cantidades. De este modo, la confianza tanto tiempo depositada en que las series elaboradas por Hamilton representaban, prácticamente, el volumen y valor del metal precioso importado, se ha visto sustituida por el debate sobre las cifras mismas. Una vez más, por tanto, hemos de reflexionar sobre el hecho de que en la información cuantitativa de la Carrera, la abundancia de cifras no garantiza siempre un conocimiento riguroso e indiscutible.

Desde luego, debe advertirse inmediatamente que no existe ninguna dificultad en conocer los “mínimos” oficiales de tales cantidades, pero la batalla sobre los máximos, que es lo mismo que decir sobre las cifras más verídicas, se mantiene con toda intensidad. No vamos a aludir aquí, por de sobra conocido, al motivo fundamental del interés suscitado por tales cifras y que viene dado por la capacidad que se les ha atribuido en la distorsión de la economía europea, especialmente del siglo XVI; este interés, casi obsesivo, ha determinado una especie de persecución minuciosa de la cuantificación “más veraz” y los debates subsiguientes, a los que ya hemos hecho referencia. Como fácilmente puede comprenderse, el motivo “técnico” de que tales debates sean posibles ha sido la desconfianza de que las cifras oficiales que figuran en los registros de la Casa de la Contratación reflejen, no ya con exactitud sino, en ciertas etapas, con alguna aproximación, el monto de los metales preciosos que llegaron a Europa desde América. He dicho a Europa y no a España porque, precisamente, algunas de las tesis en conflicto sostienen que una parte de ese metal precioso nunca llegó a entrar en nuestro país. Por tanto, es muy claro que estamos hablando otra vez del peso del “contrabando” en las cifras oficiales de la Carrera. Con todo, no es posible realizar una aproximación a este tema sin partir de los datos que el trabajo pionero del profesor Hamilton ha dejado convertidos en clásicos y que al proceder de registros oficiales recogen, en el peor de los casos, un nivel mínimo sobre el que debatir.

Según estos datos, entre 1503 y 1600 arribaron a Sevilla 153'5 toneladas de oro y 7.439 de plata y desde 1601 a 1660, fecha en que culminan sus series, 27'7 toneladas de oro y 9.448 de plata. Esta ingente masa de metales preciosos fue evaluada por el propio Hamilton en 447.820.932 pesos de 450 maravedíes; asimismo, de este total, 117.386.086 pesos (26'2%) fueron al tesoro real y 330.434.846 (73'8%) a manos de particulares. Para redondear los datos de Hamilton conviene recordar que ni el volumen conjunto del metal precioso ni la proporción del oro y la plata dentro de este volumen han mantenido un ritmo constante y estabilizado. En efecto, de 1503 a 1530, la plata es prácticamente inexistente, ya que empezó a llegar en 1521 y para 1530 sólo habían arribado 148 kilos; para esos mismos años, en cambio, habían ingresado en la Casa de la Contratación casi 19 toneladas de oro. De 1531 a 1560 entran ya prácticamente 567 toneladas de plata y 82 de oro; es la época que Vilar define como del crecimiento expansivo de la plata sin que el oro pierda protagonismoNota 41) y Chaunu como el ciclo de “puesta en línea del continente”Nota 42). Al hablar del conjunto de los metales preciosos y del volumen respectivo del oro y la plata en tal conjunto, no debe olvidarse que, a lo largo de todo el siglo XVI, el valor del oro multiplicaba entre diez y doce veces al de la plata; precisamente por ello, y justamente hasta 1560, pese a la diferencia de volumen, el oro representó más de la mitad del valor del metal precioso importado y Vilar subraya que esa fecha de 1560 constituye “el verdadero cambio entre la afluencia de oro y la avalancha de plata”Nota 43). En una tercera fase, de 1561 a 1580, esta avalancha de plata sumerge, definitivamente, al oro; siempre sobre las cifras de Hamilton, en esos años entraron en Sevilla 21 toneladas de oro por 2.062 de plata. La plata mexicana, revolucionada por el método de la amalgama, había hecho su entrada triunfal en la Carrera y la peruana iniciaba también su no menos espectacular andadura. Los últimos veinte años del XVI señalan el predominio definitivo de la plata, como lo demuestran las 4.811 toneladas importadas de dicho metal frente a las 31'5 de oro. Por lo que respecta al período 1601-1660 con que finalizan las cifras de Hamilton, la plata ascendió a 9.448 toneladas mientras el oro “caía” hasta las 28 toneladas. Pero dentro de estos sesenta años, en realidad el período que podría considerarse como del “mito de la plata” es el de 1601-1630, ya que, a partir de 1631 se inicia una caída progresiva que culmina en el decenio 1651-1660, en que apenas se superaba el volumen de plata importada cien años antes.

Como ya sabemos, esta masa de metal precioso tenía dos destinatarios: el Estado y los particulares. El primero recibía, a través de su maquinaria fiscal, aproximadamente una cuarta parte del total. El origen de estos ingresos estaba constituido por el quinto real (derecho por el que la Corona se apropiaba la quinta parte de toda la extracción minera) y, en menores cantidades, por el resto de los tributos, el beneficio sobre la acuñación de moneda (“señoraje”), multas y confiscaciones, venta de oficios, Bula de la Santa Cruzada, etc. La distribución proporcional a lo largo de estos 160 años fue sumamente estable y representó el 26% de la primera mitad del XVI, el 29% en la segunda y el 23'5% entre 1600 y 1660. Según nos advierte Hamilton, los datos de caudales privados anteriores a 1536 no proceden de fuentes originales sino que fueron calculados por él aplicándoles la media obtenida de las cantidades oficiales en el período 1536-1660. Por lo que respecta al metal precioso de particulares, su origen, como es lógico, procedía, sustancialmente, de la balanza comercial favorable de los mercaderes y, en cierta medida también, de los ahorros y remesas repatriados por emigrantes y colonos allí establecidos.

Una vez conocidas las cifras de Hamilton para este período, conviene pasar, inmediatamente, a las alternativas que se han ofrecido a esta cuantificación. Para la segunda mitad del XVI exclusivamente (1556-1600), E. Lorenzo Sanz ofrece unas cifras que retocan, ligeramente a la baja, las de Hamilton, en el conjunto. En realidad, la diferencia no es tan sustancial que pueda alterar ni el ritmo ni el volumen global del metal precioso importado en ese período. En efecto, frente a los 185'3 millones de pesos que resultan de las cifras de Hamilton para ese período, Lorenzo Sanz obtiene 170'6 millones. A su vez, respecto a los 53'7 millones para la Real Hacienda que da Hamilton, él ofrece la cifra de 51'6 y ante los 131'6 millones de particulares su alternativa son 119 millones. Realizado el cálculo global, obtendríamos que el porcentaje para la Real Hacienda en este período pasaría del 29% que establece Hamilton al 30% de las nuevas cifras y el de los particulares del 69 al 70%. En consecuencia, y pese a las diferencias puntuales, quinquenio por quinquenio, el resultado final prácticamente no se modificaNota 44).

Muy diferente panorama se presentó en 1969 cuando M. Morineau publicó sus críticas a las series de Hamilton, ofreciendo como alternativa una cuantificación bien diferente y que corregía, en esta ocasión, muy al alza, los datos del investigador americano. La corrección estaba referida al período 1581-1660, aunque afectaba fundamentalmente al período 1596-1660. Posteriormente ampliaría sus series hasta finales del siglo XVIII pero esos otros datos tendremos ocasión de examinarlos más adelanteNota 45). Centrándonos ahora en la divergencia con los datos de Hamilton (y advirtiendo que Morineau trabaja con pesos de 272 maravedíes, unidad monetaria que estima era la de curso legal en la época en vez de los pesos de 450 maravedíes que habían sido utilizados por Hamilton) la diferencia cuantitativa es la siguiente: 614 millones de pesos contra 440. Ello significa que las importaciones de metal precioso del período, según Hamilton, están situadas en un 28% por debajo de lo que Morineau estima que fue la realidad más probable. La diversidad de cifras obedece a que Morineau no extrae la información de los registros oficiales de la Casa de la Contratación sino de sus famosas “gazettes hollandaises” que, desde 1618, parecen publicarse ininterrumpidamenteNota 46). La repercusión que debe atribuirse a esta disparidad en el volumen de metales preciosos importados no radica sustancialmente (con ser ya importante) en la magnitud final de dichas cantidades, sino en la definición de una coyuntura de crisis que se transparentaba nítidamente en las cifras de Hamilton a partir de 1630 y que no aparece en las de Morineau, salvo para el decenio de 1646-1655, seguida de una brutal recuperación, sostenida ininterrumpidamente a lo largo de lo que resta de siglo. En palabras del propio Morineau, la segunda mitad del XVII no podía seguir siendo considerada “el árido desierto sin oro ni plata que se había descrito”, en la medida que las cifras por él ofrecidas resultaban ser considerablemente más altas que las obtenidas por Hamilton para su supuesta etapa de apogeo entre 1580 y 1620Nota 47).

Todavía disponemos, aunque sólo para el período 1621-65, de una tercera serie, reconstruida por A. Domínguez Ortiz y que constituye una cifra intermedia entre los mínimos de Hamilton y los máximos de Morineau; por lo que respecta a la coyuntura de crisis anteriormente aludida, en esta serie se adelanta un quinquenio, produciéndose en el de 1626-30, con una recuperación diez años después y nueva caída a partir de la década de los cuarenta y hasta el final de la serieNota 48).

El sentido último, en mi opinión, incluso de la discusión sobre la coyuntura de crisis, está apuntado, lisa y llanamente, a diferentes valoraciones del peso del contrabando en las importaciones de metales preciosos; efectivamente, basta con suponer en los años que se dibuja la crisis en la serie de Hamilton un porcentaje de contrabando más alto que el aceptado por él mismo como “normal” para contrarrestar el efecto aparente de disminución en sus importaciones de metales. Y eso es exactamente lo que sugiere Morineau, que concede a los años de 1629 en adelante porcentajes de contrabando muy superiores al 40 o 50% (rozan, con frecuencia, el 70 y 80%) cuadruplicando y quintuplicando, por tanto, los valores del 13-15% que venía aceptando hasta 1627Nota 49).

Para la segunda mitad del XVII y hasta 1717, no disponemos de otras cifras seriadas que las de Morineau. Existe ciertamente otra serie para 1651-1700 ofrecida por L. García Fuentes pero, desafortunadamente, y como él mismo advierte, no resulta eficaz para una valoración real de los tesoros importadosNota 50). La razón estriba en que dichas cifras proceden de los registros oficiales de la Casa de la Contratación y desde 1660 había quedado derogada la obligatoriedad de registrar los caudales importados de América. De modo que, como afirma Domínguez Ortiz, el registro se nutrió casi exclusivamente de los bienes de difuntos repatriados y de las pequeñas cantidades que pudieran consignar algunos comerciantes para guardar las apariencias; y es que así, y en sus propias palabras, “a la vez que evitaban el pago de las crecidas averías y otros derechos se libraban del temor de ver su plata confiscada”Nota 51).

Volviendo, pues, a las cifras de Morineau, entre 1660 y 1720, el metal precioso importado sumó 7.865,6 millones de pesos de ocho reales (272 maravedíes). Una simple comparación viene a establecer que si tales datos son correctos, en la segunda mitad del siglo los metales preciosos importados experimentaron un incremento del 40% respecto a los de la primera mitad del siglo; ello sugeriría que, frente a la tesis generalmente sostenida de una caída del tráfico en esta época, los datos de Morineau no solamente negarían dicha crisis sino que garantizarían una importante reactivación del tráfico de la Carrera. Contra esta hipótesis parecen revelarse el resto de las variables del tráfico (número de navíos, volumen de toneladas, cantidades de mercancías, etc.) que insisten en señalar una caída cuya magnitud puede discutirse pero en modo alguno intercambiarse por un crecimiento del comercio colonial del grado que exigen las cifras de Morineau. Pero es más, aunque el argumento utilizado no se fundamente en el volumen del tonelaje ni el número de navíos sino en la posibilidad de que haya producido un cambio cualitativo en la estructura de las exportaciones de modo que los productos industriales (de por sí más caros) hayan ganado terreno a costa de los agrícolas, los datos de que disponemos para la época no establecen, en ese sentido, una diferencia respecto a épocas precedentes suficiente como para justificar la demasía de metales importadosNota 52). Pues bien, si las cifras de Morineau son correctas y la diferencia cualitativa del comercio no parece suficiente ni eficaz para explicar el aumento del metal precioso, nos da la impresión de que no queda otro remedio que atribuir esa responsabilidad, una vez más, al creciente volumen del contrabando. En esta dirección que ya apuntara Morineau. también parece decantarse H. Kamen, quien en su síntesis sobre el reinado de Carlos II afirma al respecto: “Las cifras disponibles dejan entrever un declive absoluto de las salidas de Cádiz pero de esto no se sigue que también declinara en absoluto el volumen de la riqueza procedente de América. El contrabando era tan general que la cantidad de mercancías registradas con procedencia de las Indias era sin excepción sólo una parte de las cantidades reales (...) podía llegar a representar sólo la mitad. El problema del contrabando ha entorpecido siempre el estudio de las importaciones de metales preciosos. Como mercancía de más probable contrabando, debe haber sido raro el caso en que se registrara en la cantidad correcta”Nota 53).

Llegamos así a las series para el siglo XVIII. Disponemos ahora de las que ofrecí en mi propio trabajo Cádiz y el Atlántico y, una vez más, de las de Morineau. A consignar que mis datos provienen nuevamente de fuentes oficiales ya que el registro de los caudales volvió a ser obligatorio desde comienzos de la centuria. Partiendo de estos datos, para el período 1717-38 el total de metal precioso importado se elevó a 152.508.604 pesos de a diez reales de plata; de esta cantidad global, 20.282.758 pesos son de oro y el resto de plata. Para el segundo período de que dispongo de datos, 1747-78, el total del metal precioso alcanzó los 439.728.441 pesos, de los que 70.600.680 son de oro y el resto de plata. Por consiguiente, en la suma de ambos períodos, la plata representó el 84'6% del total de los metales y el oro el 15'5% restante. A su vez, y distinguiendo entre los caudales que vienen consignados para la Real Hacienda y para los particulares, en el período 1717-38 se reseñan 21.6901.509 pesos (14% del total) para el tesoro real por 130.817.094 para particulares (86%) y en el período siguiente 38.725.680 pesos para el primero (9%) frente a 401.002.760 para los segundos (91%). Esta tesitura no constituye una novedad del siglo XVIII respecto a etapas anteriores aunque sí lo es la proporción; en efecto, mientras que para el período 1503-1660 los datos de Hamilton señalan que la parte del rey respecto al total de los caudales se elevaba al 26% y los de Morineau (que los rectificaban) la fijaban en un 27%, en nuestro caso, como acabamos de ver, se han reducido a un 10%. En una aproximación puramente intuitiva podríamos sugerir que el nivel del gasto de la administración colonial ha ido sufriendo un incremento importante que fue erosionando, paulatinamente, la renta libre que podía llegar a la península. Esta reducción incluso se desarrolla en una tendencia, al parecer, irreversible, puesto que todavía en el primer tercio era del 14% para caer al 10% en la segunda mitad. Simultáneamente, el aumento proporcional de los caudales privados está señalando uno paralelo del volumen de negocios de los particulares, lo que no se contradice con la política general borbónica en materia comercial. Que luego el río de caudales privados abandone en su mayor parte España, es otra cuestión, que obedece a una estructura peculiar de la producción y a la que hemos aludido al referimos a las exportacionesNota 54).

Frente a estas cifras, y para los mismos períodos, los datos de Morineau señalan 202.551.408 pesos para el de 1717-38 y 482.922.382 para 1747-78. Fácilmente se deduce que estos datos superan a los míos en un 33%, aproximadamente, en el primer período y en un 10% en el segundo, sin que esto redunde, a su vez, en alteraciones importantes ni en la tendencia general ni en los ritmos. Por otra parte, y aunque no es mi intención polemizar aquí con el profesor Morineau, tal vez convenga señalar que los pesos de mis datos son de 10 reales de plata; si los de nuestro especialista, como parece, siguen siendo, al igual que en épocas anteriores, de 8 reales, las diferencias que acabamos de reseñar podrían no sólo enjugarse, sino incluso invertirse a mi favorNota 55).

Resta por establecer los datos existentes para el período del libre comercio (1778-96). Han sido proporcionados por Fisher y de nuevo por Morineau, trabajando el primero con los registros oficiales y el segundo con la Gaceta de Madrid y el Correo Mercantil. Pese a que las cifras no coinciden, ya que las de Fisher están referidas solamente a las importaciones por Cádiz y Barcelona (88% aproximadamente del total), lo que sin embargo merece la pena destacar, puesto que aparece reflejado con absoluta nitidez en ambas series, es el importante incremento que experimentan las remesas, como pone de manifiesto el que la media anual resultante para estos años sea de 25'2 millones de pesos frente a los 15'5 del período 1747-78. Junto a éste, un segundo dato a reseñar sería la mejora sustancial que conoce la parte correspondiente a los caudales del rey que, de nuevo, vuelven a recuperar el porcentaje que ya tenían en el período 1503-1660, es decir, el 26% del totalNota 56).

A partir del final de estas series, desde 1797, la Carrera entra en una situación que podemos considerar como de liquidación definitiva. En este sentido no parece que lo tenga mucho seguir aportando las cifras parciales de esta agonía. La Carrera no sólo no es lo que fue sino que ha perdido todo el carácter de columna vertebral de la economía metropolitana que se le atribuye desde el siglo XVI al XVIII.

Terminamos así este apartado dedicado a los metales preciosos, conscientes de haberlos tratado al margen, espero, de aquella mitificación a que aludimos en las primeras líneas. Para nosotros han constituido una mercancía más, cuyo volumen y valor hemos tratado de situar en el contexto de un debate historiográfico que presenta señales ciertas de no cerrarse en algún tiempo. Es cierto, como el propio Morineau ha señalado, que todo lo que envuelve esta enorme riada de oro y plata ha empujado a la historiografía a meterse en un desfiladero cada vez más estrecho y del que difícilmente vamos a salir con la piel intactaNota 57); como ya sabemos, lo que sucede es que a la fascinación por tal cúmulo de riqueza material aparece indisolublemente unido el debate sobre su impacto real en la economía española y europea de la época. Este último tema excede evidentemente de los límites de este libro, aunque en sus páginas finales nos aproximaremos, siquiera sea en precario y brevemente, al significado general de todo este proceso.

La Carrera y el comercio de esclavos

El problema del comercio esclavista en la Carrera de Indias contiene suficientes elementos de controversia e indefinición como para no haber figurado en el diseño que presentamos páginas atrás sobre el conjunto de las exportaciones. El hecho de que tal comercio se realizase por fórmulas específicas, en todo ajenas a las que se aplicaban al resto del tráfico y que, difícilmente, pueda considerarse al esclavo como una más de las mercancías embarcadas, puede servir de excusa para evitar su inclusión, en igualdad de criterio, con las otras que viajaron de España a América. Al mismo tiempo, no podemos desconocer la constante circulación de este dramático cargamento, relacionado, al fin y al cabo, con el mercado americano e incluso exigido por él; pero tampoco puede considerarse, me parece, un componente neto de la Carrera. Una cosa es que la estructura de la economía colonial o una parte de ella, produjese los condicionamientos favorables para el comercio esclavista y otra que tal actividad “encajase” en el organigrama estricto del monopolio; vaya por delante que no creo que tal peculiaridad se debiese a ningún tipo de escrúpulo moral (más bien anacrónico para aquellos tiempos) sino, tal vez, por las dificultades materiales y la relativa falta de experiencia de los comerciantes españoles. De acuerdo con esta perspectiva, y en función de su carácter llamativo (que provocaría alguna interrogante caso de omitirse), me limitaré a recordar, someramente, las características específicas de este comercio y su cuantificación, en la medida que ha sido elaborada por quienes han abordado su estudio extensamenteNota 58).

La importación de esclavos en América se inició en fechas muy tempranas, pues, si bien en las

 

primeras disposiciones, que se iban dando para el mejor gobierno de las extendidas Provincias de la Conquista de las Indias, se tuvo por conveniente prohibir, y se prohibió el que se llevasen a ellas esclavos ni esclavas (...) a pocos años del descubrimiento de las Indias se fue reconociendo que el trabajo de las minas, y demás beneficios y labor de los campos no podían superarse por los Indios, y para que les ayudasen se dispensó la prohibición referidaNota 59).

 

De esta forma nos reseña Veitia el inicio de este comercio que, hasta 1513, se realizó con la misma libertad que el de cualquier otra mercancía. A partir de esta fecha, sin embargo, la Corona decidió controlar lo que intuía como una buena fuente de ingresos y aplicó para ello el sistema llamado de “licencias”. Esta no era otra cosa que la autorización para poder llevar esclavos a Indias previo pago de una tasa que en estos momentos se fijó en dos ducados por cabeza; pero, en realidad, pronto aparecieron los grandes comerciantes extranjeros o sus intermediarios españoles que “compraban” un número muy elevado de licencias, estipulando en el contrato un tiempo durante el cual se impediría, de hecho, a cualquier otro, la exportación de esclavos. Se producía así un sistema a caballo entre el monopolio y la iniciativa particular que ha producido cierta confusión con respecto al más famoso sistema de organización de este tráfico y que no es otro que el de los “asientos”. En líneas generales se acepta como el período de vigencia del sistema de licencias todo el siglo XVI hasta 1595. A partir de esta última fecha, la Corona determinó que resultaría más eficaz y rentable la concesión por un tiempo fijo y un número determinado de licencias al mejor postor; esta negociación global permitía al beneficiario renegociar, a su vez, las licencias de que disponía, siempre que cumpliese con unas determinadas cláusulas respecto al tiempo, número de licencias que podía revender, etc.; por su parte, la Corona se beneficiaba de una renta segura y constante.

Sin entrar en el debate que los especialistas tienen establecido sobre la similitud o diferencias entre dichos sistemas, la característica más visible del asiento es el volumen de negocio y el carácter descaradamente monopolista del trato. Este último hace referencia, en cierto modo, a un hecho que se produjo con frecuencia en el sistema de licencias y que fue el ser utilizadas por la Corona como una merced o donación incluso para conseguir fines benéficos; tales veleidades quedan absolutamente al margen del sistema de asientos, salvo en cierta porción de licencias que en cada uno se reservaba la Corona para su libre disposición. Otra de las características notorias del sistema de asientos durante su primera etapa (hasta 1640) fue el control que ejercieron sobre el mismo los portugueses, creando un modelo irrepetible, en opinión de todos los especialistas.

De la importancia de este comercio y de la progresiva claridad con que el Estado fue consciente de tal crecimiento puede darnos una idea el aumento ininterrumpido de la tasa fiscal que se aplicó a cada esclavo exportado y que pasó de los dos ducados de 1513 a los treinta de 1561, sin que esta última cifra sufriese ya oscilaciones importantes durante mucho tiempo. También obtenemos una pista relativamente fácil del significado de esta “mercancía” en el mercado americano por la continua batalla que se desarrolló, incluso a nivel institucional, respecto al precio final del esclavo en América; efectivamente, durante toda la primera mitad del XVI este precio tenía unos topes máximos que, en teoría, no podían sobrepasarse; sin embargo, a partir de 1561, la continua presión de los traficantes (que llegaron a contar con el respaldo de organismos como la propia Casa de la Contratación) consiguió que el precio fuese libre.

Pasando a las posibilidades de cuantificación, debe ser tenida en cuenta en todo caso la opinión de una especialista como la profesora E. Vila Vilar cuando señala textualmente: “El problema de la cuantificación del comercio esclavista a las Indias Españolas durante más de tres siglos de la época colonial es algo que todavía está sin resolver a pesar de los esfuerzos realizados en este sentido, y parece que su solución no será posible hasta que se realicen trabajos monográficos, con bases documentales distintas a las que se han usado hasta ahora”Nota 60). Distintos autores han ofrecido cifras que van de los 132.594 negros importados que calcula Aguirre Beltrán para el período 1595-1640 hasta los 350.000 que sugiere Mellafe para 1551-1640, pasando por Bowser, quien para el período 1524-1650 afirma que no es posible llegar a conocer el número exacto más allá del hecho de que “algunos cuantos cientos de miles de negros llegaron esos años conducidos por portugueses”Nota 61). La profesora Vila Vilar, por su parte, utilizando las licencias despachadas por la Casa de la Contratación entre 1595 y 1640 obtiene un total de 192.397, de los que afirma ser “el mínimo del que hay que partir”Nota 62). Para la segunda mitad del XVII no disponemos de ninguna posibilidad de cuantificación, salvo para los años 1663-74, correspondientes a los asientos de los genoveses Grillo y Lomelin; según el estudio de M. Vega Franco, tal asiento no consiguió introducir en América más allá de 18.314 esclavos y eso pese a haber dispuesto, al parecer, de unas condiciones óptimas en capacidad de carga de los navíos, falta de techo en el número de esclavos autorizados y aumento sostenido de la demanda de mano de obra en el mercado americanoNota 63). La época de las introducciones masivas correspondiente a los asientos portugueses parece, pues, haber llegado a su fin, ya que por lo que respecta a la primera mitad del siglo XVIII, los asientos con las grandes compañías negreras (La Compañía Francesa de Guinea desde 1701 a 1710 y la South Sea Company de 1713 a 1750) arrojan cifras más bajas de lo que cabía suponerNota 64). Tal vez no fue sino hasta la segunda mitad del XVIII, con la vuelta al sistema de licencias y asientos concedidos a comerciantes y compañías particulares y, sobre todo, a partir de 1789-91 con la liberalización del comercio de negros, cuando las introducciones llegan a superar las cifras alcanzadas bajo el monopolio portugués.
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Técnicas e instrumentos mercantiles de la carrera

La actividad comercial, tradicionalmente, ha constituido una de las conductas sociales que han puesto a prueba algunas de las supuestas capacidades de la especie; concretamente, la de concitar la colaboración en la consecución de objetivos prefijados y la de establecer esa red de “identificación”, relativa, entre miembros de un grupo, que solemos llamar confianza mutua. Ambas constituyen el sustrato imprescindible para explicar la evolución de las técnicas comerciales, que el proceso histórico demuestra haber ascendido de la simplicidad a la complejidad y del recelo a la confianza. La aparición de formas asociativas para la práctica del comercio y cualquiera que sea el estadio en el que nos fijemos, involucra, igualmente, la existencia de ese elemento de casi imposible definición filosófica que es el concepto de crédito. Colaboración y aglutinación de esfuerzos o capacidades y posibilidad para “jugar” con el tiempo y el espacio, en la contraprestación de cualquier transacción (el pago) son, pues, las dos columnas (no por evidentes menos imprescindibles) de la actividad comercial. No es posible, pues, ocupamos de una tal actividad como la que se concreta en la Carrera de Indias sin abordar (aunque sea con brevedad) estos dos pilares: la organización de sociedades para el comercio y las formas específicas de crédito entre las que, en cierto modo, también puede considerarse, conceptualmente, el seguro.

Las formas de asociación mercantil: de la sociedad familiar a las sociedades por acciones

La existencia de asociaciones comerciales en la Carrera de Indias es una situación tan natural y probable como nuestro viejo conocido confesor-economista, Tomás de Mercado, ponía de manifiesto en el capítulo IX del libro II de su notoria Suma:

 

En todos los actos exteriores del hombre, como cultivar, granjear, aprender, gobernar (...) ha menester compañía y favor de otro o para hacerlos o para continuarlos, especialmente el mercader que trata fuera de la ciudadNota 1).

 

Es una declaración no mucho más que filosófica y con cierta apariencia de una especie de tópico de perogrullo; sin embargo, Mercado distaba mucho de ser un simple e inmediatamente apunta razones pragmáticas que justifican la existencia de sociedades comerciales en el tráfico indiano. Las razones apuntadas son dos: “... por tener el trato en Indias, tierras tan remotas y distantes (...) es común la gente de gradas armar compañías y enviar compañeros (...) esle necesario tener alguna persona de confianza allá”; la segunda razón, más técnica y menos evidente, es que “también, como el medio y materia para enriquecerse es el caudal y dinero, que mientras es mayor se gana más, tienen por útil y cómodo juntar dos o tres caudales para que, haciéndose más grueso el trato, más se interese”Nota 2). De este modo se concretan los dos motores de la proliferación de compañías de comercio: la especial dificultad del comercio oceánico, con la conveniencia de disponer de control en ambas orillas por una parte y la utilidad funcional de incrementar la inversión de capital, por acumulación, por otra. Pero sigamos con nuestro fraile experto y dispondremos de la minuta completa para tratar el tema; en efecto, analizadas las causas que desembocan en la formación de compañías, pasa a establecer, grosso modo, el abanico de sus modalidades:

 

En estas compañías, unas veces ponen todos dineros y trabajo; otras, se reparte el puesto, que unos ponen dineros, otros lo negocian y tratan. En la ganancia, unas veces ganan por iguales partes; otras, por desiguales —el uno, dos tercios, el otro, uno—; y de otros mil modos se varía y diferencia el concierto, tanto que no cae debajo de número ni cienciaNota 3).

 

Si salvamos el colofón final, es evidente que la panoplia de la asociación comercial de la Carrera se limita, prácticamente en el 50%, a variaciones sobre el mismo tipo, la commenda, la forma más antigua, experimentada y “natural” de una division funcional de la colaboración mercantilNota 4). Al respecto de tal figura de sociedad comercial comenta Braudel: “Una de las soluciones precoces es la societas maris (... llamada también societas veras, (...) lo que hace suponer que esta forma de sociedad ha sido la única que existió en un principio). También ha sido denominada, con algunas variantes, collegantia o commenda. En principio se trata de una asociación binaria entre un socius stans, un asociado que permanece en su sitio, y un socius tractator, que se embarca en el navio que parte”Nota 5).

Como se aprecia, es exactamente la definición que da respuesta (y la había dado, al menos desde los siglos IX y X) a uno de los motivos que razonaba Mercado y al más genérico de la lógica colaboración de capital y trabajo, a la búsqueda del máximo beneficio y la mayor funcionalidad de las operaciones. Naturalmente, ni el razonamiento de Mercado ni la lógica de la experiencia asociativa europea, anterior a la Carrera, limitan a la commenda el modelo organizativo del comercio de Indias. El otro 50%, en opinión de Mercado, debía reservarse a esas innumerables variaciones de la fusión de pequeños (o no tan pequeños) capitales, las compañías. Al respecto, podemos volver a Braudel, que las considera como más frecuentes (en la experiencia europea) y típicas del comercio terrestre: “La compagnia (...) es una sociedad familiar (...) una unión estrecha en la que todo se comparte (...) el capital y el trabajo”Nota 6).

Commendas y sociedades familiares parecen, en efecto, haber acaparado el núcleo fundamental de la Carrera, al menos en las primeras etapas. Es evidente que no disponemos de información seriada, al respecto, pero sí del suficiente acopio de documentación puntual que lo garantice. Comenzaremos por la commenda, a la que el profesor Martínez Gijón ha dedicado un extenso y riguroso estudio, con documentación notarial de la Sevilla del siglo XVI. En su opinión, no existe duda sobre la presencia de dicha forma contractual en la Carrera. En sus propias palabras, “en el comercio con las Indias, junto a formas contractuales de carácter mercantil, bien definidas, se observa la existencia de otras que reciben del escribano una calificación bastante genérica (...) Dadas las características de estos documentos, los contratos que en ellas se contienen son, a nuestro juicio, nuevos supuestos de la commenda mercantil”Nota 7).

Ya Sayous, hace exactamente sesenta años, se había decantado por la teoría de que los pasos iniciales de la Carrera habían seguido el modelo genovésNota 8); Martínez Gijón corrobora prudentemente (incluso tímidamente), que la mitad de los contratos que selecciona contienen contratantes genoveses y matiza: “podría pensarse, consecuentemente, que estos genoveses prefiriesen realizar el comercio utilizando unas formas que les eran conocidas y que también lo eran en la Península al menos desde el siglo XIII”Nota 9). Como es bien sabido, la commenda tenía en Génova larga tradición, atestiguada, como mínimo, desde el siglo XII.

Para resumir con claridad las características de esta sencilla forma contractual, me atendré al análisis de un especialista como el ya citado Martínez Gijón. En síntesis, se trata de un contrato por el que “una de las partes, la que viaja o reside en las Indias, se compromete a vender las mercancías de la parte que permanece en la Península y que son de la propiedad de ésta”, según acuerdo que fija los detalles de la operación; la remuneración acordada para quien tiene el encargo de vender (participación en beneficios o porcentaje) se justifica “en atención al trabajo y a la solicitud que ha puesto en el desempeño de la tarea”. Como puntos de interés a subrayar, los seis siguientes: las mercancías son propiedad del capital (comendante) mientras que el “vendedor” (comendatario) no aporta más que su trabajo y su diligencia; la relación se establece para un solo viaje, de modo general, aunque a veces pueden ampliarse las circunstancias a un tiempo determinado o a nuevas remesas; el comendatario rendirá cuentas a su comendante, personalmente y en un plazo concreto previamente acordado; los riesgos corren siempre por cuenta del capital aunque a veces se exceptúan algunos casos referidos a mala voluntad del comendatario; el monto de la retribución de éste último se especifica siempre y puede concretarse en distintas y muy variables proporciones; las garantías prestadas, generalmente, lo son por el comendatario, pero existen casos en que son prestadas por ambos contratantesNota 10).

La commenda convivió, en el siglo XVI, con otras formas de relación que también hacían intervenir intermediarios y que poblaron la Carrera de “terceros”, actuando por cuenta ajena, aunque sus variedades no pueden considerarse siempre, jurídicamente, asociaciones propiamente dichas; los especialistas suelen distinguir como las más frecuentes: la encomienda, la comisión, la consignación y el contrato de factoría. En realidad, todas ellas giran en tomo a la commenda y, en ocasiones, se confunden perfectamente con ellaNota 11).

La encomienda consistía en el envío de partidas a un residente en América para su venta o en el encargo de que efectúe compra de ellas o cobre deudas pendientes; este tipo de actividad ocasional, por cuenta ajena, podía producirse incluso con miembros de alguna compañía, bien en beneficio de ésta o en el particular de alguno de los socios. La principal peculiaridad de este tipo de relación es que resultaba perfectamente compatible con cualquier otro tipo de relaciones comerciales, distintas o similares, por parte de quien recibe la encomienda (aceptar múltiples encargos, estar asociado, etc.). No existe, pues, entre quienes intervienen relación estable ni exclusiva. Muy próxima a la encomienda aparece la consignación. Se trata de hacer intervenir un intermediario entre quien envía las mercancías y quien ha de venderlas; este nuevo elemento se limita a recibir dichas mercancías y reexpedirlas o entregarlas al vendedor. La comisión no es más que otra forma de realizar la commenda. El término “cuenta aparte”, a su vez, no es otra cosa que la figura de la encomienda, cuando se realiza entre dos socios de una misma compañía pero al margen del negocio de la compañía. Del mismo modo, el contrato de factoría puede equipararse, en líneas generales, con la commenda, aunque con el matiz de que la relación establecida entre el que “hace” el negocio y el que lo encarga (persona o compañía) es continua y permanente (no se limita a un viaje como sucedía en la commenda) y la retribución podía adquirir la forma de salarioNota 12).

Volviendo ahora a las compañías, faltas de un estudio pormenorizado, recordemos que se trata de una asociación de “compañeros” que comparten la inversión, el riesgo y los beneficios (no necesariamente a partes iguales). Por razones obvias, la elección de socios familiares resultaba la más frecuente y la más atractiva; disponía, en principio, de un factor de seguridad y confianza especialmente importante en comercio de alto riesgo y larga distancia, en el tiempo y en el espacio. Es verdad que existieron en la Carrera algunos intentos de organizar compañías monopolísticas, no familiares, e incluso alguna por inspiración del propio estado (como sucedió en 1563) pero no llegaron a concretarse, fundamentalmente, porque el aliciente de una compañía privilegiada para dos mercancías concretas, el azogue y los esclavos, en un contexto de comercio general ya privilegiado, no podía despertar en los mercaderes sevillanos ningún entusiasmoNota 13). Estos, en opinión de E. Lorenzo Sanz, mostraron “una preferencia generalizada por las empresas de carácter familiar (...) los mercaderes ven el parentesco, el medio idóneo para extender los tratos a los continentes. Las compañías comerciales sevillanas, van a encontrar en la familia, su fundamento y sostén”Nota 14). Y, en efecto, la lista de asociaciones familiares es bastante extensa: los Espinosa, los Illescas, los López de Almansa, los de la Torre, los Maluenda, los Jorge, los Tapias, etc.; aunque pensando en problemas morales y no descriptivos, Mercado se hacía eco de tal práctica cuando advertía que “los que hacen compañías con algunos criados, parientes (...) deben advertir grandemente que entonces han de guardar más rigurosamente la ley de justicia”Nota 15).

Por último, el panorama del asociacionismo mercantil de la Sevilla de la Carrera, en el siglo XVI, se completa con la denominada compañía de cargazón. Como era de esperar, se trata de un híbrido, por así decirlo, entre la commenda y la compañía. Una asociación puntual (como su nombre sugiere) para una carga específica; de la commenda retiene este carácter de inmediatez, que se agota en una sola vez y se liquida al término del viaje; de la compañía mantiene el carácter de participación proporcional en el capital invertido. Los compañeros de cargazón participan todos en la aportación de capital pero (y ésa es otra característica que la diferencia de las sociedades familiares, por ejemplo, o de compañías estables) tal participación no excluye otras posibles, tanto en asociaciones duraderas como en otras compañías de cargazón. Para algunos, ésta puede haber sido la forma contractual de asociación más común en el comercio indiano. Respondía, funcionalmente, a algunas características estructurales del comercio oceánico (debilidad de capital inversor, tradición del negocio puntual y acotado, tanto en el viaje como en la carga, necesidad de dispersar la inversión y disminuir el riesgo concentrado, etc.) y, muy especialmente, a ese cierto clima de “improvisación” y “prisa” que se desataba cuando se preparaban las flotas y que alude, de algún modo, a una especie de levantamiento de la veda de la ganancia presumida como fácil. Por otra parte, es evidente que tales compañías no excluían una vertiente comendataria cuando los compañeros ocasionales entregaban su carga a un “viajero” que la negociaseNota 16).

En resumen, la impresión que tenemos de la actividad societaria de la Carrera, en el siglo XVI, es la de un cierto bullicioso telar de Penélope en el que las asociaciones se tejen y destejen al compás y con el apresuramiento de lo inmediato y en el que apenas crecen, con solidez y durabilidad, asociaciones de largo aliento. Una especie de individualismo compartido que utilizaba masivamente las fórmulas experimentadas en el comercio marítimo medieval (colaboración entre el capital y el trabajo, aglutinación fiduciaria familiar y predominio del negocio aislado sobre la organización a largo plazo) y que, sin haber tenido tiempo para digerir con sosiego la situación, actuaba casi compulsivamente, sobre la marcha, al dictado de la urgencia y sin una cobertura legislativa elaborada y funcional.

Por lo que respecta al siglo XVII, no es presumible que se haya producido ningún cambio sustancial ni en la distribución general del panorama asociativo ni en las peculiaridades de sus formas contractuales. En cualquier caso, la práctica inexistencia de estudios para el período nos obliga a desembocar en el más maduro, elaborado y mejor conocido campo de las sociedades mercantiles, en la Carrera del siglo XVIII.

La primera referencia, obligada, a los prototipos societarios del comercio español del siglo XVIII, tomado en su conjunto, corresponde a las muy conocidas y más citadas Ordenanzas del Consulado de Bilbao, de 1737, por considerarse la única fuente de referencia (prácticamente) del derecho mercantil de la épocaNota 17). Era de esperar, entonces, encontrar en ellas una enumeración y descripción “técnica” de los modelos asociativos en vigor y sus características. Es bien sabido que tal cosa no sucede y que, desde su aprobación, esta carencia fue subrayada y denunciada por los interesados, los comerciantes, y refrendada, después, por los estudiososNota 18). En efecto, de dichas Ordenanzas se desprende que consideran la existencia de diferentes formas de asociación pero no contienen otras especificaciones que las correspondientes a las denominadas sociedades generales. Ha sido necesaria la investigación puntual en áreas económicas concretas (Barcelona, Bilbao, Cádiz, La Coruña o Valencia) para ir conformando el cuadro de la realidad asociativa práctica en la España de la épocaNota 19). Tal cuadro puede reducirse, básicamente, a cuatro modelos: las sociedades colectivas (o generales), las comanditas, las sociedades por acciones y los restos supervivientes de las comendas. Su distribución en las distintas áreas estudiadas no es homogénea; en función de las fuentes utilizadas o por las peculiaridades características de la actividad comercial de cada zona, la presencia de todas o sólo de algunas y el protagonismo de alguna de ellas sobre las restantes, dibujan un panorama distinto.

Centrándonos en el mundo de la Carrera, que para esa época se identifica, en la práctica y mayoritariamente, con el mundo del negocio gaditano, al menos hasta la libertad de comercio de 1778, la realidad es que la documentación utilizada no atestigua la presencia más que de dos de aquellos cuatro modelos: las sociedades colectivas y las sociedades por acciones. Han desaparecido, pues, todas las formas de commenda (muy abundantes, por el contrario, en el comercio colonial catalán y en el gallego), al menos en la documentación notarialNota 20), y las compañías (familiares o no) han evolucionado para desembocar en las sociedades que acabo de citar. Relacionadas con la Carrera pero, en otras regiones, encontraremos también las sociedades comanditariasNota 21).

Las sociedades colectivas, de probable origen familiar aunque para estas fechas han perdido ese carácter, se califican en las Ordenanzas de Bilbao como “las más frecuentes en el comercio”, “que usan y practican muchos de sus individuos”; aparecen definidas como un contrato, o convenio que se hace, o puede hacerse entre dos, o más personas, en virtud del cual se obligan recíprocamente por cierto tiempo, y debajo de ciertas condiciones y pactos, a hacer y proseguir juntamente varios negocios, por cuenta y riesgo común, y de cada uno de los compañeros respectivamente, según y en la parte que por el caudal, o industria que cada uno ponga, le puedan pertenecer, así en las pérdidas como en las ganancias, que al cabo del tiempo que asignaren, resultaren de la tal CompañíaNota 22).

La definición de las Ordenanzas, no muy explícita como acaba de verse, debe puntualizarse con las siguientes características: la existencia de una firma o razón social que es la que identifica a la sociedad en su actuación jurídica y pública y que indica, precisamente, el carácter colectivo de la empresa; el protagonismo del total de socios en la gestión de la compañía (por sí o por delegados); la responsabilidad compartida por el total de los socios, como un bloque (ad solidum), en todas las actuaciones de la firma; esta responsabilidad se entiende ilimitada y, por tanto, independiente del capital invertido (ad infinitum); el carácter personalista, es decir, la adscripción de la categoría de socio a personas específicas, aceptadas por los otros socios y no a una fracción “abstracta” de capital que podía ser representado por cualquiera.

De acuerdo con la información que poseo, el 90% de las sociedades registradas notarialmente en Cádiz, en el siglo XVIII (según la muestra sondeada, próxima al centenar) pertenecen a esta categoríaNota 23). Un breve repaso a cada una de sus características diferenciadoras nos dará una idea más clara de su especificidad.

La firma o razón social, es el nombre “oficial” de la compañía; indica expresamente su carácter colectivo, bien aglutinando el de todos los socios (lo que sucede, normalmente, cuando son sólo dos o tres), bien haciendo constar el de algunos de ellos y añadiéndole “y compañía”. De este modo, públicamente, se subraya, justamente, el carácter de responsabilidad conjunta para todos los componentes de la firma, tanto los expresamente citados como los que no figuran y quedan incluidos en el colofón "y compañía"Nota 24) .

La gestión colectiva, constituye, en realidad, uno de los pilares de identificación jurídica de este tipo de sociedades, pues, como luego veremos (y por otra parte es de sobra conocido), en otros tipos, se distingue entre socios capitalistas y socios gestores. En la sociedad colectiva no es éste el caso; aquí todos los socios son gestores natos de la sociedad, colaborando personalmente en la consecución de los objetivos societarios. Ello no significa que, excepcionalmente, y haciéndolo siempre constar en la escritura, no pueda existir algún socio que, de mutuo acuerdo, resulte exento de esta obligación. Su excepcionalidad puede quedar atestiguada por el hecho de que para ese centenar de escrituras gaditanas, ya aludido, sólo aparezca un caso de este tipo. Por supuesto, esta gestión colectiva tampoco impide que, en la constitución de la sociedad, puedan pactarse funciones específicas a desempeñar por cada asociado; pero si no se hace así queda sobreentendido que todos actuarán conjuntamenteNota 25).

La responsabilidad compartida e ilimitada constituye el otro pilar jurídico de diferenciación. Se trata, por supuesto, de responsabilidad personal; de responder con todos los bienes del socio y en todos los casos necesarios. Las Ordenanzas no dejan el menor resquicio al respecto: “que aquel o aquellos bajo cuya firma corriere la compañía estarán obligados, además por el fondo y ganancias que en ella les pertenezcan, con todo el resto de sus bienes, habidos y por haber”Nota 26). Precisamente, si antes aludimos al carácter definitorio de esta característica es porque en otros tipos de sociedades la responsabilidad queda limitada hasta el monto del capital social aportado. Es más, en la totalidad de las escrituras estudiadas, la fórmula con la que se suscribe dicha responsabilidad ilimitada es constante y no deja lugar a dudas: “a cuya firmeza, estabilidad y cumplimiento de todo lo referido se obligan sus personas y bienes presentes y futuros”Nota 27).

Por último, el carácter personalista de estas sociedades se manifiesta, sobre todo, en la norma de no transmisibilidad, ni siquiera por herencia, de la condición de socio; efectivamente, la desaparición de un socio constituye motivo suficiente de disolución de la compañía incluso si no ha transcurrido el tiempo de duración que se acordó en la escritura fundacionalNota 28).

Para concluir con este tipo de sociedades, dos puntualizaciones sobre la formación del capital social y el tiempo de duración.

Por lo que se refiere al primero de los puntos señalados, va de suyo que el denominado “fondo y caudal” de estas sociedades colectivas lo constituirán las aportaciones de los socios, entendiéndose por tales todas las prestaciones hechas o prometidas contractualmente en el momento de la constitución y ello debe aplicarse a “todo lo que sea adecuado como medio de obtención de una ganancia”Nota 29). En consecuencia, la aportación podrá estar constituida por toda clase de bienes muebles o inmuebles (desde dinero a mercancías, pasando por letras de cambio, navíos o cualquier tipo de créditos favorables) así como por la prestación de servicios personales a la empresa (llevar la administración, estar al cargo del almacén, realizar las compras de mercancías en el extranjero, efectuar todas las negociaciones por cuenta de la sociedad, etc.). Desde luego, la modalidad más frecuente (al menos el 50% de las sociedades integrantes de la muestra) es la aportación de dinero. Si hemos de hacer caso a los datos de la muestra, sin embargo, las sociedades con este tipo de capital inicial parecen adecuarse a inversiones relativamente modestas (en promedio por debajo de los 10.000 pesos aunque existen algunas excepciones que se elevan por encima de los 100.000 pesos). Otra modalidad, bien atestiguada, es la aportación del capital total en mercancías o navíos, por parte de todos los socios en el primer caso y de algunos de ellos en el segundo; no faltan tampoco aportaciones “industriales”, es decir, en trabajo, conocimientos o similares. Aunque de forma sólo testimonial, también puede encontrarse todavía en este siglo algún ejemplo de aportación de “todos los bienes” por parte de los socios, es decir, poniendo por “capital y fondo el caudal con que cada uno se halla sin exceptuación alguna”Nota 30).

Respecto a los tiempos de duración, resulta muy difícil establecer un modelo general. La muestra de sociedades a que nos venimos refiriendo aporta ejemplos de casi todos los modelos de vigencia posibles, desde el circunscrito a un sólo viaje (vestigio de antiguas commendas) hasta las constituidas por el tiempo de vida de los otorgantes e incluso los que estipulan un plazo “voluntario” que se deja al tenor de la bondad de los negocios o la libre voluntad de los asociados. A pesar de tal diversidad, puede afirmarse que las más frecuentes debieron ser por plazo fijo (lo son el 63% de las conocidas) que oscilaba entre los tres y los ocho años, seguidas de las establecidas para un sólo viaje (31% de las muestradas). Tales prácticas bien podrían sugerir una “prudencia” comercial, conservadora, que intentaba evitar la puesta de capital en riesgo durante tiempos muy dilatados, antes de haber verificado la rentabilidad real del negocio (que es a lo que pudieran apuntar los plazos de tres a ocho años)Nota 31).

El segundo tipo de sociedades que habíamos atribuido al comercio colonial gaditano del siglo XVIII eran las sociedades por acciones. Desde luego, existe un modelo típico de este tipo de sociedades que son las Compañías Privilegiadas de Comercio que, desde los inicios del siglo y a la estela de los grandes y tempranos modelos holandeses, ingleses y franceses, habían intentado dinamizar y estimular la inversión privada en el comercio colonial. Ya en su momento dejamos constancia de que con la única excepción, quizás, de la “Guipuzcoana de Caracas”, el papel de las restantes que funcionaron en la Carrera (Compañía de La Habana, de Barcelona, San Femando de Sevilla) no podía calificarse precisamente de brillante, y ello sin necesidad de recurrir a los ejemplos de aquellas otras que ni siquiera superaron el estadio de la planificaciónNota 32). En general, estas Compañías Privilegiadas por acciones, cubrían objetivos de diseño estatal y mantenían una estrecha dependencia respecto a la administración pública, por lo que su carácter mercantil estricto puede incluso ponerse en dudaNota 33). En cualquier caso, no es de este tipo de sociedades estatalizadas, según el más neto espíritu mercantilista, de las que aquí vamos a ocuparnos sino de “las otras” sociedades por acciones, que también surgieron y se desarrollaron en el transcurso de esta centuria: las de ámbito privado (aunque su inspiración pueda perfectamente haber sido las Privilegiadas). En Cádiz parecen surgir bien avanzada la segunda mitad del siglo, en la década de los sesenta, y presentan una relación de parentesco reconocible con las sociedades comanditarias, aunque mayor aún con las colectivas. En efecto, como éstas, disponen de socios cuya responsabilidad se reconoce ilimitada (al menos hasta la década de los ochenta) y, como aquéllas, tales socios no participan en la gestión (que queda encomendada a la figura de un director); a diferencia de las comanditarias, en cambio, el capital de estos socios (no gestores) aparece dividido en acciones.

Si hemos de juzgar por el modelo gaditano, las sociedades por acciones resultan una variante “especializada” de las sociedades colectivas. Especializada, porque el 100% de las que en el sondeo corresponden a esta categoría se han constituido con un único objetivo económico: los seguros marítimos (a los que nos enfrentamos más tarde en su condición de instrumentos mercantiles). Variante, porque a diferencia de aquéllas (las colectivas), el capital se divide en acciones, éstas son transmisibles en cierta medida y bajo ciertas condiciones, el personalismo cede paso al protagonismo del capital (el nombre de los asociados no aparece públicamente) y no existe gestión colectivaNota 34). Parece, pues, tratarse de un “híbrido” entre las sociedades colectivas y las comanditas.

Además de estas variaciones “técnicas”, aparecen otras más concretas. En efecto, los capitales aportados en las sociedades por acciones gaditanas, multiplican por cien los de las colectivas; capitales iniciales de medio millón de pesos son casi normales aquí (los de cien mil, allí, eran una excepción absolutamente notoria y los “normales” oscilaban entre los cuatro y los ocho mil pesos). Este capital inscrito no adopta otra concreción que el dinero en metálico (nada de mercancías, inmuebles o servicios personales); curiosamente, el valor nominal de la acción parece haberse establecido en los diez mil pesos, siendo también norma generalizada, en estas sociedades, que las acciones se encuentren bastante repartidas (el número máximo en poder de un solo asociado suele oscilar entre dos y seis). A su vez, el número de socios puede llegar con facilidad a varias decenas y ello determina, precisamente, otra de las diferencias fundamentales con las sociedades colectivas: la figura del director, concentra la gestión (desde el control de la contabilidad hasta la administración del patrimonio) y la representación de la sociedad (tanto social como jurídica y económica), percibiendo, además, una retribución por el desempeño de dichas funciones (consistía en un 0'5% sobre el valor de todas las pólizas de seguros que suscribiera por cuenta de la Compañía). Respecto, finalmente, a la duración de la actividad prevista para las sociedades por acciones, también se impone el plazo fijo y corto, concretamente de cinco años. Como curiosidad puede subrayarse la circunstancia de que el título de estas sociedades (lo que en las colectivas era la firma o razón social) es siempre de directas resonancias religiosas; sin duda se trata de una interesante “asociación de ideas” que se sugiere al público y al cliente: puesto que son compañías de seguros, nada mejor que asociarlas semánticamente a las figuras sagradas: Jesús, la Virgen María y San José en cualquiera de sus muchas acepcionesNota 35).

Para concluir estas páginas sobre las formas asociativas de la Carrera me referiré, muy brevemente, a la sociedad en comandita que, aunque no está documentada en el Cádiz del XVIII, existió en el comercio colonial  gallego y en el catalán. Se trata de sociedades mixtas, como ya ha podido advertirse, por referencias indirectas, en las líneas anteriores. Estaban constituidas por dos clases de socios, los colectivos (que cumplen los requisitos y peculiaridades de los de las sociedades colectivas) y los comanditarios, que participan sólo con capital, tienen limitada su responsabilidad al capital aportado y no intervienen en la gestión, que queda en manos de los socios colectivos. Cuando la participación de los socios comanditarios se sustancia en acciones, la comanditaria simple se convierte en comanditaria por acciones, separada de la sociedad por acciones que venimos de describir por la presencia, en aquella, de socios colectivos como en la comanditaria simple, mientras que en las gaditanas, como acabamos de indicar, no hay más que socios accionistasNota 36).

Un instrumento crediticio protagonista: el préstamo a riesgo marítimo

Nos disponemos a tratar, a continuación, el mecanismo predilecto para la financiación del comercio indiano; ello representa, evidentemente, introducirnos en una figura del crédito y ésta será el cambio marítimo o préstamo a riesgo. Bien es verdad que esto no significa que los comerciantes de la Carrera no hayan recurrido, también, a otros tipos de operaciones crediticias, como la cuenta en participación, llamada en el derecho mercantil catalán part de dinersNota 37). Con todo, por razones casi evidentes y que tienen que ver con el conjunto de circunstancias en que el comercio de la Carrera se desenvuelve (y también con la tradición del comercio marítimo mediterráneo), dedicaremos toda nuestra atención a la ya citada. Lo hacemos así tanto por su carácter inequívocamente protagonista como por la eficacia que se le puede atribuir a tenor del éxito de su utilización.

El riesgo marítimo es un viejo instrumento mercantil (sus orígenes se remontan, al parecer, a la antigüedad clásica greco-latina) que, al surgir la nueva ruta comercial que fue la Carrera, se implantó en ella con toda normalidad; constituía ya una práctica muy difundida y avalada por una larga trayectoria en todos los ámbitos comerciales aunque, eso sí, carente en nuestro país de una estructuración jurídica tan precisa como la que, a esas alturas, había alcanzado el seguro. En efecto, mientras que del riesgo apenas si hay en nuestros textos legislativos mercantiles más que breves referencias, del seguro, como ha destacado Del Treppo, sólo en Barcelona, y entre 1435 y 1484, se había llevado a cabo un profundo y original trabajo de sistematización e interpretación, destinado a constituir un modelo en la legislación comercial de la Edad ModernaNota 38). Es más, cuando a mediados del siglo XVI se promulgan las Ordenanzas del Consulado y Universidad de cargadores a Indias, al riesgo sólo se le dedican un par de artículos (concretamente los números 28 y 31) y otro tanto sucede en la Recopilación de las Leyes de Indias, donde únicamente se le consagran las leyes 1 y 6 del título XXXIX del libro IXNota 39). De hecho, la inexistencia de un auténtico cuerpo de doctrina legal, acerca del riesgo marítimo, se mantuvo en nuestro país hasta bien entrado el siglo XVIII y cuando por fin aparezca lo hará, además, fuera del ámbito específico de la Carrera: concretamente en las Ordenanzas de la Universidad y Casa de Contratación de Bilbao, aprobadas, como ya sabemos, en 1737. En ellas, su capítulo XXIII está precisamente dedicado a “De las contratas del dinero, o mercaderías que se dan a la gruesa ventura, o riesgo de nao, y forma de sus escrituras”, incluyendo un total de 16 artículos, amén de los formularios por los que en adelante habría de ajustarse su contrataciónNota 40).

Sin embargo, antes de adentrarnos en el problema de su regulación jurídica, no estarán de más, siquiera sea a título de mero recordatorio, unas cuantas líneas acerca del concepto, función económica y tipología de esta figura mercantil.

Por de pronto y como ya señalé en otra ocasión, el denominado más usualmente en la Carrera riesgo marítimo no es sino la versión española del prestito marítimo italiano o del prêt à la grosse aventure francés; al igual que éstos, consistía, sustancialmente, en un tipo de préstamo a interés, con el pretexto del tráfico marítimo y en el que se hacía intervenir, como elemento básico, el riesgo de naufragioNota 41). Tomás de Mercado (que le consagra el capítulo XIII del libro IV de su Suma) lo tipificaba como una variedad “singular” de los “cambios que se usan de aquí a Indias”, tachándolo de “monstruo de cambios, sin figura ni apariencia entera de ellos, una quimera con una parte de cambio, otra de seguro, otra de usura, una mixtura risible y horrible”, al que, por hacer como los demás, llama “contrato de cambio, no siéndolo en realidad de verdad, ni teniendo cosa de él sino solo nombre”; en su opinión, “es un préstamo y usura encubierta con aquel disfraz de tomar y correr el peligro en un casco de navío, embuste que ninguna cosa aprovecha”Nota 42). Como puede apreciarse, a nuestro lúcido fraile no le engañó la “forma” de los contratos de riesgo y fue sumamente sensible a su vertiente de préstamo usurario, por más encubierta que se presentase. Por su parte, a fines del siglo XVIII, Manuel Josef de Ayala, en sus Notas a la Recopilación de las leyes de Indias, lo tipificó como “contrato de dinero que uno entrega a otro a su propio riesgo para que trafique con él en el mar”Nota 43); la definición resulta tremendamente concisa pero en ella, no obstante, se alude expresamente a dos de las principales características de estos contratos: la atribución del riesgo al dador y la función crediticia del dinero entregado. Más explícitas se nos muestran las Ordenanzas de Bilbao al conceptuar al riesgo como

 

dar y tomar dinero (...) por ciertos intereses o premios, sobre cascos de navios, aparejos, bastimentos, armamentos y demás aprestos para un viaje o viajes, o sobre mercaderías, o efectos cargados en ellos para cualesquiera puertos, y navegaciones, en condición de que llegando los navíos a su destino, hayan de quedar libres de riesgo los dadores de tales cantidades para la cobranza de sus principales, y premios a los tiempos pactadosNota 44).

 

Con todo, será en la real cédula de 27 de octubre de 1768 donde se matizará definitivamente su definición, al puntualizarse que consistía en

 

dar unos dineros a otros con cierto premio, mediante el cual toman los primeros a su cargo todos los riesgos y contingencias del mar, y demás desgraciados sucesos, de que quedan libres los segundos; de suerte que si se verifica el caso siniestro están éstos exentos del pago y de lo contrario ganan aquéllos el principal y premios estipulados (...) que esta negociación (que es hecho constante) se divide en dos clases, siendo la una dar el dinero sobre el navio, sus fletes y aprovechamientos, y la otra, sobre fletes cargados en él por cuenta de quien toma el dinero, cuyo riesgo se entiende según se capituló de ida o vuelta, y también de uno y otro, que se llama contrato de dos riesgos, y en cualquiera de ellos se asigna a navío o efectos, sobre que se verifiquen los riesgosNota 45).

 

En definitiva, se trata de un contrato de préstamo en el que la obligación de devolver la suma recibida, incrementada con sus correspondientes intereses, se hace depender del feliz arribo a puerto del navio o de las mercancías que sirvieron de garantía. Su función primordial, por tanto, es la crediticia, aunque, subsidiariamente, actúa también como un método de cobertura del riesgo al tiempo que como un instrumento de cambio, ya que la cantidad adelantada será luego reembolsada en una moneda diferente, a saber, la usual en el puerto de destino.

Precisamente el hecho de que el préstamo pudiese tomarse sobre las mercancías o el navío determinó, por contaminación de este último sistema que, durante mucho tiempo, se confundiesen el préstamo a riesgo y el seguro marítimo. Ciertamente, en una primera aproximación, se podría llegar a pensar que sus efectos eran similares, porque si el propietario de un navío suscribía un riesgo sobre éste y se producía un siniestro, al no tener que devolver el dinero, funcionaba igual que si hubiese cobrado un seguro; tenía la ventaja adicional de que lo había hecho por adelantado y, además, sin haber desembolsado, previamente, el importe de la prima. En realidad, como hoy sabemos, entre ambos tipos de contratos existen importantes diferencias (tanto si encaramos su análisis desde el punto de vista de sus finalidades y funciones económicas como desde el de sus respectivas técnicas) que eliminan, de hecho, toda posibilidad de confusión. En cualquier caso y como ya aclaré en su momento, entiendo que, puestos a señalar diferencias, la sustancial estriba en que mientras el seguro sólo sirve para enjugar las posibles pérdidas (su finalidad primordial es cubrir un riesgo), el préstamo a riesgo, como se recibe antes de producirse el siniestro, es susceptible de ser negociado y producir beneficios comerciales, convirtiéndose así en un simple préstamo comercial, con la excepcionalidad de no tener que ser devuelto en caso de siniestroNota 46).

Por lo que atañe, a su vez, a las distintas modalidades bajo las que se desarrollaron estas operaciones crediticias, las más usuales fueron las realizadas sobre mercancías o sobre el navío que las transportabaNota 47). Junto a ellas existieron, además, riesgos sobre el azar, en su doble vertiente de apuesta y de vida; en el primero, se juega sobre la contingencia de que el barco implicado llegue a su punto de destino; en el segundo, de que sea el propio deudor el que llegue con vidaNota 48).



Respecto a la legislación que este tipo de prácticas produjo en la Carrera, sin entrar en excesivos detalles cronológicos, me parece que respondió a las siguientes características:

	
1. En modo alguno puede hablarse de un corpus legislativo especializado; entre las primeras normas de comienzos del siglo XVI y las últimas del XVIII, apenas podríamos encontrar más de media docena de puntualizaciones legales a una práctica que se resistía a su pormenorización jurídica;


	
2. Partiendo de esta base, la parca legislación existente se produjo siempre a remolque de las prácticas tortuosas y abusivas en las que desembocaba, permanentemente, el riesgo marítimo;


	
3. Estas prácticas derivaban, justamente, de cada uno de los elementos que hemos visto contenidos en la definición y que eran: los protagonistas, las cantidades y sus garantías, el interés o premio y el tiempo de duración del mismo.




En orden a los protagonistas habría que empezar distinguiendo entre el acreedor (que es quien desembolsa el dinero y asume todos los riesgos de la navegación) y el deudor, que lo recibe con la obligación de devolverlo, incrementado con sus intereses, salvo que haya siniestro; y mientras que el primero solía ser, por regla general, un hombre de negocios (con independencia de que actuase por cuenta propia o en calidad de simple comisionista), los segundos abarcan un amplio espectro que incluía desde el simple marinero que toma un riesgo sobre su equipaje, hasta los maestres y dueños de navíos que suscribían gruesas sumas para la habilitación y apresto de sus embarcaciones; la escala intermedia pasa por comerciantes de todo tipo, encomenderos o también funcionarios, con destino a América, que para preparar su equipaje o pagarse el viaje han solicitado prestadas las cantidades que necesitaban. De entre ambos tipos de protagonistas del negocio, la legislación se ocupó exclusivamente de los segundos y. con especial interés, de los dueños y maestres de navíos. Concretamente en esta línea reglamentó, desde fechas muy tempranas (29-XI-1507), que los tomadores de riesgos sobre los navíos fuesen sus propietarios y no simplemente los maestres (como hasta entonces había sido frecuente que sucediese); más adelante repitió esta misma normativa para los que suscribían riesgos sobre mercancíasNota 49).

Acerca de las cantidades que se podían recibir en concepto de préstamos y sus garantías (es decir, los objetos sobre los que se asignaban y que servían de hipoteca) hay también que establecer una triple distinción, según se trate de riesgos sobre el navío, las mercancías o por vía de apuesta. En el primer caso, la legislación tendió a establecer un techo que, en una primera fase (a partir de la emisión de la real cédula del 22 de octubre de 1587), no podía sobrepasar un tercio del valor del navío y, más tarde (real cédula del 8 de agosto de 1621) se elevó hasta los dos tercios de dicho valorNota 50); como, al parecer, esa cantidad tampoco la consideraban suficiente los dueños y maestres de navíos y constantemente quebrantaban la normaNota 51), por una resolución del 27 de abril de 1765 se les autorizó a que pudiesen contratar sus riesgos en lugar de por los dos tercios del valor del navío, por los del importe de sus fletesNota 52). Para los riesgos sobre mercancías no existió nunca un techo, salvo la exigencia de que el valor del préstamo no sobrepasase al de los efectos sobre los que se asignabaNota 53). Finalmente, en cuanto a los riesgos por vía de apuesta, tan sólo reseñar que, pese a que no se les mencionó expresamente, su prohibición quedó implícita en la real cédula del 31 de mayo de 1763 por la que se prohibieron los seguros del mismo tipoNota 54).

Respecto al tercero de los elementos mencionados, el interés o premio, no sólo carece de cualquier tratamiento legislativo, sino que rara vez se expresan claramente en las escrituras, quedando casi siempre enmascarados bajo la estereotipada fórmula de “los premios o intereses de los riesgos que irán declarados han sido moderados según el tiempo presente”Nota 55). Lo normal es que, en el documento, sólo se consigne una única cantidad en la que van englobadas tanto la parte correspondiente al principal como a los intereses. Pese a que no conocemos ninguna tarifa similar a las publicadas para el seguro por la que se rigiese la práctica cotidiana de los dadores de riesgos, parece relativamente garantizado que la cuantía del interés variaba en función de las circunstancias: el lugar de destino (a mayor distancia, mayor premio); duración del viaje (solo de ida o viaje “redondo”); de la mayor o menor seguridad reinante en los mares (en tiempo de guerra solían incrementarse notablemente los intereses); por último, también de la propia relación existente en el mercado de capitales entre la oferta y la demandaNota 56).

En fin, y por lo que atañe a la duración del contrato, en general se entendió que empezaba a regir “desde el día, punto y hora” que el navío se hacía a la mar y hasta transcurridas veinticuatro horas de haber echado anclas en el puerto de destino. Sin embargo, como la primera especificación fue motivo de algún conflicto importante, por real cédula del 27 de octubre de 1768 se estableció como norma que el riesgo durase “de orilla a orilla”Nota 57). Concretamente, tal y como se registró a partir de entonces en las escrituras, habría de entenderse que el riesgo daba comienzo desde el momento en que la mercancía que le servía de garantía se depositaba en el muelle para conducirla “desde la orilla del agua de él” hasta la embarcación, así como durante

 

todo el tiempo que se mantenga en esta bahía, día en que se haga a la vela y los que se convirtiese en el discurso de su navegación, entrando y saliendo en cualesquiera puertos, partes y barras, con causa o sin ella, hasta que realmente entre en donde eche su primera ancla y pasen sobre ella veinticuatro horas naturalesNota 58).

 

Como puede apreciarse, estamos en presencia de una práctica mercantil concebida precisamente como tal y respecto a la cual el legislador apenas podía ir colocando algunos parches al ritmo puntual de las desviaciones, conflictos y quejas que iban surgiendo. Probablemente por ello, el interés más claro de los leves retoques legislativos se centró en la exigencia creciente de un mayor control y conocimiento de tal tipo de negocios por parte de las instituciones pertinentes: la Casa de la Contratación y el Consulado. En esta dirección, y tras varias disposiciones de más que dudosa efectividadNota 59), resultaría decisiva la real cédula del 9 de abril de 1760. por la que se estableció la obligatoriedad de registrar en la contaduría del Consulado todos los contratos de riesgo que en adelante se suscribiesenNota 60). Desde entonces, el escribano ante el que se hacía una escritura de riesgo estaba obligado a redactar una nota o resumen de la misma, por duplicado, de la que quedaba depositado un ejemplar en la propia contaduría y en el que deberían constar: fecha del otorgamiento; nombre de los otorgantes; nombres del navío y del maestre; viaje que efectúa y puerto de destino; especificación de las piezas, fardos, pacas, etc. sobre los que corría el riesgo. Su finalidad no era otra que conseguir un mayor control y conocimiento de todas las operaciones de este tipo que se realizasen, con la ventaja añadida, para nosotros, de disponer de un registro de las mismas, sin necesidad de recurrir a los protocolos notariales.

Precisamente esta última circunstancia aludida me permitió, en su día, introducirme en lo que podríamos llamar un micromodelo del comportamiento del riesgo como instrumento crediticio en la CarreraNota 61). Un trabajo similar referido a los siglos XVI y XVII tendría que haberse realizado con la búsqueda puntual de estas escrituras en los archivos de protocolos; desafortunadamente, tal investigación no se ha efectuado y por ello, no disponemos de ningún modelo para esa épocaNota 62). Vamos, pues, a introducirnos en el análisis de los datos a los que he aludido y que están referidos a las flotas que navegaron a Nueva España en 1765 y 1768, respectivamente. Atendiendo, en primer lugar, al número global de riesgos otorgados y a sus respectivos valores (expresados en pesos escudos de plata antigua), los resultados que nos ofrecen las dos flotas analizadas (en las que viajaron un total de 24 navíos) son los siguientes: 1.997 escrituras suscritas por un valor total de 9.394.546 pesos, bien entendido que en esta suma van englobados tanto los principales como los intereses de los riesgos, ya que el silencio que mantienen las escrituras respecto al porcentaje de estos últimos, nos impide desglosar las partes correspondientes a uno y otro concepto. Con independencia de lo reveladoras que ya de por sí resultan ambas cifras, podemos matizar algo más su significado recurriendo a sus valores promedios; en tal caso, nos encontramos con que la media por navio fue de 83 escrituras y 391.439 pesos, con un valor monetario medio por escritura de 4.704 pesos. Este último dato puede resultar interesante desmenuzarlo algo más por las evidentes repercusiones económicas que contiene, ya que nos aproximará al fenómeno de la concentración o dispersión del capital invertido y, con él, a una cierta tipología económica del riesgo. Pues bien, en esta dirección las cifras ponen de manifiesto una tendencia indiscutible que prima escrituras de riesgo de tipo bajo y medio sobre las de muy alto valor. En efecto, en el conjunto de ambas flotas, el 90% de las escrituras contratadas lo han sido por valores inferiores a los 10.000 pesos y, a su vez, el 72'5% por cantidades inferiores a los 5.000 pesos. Solo un 3% de las suscritas lo han sido por valores superiores a los 20.000 pesos. En otras palabras, que el “modelo” de contratación de riesgos pone de relieve una dispersión absoluta en escrituras de pequeño y mediano monto y con ello una acumulación del dinero contratado, en los niveles más bajos. A su vez, y por lo que se refiere a la tipología del riesgo en función de las garantías sobre las que se contrata, los datos establecen que, en ambas flotas, la absoluta mayoría de escrituras y con ellas del valor monetario contratado, se realiza sobre las mercancías: 94'5 y 94% respectivamente. Estos datos apuntan, indefectiblemente, a tipificar el riesgo como un sistema de financiación comercial, al tiempo que nos apartan de la otrora pretendida identificación entre éste y el seguro marítimo (no en vano sólo un 5% de las escrituras y del dinero se contrató en riesgos sobre el navío).

Finalmente, si fijamos nuestra atención en los protagonistas del negocio (acreedores y deudores) y su distribución según la cuantía de las escrituras suscritas, encontramos, en primer lugar, que el 39% de los acreedores ha otorgado escrituras por valores inferiores a los 2.500 pesos y el 73% por cantidades inferiores a los 10.000 pesos; si del ámbito de los acreedores pasamos al de los deudores, la situación es también muy similar: un 35% ha suscrito riesgos por una cantidad inferior a los 2.500 pesos y un 68% por sumas inferiores a los 10.000 pesos. En principio, podría pensarse que tales datos “fotografían” una situación algo parecida a lo que podríamos llamar una inversión “democrática”; sin embargo, esta hipótesis se empieza a desmoronar en cuanto acudimos a las listas nominativas de los mayores dadores y tomadores. Efectivamente, cuando analizamos ambas listas, advertimos que tan sólo un 15% de los dadores ha proporcionado riesgos equivalentes al 70% del total del dinero contratado y que, entre los tomadores, un 19% ha acaparado el 75% de la suma total negociada. Tal vez sea ahora el momento de matizar el modelo de inversión que el riesgo representa en las flotas de la segunda mitad del siglo XVIII. Por cuanto acabamos de ver nos encontramos dos niveles de negocio completamente distintos: uno de ellos abierto, mayoritario, pero que se mueve en magnitudes relativamente pequeñas y que advierte de una real posibilidad de difusión de esta tipología financiera entre pequeños comerciantes; otro, mucho más rígido, moviéndose en porcentajes en tomo al 15 y 20% del total de acreedores y deudores y que, sin embargo, se ve con claridad que controla la parte del león del negocio del riesgo. Tendríamos así, por lo tanto, un modelo bifronte, en el que muchos reparten poco y una minoría privilegiada controla las tres cuartas partes del negocio real de este tipo de contrataciones. Y hablando del negocio convendría recordar, aunque sea muy brevemente, que el beneficio de estas operaciones no puede ser limitado a la percepción neta del porcentaje de interés medio (cifrado para estas flotas en un 16% aproximadamente); hay que añadirle el producido por la conversión monetaria que se realiza al hacerse pagar todas las cantidades en una moneda distinta a la que se contrató originalmente. En el caso que nos ocupa, el desembolso del principal (por el que se suscribía el riesgo) se hacía en Cádiz en pesos sencillos de ocho reales de plata antigua, mientras que el cobro se realizaba en Veracruz en pesos fuertes de diez reales. De este modo, el simple hecho de percibir lo prestado, en esa otra moneda, producía ya una ganancia adicional del 33'3% que, añadida a la del interés o premio, proporcionaba un beneficio global mínimo del 50%. Tal vez ahora resulte más inteligible el dinamismo y la generalización de esta fórmula, aunque es posible que su éxito tuviera también que ver con la ausencia (para la época) de instituciones crediticias que pudiesen haber asumido las evidentes necesidades de financiación que demandaba la CarreraNota 63).

La garantía del negocio: los seguros

La dificultad inicial que podía entrañar para un lector no especializado el enfrentarse con la figura del préstamo a riesgo marítimo (y que ha exigido una detallada aproximación a su concepto y componentes) es evidente que no se plantea cuando hablamos de los contratos de seguro marítimo. Con independencia de los matices que se produzcan en un sistema comercial concreto y en una época determinada, el concepto de seguro y la acción que en él se incluye forman parte del conocimiento normal y del lenguaje cotidiano. El seguro marítimo fue (y de hecho sigue siendo) una pieza esencial del engranaje mercantil y un instrumento fundamental para el desarrollo del comercio, en especial, del ultramarino; a través del mismo, navieros y comerciantes podían afrontar, con un mínimo de garantías, las hipotéticas pérdidas que les pudiesen sobrevenir como consecuencia de los avatares de la navegación oceánica (naufragios, incendios, ataques piráticos, etc.). Operaba por el mecanismo que nos es hoy habitual, por lo que bastará con recordar una definición sumaria según la cual el contrato de seguro se reduce a que una persona o entidad jurídica, llamada asegurador, se obliga a compensar a otra, denominada asegurado, de los daños o pérdidas que pudiesen sufrir su navío o sus mercancías por causa de siniestro; conviene puntualizar que tal indemnización ha sido fijada, previamente, por mutuo acuerdo y avalada, en los mismos términos, por el pago de una prima o premio que el asegurado hace al asegurador. Como puede advertirse, nada hay en esta definición que resulte ajeno a la información media que puede tener cualquiera sobre este tipo de relaciones contractuales.

Al igual que la de otros instrumentos mercantiles, su práctica está copiosamente atestiguada, al menos desde la Baja Edad Media, y no merece la pena insistir en una erudita relación de su presencia en distintas zonas o áreas comerciales. Procede, sin embargo, reflexionar sobre su frecuencia y justificación en la Carrera de Indias, donde se empezó a utilizar desde un primer momento. La conciencia de que la práctica aseguradora resultaba imprescindible para la existencia misma del negocio, no necesita ser refrendada específicamente, puesto que formaba parte del bagaje cultural de cualquier comerciante de cierto nivel. Con todo, podemos confirmarla, con facilidad, en el preámbulo del articulado que dedican al seguro las Ordenanzas del Consulado y Universidad de cargadores a Indias, de 1556:

 

Una de las cosas más necesarias para el trato de la mercadería y para la conservación de ella es la antigua costumbre que en todos los cabos se guarda, de asegurarse unos mercaderes a otros las mercaderías que cargan y los navíos que las llevan, lo cual si cesase disminuirían mucho los tratos, porque no habiendo aseguradores no habría quien osase cargar y osase aventurar a perder todo lo que cargaseNota 64).

 

En términos similares se expresaron los tratadistas de la época, que encontraban su empleo absolutamente lógico en función de las circunstancias específicas del comercio oceánico. En efecto, Tomás de Mercado, refiriéndose a ello, estimaba que la Carrera era un campo especialmente abonado para este tipo de contratos en la medida en que “jamás hombres navegaron tan largo como los españoles navegan (...) despachan navíos y carabelas, cascos muy pequeños (...) por un mar océano tan vasto, soberbio y peligroso (...) [y en] tiempo tan rígido y tempestuoso que aun por tierra no se camina”Nota 65). Como puede comprobarse, ya en la segunda mitad del siglo XVI no solamente se era consciente de los peligros “naturales” de la empresa comercial sino que se alude, con poco disimulo, a la precariedad de los medios de transporte y, por todo ello, la oportunidad de suscribir los contratos de seguro que evitasen pérdidas irremediables.

Independientemente de la percepción directa de los observadores de la época, cualquier especialista comprende otras razones que favorecían la práctica del seguro, como lo ha hecho el profesor Céspedes del Castillo refiriéndose a la parquedad de los capitales invertidos (al menos en los primeros tiempos de la Carrera) que, caso de perderse navíos o mercancías, garantizaban la ruina absoluta del comercianteNota 66). Esta falta de reservas del capital (para hacer frente a las pérdidas) hay, pues, que incorporarla a las causas de la abundancia y frecuencia del contrato de seguro en la Carrera. La tercera razón para comprender el fenómeno del seguro, fue también evidente desde comienzos de la navegación atlántica y se refiere a la frecuencia, en la medida que nos es conocida, de los siniestrosNota 67). A mayor abundamiento, nadie mejor que los propios protagonistas del tráfico para saber que tales accidentes no se debían únicamente a los elementos de la naturaleza, desatados, sino también a la debilidad y estado de conservación de los barcos que utilizaban, en un esfuerzo por abaratar costosNota 68).

A tenor de cuanto acabamos de decir, el seguro aparece en la Carrera desde un primer momento aunque más como una práctica usual que como el resultado de una legislación específica. Antes de que ésta se promulgase (Ordenanzas del Consulado de 1556), la figura generalizada fue el contrato “in fide”, realizado verbalmente y cuya única constancia escrita se producía en los libros de contabilidad del asegurador. La casuística fraudulenta a que tal situación daba lugar, obligó a los organismos responsables del tráfico a tomar cartas en el asunto, visto que estos denominados “seguros en confianza” resultaban en la práctica un laberinto inagotable de toda clase de abusos con sus correspondientes quejas y pleitos. La situación aparece radiografiada con toda claridad en las Ordenanzas de la Casa de la Contratación de 1552, en las que se afirma, paladinamente, que “en el tomar de los seguros hay muy grandes fraudes, y algunas personas aseguran la hacienda secreto o en confiança o por póliça en diversos aseguradores toda entera y después cobran dos y tres veces el valor de lo que se perdió”Nota 69).

Como consecuencia, pues, de todo ello, surge el primer cuerpo legal sobre el seguro, en la Carrera, en las ya mencionadas Ordenanzas del Consulado sevillano. En ellas se reglamentó, minuciosamente, todo lo concerniente al uso de los seguros, incluyéndose, además, formularios de cómo deberían redactarse las pólizas. De la importancia que se le concedió al tema da buena prueba el hecho de que su regulación ocupe algo más de la mitad del articulado de dichas Ordenanzas (concretamente desde el artículo 27 al 60). Un estudio riguroso y pormenorizado de los avatares reales y legales que originó la puesta en práctica de estos contratos fue realizado hace años por el profesor Céspedes del Castillo, lo que nos permite reproducir aquí un resumen de sus aspectos más relevantesNota 70).

En primer lugar, por lo que respecta a los protagonistas del seguro (y prescindiendo de los elementos obvios), la característica más interesante, en la figura del asegurador, fue la existencia de aseguradores colectivos, pese a que en el ordenamiento legal no estaba expresamente previsto que el asegurador fuese una persona social; sin embargo, como atestigua el propio Céspedes del Castillo, es mucho más frecuente, en las pólizas, ver firmas de varios aseguradores que de uno solo, perdurando esta característica hasta mediados del siglo XVIII, en que tomaron su relevo, ya con cobertura legal, las sociedades por acciones, especializadas en el ramo del seguro. En lo referente al asegurado, el artículo 28 de las Ordenanzas contemplaba tres posibilidades de actuación: en nombre y por cuenta propia (asumiendo, entonces, tanto los costos del contrato-pago de la prima, como sus beneficios-cobro de la indemnización); en nombre y por cuenta ajenas (en cuyo caso, su papel no es otro que el de un representante del verdadero asegurado) y, en tercer lugar, en nombre propio y por cuenta ajena (en este caso, el pago de la prima es a su costo mientras que el cobro del seguro corresponde al representado). Un último capítulo de matizaciones legales es el referido a los derechos del asegurador y del asegurado. Prescindiendo de los normales de cobro de la prima en un caso y de la cantidad asegurada en otro, los más específicos se refieren:

 

en beneficio del asegurador, el derecho a que el asegurado le proporcione toda la información que pueda tener incidencia en los términos del contrato y, muy específicamente, a que se le comunique el siniestro (en un plazo máximo de dos años a partir de la fecha de realización del contrato) así como la posible existencia de otros seguros pactados sobre los mismos objetos (navios o mercancías) que el suyo; también el derecho a que se aminore el daño (según reza en el texto oficial de las pólizas) y, en consecuencia, la posibilidad de subrogación personal contra el autor del daño;

 

en beneficio del asegurado, la doble modalidad de que dispone para obtener la indemnización del daño, a saber, la “acción de avería” y la “acción de abandono”. La primera constituye el sistema normal para cobrar la suma asegurada, aportando las pruebas necesarias tanto de tipo notarial como testifical; la segunda tenía carácter excepcional y era privativa del seguro marítimo, consistiendo en la posibilidad de que el asegurado cobrase la indemnización, a cambio de la transferencia al asegurador de la propiedad de los objetos siniestrados que cubría el seguro y dejándole en libertad de recuperarlos, si ello era posible. La ventaja de este sistema es que no había necesidad de probar el siniestro, ya que se suponía que, en caso de intento de fraude, los objetos asegurados resarcirían al asegurador de la cantidad pagada. Ese derecho de abandono o dejación se concedía en alguno de los siguientes supuestos: transcurrido año y medio sin noticias sobre el paradero del navío; por pérdida de la nave o descarga de sus mercancías, ante la imposibilidad de continuar el viaje; cuando las mercancías, por orden judicial, se descargaban en un puerto distinto del convenido y siempre que no se reanudase el viaje en condiciones normales.

En segundo lugar, por lo que se refiere a los objetos sobre los que podía recaer el seguro, se reducen a las mismas dos partidas que ya vimos en el riesgo: los navíos y las mercancías. En el primer caso el objeto asegurado se limita legalmente al casco e incluso, hasta 1765, sólo las dos terceras partes de su valor, quedando excluidos los fletes, artillería y aparejos; en el segundo, si las mercancías no se especifican expresamente, se entiende que, bajo el término genérico de “mercaderías”, quedan incluidas todas las posibles, excepto el ganado y los esclavos, que requieren pactos expresos. Una tercera modalidad fue la que se realizaba formalizando contratos sobre mercancías o navíos que no eran propiedad del asegurado; éste pagaba la prima del seguro y en caso de siniestro cobraba la suma contratada como si fuese el propietario. Por razones evidentes esta modalidad se conocía como “seguro por vía de apuesta” y, dado que su carácter especulativo era tan obvio, fue declarado ilegal muy pronto, lo que no impidió su existencia, como lo demuestra que todavía en la segunda mitad del XVIII hubiese que reiterar su prohibición.

En tercer lugar, en cuanto al tiempo de eficacia del seguro, éste se calculaba en función de lo que tal variable influyese en el peligro de pérdida de lo asegurado. En general, “el tiempo asegurado” era el de la duración del viaje, pero se establecían diferencias según que el objeto asegurado fuese el navío o mercancías; en el primer caso el seguro cubría desde que el barco se hacía a la vela hasta veinticuatro horas después de haber echado el ancla en el puerto de destino; en el segundo, desde que empezaba la carga en el muelle de salida hasta que terminaba su desembarco en el de llegada.

Finalmente, en orden a las cantidades aseguradas, reseñar que, en líneas generales, se regían por las normas lógicas: cobertura suficiente del objeto asegurado y limitación, por exceso o defecto, en el pago por parte del asegurador siempre en su beneficio; es decir, si la pérdida es superior a la suma contratada, el asegurador no cubrirá más allá de ella, y si es inferior, sólo hasta el valor de la pérdida específica. En cuanto a la prima, su cuantía fue rígidamente establecida por las Ordenanzas en el 5% de la suma asegurada; como era de esperar, la efectividad de esta disposición fue prácticamente inexistente y, en el ámbito de los hechos, las primas oscilaron, a tenor de circunstancias múltiples, entre el porcentaje legal y el 25%.

El detalle y la extensión de esta normativa legal de 1556 garantizó su vigencia, prácticamente inalterada, hasta la segunda mitad del siglo XVIII. En efecto, por de pronto fue incorporada íntegramente a la Recopilación de las Leyes de Indias con mínimos retoques que se habían añadido en 1618 y 1671Nota 71). Incluso en la segunda mitad del XVIII, las modificaciones se realizaron sobre aspectos muy concretos y que afectaban especialmente al uso conjunto del seguro y el riesgo marítimo: en 1765 se autorizó a suscribir pólizas por el valor completo del buque y a tomar préstamos a riesgo hasta los dos tercios del valor de los fletes contratados; en 1768, y ante las irregularidades a que la anterior disposición dio lugar, se dictaminó que la póliza del seguro no se hiciese más que sobre la diferencia entre la cantidad tomada a riesgo y el valor completo del buque; finalmente, en 1777 se prohibió el aumento de las primas en las pólizas ya formalizadas, salvo que así estuviese previsto y se especificasen las posibles alteracionesNota 72). De hecho, sólo en 1789 y 1800 se produjeron innovaciones de cierta entidad al reglamentarse la existencia de las compañías de seguros, en la medida que se había producido un incremento notable de su número e importanciaNota 73).
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Los agentes de la actividad mercantil

Dedicar un capítulo a los agentes directos de la actividad mercantil de la Carrera, a los hombres que “abasteciendo con su diligencia, y afán estos, y aquellos reinos (...) enviando y llevando las cargazones para vender por mayor, o hacer canje de ellas por frutos de aquellas Provincias”Nota 1), hicieron posible todo este inmenso tráfago de navíos, mercancías y caudales, resulta indispensable a la par que arriesgado. Lo primero es tan evidente que no merece mayor extensión: no existe comercio sin quienes lo lleven a cabo, amén de que a estas alturas de nuestro estudio parece obvio que la estructura económica de la Carrera no quedará verdaderamente esclarecida hasta que no la dejemos caer sobre los grupos sociales que la sustentaban y la ajustemos en sus goznes. La razón de lo segundo radica, a su vez, en que el tema se nos derrama, por así decirlo, entre las manos, faltos, sobre todo, de estudios e investigaciones referidas a individuos o dinastías mercantiles concretas, que nos permitieran acercarnos a la actuación personal del comerciante y su dimensión vital y profesional (aprendizaje, tipificación de sus actividades, estrategia de su negocios, monto de sus fortunas, enlaces familiares, enclaves en la administración, etc.) Mucha responsabilidad de ello recae en la ausencia de documentación privada (archivos familiares desaparecidos o inaccesibles al investigador) aunque sin olvidar también la dificultad del estudio de la pública, es decir, la notarial. En cualquier caso, trabajando básicamente con esta última y con la que generan las instituciones, podemos introducimos, sin embargo, en su conjunto y ello entendemos que puede ser suficiente para perfilar su protagonismo y hasta una cierta estilística de su actuación en la maraña del comercio colonial.

El entramado social de la carrera: tipología, número y procedencia de los hombres del comercio indiano

Podría pensarse que la denominación de comerciante constituye, por sí sola, un status de cualificación social y que por ello bastaría citarla como actividad para clarificar de inmediato la situación del individuo en el organigrama de la jerarquía social. En la realidad, tal identificación automática dista de ser fácil. El simple reconocimiento de la actividad mercantil no puede garantizar una categoría o estrato social paradigmático. Refiriéndonos, concretamente, al Antiguo Régimen, la denominación de comerciante no resulta, en absoluto, unívoca; se trata, en mayor medida, de un genérico bajo el que se aglomeran estratos y substratos de actividades (mayoristas, lonjistas, mercaderes de tienda abierta o de reventa, tratantes, regatones, buhoneros, etc.), ordenadas, además, por la famosa “cascada” de honor y deshonor que vertebra colectivamente el conjunto del sistema social. Esto provoca que el “cuadro” de las distintas formas y situaciones que proporciona el término comerciante resulte tan complejo que ha podido decirse de ellos que constituyeron “una sociedad dentro de la sociedad”, una especie de “sociedad aparte”, con una jerarquización particular, la denominada “pirámide mercantil”, reproducida, antes o después, por todas las sociedades mercantiles y reconocible incluso en el lenguaje cotidianoNota 2).

Evidentemente no es este el lugar ni el momento de abordar una descripción minuciosa del mosaico social dibujado en la actividad comercial; por el contrario, lo que aquí me propongo es analizar únicamente una de las “franjas” que en el cuadro general aparece suficientemente neta y diferenciada: el comerciante de la Carrera de Indias. Tiene también su diversidad y matices pero, en principio, se destaca como un bloque definido y reconocible y hasta (aparentemente) de cierta simplicidad comparado con el variopinto mundo del “comercio en general”.

Para empezar, convendría dejar claro si esta tarea específica (la del comerciante de la Carrera) tuvo o no su propia denominación, distinta y al margen de las conocidas y utilizadas en el resto de la actividad comercial. La respuesta inmediata es sí. En efecto, desde la institucionalización de la Carrera se empezó a utilizar la voz cargador para nominar a todos aquellos que registraban y cargaban mercancías con destino a Indias, por más que, hasta casi fines del siglo XVII y en la terminología oficial, al menos, la denominación que va a prevalecer es la más recurrente de mercader tratante en Indias. Desde luego, ésta es la rúbrica bajo la que se presenta el grupo de comerciantes interesados en el tráfico de la Carrera que en 1543 solicitó la creación del Consulado; también la intitulación que se les asigna, con exclusividad, tanto en la Real Provisión del 23 de agosto de dicho año, accediendo a su petición, como en la del 14 de julio de 1556, confirmando sus ordenanzasNota 3). A mayor abundamiento, así nos lo atestigua igualmente Veitia cuando comenta que “por lo antiguo se llamaban comunmente mercaderes tratantes en la Carrera de Indias, los que se empleaban en este exercicio, que después con más propiedad se llaman cargadores”Nota 4). Ahora bien, el hecho de que el término cargador acabara superponiéndose o identificándose con el de mercader tratante en Indias no debe llevamos a presuponer que, desde un primer momento, ambas denominaciones fueran utilizadas, indistintamente, para designar y definir un mismo tipo o nivel de actividad. Por el contrario y como recientemente ha puntualizado A. Heredia Herrera, hubo un largo período previo en el que se marcó una neta y clara diferenciación entre los contenidos asignados, respectivamente, a uno y otro términoNota 5). En efecto, si nos atenemos a lo que se desprende de la lectura de los distintos capítulos de las Ordenanzas del Consulado en los que se hace referencia a la figura del cargador (capítulos 22, 27, 46, 54 y 55), constatamos que en todos ellos el término se emplea siempre como sinónimo de persona, en general, que “registra y carga”, con independencia de que perteneciese o no al Consulado, ya que para participar en este tráfico no se requería ser necesariamente comerciante. Por consiguiente, se trataba de un término distinto y de acepción mucho más amplia que el de mercader tratante en Indias, al que de hecho englobaba. Dicho en otras palabras, todos los que remitían mercancías a Indias pasaban, automáticamente, a engrosar las filas del cuerpo de cargadores que controlaba la Casa de Contratación, a través de los registros, pero, de ellos, sólo los mercaderes tratantes, integrados en la matrícula del Consulado, representan a los auténticos profesionales del comercio en el ámbito de la Carrera. Su evidente “superioridad” sobre el simple cargador queda, a su vez, de manifiesto por el hecho de que las Ordenanzas consulares se preocuparan de establecer las exigencias que debían cumplir, delineando así un primer “perfil” de la figura del mercader tratante. Como se recordará, dichas exigencias consistían en ser natural de estos reinos; casado, viudo o mayor de veinticinco años; con casa propia en Sevilla y a condición de no ejercer como criado, escribano o tener tienda pública de oficiosNota 6). Caso de no estar matriculado, existía otra posibilidad de “ser visto Mercader o Tratante”, que regulaba, asimismo, el artículo 21 de dichas Ordenanzas: “que huviere más de un año que trata en las dichas Indias o el que cargare de nuevo para ellas más cantidad de mil ducados en una o mas veces”Nota 7).

Esta distinción terminológica se mantuvo oficialmente vigente hasta 1686, año en el que en virtud de una real cédula emitida el 24 de mayo (para atajar las anomalías que venían detectándose en las elecciones consulares por la asistencia a las mismas de gentes que no eran realmente comerciantes) se produjo la “fusión” de la figura del cargador con la del mercader tratante en Indias. Por esta real cédula se estableció que, en adelante, únicamente los cargadores serían los encargados de elegir a los treinta electores que designaban al prior y cónsules, regulándose, al mismo tiempo, que la categoría de cargador no la daría ya el simple hecho de “registrar y cargar” en las flotas de Indias sino que, para alcanzarla, se requeriría que el volumen de carga comercializado superase unos valores mínimos en el transcurso de un período prefijado también de antemano. Concretamente las nuevas condiciones exigidas para “ser tenidos por cargadores” fueron las de tener consignadas a su nombre “en cinco años a esta parte (...) partidas de Registro hasta en la cantidad de doscientos mil maravedíes”, amén de reunir, claro está, todos los requisitos señalados en las Ordenanzas de 1556 para formar parte del cuerpo electoral del ConsuladoNota 8). El término cargador, utilizado hasta entonces de forma indiscriminada, se asimiló y equiparó “oficialmente” al de comerciante matriculado y el propio Consulado o “Universidad de mercaderes” cambió su denominación por la de “Universidad de cargadores a Indias”.

Ahora bien, conviene aclarar de inmediato que la identificación de los dos términos anteriores (cargador y mercader tratante en Indias) no debe entenderse como excluyente. Junto a los que a partir de este momento comienzan a denominarse, “con más propiedad”, cargadores, siguieron pululando otros “cargadores” (esta vez en su acepción coloquial, tal como la utilizaban el común de las gentes) que, al margen de la institución consular, intervenían igualmente en este tráfico. En otras palabras, que al igual que ya sucediera con los mercaderes tratantes en la etapa precedente, tampoco ahora la “nueva” categoría de los cargadores, homologable con la “matrícula” consular, comprendía a la totalidad de los que comerciaban con Indias. En realidad esto sólo fue así entre 1730 y 1742, años en los que sí se produjo un hermetismo absoluto de la Carrera para cualquiera que no estuviese matriculado. En efecto, desde 1730 y en virtud de lo prevenido en un real decreto promulgado el 23 de septiembre del año anterior, que exigía la creación de un “cuerpo único de comercio” en el que habrían de integrarse “todos los cargadores actuales de la Carrera de las Indias”, se estableció que, en adelante, nadie que no acreditase previamente su condición de matriculado podría formar parte de dicho cuerpo y, por tanto, intervenir en el tráfico de la Carrera. Y puesto que, al mismo tiempo, el Consulado quedó facultado para admitir “todos aquellos que sean de la satisfacción del mismo y (...) no incorporar a su Comunidad persona alguna que carezca de cualesquiera de las circunstancias que fuere mi real voluntad aprobar”, esto significaba que, de hecho, era el Consulado y no la Casa de la Contratación quien habilitaba al comerciante mediante su inclusión en la matrícula primero y la concesión de la licencia después. De esta forma no se dejó resquicio alguno para comerciantes que interviniesen “por libres” en la Carrera y ello debe entenderse tanto para los cargadores que “beneficiaban” sus propias mercancías como para aquellos otros que las llevaban consignadas (factores y encomenderos)Nota 9). Sin embargo, este triunfo del monopolio consular se quebró en 1742 cuando la Corona, por una real cédula promulgada el 20 de abril, ordenó que, de nuevo, “el Tribunal de la Casa de la Contratación (...) concediese (como lo hacía antes) las licencias para el comercio y navegación a las Indias”. La inscripción en la matrícula del Consulado dejó, pues, de constituir “requisito necesario para embarcarse el no matriculado” y las cosas volvieron así a la situación “mixta” anterior a 1730Nota 10).

Por otra parte, la figura del cargador (que sustituye y reemplaza a la del mercader tratante en Indias) y la realidad que subyace bajo la misma, distan de constituir ese bloque o categoría mercantil tan homogénea que en un principio podría pensarse. Por el contrario, y como ya quedó advertido, desde fechas tempranas se nos complica por la existencia de numerosos individuos que, aun ejerciendo como tales, mantenían además estrechas vinculaciones con la propiedad de la tierra en calidad de dueños de viñas, olivar, etc. Nos estamos refiriendo a todos aquellos que en la documentación oficial figuran consignados bajo las denominaciones de cargadores-hacendados y de hacendados-cargadores o cosecheros. Aunque de entrada cabría pensar en la posibilidad de que todo esto no sea más que un juego caprichoso de palabras y que ambas denominaciones estén referidas a una misma categoría mercantil, lo cierto es que en la realidad no era así. Como hace ya algunos años puntualizamos A. M. Bernal y yo mismo, el distinto orden en que aparecen colocados los términos cargador y hacendado, caso de no existir otros indicios, podría bastarse por sí solo para matizar la cualificación de dichos gruposNota 11). En efecto, mientras que a los primeros hay que considerarlos, en su mayoría, como comerciantes que poseían además propiedades agrícolas cuya producciones comercializaban, a los segundos, en cambio, debemos tipificarlos como propietarios agrícolas, esencialmente, que introducen en el mercado indiano, gracias a un privilegio perfectamente cualificado en el organigrama de la Carrera, una parte de su propia producción agrícola bajo la rúbrica denominada “tercio de frutos de la tierra”. Así pues, es evidente que nos hallamos ante dos categorías distintas: de un lado, la del cargador-hacendado, en la que predomina la faceta de comerciante y para el que el producto agrícola es una mercancía como otra cualquiera y, de otro, la del hacendado-cargador o cosechero, en la que lo sustancial era el hecho de ser propietario agrícola y por eso “necesita” de un privilegio para participar con sus frutos en el comercio con Indias. Y bien entendido que esta situación podría matizarse algo más si hacemos intervenir a los hacendados a secas, categoría que se “independiza” terminológicamente en el último tercio del siglo XVIII con la creación de los “nuevos consulados” y que aglutina a un grupo sustitutivo, al parecer, de los cosecheros y por tanto, de características muy similares respecto a sus conexiones con la actividad mercantilNota 12).

De este modo, teniendo en cuenta los matices señalados en función de la cronología, los agentes de la actividad mercantil de la Carrera se distribuirían en una cierta escala que se inicia con el simple cargador y culmina con el mercader tratante (el gran comerciante de la Carrera) situando en un estadio intermedio y colateral al cosechero; puesto que, como hemos visto, a partir de 1686 las dos primeras categorías se funden, sólo quedan dos grupos nítidos: los cargadores (verdaderos profesionales del comercio en la Carrera) y los cosecheros (propietarios agrícolas y comerciantes ocasionales por privilegio), sin olvidar, claro está, la posibilidad de situaciones “intermedias” en las que no resulta nada fácil la adscripción a una u otra categoría.

No habrá que advertir que cuanto hasta aquí llevamos dicho está referido, sustancialmente, a los que se perfilan como principales “protagonistas” del tráfico ultramarino y a su figura emblemática, el cargador, cuya evolución terminológica hemos intentando puntualizar. Evidentemente conformaron el tronco del árbol del comercio pero la actividad del trato no se agota en ello. Un extenso entramado de raíces y ramas se nutre y aprovecha de la savia del comercio oceánico. Esta intrincada red de comercio “colateral” constituyó una copiosa fauna mercantil y técnica en torno al profesional de la Carrera. Integrados en el sistema, configuran la “sociedad” y la estructura misma del tráfico colonial. Me refiero concretamente al conjunto de categorías mercantiles, que sin vincular su actividad a la Carrera de manera exclusiva ni primordial, ocasionalmente introducen mercancías en este tráfico o redistribuyen las que a través del mismo se traen de retorno. El grupo abarca, desde el gran comerciante mayorista (que lo mismo puede actuar de proveedor del cargador que enviar, de vez en cuando, su propia cargazón) hasta el simple tendero (que sobre su actividad “normal” de distribuidor de géneros puede, alguna vez, “asomarse” a la Carrera con pequeñas partidas, ya sea solo o “en compañía”), pasando por las “gentes del trato”, mercaderes de reventa, artesanos-tenderos, etc. Junto a ellos, ni que decir tiene, todos esos otros profesionales, a los que podríamos calificar casi de “técnicos”, al servicio del cargador y sin cuya colaboración su tarea, las más de las veces, tal vez no sería posible: armadores, banqueros, cambistas, corredores de lonja, aseguradores, etc. Finalmente, el conjunto de profesiones que aseguran el “trabajo burocrático” del negocio: cajeros, tenedores de libros, copiadores de cartas, dependientes de almacén, criados, etc. Todos ellos se benefician, en mayor o menor cuantía, de la actividad que genera este tráfico, de modo que, parafraseando a Braudel, cabría decir que “el universo mercantil” de la Carrera “es todo ese conjunto, con sus coherencias, sus contradicciones y sus cadenas de dependencia”Nota 13). Tal vez para ser más exactos, en nuestro caso deberíamos decir una parte de ese universo, ya que, siendo la Carrera un puente entre dos mundos mercantiles, se da por sabido que cuanto acabamos de señalar sobre sus agentes en esta orilla del Atlántico se reproduce, como en una imagen especular, en la otra. Puede cambiar la denominación, pero no la actividad de los sujetos. Por ejemplo, desde la vertiente indiana, a los cargadores peninsulares que viajan hasta allí, acompañando sus cargazones, se les denomina “mercaderes de Castilla”, mientras que, en cambio, a los cargadores criollos que vienen hasta la metrópoli para efectuar personalmente sus operaciones, se les conoce, aquí, con los nombre de “pasajeros” y “peruleros”. El abanico terminológico es susceptible de ampliarse a otras muchas categorías. Por todo ello podría decirse, en verdad (como sucedía con los comerciantes y el resto de la sociedad) que la Carrera “crió” una subsociedad específica que reproducía, en miniatura, la comercial, tanto española como americana.

Una vez realizada esta primera tarea de “catalogación” de los agentes del comercio indiano, tal vez podríamos asomarnos (ciertamente no será mucho más que eso) a alguno de los parámetros más sencillos que puedan contribuir a matizar mejor su presencia: el volumen y algo también de su procedencia geográfica; todo ello en momentos muy concretos. La documentación nos condiciona.

En las líneas precedentes se han deslizado términos como “protagonistas”, “ramas”, “fauna”,... Todos estos vocablos señalan la posibilidad de un núcleo social con capacidad aparente para influir, de un modo sustancial, en la vida colectiva de una ciudad o de un área regional. Es evidente que esta capacidad se apoya en dos variables elementales: su número bruto o bien la magnitud de su actividad. De este modo el problema del volumen debería adquirir cierta relevancia en cualquier aproximación tanto a la dimensión económica como a la socio-vital de la Carrera. Desafortunadamente, en nuestro conocimiento actual, no es posible reconstruir, de un modo riguroso, estas variables o no lo es hasta fechas relativamente muy tardías. Las “listas” de participantes en el negocio colonial, hasta la aparición de la “matrícula consular”, pueden contarse con los dedos de una mano y además se refieren, frecuentemente, sólo a partes del total y en fechas muy específicas. Aun así me parece que, en aras del interés de lo que podríamos llamar la “filosofía del volumen”, pueden utilizarse aunque sólo sea para sugerir (y el lector pondrá la extrapolación que quiera y le resulte más sugestiva) la personalidad y el grado de modelo social que a estas gentes deba ser atribuido.

Para el siglo XVI disponemos de información tan fragmentaria y escasa que se agota, prácticamente, en sendas listas de 1537 y 1538 en las que se reseñan un máximo de 120 cargadoresNota 14) y una evaluación de 1566, proporcionada por la Casa de la Contratación, que cifra en 840 los cargadores de la CarreraNota 15). El resto lo constituyen la relación de los “más de 500 mercaderes” que comerciaron con Indias a lo largo del reinado de Felipe II, en uno u otro añoNota 16), así como la transcripción de los registros de carga de una veintena de navíos (en los que, lógicamente, se incluyen los nombres de los cargadores) correspondientes al año 1509Nota 17). Parece evidente que el siglo XVI, pese a constituir la “edad de oro” de la Carrera, no se deja desentrañar estadísticamente en lo que al volumen de los comerciantes se refiere.

Por lo que respecta al XVII y aunque aparentemente el nivel de información es más abundante, la eficacia real de las cifras es muy similar. En efecto, cómo pueden compaginarse o qué utilidad práctica podemos obtener de una lista de 97 comerciantes, que en 1637 asistieron a una junta que se celebró “para aprestar una armada”Nota 18), cuando para la misma fecha disponemos de otra nómina (esta vez de asistentes a varias reuniones convocadas por el Consulado para subscribir un “donativo” que exigía la Corona) en la que se relacionan 243 mercaderesNota 19). Idéntica dificultad se nos ofrece con sendas listas de 1640, una con 64 comerciantesNota 20) y otra con 646, aunque aglutinando esta última, también, a otros componentes del tráfico, como dueños de navíos, maestres, capitanes, cosecheros, etcNota 21). Para 1651 disponemos de otro documento en el que se relacionan 425 individuos (incluyendo también a otros “participantes” en la Carrera)Nota 22) y todavía, para 1692-7, un última lista de 92 comerciantes entre matriculados y no matriculadosNota 23). La disparidad de los datos, la ambigüedad de su atribución a distintos segmentos de la actividad mercantil y la heterogeneidad de las fuentes, apenas nos permiten intuir el peso social por volumen de los comerciantes de la Carrera.

Sin salir aún del siglo XVII hemos dejado para el final una relación, bien que sectorial, de mucho mayor interés para nuestro objetivo confesado de poner en relación el número de los agentes de la actividad mercantil y el peso social a que puedan dar lugar. Se trata de la nómina de todos los cosecheros sevillanos que cargaron sus frutos en las flotas entre 1650 y 1700, lo que nos aproxima (como ya advertimos) no al protagonista puro de la Carrera sino, más bien, a esos propietarios de viñas y olivares, cargadores ocasionales, con los que ya estamos familiarizados. La relación contiene un total de 611 cosecheros que, al menos en una ocasión, enviaron vino, aceite o aguardiente a Indias, perfectamente distribuidos según su status: 82 nobles, 34 miembros del clero, 20 de profesiones liberales, 89 relacionados con la marina (dueños de navios, capitanes, alféreces y maestres) y 386 sin ninguna cualificación social, de los que 40 son mujeresNota 24). A su vez, a estos 611 cosecheros sevillanos hay que añadir otros 318 pertenecientes al área gaditana, lo que eleva la cifra de los integrantes de este sector del comercio indiano hasta un total de 929 individuosNota 25).

Pasando al siglo XVIII disponemos ya de información más completa y para un mayor número de años que ofrece, además, la ventaja de estar referida estrictamente al grupo de los que aquí venimos catalogando como los auténticos profesionales de la Carrera, es decir, los cargadores. La razón de ello es que, como ya ha sido señalado, a partir de 1729 se estableció una matrícula obligatoria e imprescindible para todos aquellos que quisiesen comerciar con Indias. Por tanto, desde esa fecha contamos con los inscritos año por año y, desde 1743, con sus lugares de procedencia. Bien entendido que de lo que disponemos no es de la nómina total de la matrícula, actualizada para cada año, sino de las nuevas incorporaciones que se fueron produciendo. De este modo, tenemos acceso al ritmo de la matriculación pero no al del total anual del conjunto. Pues bien, cuando en 1730 quedó confeccionado el primer libro de matrícula, en él aparecen inscritos 592 cargadores, todos ellos, al parecer, españoles de origen (ni los hijos de extranjeros nacidos en España, es decir, los “jenízaros”, ni los extranjeros naturalizados fueron incorporados a la matrícula hasta 1742 ) e “indispensablemente vecinos de Sevilla, Cádiz, Puerto de Santa María. Sanlúcar y sus contornos”Nota 26). A partir de entonces y hasta 1778, las nuevas incorporaciones evolucionaron como demuestra el siguiente cuadro:
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Naturalmente, desconocemos las bajas y por ello no estamos en condiciones de obtener los totales netos para cada año pero las cifras pueden darnos una idea de aproximación tanto de la importancia del conjunto, por una parte, como de la relativa estabilidad del volumen de incorporaciones, por otra. En efecto, como puede percibirse atendiendo a los subtotales por períodos de doce años, el ritmo tiende a ser muy estable salvo ese salto de un 15% de aumento que se produce entre los dos primeros tramos y que, en contra de lo que en un principio podría pensarse, estuvo más relacionado con la coyuntura del tráfico mismo que con el hecho de la inclusión en la matrícula, a partir de 1742, de los “jenízaros” y de los extranjeros nacionalizados.Nota 27)

Respecto a la procedencia geográfica de los cargadores, la información de la matrícula consular entre 1743 y 1778 ofrece los siguientes resultados: Andalucía se alza con el protagonismo absoluto al aportar el 42% de todas las nuevas matrículas; de ellas, a su vez, el 29'5% lo proporciona Cádiz, el 8% Sevilla y el 4’5% restante las otras provincias. El siguiente bloque importante, aunque ya muy distanciado, lo proporciona el País Vasco con un 15% del total de la matrícula, prácticamente igualado con Castilla la Vieja que aporta un 14%. A partir de ahí, los resultados son mucho menos significativos, destacando Navarra con un 7%, Galicia y Cataluña con un 5 y un 4% respectivamente y, ex aequo, Asturias y Castilla la Nueva con un 2%; las restantes regiones no alcanzan o lo hacen escasamente el 1%. Estas agrupaciones regionales resultan indicativas pero, con todo, no estará de más citar algunos números brutos concretos: por ejemplo, Cádiz proporciona a esta matrícula 759 individuos, Sevilla 207, Navarra 172, Guipúzcoa 166, Vizcaya 164 y Santander 163; en unos niveles ya francamente inferiores destacarían Barcelona con 73, Logroño con 72 así como un bloque en el que se integran Álava, Burgos, La Coruña, Soria, Oviedo, Huelva y Pontevedra con cifras que se mueven entre los 45 de esta última y los 55 de la primeraNota 28). A la vista de estas cifras es evidente que el valor porcentual que alcanzaban los distintos bloques regionales se matiza con mucha más eficacia. En efecto, los casi 400 vascos adquieren así una entidad que no parecía deducirse de su 15% de participación; igual podría decirse de la relación entre los porcentajes de Castilla la Vieja y Navarra y el número bruto de sus individuos matriculados, mientras que, en el polo opuesto, también se clarifica la “mediocridad” del porcentaje catalán, prácticamente reducido a la aportación de Barcelona. Finalmente, por lo que atañe a la región andaluza, no habrá que insistir en el neto perfil que dibujan los 759 gaditanos y, aunque muy lejos, los 207 sevillanos, reforzando así la idea generalmente divulgada del “monopolio” que, dentro de la estructura del tráfico colonial y, al menos, hasta 1778, ejercieron los comerciantes del eje Sevilla-Cádiz.

Una vez abordada la procedencia geográfica de los cargadores parece llegado el momento de referirnos, específicamente, al problema que supone la presencia de los extranjeros en la Carrera. Técnicamente es un problema que no debía presentarse ya que, como pusimos de relieve en su momento, la facultad de comerciar con América quedó reservada, desde los inicios mismos de este tráfico, para el uso exclusivo de los “naturales de estos reinos”Nota 29); sin embargo y como sucedió en tantas otras cosas, la propia legislación no tardó en restar vigor y efectividad a la tan cacareada “exclusividad” española al abrir, también, desde fechas muy tempranas, los portillos necesarios para facilitar la incorporación de los extranjeros al tráfico de la Carrera. El fundamental fue la naturalización, “especie de naturaleza fingida —al decir de Antúnez y Acevedo— que se concedía a los extranjeros que residiesen en estos reinos por cierto tiempo y con ciertas calidades” y que prácticamente les ponía en pie de igualdad con los españoles para poder comerciar con IndiasNota 30). Dicha naturalización podía obtenerse a título de favor real (“naturaleza de gracia”) o bien a través de la vía legal. En este segundo caso, y a tenor de lo establecido en una real cédula de 14 de julio de 1561 (ratificada por una real provisión del 21 de febrero de 1562), se exigía llevar residiendo en España o en Indias al menos diez años, con casa y bienes raíces y estar casado con española (de estos o aquellos reinos); posteriormente, y ante los abusos detectados, se elevó algo más el nivel de exigencia, fijándose en veinte los años de residencia (real cédula de 2 de octubre de 1608) y en 4.000 ducados de plata la cantidad invertida en bienes raíces (real cédula de 11 de octubre de 1618). A pesar de ello, tampoco conviene albergar excesivas ilusiones respecto al puntual cumplimiento de esta nueva normativa, ya que nos consta que la falta de cualquiera de esos requisitos podía fácilmente suplirse mediante el oportuno servicio pecuniario a la CoronaNota 31). De este modo, las perspectivas desde las que el problema de los extranjeros puede ser abordado se reducen, en principio, a considerar las dos situaciones en que, de facto, quedaban encuadrados: extranjeros naturalizados, con pleno derecho a la participación en este tráfico y extranjeros stricto sensu, cuya actividad comercial tenía que hacerse por persona interpuesta (léase, españoles comisionistas). A su vez, y como ya quedó también reseñado, a partir de 1620, a este doble status tiene que añadirse el de los hijos de extranjeros nacidos en España (los llamados “jenízaros”), a los que la ley 27, del título 27, libro IX de la Recopilación reconocía, a los efectos que aquí nos interesan, como originarios y naturales del paísNota 32).

Ahora bien, si la determinación del status de extranjero no ofrece excesivas dificultades, no puede decirse ciertamente otro tanto por lo que atañe a la cuantificación de su volumen. En efecto, por lo que se refiere a las naturalizaciones y para el siglo XVI no disponemos de otras cifras que las 25 contabilizadas por Domínguez Ortiz, correspondientes al último tercio de la centuria, quedando así limitado nuestro conocimiento para todo el período precedente a noticias sueltas sobre casos concretos y en fechas aisladasNota 33); en cuanto a los extranjeros propiamente dichos, pese a la existencia de numerosos testimonios que avalan la presencia en Sevilla y sus antepuertos (Cádiz y Sanlúcar) de importantes y cualificadas colonias mercantiles de las más diversas procedencias (genoveses, flamencos, portugueses, franceses, ingleses, alemanes, etc.), lo cierto es que para la mayoría de ellas no contamos con información cifrada alguna que permita una estimación, siquiera aproximativa, del número de sus integrantesNota 34). Pasando al siglo XVII, nuestro nivel de conocimientos mejora sensiblemente en lo que concierne a los naturalizados (Domínguez Ortiz ha rastreado un total de 310 expedientes, cifra que podría no representar la totalidad de las concedidas) aunque no así para el sector de los extranjeros estrictos, respecto a los cuales la situación es prácticamente similar a la del siglo anteriorNota 35). Finalmente y por lo que al siglo XVIII se refiere, el número de las naturalizaciones dista de haber sido cifrado en su totalidad (las atestiguadas apenas superan el medio centenar) pero, en contrapartida y por vez primera, las colonias mercantiles extranjeras afincadas en la capital del monopolio, Cádiz, pueden evaluarse, con bastante aproximación, a partir de la documentación catastral, de un padrón fechado en 1773 y una matrícula de extranjeros de 1791Nota 36). A través de estas fuentes su volumen quedaría fijado en las cifras siguientes: 244 en 1753; 153 en 1762; 386 en 1773 y 489 en 1791. Si exceptuamos el “bache” de 1762, las cifras muestran una progresión continua, que encaja perfectamente con la evolución que experimentó la población gaditana a lo largo del sigloNota 37). Es más, si prescindimos de esa cifra, inexplicablemente baja, de 1762 y nos atenemos a la que arroja una memoria consular de 1764, dada a conocer recientemente por P. ColladoNota 38) y que sitúa en 359 el número de comerciantes extranjeros, en este caso la progresión ascendente continua parece garantizada. Asimismo, la matización de este crecimiento ininterrumpido puede realizarse si aclaramos que las cifras brutas más arriba consignadas para 1753, 1762 y 1773 representaron, respectivamente, el 40, 41 y 43% del total de los comerciantes gaditanos (es decir, incluidos también los españoles) especializados en el ámbito de la CarreraNota 39).

Una segunda matización, al igual que hicimos con los cargadores españoles, consistirá en establecer sus nacionalidades de origen y el peso proporcional de las mismas en el conjunto. A este respecto, los resultados que se obtienen son los siguientes: la colonia protagonista es, sin duda alguna, la francesa, que no cesa de crecer, tanto en términos absolutos (108 miembros en 1753, 198 en 1773 y 275 en 1791) como relativos (44% en 1753, 51% en 1773 y 56% en 1791), acaparando, en promedio, el 50% del bloque mercantil extranjero; vienen a continuación, aunque ya muy distanciados, los italianos (49 en 1753, 90 en 1773 y 91 en 1791) con un 21% aproximadamente del total, seguidos, a su vez, de los ingleses e irlandeses (44 en 1753, 20 en 1773 y 18 en 1791) con un 6%. El resto de las naciones presentes (prusianos, suecos, damasenos, suizos, portugueses, etc.) tienen ya porcentajes de mucha menor significación, con la única excepción de los alemanes que oscilan entre el 2'4% que obtienen en 1753 y el 4'4% de 1791.

Salir del número para entrar en la valoración de su actividad y determinar su peso específico en la Carrera, es tarea que sólo puede hacerse por referencias indirectas, salvo para el siglo XVIII, en el que las cifras de sus utilidades, valga lo que valieren, apuntan a que a ellos correspondió la parte del león, como veremos en páginas posteriores. Para las referencias aludidas y como botón de muestra, podemos recurrir al testimonio de T. de Mercado o del mercader sevillano F. de Morevelly. El primero se quejaba en 1571 de que “mercadeando los de fuera, no hay riqueza durable en el Reino, ni buenas costumbres antiguas, de los cuales daños y males son testigos de vista España, Sevilla e Indias”Nota 40); el segundo, en 1578, más radicalmente, confirma, al hablar del movimiento de mercancías en la plaza sevillana, que “todo el comercio está en flamencos, ingleses y franceses”Nota 41). Junto a estas, puntuales, podríamos agregar la larga lista de quejas contra la prepotencia extranjera, contenidas en las Actas de Cortes desde 1563 a 1592, en las que son frecuentes párrafos como éste de 1578: “compran todas las lanas, sedas, hierros, cueros y otras mercaderías y mantenimientos, que es lo que había quedado a los naturales para poder tratar y vivir”Nota 42). El valor de estas alusiones se fundamenta en el hecho de pertenecer a los primeros tiempos de la Carrera; si en el período presumiblemente de mayor rigor legal se les reconoce la primacía y casi el monopolio en el trato, a mayor abundamiento, cuando la naturalización se ha generalizado y la experiencia había permitido una utilización masiva de éste y otros conductos, tal supremacía no habría hecho otra cosa que incrementarse. La situación, pese a la ausencia de datos cifrados, no da la impresión de ser dudosa y así ha sido reconocido por cuantos especialistas se han aproximado al temaNota 43).

Por todo ello y pese a la falta de una cuantificación rigurosa de sus volúmenes de negocios y beneficios, todas las señales apuntan a un diseño de la Carrera, liderado por estos extranjeros (naturalizados o no), en cuyas manos estaba el flujo de mercancías importadas de Europa para suplir las insuficiencias de la producción autóctona, denunciadas una y otra vez por los tratadistas españoles. Que a pesar de ello, los beneficios y los capitales acumulados por los comerciantes españoles hayan sido de notoria importancia, tendremos ocasión de comprobarlo en las páginas que dedicaremos a las fortunas de la Carrera.

Retomando el tema de la relevancia social de los comerciantes y de su situación relativa en la red social del prestigio, al que aludimos páginas atrás, a su alrededor gira otra cuestión de igual fuerza pero de sentido inverso: la situación de la nobleza respecto a la actividad comercial, su presencia, potencia y legitimidad. En el eje de ambas corrientes se sitúa el tema de los valores teóricos del prestigio social y del efecto práctico que tales valores ejerzan sobre una sociedad concreta.

Todo el conjunto es una maquinaria contradictoria, llena de paradojas y debatida sin desánimo por la historiografía. A veces produce la sensación de la ardua cuestión sobre si una botella está medio llena o medio vacía. La lista de los contendientes, desde el mismo siglo XVI, o de los tratadistas que los toman y utilizan para “demostrar” cualquier posición es prácticamente interminable y contiene muchos de los más lúcidos y diligentes teóricosNota 44). La sensación de confusionismo proviene, en cierto modo, de mezclar, como uno solo, dos problemas diferentes; preguntarse si un comerciante, a partir de un cierto volumen de patrimonio, aspiraba a la nobleza no es igual que preguntarse si un noble estaba dispuesto a ganar dinero en el comercio o, si estando dispuesto, tal actividad era compatible con su status. La realidad es que cuando se pretende resolver una de ellas, ésta arrastra a la otra y podemos encontrarnos, por ejemplo, una relación de comerciantes ennoblecidos para “probar” que la nobleza participaba en los negocios; independientemente del hecho de que participase o no, tales listas solo probarían, en principio, que el comerciante apetecía el status nobiliario y, o bien que ocultó su actividad para conseguir su objetivo o bien que la legalidad vigente no consideraba incompatibles actividad y status o las dos cosas simultáneamente. En cualquier caso no creo que éste resulte el lugar más adecuado para debatir un problema que supera, de largo, el comercio de la Carrera e incluso a la sociedad peninsular puesto que, al menos, en el ámbito mediterráneo, tiene una resonancia bien atestiguadaNota 45).

Mi intención, mucho mas sencilla, es contestar a la pregunta sobre la participación nobiliaria en los beneficios comerciales de la Carrera y si tal participación autoriza o no a hablar, sin equívocos, de Nobles Mercaderes. Ello quiere decir, inmediatamente, que el otro polo de la pregunta, a saber, si existió el ideal nobiliario como la cumbre “natural” de la riqueza comercial, lo considero contestado de antemano afirmativamente y de modo tan rotundo como lo avala la documentaciónNota 46). Por lo tanto, estas líneas no están dirigidas a plantear el problema general del valor de la riqueza o la nobleza, como paradigmas sociales y ni siquiera a analizar la, tan escolásticamente traída y llevada, cuestión de la “traición de la burguesía” (por su íntimo rechazo a su propio status y el irresistible deseo del nobiliario) sino más directa y exclusivamente a explicar la presencia de la nobleza en la Carrera de Indias.

La respuesta más sencilla y directa es que la nobleza disponía, desde el comienzo, prácticamente, del “portillo” del tercio de frutos para introducirse, como cosecheros, en el comercio colonial. Obviamente cuando se pregunta sobre la actividad negociante de la nobleza no nos estamos refiriendo a esta “participación”, sino a la posibilidad de su presencia como cargadores sin más. Desde este último punto de vista la respuesta no podrá ser ni tan sencilla ni tan directa. Por otra parte, sin embargo, tampoco resultará tan contradictoria que no pueda encajar con la conducta social de una época que se desarrolló prensada entre dos muelas de molino de difícil cohabitación (como se diría ahora): el atractivo del beneficio “capitalista”, agrandado por la inflación que devoraba las rentas y el atractivo del “premio” social, avalado por la “teoría legal”, concedido a la “superioridad” nobiliaria y “garantizado” por el organigrama estamental. Advertir que la sociedad moderna (y la mediterránea con alguna mayor intensidad) fue triturada en el proceso y que apenas pudo sobrevivir a una esquizofrenia tan evidente, no supone un esfuerzo excesivo, pero convendría recordarlo para comprender las relaciones entre la nobleza y la Carrera. Por otra parte, situar el problema en el siglo XVIII no aporta demasiada luz, porque es evidente que, para esas fechas, el Consulado estaba repleto de comerciantes ennoblecidos y la corriente general de la teoría política y “sociológica” de la época era plenamente favorable a “comercializar” el país, nobleza no solamente incluida, sino, si fuese posible, liderando la transformación. La cuestión de las actividades mercantiles de la nobleza debe plantearse en la época “dura” y , en puridad, ésta se reduce a un siglo XVI largo, hasta 1622, aunque el resto del XVII, al menos hasta 1682, pueda considerarse si no exactamente como duro, al menos como receloso y suspicaz. Las dos fechas citadas tienen su justificación, bien conocida por otra parte: la primera corresponde a un breve papal que dejaba abierta la posibilidad de conceder hábitos nobiliarios de las Ordenes Militares a los comerciantes, eso sí, siempre que fuesen de gran comercio; la segunda corresponde a una pragmática de Carlos II que declaraba compatibles las inversiones fabriles con la condición nobiliaria. Su influencia sobre el tema que nos ocupa no es más que indirecta, pero sirve para “medir” la derrota de la intransigencia teórico-legal sobre la superioridad notoria e incompatible del modo de vida nobiliario.

Ahora bien, la que presumiblemente deberíamos considerar como la etapa que nos sirviera como piedra de toque, para “medir” la proclividad de la nobleza hacia el negocio y hacia el de la Carrera con mayor concreción, es anterior a ambas y poca luz recibirá de ellas, si no es la suposición razonable de que lo que legalmente cuajó en ellas, socialmente vendría cociéndose tiempo atrás. La verdad es que para ese XVI largo, no disponemos de ninguna garantía documental que avale la imagen de una nobleza comerciante con todas sus consecuencias. Como toda afirmación tajante, ésta también debe ser matizada. En primer lugar la afirmación se refiere a nobleza titulada y no a hidalguía, sobre todo foránea; ésta última (vasca y santanderina, con mayor frecuencia) parece mejor atestiguada en la búsqueda no tanto de dorar blasones como de sobrevivir o medrar, lisa y llanamente. En segundo lugar, “comerciante” debe ser entendido, aquí, en su acepción más completa y no sólo en la faceta de comerciar con el tercio de frutos; esto último no avala mucho más que a un propietario agrícola, que coloca su producción al amparo de un privilegio y ello no se aparta un ápice de los modos nobiliarios tradicionales. En tercer lugar, la posible relación de algunos nobles con la propiedad de barcos (y no existe testimonio documental más que para casos muy concretos que, o bien son de comerciantes ennoblecidos o casi se reducen al traído y llevado Álvaro de Bazán) no debería incluirse, aunque se probase masivamente, como actividad comercial neta (que siempre sugiere una manipulación de mercancías tradicionalmente lejos y al margen del estamento nobiliario). En cuarto lugar, la existencia de caballeros veinticuatros y jurados cargando en las flotas (algunos de los cuales aparecerán en las próximas páginas) en el XVI, no favorece la tesis de una mercantilización de la nobleza sino, en mayor o menor medida, del caso contrario; en efecto, la mayoría de esos casos puntuales han “comprado” sus veinticuatrías cuando su trayectoria de mercaderes, anterior, se lo ha permitido. Por último, el hecho de que algunas casas nobiliarias de fuste hayan emparentado, en política matrimonial, con las grandes fortunas de la Carrera (que siempre podían presentar “pruebas” que tiñesen de blasones sus ducados y quitasen hierro, “técnicamente”, a la imagen de una matrimonio desigual) parece una política probable y aun frecuente, si hemos de creer las citas literarias de la época (Mercado, Morgado, Alarcón o Lope), pero no garantizan que la gran nobleza se zambullera en los negocios con armas y bagajesNota 47).

Para concluir, podríamos utilizar, como argumento “a contrario”, la situación bien documentada del siglo XVIII. En efecto, en esa época, con todos los pronunciamientos favorables, incluso con la presión estatal para que la nobleza liderase la transformación social hacia la “eficacia” y la “rentabilidad” de la vida activa, la presencia de la nobleza tradicional y las grandes Casas, en la matrícula del Consulado y en los registros de carga, presenta perfiles tan significativos, en mi opinión, como los siguientes: sobre los casi 3.500 matriculados, entre 1729 y 1778, los nobles consignados ascienden a 75; de ellos, 26 figuran estrictamente como cargadores (de cualquier mercancía) y 12 como cosecheros y cargadores (sus frutos agrícolas más cualquiera otra mercancía); esos 26 nobles-comerciantes, sin el paliativo del tercio de frutos, han obtenido sus títulos nobiliarios en el mismo siglo XVIII (cinco de ellos antes de 1750 y el resto en la segunda mitad de la centuria); son, en realidad, comerciantes ennoblecidos y no al revés. Sólo ocho, de los 75 nobles registrados, podían presentar nobleza titulada anterior a 1650. En el caso de Cádiz, evidentemente, las cosas son aún más claras: sobre un total de 224 expedientes de nuevas hidalguías, reseñados en las actas capitulares del XVIII, el 90% corresponden a comerciantes que figuran como tales en los libros de matrícula de la Universidad de cargadores a IndiasNota 48).

Mi intención con estas referencias al XVIII no era otra que poner de relieve que si con todo el prestigio social y político favorable, soplando de popa, como suele decirse, la presencia de la nobleza tradicional es más bien aguja de pajar, podemos suponer, razonablemente, que en la época dura del XVI la situación no iba a ser, precisamente, la contraria. Otra cosa es ser conscientes de que la sociedad estamental no fue capaz de levantar telones de acero entre estamento y estamento y que están atestiguadas toda clase de grietas, picarescas y sutilezas legales, capaces de organizar algún tipo de vasos comunicantes; entre todos ellos, el dinero se erige en protagonista y muñidor de las más descaradas contravenciones, especialmente desde finales del XVI. Ir mas allá de eso y hablar, con cierto entusiasmo, de una reconversión nobiliaria al negocio y, con él, al capitalismo, me parece un exceso imprudente que no está avalado por la documentación que poseemos.

La multiplicidad del negocio: la actividad comercial del cargador

En las condiciones más favorables de una investigación sobre los comerciantes de la Carrera, el capítulo de sus actividades profesionales debería disponer de una capacidad de definición tal que exigiese la dedicación al mismo de una parte sustancial de cualquier análisis. Por el contrario y por tratarse de comerciantes de la Carrera, ni la investigación más rigurosa ni la información más detallada puede producir más resultados que el convencimiento de que, al ser estas actividades prácticamente casi todas las posibles, su capacidad para definir a sus agentes queda reducida a poco más que una frase. Efectivamente, cuantos se han aproximado al negociante alto, medio o bajo del mundo moderno y muy especialmente al del comercio ultramarino, se han encontrado inmersos, inmediatamente, en una red de tratos tan heterogéneos que no han podido por menos que utilizar precisamente esa diversidad como elemento definitorio. Y es que, en verdad, lo que caracteriza al comerciante del Antiguo Régimen es esa polivalencia que le lleva a realizar cualquier clase de negocio, de cualquier volumen, indiscriminadamente como protagonista o intermediario y dentro o fuera del trato de mercancías propiamente dicho. Desde la compraventa a la especulación, con partenaires públicos o privados, nada le es ajeno; ni el préstamo, ni el asiento, ni el flete, ni el seguro quedan fuera de su campo de acción. Como ya sugería Braudel, el carácter de esta actividad parecía invertir la dirección normal que, en cualquier otra, marcaba precisamente el proceso de crecimiento: pasar de casi nada a casi todo, en la inmensa mayoría de las actividades sociales, quería decir aumentar el nivel de especialización, concentrando, así, energías, decisión y capital en la línea más favorable o de mayor esperanza de éxito. Sin embargo, el mismo proceso en el ámbito del comercio supone justamente lo contrario. Aquí el ascenso de lo pequeño a lo grande y del cero al infinito quiere decir abandonar la especialización y entrar en universo mientras más heterogéneo más rentable y mientras más difuso más seguro. Casi podría afirmarse, si se me permite la caricatura, que quien comercia en un solo ramo no puede decirse que comercie; por el contrario, un gran comerciante quiere decir, con mayor probabilidad, alguien capaz de disponer o aprovecharse de la mayor cantidad de tráficos, redes y oportunidades, puesto que, así, diluye el riesgo y no desperdicia ninguna ocasión de beneficio. Me evitará insistir demasiado en esta línea reproducir la opinión de Braudel con sus propias palabras: “Convertirse en negociante, y sobre todo ser negociante, no es tener el derecho sino la obligación de abarcar, si no todo, al menos muchas cosas (...) no tener que ceñirse a una sola elección. Ser eminentemente adaptable, en tanto que no especializado”Nota 49).

De este modo, las actividades de los comerciantes de la Carrera no van a producirnos ninguna sorpresa cuando las reconozcamos bajo el modelo de “todos comercian con todo”; pero no sólo comerciar, en el sentido estricto del término, sino intervenir en los tinglados del transporte y la financiación. Desde el negocio de fletes hasta las más exotéricas formas de préstamos y seguros, pasando por la superpintoresca variedad de mercancías embarcadas, el abanico casi ilimitado de actividades es recorrido, una y otra vez, por todos los cargadores, bien que, como es natural, no con la misma intensidad, frecuencia o volumen en cada caso. Insistir, por lo tanto, en esta precisión parece tarea inútil y puede resultar más eficaz escoger un pequeño racimo de ejemplos pormenorizados, advirtiendo que de ninguna manera deben considerarse casos aislados y que, en verdad, representan, absolutamente, el modelo medio de las actividades desplegadas por el profesional de la Carrera. Como se comprobará de inmediato, los ejemplos que aduciremos ofrecen alternativamente y, en muchos casos, de modo simultáneo, una muestra suficientemente representativa de la dispersión de las actividades y, cuando no la hay o al menos no tenemos noticias de ella, de la diversificación de sus cargazones.

Comencemos por los primeros años de la Carrera. En 1506 Antón Bernal aparece en el comercio transatlántico enviando un cargamento completo al Nuevo Mundo, concediendo préstamos “a riesgo marítimo” y como proveedor de mercancías a crédito de otros mercaderes y capitanes de barcos; diez años más tarde figura como propietario de la mitad del navío Santa María de la Merced, dedicado al tráfico de esclavos y como prestamista de aristócratas arruinados, entre los que merece citarse a Diego Colón, el hijo del AlmiranteNota 50). Por las mismas fechas, Juan de Córdoba reproduce casi al milímetro este mosaico de actividades: préstamos marítimos, venta a crédito, embarques de mercancías propias (sólo en 1502 envió cuatro carabelas cargadas de provisiones a la isla de La Española), trata de esclavos y prestamista eximio de personalidades tan destacadas en la empresa americana como el propio Colón, Pedrarías Dávila. Diego Velázquez y Hernán CortésNota 51). Siguiendo con estas primeras décadas de la centuria podemos encontrarnos con Pedro de Jerez y García de Sevilla, ambos dedicados especialmente al “comercio de capitales” pero interesados también en la trata de esclavos, en el envío de mercancías y en el negocio del armamento navalNota 52). Asimismo se puede obtener una idea de la amplitud y variedad de sus negocios examinando los registros de los navíos que, en 1509, integraron la flota comandada por Diego ColónNota 53). En ellos aparecen los cargamentos pormenorizados de importantes comerciantes como Pedro de Santo Domingo, Álvaro Briones, Álvaro de Sandoval, Alonso de Nebreda, Bernardino de Isla o Nicolás Martínez Durango y también de personajes más oscuros y de menor calado (simples marineros o pasajeros) pero igualmente inmersos en la diversificación de mercancías más absoluta. Pedro de Santo Domingo, por ejemplo, carga en una nave 183 varas de raso, 24 de tafetán, 41 de terciopelo, 17 de sentí de labores y 16 de sarga negra; en otra, 12 piezas de fustanes y 5 camisas; en una tercera, 75 varas de paños de ruán y 635 de angeos; en una cuarta, más tejidos (224 varas de angeos y 3 fardos de paño de Menin), calzado (394 pares de alpargatas) y ferretería (60 docenas de herraduras, 90 cucharas de hierro y 41.000 clavos); en una quinta, junto a una caja de lienzos, 5 barriles de harina y 14 pipas de vino; en una sexta, más vino y harina (24 y 20 pipas respectivamente), 50 arrobas de aceite, 357 camisas (de angeos, de rúan, de bramante y de holanda), 174 pares de zaragüelles, 40 pares de calzones, 55 de calzas, 50 jubones, 150 pares de jervillas, 37 sayos, 34 capuces, 82 paños de cabeza, calzado (104 pares de pantuflas, 90 de alpargatas y 105 de borceguíes), 132 sombreros, 18 cerrojos, 2 candados, 14 cerraduras y 60 ovejas; por último, en una séptima, nueva porción de camisas (345 en total), paños diversos (de grana, de Valencia), raso (17 varas de carmesí y 22 de negro), damasco (21 varas), 54 jubones, 24 pares de zaragüelles, 69 pares de jervillas, 35 pares de borceguíes y 17 docenas de gorras y bonetes. Al igual que Pedro de Santo Domingo, cualquiera de los más arriba mencionados calca esta estructura de mercancías, mientras que, en el otro extremo de la escala, un simple marinero como Alonso Gorjón lo vemos cargando en una sola nave: vino (7 jarras), vinagre (10 jarras), caballas (8 botas, 6 barriles y 2 pipas), higos y pasas (11 barriles, 6 cuarterones y 3 jarras), orégano y mostaza, sarga negra (2 piezas), manteles (10 pares), camisones bastos (960) y zapatos (300 pares).

Esta lista de ejemplos referidos al siglo XVI puede ampliarse todavía con los casos de Francisco Ruiz, Juan de la Barrera, Diego Caballero o los Jorge. Francisco Ruiz se inicia en la Carrera en 1517 suscribiendo con su pariente Francisco de Abreu un contrato de “factoría y sociedad” para el comercio con la isla de San Juan; en 1522 figura como naviero con Francisco de Gibraleón y en estos años entra también en el negocio del rescate de perlas en la isla de Cobagua, formando inicialmente sociedad con Rodrigo de Gibraleón y García Hernández; en 1541 compra la “pesquería” del vicario de Nueva Cádiz de Cobagua, Lope Quintero y, en 1548, su empresa, con 79 indios buceadores, era la segunda en importancia de la isla; simultáneamente continúa enviando cargazones a Indias, interviene en la trata de negros, concede préstamos marítimos y, todo ello, no le impide formar parte del consorcio que, entre 1530-34, tomó en arrendamiento el Almojarifazgo Mayor de Sevilla o ser arrendatario del ingenio de azúcar más importante de la isla de San Juan. A reseñar también que desde 1537 aparece como jurado del cabildo de SevillaNota 54). Una estructura muy similar, aunque de mayor cuantía, presentan las actividades del “indiano” Juan de la Barrera. Trasladado a América en 1518, desde 1526 es vecino de Cobagua, donde la compañía que fundara con Rodrigo de Gibraleón pronto se convierte en la primera empresa exportadora de perlas de la isla; en 1530 regresa a Sevilla desde donde monta una tupida red de sociedades y factorías para comerciar con Cobagua, Tierra Firme, Perú, Honduras, Cuba y México; asimismo invierte en préstamos marítimos, concede créditos a mercaderes y armadores, participa activamente en la trata de esclavos como propietario de un navío negrero (el Santa Catalina), sin olvidar otras inversiones como la compra de una parte de las almonas de Sevilla o la creación de una compañía para explotar las minas de alumbre de Azcayne, en Aragón; desde 1534 aparece también como jurado de la ciudadNota 55). Por lo que respecta a Diego Caballero, quizás el mercader más importante de la Carrera durante la primera mitad del siglo XVI, dio comienzo a sus actividades viajando a Indias en calidad de criado del genovés Jerónimo Grimaldi; en 1512 se instala en Santo Domingo donde tiene “la cuenta y razón” de todas las armadas de rescate organizadas en la isla y desde 1516 figura como naviero; propietario de un ingenio y pionero de ia exportación de azúcar y cueros de La Española, se introduce también en el negocio de las perlas, erigiéndose pronto en uno de los primeros empresarios de Cubagua; tras su regreso a Sevilla, sigue comerciando con Santo Domingo al tiempo que amplia su red comercial a México, Honduras y Perú; fue Mariscal de La Española y su ascenso social culmina en 1549 con la compra de una veinticuatría de SevillaNota 56). Por último, el clan familiar de los Jorge (Álvaro, fundador de la dinastía y sus hijos Gaspar y Gonzalo), cuyas actividades repiten, multiplicándolas, todas las ya mencionadas: desde el envío de gruesas cargazones (valoradas muchas de ellas en varios millones de maravedíes) a Nueva España (base principal de sus operaciones), Tierra Firme y otras partes de América hasta la trata de esclavos a gran escala (poseían varios barcos negreros que hacían viajes regulares entre África y Veracruz), pasando por los préstamos, el armamento naval, etc. Por otra parte, su ámbito comercial no se limita a la Carrera sino que abarca casi toda la Europa que cuenta en el comercio de la época (Países Bajos, Francia, Italia), donde adquieren parte de las mercancías que envían a Indias y reexportan las que reciben de éstas (cochinilla, cueros, azúcar, etc.) además de frutos de la tierra (vino y aceite de sus propias cosechas, lana, etc.). Como es bien sabido, hasta su espectacular quiebra en 1567, los Jorge constituyeron el consorcio mercantil más poderoso del comercio transatlánticoNota 57).

Si del siglo XVI pasamos al XVIII, estableciendo así un puente entre el comienzo y el final del monopolio, no encontramos ninguna diferencia apreciable en lo que atañe al modelo medio de las actividades desplegadas por estos profesionales de la Carrera, de modo que cuanto llevamos visto tiene aquí su reflejo exacto. Para verificarlo podemos empezar reproduciendo las cargazones que, en la flota que viajó a Nueva España en 1720, efectuaron tres comerciantes “normales”, elegidos al azar de entre los casi trescientos que cargaron en la mismaNota 58). Se trata de José Díaz Guitian, Sebastián de Leiza y Blas de Madrona. El primero carga una importante cantidad de “ropas” (4.814 palmos cúbicos, es decir, 29 toneladas de aforamiento), pero también hierro y acero (350 quintales), papel (20 balones), cera (331 arrobas), aguardiente (6 barriles), azafrán (35 cajones), canela (1.560 libras), crudos (208 piezas) y bayetas (50 piezas). A su vez, Sebastián de Leiza prácticamente calca el mismo repertorio de mercancías: una porción aún más importante de “ropas” (8.674 palmos que equivalen a 52 toneladas), 553 quintales de hierro y acero, 1.180 arrobas de cera, 9.200 libras de canela, 150 piezas de crudos y 122 de crehuelas, 180 docenas de cintas, 6 cajones de medicamentos y otros dos de libros. Por último, Blas de Madrona vuelve a insistir en las “ropas” como renglón principal (8.636 palmos que hacen 52 toneladas), cargando, además, alambre (121 quintales), cera (75 arrobas), aguardiente (52 barriles), pimienta (95 quintales), canela (5.615 libras), cintas (200 docenas) y listados (65 piezas). Basta recordar la estructura de la exportación a Indias en este período para comprobar, de inmediato, cómo estos comerciantes negociaban prácticamente con la totalidad de los productos integrados en ellaNota 59). Pero es más, si en lugar de tomar como referencia las cargazones de tres comerciantes de tipo medio nos fijamos en la de uno de los que más cargó en esta flota, Domingo de Barrabarrena, observamos cómo sigue repitiendo casi al pie de la letra esa diversificación tan característica que ya nos es sobradamente conocida. He aquí las partidas que integraron su cargazón: 36.500 palmos de “ropas” (220 toneladas), 4.553 quintales de hierro, 275 quintales de acero, 850 balones de papel, 4.118 arrobas de cera, 1.200 arrobas de aceite, 5.700 libras de canela, 2.500 piezas de crudos, 100 arrobas de cardenillo y 3 cajones de libros. Salvo en el incremento que experimentan las cantidades registradas, ninguna otra diferencia digna de mención. Por otra parte, y como ya sabemos, no se agota en estos cargamentos la diversificación de sus negocios; sin ir más lejos, el citado Blas de Madrona tenía también invertido en esta flota 9.000 pesos (135.000 reales de vellón) en diversas escrituras de riesgo marítimo, actividad en la que igualmente intervienen sus otros tres compañeros con cantidades de similar tenor.

Disponemos de otros ejemplos que vienen a constatar, empíricamente, aquella afirmación braudeliana que insistía en que la línea de madurez de la actividad era directamente proporcional a la ausencia de especialización. Así, y desde mediados de siglo hasta 1792 (fecha de su muerte), el representante más característico de una familia comerciante como los Cotiella, José Eusebio, acumula una espectacular variedad de actividades económicas: además de actuar en la Carrera como cargador y cosechero, tiene una sociedad para este tráfico con el gaditano Antonio Aguirre y otra con su hijo dedicada a la exportación de aceite y granos al resto del país y a Europa; interviene asimismo en el negocio de los seguros marítimos (en calidad de socio de una compañía especializada en este ramo) y en el del armamento naval (en el Consulado Nuevo de Sevilla aparece matriculado como naviero); concede préstamos a particulares e instituciones (entre ellas, la propia ciudad de Sevilla) y todavía diversifica aún más su actividad ejerciendo como tesorero de la Bula de la Cruzada y de la casa ducal de Medinaceli, como agricultor y como ganaderoNota 60). Otro ejemplo llamativo de diversificación económica nos lo ofrece la familia Uztariz. Sus primeros pasos en la Carrera los dieron, mediada la centuria, como apoderados en Cádiz de los Cinco Gremios Mayores de Madrid, con los que, a partir de 1752, constituyeron la sociedad “Uztariz y Cía.” para el comercio con Indias; a renglón seguido comienzan también a operar como navieros (entre 1762 y 1771 compraron diez navíos, con los que casi llegaron a monopolizar el negocio de fletes en Cádiz), actividad que compaginaron con las de aseguradores (a través de la Compañía San Juan Evangelista) y financieros de la Carrera (préstamos a riesgo marítimo); fueron asimismo pioneros en el comercio directo con Manila y todos estos negocios no les impidieron convertirse, al mismo tiempo, en empresarios industriales, tomando en arrendamiento, desde 1762, las Reales Fábricas de sedas y tejidos de oro y plata de Talavera de la ReinaNota 61). Y todavía sin salimos de esta misma época otros ejemplos bien conocidos como los de Agustín Ramírez Ortuño, Juan Vizarrón, la familia Reinoso, los Barrios, los Colarte, etc. reiteraron monótonamente esta estructura de actividad dispersa y multiformeNota 62).

Para cerrar esta selección de pruebas concretas del modelo de actividad mercantil de los protagonistas de la Carrera, podría resultarnos especialmente útil el caso de los cosecheros. Lo será precisamente en la medida en que se trata de un grupo que, en su inmensa mayoría, interviene en la Carrera en virtud o al amparo de un privilegio que les facultaba para embarcar con destino a Indias, “exclusivamente”, productos procedentes de sus propiedades agrícolas: los denominados “frutos de la tierra”, a los que se reservaba, obligatoriamente, el tercio del tonelaje total de cada flota. Pues bien, muy lejos de ello, nos consta que negociaban con otros tipos de mercancías, llegando incluso a cubrir con ellas buena parte de la cuota que se destinaba para sus frutos, en una transgresión flagrante de la legalidad vigente. Y debo recordar que no estoy hablando de cosecheros que además estuviesen matriculados como cargadores (lo que era posible), sino de cosecheros estrictos. Dicha práctica fraudulenta debió ser tan frecuente que dio origen a una reclamación oficial, por parte de los propietarios de navíos, para que el tercio de frutos se rebajase al cuarto, ya que se estaba utilizando mayoritariamente para embarcar productos no agrícolasNota 63).

En definitiva, y por cuanto hasta aquí llevamos visto, nuestra afirmación inicial acerca del carácter polivante del comerciante de la Carrera se confirma en toda su extensión. De hecho estaba ya tan explícita y confirmada en la propia época que un observador tan lúcido como Tomás de Mercado no pudo por menos que hacerse eco de que la situación era la descrita y que no le parecía eficaz ni deseable:

 

Una sola cosa me atrevería a decir y se debe decir brevemente y aún aconsejar a quien quisiese ser aconsejado: que no sea mercader en todo sino en una especie; o cargue a Indias o traiga de Flandes y Levante o dese a la labranza y granjeria de la tierra. Vivirá más recogido y menos ocasionado de pecarNota 64).

 

Si la razón moral era la verdadera razón de su consejo no lo sabemos, pero lo que sí podemos asegurar es que, como hemos visto, nadie le hizo el menor caso, ni entonces ni siglos después.

Desde otro punto de vista, sin embargo, esta “avariciosa” diversificación del negocio también podría sugerir la práctica permanente de un oportunismo comercial, “a la que salta” (y del que no debió estar ajena la “improvisación” de cargas en flotas, en función de las “existencias” disponibles de última hora), indicio probable de un tipo de comercio de aluvión y de consignación, que aprovecha una heterogénea corriente de mercancías llegadas a estos comerciantes desde compañías que le son ajenas. Este perfil debería hacernos desembocar en una de las posibilidades que intuimos como más características del comercio de la Carrera: el carácter mayoritariamente “comisionista” del comerciante español. La prueba documental, como es evidente, resulta poco menos que imposible, aunque múltiples señales apuntan, insistentemente, en esa dirección. En efecto, los datos a nuestra disposición no permiten precisar con exactitud el número de comerciantes que se dedicaban a esta modalidad. Sin embargo, las constantes alusiones en los escritos de la época, sobre los perjuicios que acarreaba al país este tipo de comercio meramente “pasivo”, nos hacen suponer que su práctica debió estar extendida y ser lo suficientemente notoria como para provocar tal avalancha de quejas y críticas. A mayor abundamiento, sendas relaciones que poseemos sobre las utilidades calculadas a la totalidad de los comerciantes de la Carrera establecidos en Cádiz (las del catastro y su comprobación), revelan que las de los extranjeros (pese a ser inferiores en número) prácticamente cuadruplican a las de los españoles. El dato apunta, desde luego, a confirmar la existencia de “hombres de paja” que se limitaban a servir de testaferros a las casas comerciales extranjeras (legalmente incapacitadas par intervenir en este tráfico) a cambio de una participación estipulada sobre el valor de lo negociadoNota 65). En todo caso, y cualquiera que sea el número de los afectados por esta actividad característica, parecía imprescindible aludirla, al menos, dentro del marco general en que estamos tratando la tipificación de las actividades económicas del cargador.

Las fortunas de la Carrera: una radiografía notarial

Cualquier aproximación a las fortunas conseguidas, acrecentadas o transformadas al calor de las actividades comerciales que acabamos de presenciar, contiene, casi inmediatamente, una irresistible capacidad de mitificación de sus poseedores y, con ella, el peligro de la transposición literaria. Una parte importante de responsabilidad en ello la tiene, precisamente, el cúmulo de alusiones referidas a estos comerciantes en la propia literatura de la época e incluso en la mayoría de los estudios recientes sobre el comercio colonial; efectivamente, estas referencias se recreaban en dibujar “casos” más o menos abstractos, que rozaban lo fabuloso y que apuntaban, descaradamente, a la creación de un tópico social que ha tenido una larga vida desdé el siglo XVI hasta nuestros días: el comerciante de la Carrera se identifica con un semidios del oro y la plata, a quien toda fortuna y toda ganancia le caen en los bolsillos a poco que le favorezca la suerte. La técnica para conseguir este resultado casi poético (muy acorde, por otra parte, con la propia mitificación de todo el fenómeno del descubrimiento y la conquista), se condensa en la elección de personajes extremos presentados, consciente o inconscientemente, como la media “natural” del conjunto; era fácil, para los literatos, personificar la riqueza visible de la Carrera en sus protagonistas y para los estudiosos elegir aquellas cabezas de serie que habían dejado en los archivos mayor huella y elevarlos a modelos sintomáticos de los muchos cientos de los que no sabíamos nada. Por clásica y hermosa baste recordar la “contribución” de Alonso Morgado que fue tal que deslumbró al mismísimo Rodrigo Caro:

 

...y tan ricos como esto (...) vive hoy entre ellos [los mercaderes] quien pudo comprar tres buenas villas alrededor de Sevilla y casando una hija suya con un Señor de Título, darle como dote doszientos y cuarenta mil ducados, quedándole, como dizen, el brazo sano para mayores importanciasNota 66).

 

Ciertamente conviene advertir que otra parte, también importante, de responsabilidad le cabe al hecho de que estos ejemplos conocidos ratificaban con sus cifras y, como acabamos de ver, con la extensión y variedad de sus actividades, los sueños más hiperbólicos.

Deshacer este bien construido tejido de datos reales y de desinformación, es evidente que no podrá hacerse en tanto no dispongamos de series sistemáticas de documentación notarial capaces de desentrañar, por centenares, las fortunas de estos hombres. Con seguridad no puede ser éste el propósito de las páginas que siguen sino, más bien, aportar alguna mayor información sobre capitales de la Carrera, no siempre excepcionales ni de paradigmas consagrados, aunque alguno de ellos no dejará de figurar. No es fácil determinar si la cuantificación aportada colaborará, en buena medida, a mitigar la mitología del comerciante de la Carrera o si, por el contrario (lo que podría suceder), contribuirá a reforzar la aureola de Midas que me parece suele acompañar a nuestros protagonistas. Mi propósito más consciente es la posibilidad de aproximamos a un conjunto de radiografías de estas fortunas, no tanto para deslumbramos con ellas como para dibujar algún tipo de comportamiento medio en su distribución. También podría resultar útil (concediéndoles a sus poseedores la capacidad de impacto sobre los modelos de la vida cotidiana que parecen haber tenido) en orden a calibrar las líneas básicas del uso de la riqueza como valor de prestigio en la sociedad moderna.

Si en algún siglo la niebla de alusiones más o menos contradictorias resulta especialmente intensa, éste es, sin duda, el XVI. Ya el clásico Tomás de Mercado se hacía lenguas de las enormes fortunas de los cargadores sevillanos: “siempre hubo en ella [Sevilla] grandes, ricos y gruesos mercaderes (...) pero de sesenta años a esta parte se les recreció para ello una gran comodidad y una ocasión tan oportuna para adquirir grandes riquezas...”; en realidad a nuestro fraile economista no se le podían apartar de los ojos y la mente “estos señores de Grada (...) tan pagados y contentos de su estado y sucedeles tan prósperamente que en todo y de todos modos quieren ser mercaderes y ejercitarlo [el comercio]. Son tan caudalosos (...)[que] sus haciendas y caudales han crecido sin número”Nota 67). La “imagen” se consolidaba a través de cronistas como Morgado que les atribuía, como hemos visto, la capacidad de dotar a sus hijas con sumas que rondaban el centenar de millones de maravedíes. Probablemente estaba pensando en un solo comerciante, paradigma de la Carrera, Juan Antonio Corzo Vicentelo, cuya hija casó con el conde de Gelves y al que se le presumía un capital de 1.600.000 ducados, que convertidos en maravedíes producen la mareante cifra de 600.000.000Nota 68). En su conocido estudio Aristócratas y comerciantes , R. Pike no sólo se hace eco de estas cifras sino que sugiere que el capital medio de los cargadores sevillanos se movería entre los 50.000 y los 100.000 ducados, es decir, entre los 18'75 y los 37'5 millones de maravedíesNota 69). En un estudio mas reciente de E. Lorenzo Sanz se citan media docena de cargadores sevillanos a los que se atribuyen capitales entre los 19 y los 44 millones de maravedíes, sin contar a los Jorge, cuya fortuna en el momento de la quiebra se calculó en 184 millones. Sobre estas cifras el propio Lorenzo Sanz estima que diez millones de maravedíes podrían considerarse como signo de evidente riqueza aunque la mayoría debería situarse por debajo de los 7'5 millonesNota 70).

Distanciándonos de esta ojeada realizada sobre capitales globales, ¿qué podemos conocer sobre su composición y sentido? Desgraciadamente para el siglo XVI no es fácil disponer de inventarios por lo que tendremos que contentarnos con una reducida muestra cuyo nivel de representatividad obviamente no podrá ser muy riguroso. En contrapartida, nos permitirá asomarnos, junto a personalidades tan excepcionales como los Jorge, a otros capitales de comerciantes sin ninguna relevancia especial. Antes de entrar en ellos he de advertir que las cifras que manejaremos se refieren siempre a los activos y que, por tanto, no abordaremos el problema de la “salud” de estos capitales inventariados. Igualmente conviene también saber que para facilitar la comparación entre los capitales del XVI, XVII y XVIII, he reducido todas las cantidades a reales de vellónNota 71).

Retomando ahora nuestros “testigos”, en el último tercio del XVI el inventario de Diego Almonte (según reconstrucción del profesor A. Rodríguez Vázquez, a cuya generosidad debo estos datos inéditos) arrojaba un capital total de 831.732 reales de vellónNota 72). El 78'5% del mismo lo constituyen los bienes muebles, entre los que las deudas a favor representan el 62% de su conjunto, a mucha distancia de cualquier otro capítulo; con todo, resultan importantes las mercancías, cuyo valor alcanza el 16% de estos bienes muebles y una partida excepcional de barras de plata que cubre otro 15%; frente a estos porcentajes, la parte destinada a muebles y ajuar doméstico sólo llega hasta el 2'5%, valor muy similar al del dinero en efectivo, un 2%; las joyas y la plata de la casa poco más del 1 % y algo menos de esa cantidad los cuatro esclavos que poseía. En el apartado de los bienes inmuebles, que cubren el 21'5% del capital total, sólo se inventarían tributos. Para matizar estos porcentajes puede ser interesante reseñar que el de las deudas favorables se está refiriendo a 402.716 reales y que el valor bruto de las mercancías ascendía a 107.069 reales; frente a estas cifras, los 8.249 reales de joyas y plata labrada e incluso los 15.200 reales de dinero en efectivo resultan cantidades de poca relevancia.

En 1567 Juan Bta. Pérez, según el resumen de sus bienes que publicó E. Lorenzo SanzNota 73), presenta una radiografía más modesta y también menos variada. Con un capital total de 541.697 reales, sus bienes muebles alcanzan el 72% y los inmuebles el 28% restante; la pormenorización de los bienes muebles resulta absolutamente esquemática, ya que solo se reflejan las mercancías, que acaparan el 98% de dichos bienes, las deudas a favor, que representan el 1% y otro 1% de tres esclavos. Las cantidades a que aluden estos porcentajes son 385.447 reales en mercancías, 3.309 reales de los esclavos y 2.941 de las deudas favorables. Los bienes inmuebles están repartidos entre los 88.235 reales (59%) que valen sus casas y los 61.765 impuestos en juros (41%).

Frente a estos comerciantes que, pese a su “anonimato”, se mueven, como acabamos de ver, entre los 20 y 30 millones de maravedíes (y por lo tanto en el nivel más alto que establecía Lorenzo Sanz), el inventario de los Jorge constituye, sin duda, casi un monumento a la riqueza. En efecto, su capital total, según reconstrucción del propio Lorenzo SanzNota 74), ascendía a 3.757.497 reales; de ellos, el 73% corresponde a bienes muebles y el otro 27% a los inmuebles. El 80% de sus bienes muebles está cubierto por el valor de sus mercancías; el 16'5% lo representan sus deudas favorables, el 2% las joyas y el mobiliario de la casa; el 1% el ganado y un 0'5% los esclavos. Estos porcentajes esconden cifras verdaderamente importantes: las mercancías suponen 2.182.579 reales, las deudas 453.782 y el mobiliario, joyas y esclavos de las casas 68.991 reales. Por lo que se refiere a los inmuebles, se dividen en rústicos y urbanos más un capítulo de juros. Los bienes rústicos (cuyo valor ascendía a 429.014 reales) representan el 42% del total de este apartado, los urbanos (177.372 reales) el 17% y los juros (414.895 reales) el 41% restante.

Intentar una clarificación eficaz del comportamiento del capital de la Carrera, en el siglo XVI, con sólo tres inventarios-testigo resulta imposible pero, de todos modos, y atendiendo a la evidente disparidad entre ellos, cualquier “sintonía” podría resultar sugerente; lo sería en mayor medida, si con los inventarios de otros siglos por delante, las conductas similares se repitieran. A este tenor me parece que podrían considerarse características de llamativa similitud, en estos inventarios, del siglo XVI: la decisiva proporción absolutamente definitoria del peso del capital mueble sobre el inmueble (en los tres ejemplos su valor se sitúa por encima del 70% del capital activo); el peso específico, a su vez, dentro del capital mueble, del conjunto deudas favorables-mercancías que representan, con bastante probabilidad, el meollo del negocio (tal conjunto, en dos ejemplos se eleva por encima del 95% del valor de los bienes muebles y en el otro está cerca del 80%); el valor muy similar (entre el 1 y el 3% de los bienes muebles) del conjunto de los bienes de confort, adorno y suntuosidad, desde el mobiliario y la ropa a los objetos artísticos y las joyas; la presencia reiterada de esclavos con valores proporcionalmente también muy similares (en tomo al 1% de los bienes muebles); por último, la existencia también uniforme, de inversiones “seguras” (debieron parecerlo en esta época) en juros y tributos que, en dos ejemplos, alcanzan el mismo porcentaje sobre los bienes inmuebles, el 41% y en el otro constituye la totalidad de ese capítulo. Respecto a “lo que no aparece” en estos ejemplos, deberíamos fijar nuestra atención en la ausencia de dinero en efectivo o su poca monta cuando lo hay; en efecto, en dos de los ejemplos no consta y en el que existe sólo representa el 2% de los bienes muebles. Con la parquedad de la muestra entiendo que ir más lejos, en su interpretación, resultaría una osadía injustificada.

En realidad hay algo más que puede interpretarse para la valoración de estos datos. Gracias al trabajo, anteriormente citado, de Rodríguez Vázquez, disponemos de un “modelo” para el conjunto de los comerciantes sevillanos del último tercio de la centuria, compuesto por 22 inventarios referidos a cualquier tipo de comerciantes y no sólo a cargadores. Podría resultar, con todo, indicativo, ponerlo en relación con lo que acabamos de describir. Según este conjunto, el bloque de los bienes muebles supone el 82% del total del activo; respecto a esos bienes muebles, el peso específico del conjunto deudas favorables-mercancías se eleva hasta el 73%; el valor del ajuar doméstico (mobiliario y ropas) y las joyas supera el 5% ; los esclavos el 2%, los productos del campo (incluyendo la ganadería) el 1'5% y, por último, el dinero en efectivo el 18%. Respecto a los bienes inmuebles (18% del activo), el 88% de su valor se sitúa en juros y tributos, el 8% en propiedades urbanas y el 4% restante en rústicas. A la vista de estos valores que acabamos de establecer, se advierte, inmediatamente, un “parecido” estructural, si bien no una identidad que, por otra parte, no era esperable. Tanto el valor relativo de los bienes muebles sobre el total del activo, como el del bloque deudas favorables-mercancías respecto a los bienes muebles, son perfectamente asimilables; lo son igualmente los valores del ajuar doméstico-joyas, de los esclavos y de los productos agrarios; la mayor diferencia se aprecia en el dinero en efectivo que, en el modelo del comercio en general, se sitúa muy por encima del valor alcanzado en los tres inventarios de cargadores. Por lo que respecta a los bienes inmuebles, sin embargo, existe un distanciamiento evidente: el comercio en general duplica el valor proporcional de la partida de censos y tributos, mientras que los inventarios de los cargadores se muestran mucho más proclives a la inversión en fincas urbanas y rústicas.

Podemos trasladarnos ahora a los tres inventarios que utilizaré como testigos del XVII y ahorraré al lector las correspondientes lamentaciones por su evidente insuficiencia para diseñar una estructura verídica de las fortunas de los cargadores de la época; pero valga también para ellos cuanto advertimos para los del XVI. Los tres corresponden a la primera mitad del siglo; uno de ellos, el de Díaz de Brihuega (1607), ya fue publicado hace añosNota 75); los otros dos, los de Pedro de Valencia (1625) y Andrés Núñez (1642), son inéditos y forman parte de la tesis doctoral del profesor J. Aguado, a cuya amabilidad los deboNota 76). Los tres corresponden a capitales muy similares, en torno a los 600.000 reales de vellón (unos 20'5 millones de maravedíes) y por ello, presumiblemente, situados en un nivel “alto” de la escala del comercio del momento.

Díaz de Brihuega dispone de un capital total de 602.101 reales de vellón y un 37% de él lo constituyen los bienes muebles (224.503 reales). Dentro de ellos, la partida más espectacular la integran, sin duda, las deudas favorables que acaparan el 95% de su valor total (213.387 reales); las mercancías (productos agrícolas) suponen un 3'5% (7.920 reales) y los esclavos el 1'5% restante (3.196 reales). Por lo que se refiere a los bienes inmuebles, que representan el 63% del total del activo (377.598 reales), están compuestos de los consabidos juros y tributos (el 21% de los inmuebles, con 78.377 reales), casas (el 57% de esos bienes, con 216.515 reales) y tierras (el 22% con un valor bruto de 82.706 reales).

El inventario de Pedro de Valencia de 1625 resulta el más “rico” de los tres, no sólo por la fortuna más alta (674.193 reales) sino por la mayor diversidad de las partidas consignadas. Los bienes muebles representan el 98% del activo (con 663.193 reales) y de entre ellos, las deudas favorables y las mercancías constituyen la parte del león (39 y 41'5% respectivamente), de modo que unidas, se elevarían hasta el 80'5% de estos bienes; otra partida importante, entre los bienes muebles, es la del dinero en efectivo, un 17% del total de este conjunto; aunque su valor bruto, 114.960 reales parece quedar lejos de los 256.492 de las deudas favorables y los 275.437 de las mercancías, no conviene perder de vista la sustanciosa cantidad que representa esa cantidad en moneda contante; la plata de la casa y las joyas, juntas, alcanzan el 1% (5.163 reales) y el mobiliario y la ropa, otro 1%, dejando el 0'5% restante a los esclavos. Los bienes inmuebles están compuestos, en su totalidad, por unas casas valoradas en 11.000 reales que, como ya sabemos, sólo representan el 2% del capital total.

Por último, el inventario de Andrés Núñez es el de menor cuantía de los tres con un monto total de 578.538 reales. El 48% del mismo corresponde a los bienes muebles, de los que el 55% (153.833 reales) consisten en mercancías; la siguiente partida más significativa es el dinero en efectivo (87.993 reales que cubren el 31% de esos bienes), mientras las deudas favorables sólo alcanzan al 4% (12.000 reales); los esclavos, con su 1% (casi podríamos decir “inevitable”) y el mobiliario y la ropa el 9% (26.291 reales). Los bienes inmuebles, por su parte, contienen los ya familiares juros y tributos que, con 280.333 reales, “valen” el 94% de ellos y casas por valor de 16.544 reales (6%).

Al igual que hicimos con las muestras del XVI, podemos intentar una aproximación, en síntesis, y observar los resultados. Por sabido, no insisto en la prudencia necesaria respecto a las conclusiones que tales resultados podrían sugerir. Con todo, el hecho real es que vuelven a aparecer algunas “características” que podrían resultar indicativas: en primer lugar, aunque en uno de ellos los bienes muebles siguen constituyendo la casi totalidad de la fortuna (un 98%), en los otros dos, los porcentajes se invierten y así, en uno, sólo alcanzan al 49% y en el otro al 37%; en segundo lugar, y fijándonos en los bienes muebles, el conjunto deudas favorables-mercancías continua afirmándose como su núcleo sustancial por no decir la casi totalidad (el 80% en un caso, el 59% en otro y más del 98% en el tercero); en tercer lugar merece destacarse la progresiva importancia del dinero en efectivo que, si en uno de ellos no aparece (y podría ser interesante constatar que ése es, precisamente, el de 1607), en los otros dos alcanza valores de bastante significación (un 17% en uno y un 31 % en el otro); por último, también podría resultar útil advertir que el valor del mobiliario, el ajuar y la ornamentación (joyas incluidas), que no se refleja en el de 1607, alcanza algo más del 2% de los bienes muebles en el de 1625 y el 9% en el de 1642.

Sin duda, es posible tomar en consideración estas características y ponerlas en relación con las que obteníamos de los “testigos” del XVI, pero dejaremos eso para el final, cuando examinemos las muestras del XVIII. Me interesa ahora realizar una aproximación distinta que hace posible el trabajo ya citado de J. Aguado. En efecto, dicho autor establece en su tesis el “modelo” porcentual de distribución del capital inventariado de los mercaderes sevillanos de la primera mitad del XVII, construido sobre 165 inventarios; su amabilidad me permite utilizarlo, ahora, como piedra de toque para nuestra muestra, advirtiendo que esos inventarios (al igual que ocurría con los de Rodríguez Vázquez para el XVI) corresponden a todo tipo de comerciantes y no sólo a los de la Carrera. El resultado es el siguiente: los bienes muebles representan el 71% del capital total y los inmuebles, obviamente, el 29% restante; dentro, a su vez, de los primeros, el conjunto deudas favorables-mercancías alcanza hasta el 76%; el dinero en efectivo representa el 9%; el mobiliario, la ropa, joyas, plata labrada y obras de arte el 6%; aparece un 5% en acciones, un 2% en productos agrícolas, un 0'5% en esclavos, más un 1'5% que no puede adscribirse a partidas seguras y que se considera indeterminado. Respecto a la estructura de los bienes inmuebles, la tierra y sus edificaciones rústicas representan el 14% de esos bienes, los inmuebles urbanos el 16% y el conjunto de juros, tributos y oficios el 70%.

Si utilizamos ahora los tres ejemplos que hemos expuesto, aglutinados, como un sólo bloque, y los superponemos con este modelo, la comparación de ambos “grupos”, pese a todas las prudencias exigibles, pone de manifiesto que existe un indudable “aire de familia” y que las características que iban conformándose no parecen el resultado de un mero azar. Las diferencias más visibles parecen afectar a una tendencia (estabilizada respecto al siglo XVI), en el grupo del comercio en general, a seguir invirtiendo mayoritariamente en juros y tributos frente a los cargadores que rompen ese predominio, aumentando la inversión del siglo anterior en fincas urbanas; a una mayor disponibilidad de dinero en efectivo en éstos frente a aquéllos (18% y 9% respectivamente) y a una mayor importancia aparente del confort y ornato familiar de éstos frente a aquéllos (6% contra 3'5%). El resto de los porcentajes está aparentemente tan próximo como para sugerir una razonable “conducta” que puede equipararse y avala, de cierta forma y sin sacar los pies del plato de la prudencia, el valor aproximativo de los inventarios “testigo”, para el siglo XVII.

Veamos seguidamente qué nos depara la muestra del siglo XVIII. Afortunadamente, ahora nos moveremos sobre terreno más sólido, al menos cuantitativamente. En efecto, los “testigos” para el siglo XVIII constituyen dos conjuntos de alguna relevancia que contienen, entre ambos, 32 inventarios. La relevancia aludida se debe, así, no sólo al volumen (que, pese a su modestia, multiplica por más de diez la muestra de los dos siglos anteriores) sino al hecho de poder comparar, con cierta fiabilidad, los dos polos privilegiados del eje de la Carrera, ya que, de esos 32 inventarios, 18 pertenecen a cargadores gaditanos y 14 a sevillanos. Los primeros son ya conocidosNota 77), mientras que los sevillanos son inéditos y corresponden al trabajo que actualmente realizo en colaboración con el profesor C. Alvárez Santaló sobre las fortunas de la Sevilla dieciochescaNota 78).

La primera ventaja de disponer de un cierto volumen de inventarios-testigo es la posibilidad de obtener una escala de magnitud de las fortunas que puede ofrecer, ya, los primeros indicios de una cuasi jerarquía interna; aquella “sociedad dentro de la sociedad” a la que nos referíamos en páginas anteriores, va tomando cuerpo, para dibujar una cierta catalogación de la riqueza y con ella la puerta de acceso al papel social relativo de los diferentes grados. La comparación entre el “modelo gaditano” y el “sevillano” (si se me permite la hipérbole) en una época específica, puede también ayudar a comprender el distinto papel que el cuerpo del comercio pudo atribuirse, en el XVIII, en sus respectivas sociedades locales.

Comenzando, pues, por la simple jerarquización que sugieren los capitales totales, obtenemos dos radiografías de suficiente claridad: en cada una de las ciudades las escalas “organizan” cuatro grupos, pero cuando las situamos en paralelo se advierte, inmediatamente, un desplazamiento vertical entre ambos modelos, de modo que el nivel de capital sevillano más alto, de la muestra, quedaría emparejado, apenas, con el segundo nivel de capitales gaditanos. La supremacía media comercial del Cádiz del XVIII sobre la Sevilla de la misma época se dibuja, así, con cierta precisión. Vayamos a las cifras que aclararán estos términos con la simplicidad que las caracteriza.

En efecto, los cuatro grupos de capitales gaditanos se ordenan, de mayor a menor, del tenor siguiente: un primer nivel siempre por encima de los diez millones de reales de vellón, en cada uno de los seis inventarios que los integran; un segundo, con cuatro inventarios, entre los cinco y los diez millones; un tercero, con cinco inventarios, entre uno y cinco millones y un cuarto por debajo del millón de reales, siendo su valor mínimo de cuatrocientos mil reales (395.592 para ser exactos). Por su parte, los capitales sevillanos, “organizados” también en cuatro grupos, presentan un nivel máximo o primer nivel compuesto por tres inventarios, entre cuatro y siete millones de reales; un segundo, con otros tres inventarios, entre uno y tres millones de reales; el tercer nivel, de nuevo con tres inventarios, entre quinientos mil y un millón de reales y un cuarto grupo, compuesto por cinco inventarios, entre cien mil y medio millón de reales.

He preferido aceptar las agrupaciones que cada conjunto apuntaba sin forzar la relación entre ambos. Al hacerlo así se “respetan” las particularidades del sector en cada ciudad. Ello no quiere decir, sin embargo, que, incluso desde esta óptica, no resulte ya evidente que “las cumbres” comerciales gaditanas quedan lejos del alcance de los cargadores sevillanos del XVIII. Fijándonos sólo en los bloques, el primer nivel gaditano no tiene paralelo en Sevilla; a su vez, el primer nivel sevillano apenas puede homologarse con el segundo gaditano, de manera que sería más exacto afirmar que, mayoritariamente, es el tercer nivel gaditano el que se empareja con el primero de Sevilla; el dato es suficientemente revelador y se matiza con otras “comparaciones” posibles. En efecto, mientras uno solo de los inventarios gaditanos aparece por debajo del medio millón de reales, entre los sevillanos hay cinco en esa situación y si el listón lo situamos en el millón de reales, sólo tres gaditanos quedarían por debajo de esa cantidad en tanto que serían ocho los sevillanos en idéntica situación; en el otro extremo de la escala, frente a los diez inventarios gaditanos que se sitúan por encima de los cinco millones, sólo uno de los sevillanos cumple tal requisito y si utilizamos el listón del millón de reales, quince de los inventarios gaditanos lo sobrepasan holgadamente (el 83% de la muestra) contra sólo seis de los sevillanos (43% de la muestra). El Cádiz comercial del siglo XVIII marca así sus distancias respecto a la Sevilla similar de la misma época.

Pero no era este paralelismo el objetivo fundamental del análisis de ambas muestras sino, como en los siglos anteriores, la posibilidad de obtener la radiografía interna de las fortunas de los cargadores. Me temo que, para ello, las próximas líneas no podrán evitar una aglomeración de porcentajes que procuraré resulte lo menos confusa posible. Se trata, en primer lugar, de discernir si el volumen del capital influye en la estructura de su distribución y, en segundo, si es posible detectar características similares entre los distintos agrupamientos significativos que cada nivel, en Cádiz y Sevilla, va poniendo de manifiesto.

El primer nivel de los inventarios gaditanos ofrece un capital medio de 13.658.101 reales de vellón; el primer grupo sevillano, de 5.314.258. Para el grupo gaditano en cuestión, la estructura porcentual sería la siguiente: los bienes muebles representan el 84'5%/ del total; dentro de ellos el conjunto mercancías-deudas favorables supone el 60'5% (aunque conviene advertir que sólo las deudas ya significaban el 57'5%); el dinero en efectivo el 32%; los vales reales y las acciones el 5% y los muebles, ropas, menaje y joyas el 2'5%. La misma estructura, en el grupo de cabeza sevillano, nos ofrece los siguientes resultados: los bienes muebles constituyen el 83% del capital total. Centrándonos en ellos, el conjunto deudas favorables-mercancías representa el 73'5% (las deudas, solas, el 61%); el dinero en efectivo, el 13'5%; el ajuar, mobiliario y joyas, el 7%; no existen vales reales ni acciones y sí productos agrícolas que equivalen al 6% de estos bienes muebles.

Respecto a los bienes inmuebles en ambos niveles, en el caso gaditano el 62% de ellos corresponden a inmuebles urbanos, el 24% a rústicos y el 14% a juros, tributos y oficios; por lo que atañe al grupo sevillano, los inmuebles urbanos representan el 23%, los rústicos el 16% y los tributos, juros y oficios el 61%.

Junto a la estructura porcentual tal vez nos darán una mejor idea de las fortunas algunas cifras brutas de los inventarios de estos dos grupos. En el gaditano, por ejemplo, la media aritmética del valor del dinero inventariado da casi cuatro millones de reales por inventario (exactamente, 3.715.746 reales); la media de la plata labrada y las joyas, por inventario, sería 180.023 reales; el ajuar y el mobiliario, también en promedio, significan 124.051 reales; las deudas favorables dan casi siete millones de reales per cápita (6.652.093 reales) y las mercancías algo más de trescientos mil (314.878 reales); los inmuebles urbanos salen, en promedio, a 1.310.800 reales por cabeza y los rústicos a medio millón (497.721 reales). Por su parte, las medias del grupo sevillano, aún sin ser tan altas, tampoco resultan despreciables: casi seiscientos mil reales de dinero contante por inventario (596.153 reales) y más de un cuarto de millón (255.779 reales) en plata labrada y joyas; el ajuar y el mobiliario arrojan una media de 55.045 reales; las deudas favorables casi tres millones (2.707.455 reales) y las mercancías más de medio millón (540.816 reales). Por lo que respecta a las fincas urbanas el promedio sería de algo mas de doscientos mil reales (204.288) y 144.526 reales para las rústicas.

Como simple apunte debemos recordar que, respecto al capital medio de este nivel máximo de cargadores sevillanos del siglo XVIII, el de los Jorge del XVI sólo cubriría un 71%; si la comparación se establece con el capital medio de la cúpula gaditana apenas cubriría un 27%. Así pues, quien pasa por la fortuna comercial más importante de la Sevilla de la segunda mitad del XVI, no parece mucho más que un modelo cargador junto a estos gaditanos del XVIII, con fortunas que multiplicaban, en algunos casos, la suya, cinco y hasta casi seis veces. Hablamos, claro está, de fortunas inventariadas y no de referencias literarias.

Podríamos seguir ahora con el análisis de cada uno de los otros grupos de inventarios gaditanos y otros tantos sevillanos, pero seis “modelos” más harían de las páginas siguientes una catarata de números de indigesta lectura y difícil clarificación. Construiremos, pues, con el resto de los inventarios, un solo grupo más para cada ciudad. Este último análisis aglutinará, así, los doce inventarios gaditanos por debajo de los diez millones de reales y los once sevillanos inferiores a los cuatro millones. Ello representa conocer la distribución de casi cuarenta y siete millones de reales gaditanos (46.725.206) y casi once millones sevillanos (10.969.911); unidos a los 81.948.611 de reales pertenecientes al grupo de cargadores gaditanos que acabamos de analizar y a los 15.943.093 reales de sus equivalentes sevillanos, constituyen un volumen de capital nada despreciable: 155.586.824 reales de vellón.

Volviendo a los dos últimos grupos de análisis que propongo, sus resultados serían los siguientes: para los doce inventarios gaditanos, los bienes muebles representan el 73'5% del capital total y para los once sevillanos el 89%; respecto a los bienes muebles, el bloque deudas favorables-mercancías suponen para los gaditanos el 38% de tales bienes y para los sevillanos el 66%; el dinero en efectivo cubre, en los gaditanos, el 53% de los bienes muebles y en los sevillanos el 20%; el ajuar doméstico, mobiliario y joyas representa en aquéllos el 3% y en éstos el 9%; los vales reales y las acciones, para Cádiz, el 6% y para Sevilla el 4%; los inventarios gaditanos no relacionan productos agrícolas y en los sevillanos esta partida alcanza sólo el 0'5%. Por lo que se refiere a los bienes inmuebles (el 26'5% en el caso de Cádiz y el 11% en el de Sevilla) su estructura se dibuja como sigue: para el grupo de Cádiz los inmuebles urbanos representan el 95% de esos bienes y para el de Sevilla el 79%; las fincas rústicas el 2% en Cádiz y el 20% en Sevilla; los censos, tributos y oficios, el 3% en Cádiz y el 1% en Sevilla.

Si a semejanza de lo que ya hicimos con los grupos del primer nivel queremos matizar estos porcentajes con el valor bruto de las cifras de los inventarios, puede resultar útil conocer, por ejemplo, que el valor promedio del capítulo de las deudas y mercancías se sitúa en 1.090.663 reales para Cádiz y en 582.241 reales para Sevilla; que la media del dinero en efectivo da, en el grupo gaditano, 1.525.592 reales por inventario y 177.998 en el de Sevilla; que el ajuar doméstico, mobiliario y joyas alcanza, en los inventarios gaditanos, 83.402 reales en promedio y, en los sevillanos, una cantidad muy similar, 82.892 reales; que la inversión en fincas urbanas, por inventario, en el grupo gaditano, es de 985.655 reales y en el de Sevilla de 89.197, mientras que en fincas rústicas en Cádiz sólo hay 16.752 reales por inventario y en Sevilla 22.536 reales.

Comprendo que la avalancha de cifras y la red de porcentajes, a estas alturas, pueden haber hecho olvidar nuestro objetivo de asomarnos a las fortunas de los cargadores y a la radiografía de su distribución, a lo largo de tres siglos. Es hora de volver sobre ello y valorar los resultados.

El recorrido secular por las peculiaridades de la estructura de los capitales. pergeñada por los inventarios-testigo que he utilizado, confirma, en los grandes trazos, un cierto juego de constantes. Un vistazo al conjunto puede componer un cuadro con la suficiente coherencia como para sugerir probabilidad. La evolución del capital medio de los inventarios establece la siguiente escala: 1.710.309 reales par el siglo XVI, 617.051 para el XVII, 1.992.358 para el XVIII sevillano y 7.150.000 para el XVIII gaditano. La crisis del XVII parece bien testificada en la evolución (recordemos que los inventarios del XVI y XVII son todos sevillanos) y también la distancia entre el Cádiz del XVIII y la Sevilla de la misma época.

El resto de las variables ofrecen la siguiente lectura: en primer lugar, el porcentaje que representan los bienes muebles sobre el capital total muestra una tozuda estabilidad, en torno al 80%, con el puntazo a la baja del XVII; representó el 74% en el XVI, el 63% en el XVII, el 85% para el XVIII sevillano y el 80% para el gaditano; en segundo lugar, el protagonismo del capítulo deudas favorables-mercancías también mantiene sus porcentajes devoradores sobre el conjunto de los bienes muebles (94% en el XVI, 78% en el XVII, 70% en el XVIII sevillano y el 53% en el gaditano); en tercer lugar, la participación del conjunto de mobiliario, ajuar, menaje y joyas sobre los bienes muebles, mantiene, igualmente, una notable similitud y estabilidad (2% para el XVI, 3% para el XVII, 8% para el XVIII sevillano y 3% para el gaditano); los esclavos, mientras los hubo, en los siglos XVI y XVII, también sostienen su valor porcentual (0'5% para el primero y 1% para el segundo); el dinero en efectivo, por el contrario, se dibuja como la única variable de imposible homogeneidad; de representar el 3% de los bienes muebles en el XVI, pasa al 18% en el XVII y al 16% en el XVIII sevillano, mientras en el Cádiz paralelo sube hasta un 39%. Respecto a los bienes inmuebles, los paralelismos son más dudosos. En efecto, el valor de las fincas urbanas en ese contexto presenta una tendencia alcista sostenida: del 20% del total de los inmuebles en el XVI, pasamos a un 36% en el XVII y a un 41% en el XVIII sevillano; el espectacular 79% del XVIII gaditano se justifica por la peculiaridad de la ciudad misma; mayor estabilidad manifiesta la inversión en censos, juros y tributos, siempre en tomo al 50% con la excepción también espectacular en este caso, de Cádiz (48'5% en el XVI, 52% en el XVII, 42% en el XVIII sevillano y sólo un 8% en el gaditano); finalmente, la oscilación de las fincas rústicas es la más acusada, aunque a partir del XVII su estabilidad es llamativa; en efecto, del 31'5% del XVI, pasamos al 14% del XVII, al 17% del XVIII sevillano y al 13% del gaditano.

Para confirmar esta relativa razonabilidad y probabilidad de los inventarios-testigo de los cargadores a Indias, podemos acudir a compararlos con los dos “modelos” que dibujan los inventarios de “comerciantes en general”, sevillanos, que aportamos en su momento. Los grandes trazos que hemos detectado como “constantes” en los inventarios específicos y que acabamos de referir, se mantienen igualmente en estos dos conjuntos: el valor porcentual del capital mueble sobre el capital total se sitúa en el 82% para el del XVI y en el 71% para el del XVII; el peso de las deudas favorables y las mercancías en el conjunto de los bienes muebles se estabiliza en el 73% par el XVI y el 76% para el XVII; el ajuar, mobiliario y joyas lo hacen igualmente en el 5% para el XVI y el 6% para el XVII. Es en los bienes inmuebles en los que se rompe la tendencia al paralelismo; en estos conjuntos el peso de los censos, juros y tributos es absolutamente incomparable con los demás: 88% de los bienes inmuebles en el XVI y 70% en el XVII.

Pese a estos y otros matices, perfectamente asumibles por las diferencias entre las muestras, mi opinión final es que la estructura del capital de la Carrera presenta una coherencia y estabilidad por encima del tiempo secular y una proximidad, notable, con la del capital comercial sevillano, en su conjunto. Las distintas variables-estables (valga la paradoja), que he descrito, configuran sus características definitorias que no es preciso enumerar de nuevo.

Para cerrar esta aproximación a las fortunas de la Carrera quizás convendría volver a donde empezamos: ¿se justifica la “mitología” de la riqueza de los comerciantes indianos?; y una segunda pregunta, ¿se detectan en la “ordenación” de sus capitales conductas “especiales” fuera del diseño esperable en el mundo del negocio? La primera pregunta exige una respuesta “moderada”, a falta de otros grupos de riqueza social con los que ser comparadosNota 79); pero aun sin esta referencia, parece evidente que la imagen literaria y el tópico social de la época no habían sido construidos sobre la fábula y el vacío. Conviene pensar (con todos los recelos que se quiera) en el significado de esas montañas de riqueza, en poder de tan pocas personas como las recogidas en las muestras (38 cargadores) y en la percepción que de esa riqueza podía tener una sociedad, urbana, cuyos niveles medios de pobreza nos son familiares y en la que mil o dos mil reales de vellón, al año, podían suponer un techo de rentas de cierta holgura. Sin duda el comerciante de la Carrera irrumpió en el diagrama social de la riqueza, hasta cierto punto, con unas magnitudes que no podían resultar equiparables a las que la riqueza rústica nobiliaria podía significar hasta ese momento; su impacto sobre el concepto mismo de riqueza que pudiera considerarse de curso corriente en la sociedad (sobre todo urbana) de la época, pudo y debió ser espectacular. Distintas variables coincidieron para intensificarlo: la rapidez del enriquecimiento, la abundancia de la liquidez, la distancia social entre los comienzos de las carreras comerciales y las cúspides alcanzadas, los supuestos (y probablemente muy reales) riesgos de ruinas, tan veloces como los ascensos y los volúmenes de acumulación de bienes, comprobables o imaginados. La mitificación no partió, pues, de un espejismo.

Por lo que respecta a la “racionalidad” de la actividad económica, transparentada en la distribución de la inversión y el gasto, no apunta a excentricidades de “nuevo rico”, sino a una práctica media, bien consolidada en cada época; con todo, no faltan indicios de que el gasto, llamémosle “suntuario” (con todo tipo de matices, si se quiere), fue adquiriendo mayor consistencia a lo largo del período, al igual que la tendencia a la inversión en bienes de poco riesgo (caso de la propiedad urbana) y rentas seguras. Al respecto puede resultar una “garantía” de la significación de las cifras, las críticas que a lo largo de este período se levantan contra el “lujo desordenado” de los comerciantes, que no sólo hacía, como afirmaba J. A. de los Heros, que el dinero no circule útilmente ni se guarde la economía” sino que, además y como apostillaba Floridablanca, “devora las ganancias más crecidas”Nota 80). En cuanto al diseño general del destino dado a estos capitales, como ya he señalado en alguna otra ocasión, no parece que estemos en presencia de un grupo dinámico y emprendedor, sino conservador en lo económico y partidario de la inversión, a largo y medio plazo, en unos valores seguros (los llamados “bienes refugio”) que, además, incorporaban el prestigio socio-nobiliario del rentista.

Sin duda no existió, pues, un modelo “aventurero” y, en muchos casos, las pretendidas águilas de la Carrera no resultaron tan emblemáticas como hubiera podido esperarse y prefirieron, en general, reinar sobre las rentas que levantar el vuelo hacia horizontes de riesgo y novedad más inquietantes.
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Recapitulación final

Los movimientos de conjunto y sus resultados

Ensayo de periodización del ritmo comercial: las tendencias y los ciclos

Después de cuanto hasta aquí llevamos visto, de la masa de información aportada y del análisis pormenorizado de tantas variables, parece evidente que la Carrera resultó ser una especie de monstruo burocrático, que exigía una compleja maquinaria en la que se interferían, permanentemente, intereses estatales, particulares e incluso internacionales. Todo ello entreverado por minuciosas disposiciones que tendían a no cumplirse y recursos de urgencia, sin respaldo legal, de constante práctica, sin olvidar el descalabro general del contrabando. No obstante, la característica esencial de toda esta enorme construcción es que se movía; la aparatosa superficie jurídico-administrativa no hacía otra cosa que envolver la realidad elemental del tráfico comercial, a cuyo servicio había surgido y a cuya seguridad, acrecentamiento y eficacia destinaba todos sus esfuerzos. Sobre estos presupuestos, si la Carrera debe ser examinada en función del mayor o menor logro de sus objetivos y la funcionalidad de sus estructuras, tendrá que serlo a través de la medida del tráfico. Pues bien, medir el tráfico significa determinar la intensidad o laxitud de su flujo y las etapas que tal ritmo vaya estableciendo. Lo que vulgarmente se conoce como descripción de la coyuntura comercial no es, pues, otra cosa que la toma del pulso a las variables que la componen.

Decía Chaunu que la oscilación coyuntural constituye una modalidad de negar el cambio estructural, puesto que la fluctuación implica un eje cardinal en torno al que producirse. Independientemente del gusto por la paradoja (como es bien sabido, la acusación del especialista francés a una valoración excesiva del movimiento respecto a la seguridad que debe primar al elegirse la estructura para un diagnóstico no fue incompatible con su propio trabajo) existe un gran fondo de verdad en este aserto. Tal vez convendría matizar que hay épocas y épocas; para algunas, la fluctuación constituye un leiv motiv reiterativo que se enrosca al eje estructural, en una permanencia para la que existen incluso fórmulas matemáticas, siempre sorprendentes en el ámbito del historiador; para otras, la fluctuación representa un status de descomposición estructural (en tanto ésta es factible de ser detectada), un preludio de disolución y de auténtico cambio. Discernir esta cualidad, incluso a posteriori, no es siempre ni fácil ni exacto. Por lo que se refiere a la Carrera de Indias, la película de sus oscilaciones no debe entenderse, desde luego, como un ser vivo que ninguna relación tiene con las estructuras del Estado, la evolución de las técnicas mercantiles, las novedades industriales o la situación de las relaciones internacionales. Acosada por todas ellas, la fluidez del comercio se altera o se incrementa; sin embargo, independientemente de ello, el tráfico en sí mismo es la variable más clara por la que podemos asomamos al conjunto de actividades que quedan englobadas bajo una etiqueta tan general como “las relaciones entre España y América”. En función de lo que acabamos de decir, parece suficientemente justificado concluir esta modesta fotografía de la Carrera poniéndola en movimiento y observando las peculiaridades de su desarrollo.

Para conocer esta evolución dependemos, naturalmente, de los datos cuantificados que cubran todo el tiempo de existencia de la Carrera o su mayor parte. A estas alturas ya sabemos qué variables de las disponibles cumplen este requisito y también que no son todas. En realidad, los datos constantes que podemos utilizar se reducen al número de navíos por año y al de toneladas de arqueo; como hemos tenido ocasión de comprobar, los correspondientes a los caudales importados están sujetos a intensos debates y los de las toneladas de mercancías intercambiadas y sus valores monetarios no son conocidos más que para ciertos tramos. La pregunta inmediata es si con los datos uniformes y constantes de que disponemos resulta factible diagnosticar, con eficacia, las oscilaciones del tráfico comercial.

El nivel de representatividad de las cifras del tonelaje y del número de navíos en orden al reconocimiento de las crisis o las fases de crecimiento de la Carrera ha sido defendido por la mayoría de los especialistas aunque existen excepciones. La más notoria de todas la constituye el profesor Morineau, a quien se deben las objeciones más graves y radicales sobre la posible correlación entre dichas variables y la salud o decadencia del tráfico con Indias. Ha calificado el tonelaje como de “instrumento bastante grosero de medida del tráfico” y su argumentación, para desplazarlo como medida eficaz del mismo, se apoya en la “indeterminación en la correlación y ausencia de paralelismo” existente entre la disminución del tonelaje y el declive catastrófico de las llegadas de metales preciosos (según la versión de Hamilton) durante la primera mitad del XVII. Lo corrobora con una comparación similar para la fase de ascenso del XVI ante la desproporción existente, a su juicio, entre el incremento del tonelaje y el de los metales preciosos en esa misma época. En efecto, al poner en relación el comportamiento de ambas variables Morineau constata que habiendo aumentado en este último caso (es decir, entre 1506-10 y 1591-95) el tonelaje ocho veces, las arribadas de metales preciosos lo han hecho en 43 veces; a su vez, en la fase de descenso de la primera mitad del XVII (es decir, entre 1591-95 y 1646-50), mientras que el volumen del tonelaje había disminuido en un 32%, el de los metales lo había hecho en un 66%. Todo ello vendría, pues, a poner de manifiesto, primariamente, la imposibilidad de “establecer un paralelismo automático” y, subsidiariamente, que “el argumento complementario del tonelaje de las flotas, para corroborar la evolución de las arribadas de metales preciosos, tiene también poca consistencia”Nota 1).

Aunque no es mi propósito, en absoluto, entrar aquí en una polémica cuantitativa rigurosa con Morineau, sí quisiera, al menos, realizar algunas puntualizaciones tendentes simplemente a señalar que su radicalismo al excluir la validez del tonelaje como medida eficaz para determinar la coyuntura, no me parece estar sólidamente fundamentado. En esta dirección, lo primero que sorprende es que Morineau se haya planteado la posibilidad de una “correlación perfecta” o “paralelismo automático” entre el volumen del tonelaje y los metales preciosos. Para que así sucediese habría que partir del supuesto de que los metales preciosos importados constituyen, casi exactamente, la contrapartida de las mercancías enviadas a Indias y eso nuestro especialista es el primero en saber que no era cierto. De una parte, porque en las remesas se incluían tanto los caudales pertenecientes a la Real Hacienda como a los particulares y, a su vez, dentro de éstos últimos, tanto las partidas correspondientes a colonos, emigrantes y funcionarios (vivos o difuntos) que repatriaban sus fortunas como las de los mercaderes que habían enviado sus productos a Indias; de otro, porque ni siquiera en lo que a éstos últimos se refiere se daba siempre la circunstancia de traer el producto de sus ventas traducido enteramente en caudales sino, bastante a menudo, invertido una parte del mismo en géneros coloniales. En segundo lugar está también el tema de los precios que lógicamente tiene que contribuir a distorsionar la naturaleza y los términos de esa relación. Porque, en efecto, no se trata sólo de que los metales preciosos importados no constituyan la contrapartida exacta del valor de las mercancías exportadas a Indias, sino que, además, esos valores se ven sometidos a constantes alteraciones, consecuencia lógica de las continuas fluctuaciones experimentadas por los precios de dichos productos. Con ello la proporcionalidad entre ambas variables difícilmente puede alcanzar ese grado de automatismo que se pretende. Pero puesto que Morineau utiliza el concepto “indeterminación en la correlación” entre el volumen del tonelaje y las arribadas de metales preciosos, puede resultar útil conocer que efectuado el cálculo de los coeficientes de correlación de dichas variables y para los mismos períodos a que aludía en su argumento, el resultado obtenido es de un 0'88 para el siglo XVI y de un 0'81 para el XVII. Aunque no se llega a alcanzar el coeficiente uno, los índices resultantes dejan claro la existencia de una correlación positiva, por más que, como era de esperar, no sea perfecta.

En definitiva, y pese a la sin duda necesaria prudencia para no confundir las variables del número de navíos y el volumen de su tonelaje de arqueo con las del volumen y valor de las mercancías, no creo que resulte inútil “medir” la fluctuación del tráfico a través de estas series. En cualquier caso estamos obligados a hacer de la necesidad virtud, en la medida en que la otra variable posible, la del retorno de los metales preciosos, ha sido objetada con mayor gravedad aún por el propio Morineau al negar, para un gran período, la fiabilidad misma de los datos existentes. Tomando, pues, como indicadores las series correspondientes al número de navíos y al tonelaje elaboradas por Chaunu para el período 1504-1650, por García Fuentes para la segunda mitad del XVII y por mí mismo para el XVIII (hasta 1778), vamos a intentar reconstruir los avatares del tráfico de la Carrera.

La etapa correspondiente al siglo XVI aparece caracterizada como una fase de expansión general, en el transcurso de la cual el movimiento unitario de navíos se incrementó alrededor de un 500% y el volumen general de toneladas un 1.500%. Ahora bien, la expansión no fue continua y dentro de este período hubo dos fases de alza claramente marcadas: una de 1504 hasta 1550 y otra de 1559-62 hasta 1592, separadas ambas por “la gran recesión interdecenal del siglo XVI” que comprende, aproximadamente, el decenio 1550-60; a su vez, 1593-1616 representa una fase de estancamiento, anunciadora de un largo período de decadencia que abarcará la totalidad del siglo XVII.

Descendiendo a un análisis más pormenorizado de cada una de estas etapas, encontramos que durante la primera fase de expansión (1504-1550), el número total de navíos que atravesó el Atlántico en una u otra dirección aumentó desde los 35 de 1506 hasta los 215 de 1550 (lo que supone un incremento por encima del 500%) y el volumen de toneladas desde las 3.309 de comienzos del período a las 32.355 del final del mismo (es decir, un crecimiento de casi un 900%). Nos hallamos, pues, ante un período de rápida expansión comercial, alentada por las inversiones subsiguientes a la conquista y a la expansión territorial. Como señala J. Lynch, las mismas Indias actuaban de estimulante, produciendo una inflación en España que facilitaba la financiación del comercio con las Indias. Los mercaderes de Sevilla, conociendo por experiencia que una subida de precios en España daba lugar a esperar una subida de precios en las Indias, aumentaban sus exportaciones, con la esperanza de obtener pingües beneficios. A su vez, los pingües beneficios en metálico hacían subir los precios y el comercio todavía másNota 2).

La fase de expansión de la primera mitad de la centuria alcanza su cima en 1550, fecha en la que queda detenida para dar paso a una contracción que se prolongará por más de diez años. Las razones de esta depresión momentánea son múltiples: por de pronto, la expansión territorial se puede considerar virtualmente acabada y con ello también la economía de pillaje de los conquistadores; en segundo lugar, y como consecuencia del rápido crecimiento del comercio, el abastecimiento naval no pudo atender la demanda y subieron los fletes; simultáneamente, los precios se hundieron y como al mismo tiempo los apuros financieros del emperador Carlos le llevaron a incautarse de las remesas de plata venidas de América, todo ello redundó en una reducción de las inversiones (sin las expectativas de beneficios seguros los mercaderes se retraen) y, por tanto, en una agudización de la crisis existente.

Sin embargo, a partir de 1559-62 la depresión se halla superada y entramos así en un nuevo período de expansión que se prolongará hasta 1592. Con relación al decenio 1550-60, el número de navíos y el de toneladas creció en un 150 y un 200% respectivamente. Son años de relativa tranquilidad en las rutas y en los que el comercio goza de una mayor protección oficial, debido fundamentalmente al afianzamiento del sistema de navegación en convoyes. Además, se habían completado las principales líneas de conquista y ocupación, con lo que la instalación y desarrollo interno de las colonias podía avanzar con más rapidez. Con todo, el hecho determinante de la expansión lo constituyó el rápido crecimiento de la producción argentífera en Indias debido a la introducción, hacia 1560 en México (Zacatecas, Trestillo, Sombrerete, Durango,...) y hacia 1570 en Perú (Potosí), de los métodos alemanes de producción de plata por la amalgamación con el mercurio. La nueva riada de metales preciosos en España da lugar a este segundo período de expansión, al incitar a los mercaderes a invertir; suben de nuevo los precios y el comercio vuelve a intensificarse. Ahora bien, conviene advertir que no todo aconteció sin dificultades. Las primeras contrariedades surgen en la década de los setenta motivadas por el inicio de las depredaciones inglesas en nuestras colonias (sobre todo, el asalto de Drake a Panamá en 1572) y por las guerras en el Mediterráneo (Lepanto, 1571) y los Países Bajos, que obligaron a servirse de navíos utilizados en la Carrera; y se repiten a partir de 1586 como consecuencia de una nueva escalada de la ofensiva inglesa contra nuestros intereses en ultramar (ataque de Drake a Cádiz en 1587 y destrucción de la flota preparada para zarpar hacia Nueva España) y del episodio de la Invencible.

A partir de 1593 entramos en un período de equilibrio que se prolongará hasta 1610; equilibrio, es cierto, a niveles todavía muy altos, en el que se dan continuos signos de prosperidad (el año 1608 constituye a juicio de Chaunu “el año de todos los records”) pero también inequívocos signos de incertidumbre que anuncian, sin lugar a dudas, un cambio en la tendencia anterior.

Por lo que respecta al siglo XVII, las series y curvas resultantes de la homogeneización de los datos aportados por Chaunu, García Fuentes y yo mismo manifiestan, en un primer vistazo, que los signos de incertidumbre a que acabamos de aludir se confirman plenamente. En efecto, la media móvil correspondiente al movimiento general de toneladas de arqueo (idas más retornos) señala con absoluta claridad que, entre 1615-20 y 1710-1715, la tendencia irreversible marca una continua pérdida: muy rápida y acusada en los primeros decenios (auténtica pared vertical) hasta alcanzar el escalón de 1639-45; nueva caída también bastante pronunciada hasta 1660 en que se estabiliza casi por completo hasta 1675; pendiente similar hasta 1689, seguida de una nueva estabilización hasta 1695 en que se inicia la última y definitiva caída que culmina en la sima de 1709. Esta pendiente irremisible debe ser entendida no sólo en la constancia de la tendencia sino en la distancia de los valores. Si acudimos a los valores brutos de esa media móvil del tonelaje encontramos: en 1615 se establecen en 31.092; descienden primero hasta 13.498 en 1639 y después a 6.693 en 1661; se estabilizan entonces en torno a los mismos valores hasta 1675, iniciándose ahora una nueva caída que los reduce a 4.307 en 1689 y a 2.640 en 1709. Si para mayor seguridad recurrimos, a su vez, a los valores brutos reales del tonelaje de arqueo, expresados en medias decenales, obtenemos: para el decenio 1611-20, un total de 30.206 toneladas; para 1631-40, casi la mitad exacta, 15.275 toneladas, para 1651-60, 8.00 toneladas; para 1681-90, 5.062 toneladas y para 1701-10, 2.783 toneladas. Tal como los valores ponen de manifiesto, la tendencia a la pérdida es continua y lo es también el ritmo de caída. En efecto, este ritmo marca en realidad dos grandes etapas a juzgar por la violencia de las pérdidas; la primera, que iría desde 1611-15 hasta 1656-60, en que se pierde el 76% del tonelaje inicial y la segunda, desde 1656-60 hasta 1706-10, en que vuelve a perderse otro 53%. Incluso fraccionando estas dos grandes etapas en períodos más cortos, seguimos encontrado un ritmo insistente de pérdidas de tonelaje: entre los decenios 1611-20 y 1631-40 estas pérdidas equivalen al 49%; entre 1631-40 y 1651-60 al 47'5%; entre 1651-60 y 1681-90 al 36% y, por último, ente 1681-90 y 1701-10 al 45%. Dada la constancia de la pérdida no resultará inoportuno señalar que, en conjunto, en 1701-10 se ha perdido el 91% del tonelaje existente en 1611-20. A la vista de estos datos parece, por tanto, que no necesita más demostración la confirmación de una crisis sostenida del tráfico en el siglo XVII.

En cualquier caso, y a mayor abundamiento, si en vez de utilizar como termómetro de la tendencia el volumen de toneladas recurrimos al movimiento unitario de navíos, el perfil resultante es sensiblemente idéntico hasta 1665 aunque a partir de ahí el número de navíos presenta una ligerísima subida hasta 1675 que, sin embargo, no llegará a ser duradera, ya que, en 1690, la media móvil se sitúa al mismo nivel que en 1664; igualmente, tomando como referencia el promedio estadístico de navíos en 1615, la pérdida que encontramos cien años después equivale, exactamente, al 90%.

La explicación de esta fase tan notoriamente depresiva, que ha dado lugar a calificaciones radicales (Lynch la denomina “el colapso del comercio americano”), ha sido sugerida desde puntos de vista distintos. Se ha afirmado así que el hecho determinante puede haberlo constituido el derrumbamiento de la economía de Nueva España entre 1620 y 1650; la situación del mercado novohispano y la “invasión” de comerciantes peruanos (los peruleros) en Sevilla desde 1609, habrían provocado una “reacción” restrictiva de los monopolistas españoles (para incentivar la subida de los precios) que rompió el ritmo “natural” de la Carrera. Esta hipótesis, bastante generalizada hasta mediados la década de los setenta ha sido cuestionada, tanto desde las cifras de una producción minera creciente (P. J. Bakewell) como desde los ingresos de las cajas reales mejicanas correspondientes a la producción minera del virreinato entre 1580 y 1700 (J. Tepaske y H. Klein); sólo la mayor retención para la defensa americana coordinaría la producción con la contracción de las remesas en España. Como elementos de fuerte responsabilidad complementaria (en mayor o menor grado) se citan también la crisis de la marina española, la penetración directa en el comercio de los extranjeros desde sus propios enclaves en América y un aumento desproporcionado del fraude ligado indisolublemente a otro paralelo de la presión fiscal.

Entramos ahora en la última fase de la Carrera hasta la generalización del libre comercio. Partiendo de 1717 (fecha del traslado de la Casa de la Contratación a Cádiz), la tendencia secular es de un crecimiento sostenido con dos etapas: un primer impulso, comparativamente más lento, entre 1717-47 y un segundo, más rápido, ente 1748-78. El fenómeno aparece reflejado con igual nitidez en las series correspondientes al movimiento unitario de navíos y al volumen del tonelaje y tanto si recurrimos a las cifras brutas como a las medias móviles, de modo que no parece ofrecer duda alguna.

Pero, en cualquier caso, debemos precisar algo más. Si tomamos como punto de partida el año 1681, observamos una trayectoria decreciente en ambas series que viene a terminar en 1709, bien que con una suavidad de descenso que tiende casi a estabilizarse, sobre todo a partir de 1700. Esto significa, por tanto, que la etapa que habíamos iniciado en 1717 lo hace en realidad en 1710. Efectivamente, de 1710 a 1722 el crecimiento que supone la recuperación de la onda depresiva 1681-1709, es más intenso; luego, entre 1722 y 1747, se estabiliza con incrementos muy suaves, para arrancar, definitivamente, desde 1748, sin vacilaciones, hasta el final del período de nuestro estudio. La única diferencia entre el comportamiento de ambas series reside en la mayor sensibilidad de la del número de toneladas anuales que presenta más intensidad en las fases del proceso que, por otra parte, repite al pie de la letra. En efecto, tanto en el período 1710-47 y, sobre todo, ente 1748-78, el ritmo de crecimiento es mucho más rápido y de mayor intensidad. Y dentro del carácter de suave depresión de la etapa 1681-1709 también acusa más la onda baja. Ello parece deberse, como enseguida corroboraremos, a que al incremento del número de navíos se añade el del tonelaje medio de los mismos, de donde el aumento del tonelaje bruto es doble: por mayor cantidad de navíos y por el aumento de su tonelaje de arqueo.

Para medir el incremento que domina la tendencia podemos utilizar como áreas comparativas cada una de las tres etapas marcadas. Resulta entonces que el fenómeno se nos muestra con toda nitidez cuantitativa. El resumen de los datos de las tres etapas en el siguiente: 1681-1709, 793 navíos y 175.201 toneladas de arqueo; 1710-47, 1.271 navíos y 330.476 toneladas, y, por último, 1748-78, 2.365 navíos y 738.758 toneladas. El crecimiento aparece ahora absolutamente incuestionable y también el paralelismo de ambas series. Además, si calculamos los porcentajes de crecimiento de cada etapa quedarían definidas en el sentido que antes indicábamos. En efecto, el total de navíos en el segundo período respecto al primero supone un incremento del 60'3% y el de toneladas otro aún más intenso del 88'6%; a su vez, el incremento experimentado en el tercer período respecto al segundo representa en los navíos un 86% y el tonelaje un 123'5%. Ello significa que la tasa media del crecimiento para el tercer período es superior a la del segundo en un 31% en el caso del número de navíos y en un 44% en el de las toneladas. En conjunto, el incremento experimentado comparando el primer y el tercer período es del 198% en el número de navíos y del 322% en el tonelaje. Esto está indicando claramente la superioridad del incremento del tonelaje de arqueo en relación con el del número de navíos. Así es: mientras que en el primer período la media de toneladas por navío resulta ser de 221, en el segundo sube a 260 y en el tercero alcanza las 312, es decir que el tonelaje medio por navío aumentó en un 41%. Como se ve, el proceso de crecimiento es muy claro y lo confirman las distintas medias anuales de los períodos: para 1681-1709, la media anual de navíos fue de 27'3%, se elevó a 34'3 entre 1710-47 y saltó a 76'2 entre 1748-78; por lo que respecta a las toneladas, la media anual para el primer período fue de 6.041 toneladas, que subió a 8.932 en el segundo para dispararse a 23.831 en el tercero.

En resumen, la tendencia de crecimiento progresivo y continuo (aunque comparativamente más lento en su primera mitad) es la característica del siglo XVIII. La fecha de arranque definitivo de intensificación de la tendencia parece coincidir con el cambio del sistema de navegación en convoyes por el de registros sueltos que tuvo lugar, justamente, a comienzos de la década de los cuarenta. En efecto, la modalidad de los registros sueltos no sólo imprimió un mayor dinamismo al tráfico sino que, posiblemente, permitió también una participación más activa de núcleos de comerciantes a los que en el sistema de flotas coartaba una oligarquía de poderosos. Pero, pese a lo sugestivo de la coincidencia, sería seguramente excesivo cargar sobre este único hecho toda la responsabilidad de un alza tan segura y decidida, máxime habida cuenta que esos mismos años son también los de la creación de la mayoría de las compañías privilegiadas de comercio y, por más que su papel no fuese muy brillante, algo debieron contribuir a este proceso. En suma, parece que establecer el cambio de coyuntura en tomo a la década de los cuarenta responde, bastante razonablemente, a los cambios surgidos en el seno de la Carrera. Finalmente, por lo que se refiere al período del libre comercio (1778-96), aunque no disponemos de las mismas variables que hasta este momento han sido utilizadas (número de navíos y volumen de toneladas), los datos aportados por Fisher vienen a señalar que la tendencia alcista no solo aguanta sino que crece espectacularmente. Utilizando ahora como indicadores los valores correspondientes a las exportaciones e importaciones y tomando como punto de referencia el año 1778, el valor medio de las primeras aumenta en un 403% hasta 1796 y el de las segundas en un 1.111%. Por consiguiente, de este modo, la onda expansiva que decíamos iniciarse en la década de los cuarenta y culminar en 1778, prosigue su marcha ascendente hasta 1796. Esta subida general encubre, como es natural, oscilaciones importantes (en el caso de las exportaciones, el bajón de 1787 y los máximos de 1785 y 1792 y en el de las importaciones, la crisis de 1787 y los años récord de 1785, 1791 y 1796) pero la tendencia dominante es decididamente al alza. Fue 1797 el final del trayecto definitivo, como ya sabemos; la apertura del “comercio de neutrales” señaló el principio del fin de la Carrera.

Finalizada la descripción del movimiento general del tráfico de la Carrera, en la medida que los datos utilizados permiten reconocer algunas etapas significativas o, al menos, las más claras de entre ellas, me parece que se perfilan dos grandes ciclos, que no concitan graves diferencias de interpretación, separados por uno, en cambio, muy debatido. Los dos primeros son evidentemente los que se corresponden con los siglos XVI y XVIII que incluso presentan la semejanza de acelerar las variables de crecimiento en sus segundas mitades; creo que se habrá podido leer entre líneas que tales tendencias generales no excluyen que, en ciertos períodos cortos, puedan producirse violentas oscilaciones, perfectamente acordes con el estadio relativamente primitivo de la infraestructura de este comercio y su excesiva sensibilidad a factores exógenos de todo tipo. Por lo que respecta al ciclo debatido, que cubriría aproximadamente de 1610 a 1710, como hemos visto, es imposible elegir un diagnóstico sin hacerlo también respecto a las fuentes utilizadas, lo que deja bloqueada, en cierta medida, una interpretación rigurosa; desplazándonos de lo riguroso a lo razonable, al menos en mi opinión, el ciclo debe mantener el diagnóstico más generalizado de recesión y de crisis, aplicado a la realidad global de las relaciones económicas entre España y sus colonias.

Este diseño elemental parece que proporciona una sustantiva ventaja a las épocas positivas sobre las negativas y ello, a su vez, casa mal con el pesimismo que suele primar a la hora de pronunciarse sobre la eficacias de la Carrera en la evolución seguida por la economía española a lo largo de estos tres siglos. Una mayor comprensión de esta paradoja exige, desde luego, desmitificar al tráfico de Indias y reducirlo a una dimensión más razonable, como una variable importante, pero sólo éso en el conjunto de las que modelaron la historia de España en esta época. Merece la pena expresarlo con la nitidez que lo hace J. Fontana cuando señala: “La interpretación que ha dominado hasta hoy en la historia de España de los siglos XVI al XVIII es una visión que pone en su centro la relación entre la metrópoli y sus colonias americanas, y da por sentado que los ritmos coyunturales de ésta determinan los de la vida entera de la monarquía. De esta sobrevaloración de la importancia del tráfico a través del Atlántico derivan una incorrecta percepción de las realidades de la economía americana (...), una identificación abusiva entre tráfico global y flujo de metales preciosos para la Hacienda y la inadmisible suposición de que la marcha política de la monarquía (condicionada por unos recursos en que los metales de Indias eran parte importantísima, pero estaban lejos de serlo todo) era paralela a la de la vida entera de la sociedad española, incluyendo en ella la evolución de la economía”Nota 3).

Para aclarar, en la medida de lo posible, esa paradoja a la que hacíamos referencia líneas atrás, intentaremos aproximamos, aunque sea brevemente, al significado general de la Carrera en los avatares de la España Moderna.

El impacto del flujo comercial: la Carrera y la economía española

Parece razonable que una reflexión sobre el impacto de la Carrera en las estructuras nacionales comience por preguntarse en qué medida los contemporáneos a los hechos fueron capaces de hacerse esta misma pregunta y qué respuesta obtuvieron. Es evidente que no me estoy refiriendo aquí a la oleada de pensamientos, mejor o peor expuestos, de los más diversos tipos (desde la anécdota desmesurada e inquietante hasta el esfuerzo desasosegado por comprender el influjo del metal precioso en la economía cotidiana) que se amontonaron durante casi trescientos años en las filas de teólogos, moralistas o filósofos. Me refiero, sobre todo, a aquellas reflexiones que tenían como objetivo la pregunta fundamental de si la gestión del comercio americano había sido correctamente planteada, eficazmente controlada y útilmente aprovechada. Pues bien, pasando por alto los lúcidos ramalazos que en alguna ocasión se producen entre nuestros “primitivos” del pensamiento económico o entre los arbitristas de la segunda mitad del XVII, da la impresión que el primer análisis “duro” sobre la realidad de las relaciones económicas entre España y América fue el realizado por el ministro J. Campillo en 1743 en su famoso Nuevo Sistema de Gobierno para la América. Que este análisis pesimista no fuese publicado hasta 1789 no debe inducirnos a suponer que su contenido no tuvo la divulgación necesaria ni llegó a los ojos de quienes debían y podían asumir sus criterios. La tesis central de Campillo, perfectamente incardinada en el pre-fisiocratismo típico de la época, era que la avaricia del metal precioso, que él llama la “codicia de las minas”, había cegado a la Corona impidiéndole dedicar su atención al desarrollo agrícola de América que, a la larga, hubiese sido mucho más rentable. Evidentemente Campillo no tenía nada en contra de los metales preciosos pero sí respecto a su divinización económica y a la consecuencia inmediata que ello produjo que, en su opinión, había sido construir todo el sistema comercial en función de tales metales. Así, Campillo explicaba que el desprecio por la agricultura y la obsesión por el metal precioso habían llevado a las relaciones comerciales a un callejón sin salida o, aún mejor, a un callejón con una salida absolutamente destructiva que era el contrabandoNota 4).

La línea crítica de Campillo se nutrió pronto con las aportaciones del no menos famoso “informe secreto” que escribieron en 1749 Jorge Juan y Antonio de Ulloa a la vuelta de su viaje a América. Un párrafo de estas Noticias Secretas de América, profusamente citado, representa con tanta nitidez el análisis al que nos venimos refiriendo que no me resisto a reproducirlo, advirtiendo que aunque está referido específicamente a Perú, puede predicarse, con igual rigor, del resto de la América española:

 

Todas estas cosas que el Perú produce (...) serían riquezas bastantes para otra nación que supiese darles la estimación que merecen; pero en poder de la nuestra no sólo dejamos de hacer comercio de ellas, y sacar de las otras naciones que no las gozan las utilidades de su valor, sino que aún no sabemos aprovechamos de ellas para nuestro propio uso, y ésta es la causa esencial de que entre nosotros no luzcan las riquezas que producen nuestras Indias, porque nos sujetamos al beneficio del oro y de la plata y dejamos abandonado todo género de simples para vernos después en la precisión de desposeernos del oro y de la plata por los mismos simples que poco antes despreciamosNota 5).

 

Inmediatamente después, esta corriente de pensamiento se reforzaría con teóricos tan importantes y conocidos como B. Ward o P. Rodríguez Campomanes. Éste último especialmente escribió en 1762 (cuando ya se había publicado el manual del fisiocratismo francés, el Tableau économique de F. Quesnay) sus Reflexiones sobre el comercio español a Indias en las que retoma, aunque con más ímpetu, la vertiente agrarista de Campillo (como ya hemos señalado en otro lugar, propugna convertir a toda América en una inmensa plantación trabajada con mano de obra esclava) al tiempo que aboga por la liquidación del monopolio comercial gaditano, ya que entiende que el tráfico debe abrirse a todos los puertos peninsulares con objeto de satisfacer la demanda americana desde España frenando la extensa brecha del contrabandoNota 6).

Lo que importa ahora no es el acierto “científico” o incluso simplemente económico de estas opiniones, sino el hecho de la existencia misma de esta corriente de reflexión que nos advierte de dos hechos importantes: en primer lugar, que en cuanto las condiciones culturales y el horizonte político lo permitieron los españoles más lúcidos fueron conscientes de que el tráfico con América había sido un problema mal planteado y mal resuelto; en segundo lugar, el hecho de que interpretaron que la raíz de tales errores había consistido en una sobrevaloración de los metales preciosos y en la ignorancia de cuáles eran los verdaderos fundamentos de una economía colonial. A recordar, igualmente, que esta línea argumental, en su diseño más “primitivo”, había sido ya sugerida por los tratadistas españoles de la llamada escuela de Salamanca en el XVI y por los arbitristas del XVII aunque ciñéndose más específicamente al daño económico y moral que significaba la riada del metal precioso en la estructura de la producción española. Casi podría decirse que a lo largo de toda la época, de una forma u otra, muchos españoles tuvieron la sensación de que algo iba mal e incluso muy mal en el comercio con Indias, aunque pocos estuvieran en condiciones de diagnosticar con precisión la enfermedad para la que, por otra parte, tampoco podían estar preparados.

Volviendo ahora a nuestras posibilidades, cualquier análisis sobre las relaciones entre España y sus Indias se ve obligado a abordar el impacto del primer choque de larga duración que tales relaciones produjeron en el siglo XVI; vulgarmente conocido como “la revolución de los precios”, ha dado lugar a un amplio debate sobre la responsabilidad directa del tráfico de la Carrera en tal inflación y muy especialmente sobre el protagonismo en ella de la avalancha de metales preciosos americanos. En efecto, desde que en la década de los años treinta Hamilton publicó su estudio sobre la incidencia del metal americano en la economía española, su tesis acerca de dicha revolución se ha convertido en un concepto inevitable al hablar de este tema. Independientemente de las posibles objeciones a sus series de precios y salarios, a la metodología de la cuantificación y, sobre todo, a la hipótesis de que fue esta “revolución de precios” la generadora del capitalismo moderno, el hecho demostrado de una inflación galopante (en Andalucía de forma inmediata y, aunque con intensidad decreciente, en el resto de España y en Europa después) y del papel que en ella jugaron los metales preciosos americanos parece incontestableNota 7).

El fenómeno fue tan gigantesco y las peculiaridades del tráfico tan novedosas (lugares de abastecimiento, cauces de transmisión, complejidades de los sistemas de pago, etc.) que las consecuencias han sido consideradas como un solo bloque. De hecho, tales peculiaridades condujeron a un exceso de protagonismo del crédito y a una especie de hambre de mercancías asfixiante, cuyas consecuencias inmediatas provocaron una desaforada carrera de precios, sobre la que no podía ejercerse el más mínimo control: la abundancia, real o creída, del metal precioso en plaza abarató el dinero, sobre todo psicológicamente, elevando con ello el valor del trabajo y de la mercancía; simultáneamente, y en contradicción flagrante con este esquema, la necesidad de numerario en momentos muy concretos elevó, desmesuradamente, los tipos de interés del crédito y el resultado de tantas contradicciones a la vez sería una especie de locura especulativa, que arrasó todas las normas éticas conocidas y también las prudentes garantías con que solía realizarse el comercio de la época. Tomás de Mercado, testigo presencial de los hechos, nos ilustra al respecto cuando señala:

 

Que yo vi valer en Granada los terciopelos a veynte y ocho y veynte nueve reales e yr un nescio de gradas, y darse a mercar y travesar tan indiscretamente para la carga de una caravela, que en espacio de quince días los hizo subir a treynta y cynco y treynta y seysNota 8).

 

Para tener una idea de la magnitud cuantitativa del fenómeno conviene recordar que en la primera mitad del XVI los precios habían subido un poco más del 100% y hacia 1600 se habían vuelto a duplicar, lo que quiere decir que se habían cuadriplicado respecto a comienzos de la centuria. Que fuese el metal precioso el único responsable de esta inflación galopante, como pretende Hamilton, parece sin duda excesivo. Sigue siendo difícil trazar la curva real de metal precioso circulante a lo largo de todo el siglo XVI, pero como ya vieron en su tiempo los propios tratadistas españoles (Luis de Ortiz, Martín de Azpilicueta, Tomás de Mercado, etc.) tal vez fue el destino de este metal y no el metal mismo el causante del caos. El oro y la plata para nuestro país no tuvieron nunca, para contrarrestar sus efectos inflacionistas, el freno de una reinversión productiva; a tenor de lo que ya hemos visto parece claro que se utilizaron exclusivamente como medio de pago de mercancías y servicios, teniendo en cuenta que, conforme avanzamos en el XVI, ni las unas ni los otros estaban referidos a España. De hecho, el metal precioso que arribaba a Sevilla se diluía rápidamente al volcarse hacia el extranjero. El movimiento de recepción y salida de los metales preciosos para los años 1570-71 ha sido establecido por J. Gentil da Silva, permitiéndonos verificar de manera fehaciente cuanto acabamos de afirmar; en efecto, en 1570 entraron en Sevilla 4.275.000 pesos y en 1571, entre enero y octubre, 2.775.000 pesos; las salidas registradas acusan 4.295.000 pesos en 1570 y 2.273.000 en los diez primeros meses de 1571; es decir, que en 1570 las salidas fueron ligeramente superiores a los ingresos y en 1571 salió más del 90% de lo recibidoNota 9). Y aunque oficialmente consta que esas cantidades salieron con destino a distintas ciudades españolas, lo cierto es que terminaban por pasar las fronteras para pagar las mercancías que el resto de Europa nos suministraba. El hecho fue tan evidente, incluso para los contemporáneos, que la expresión de que España se había convertido en “las Indias del extranjero” fue moneda de curso corriente desde las instancias más altas, como las propias Cortes de Castilla, hasta el lenguaje popular de todo el que se consideraba empobrecidoNota 10). En realidad, la salida del metal precioso era perfectamente comprensible habida cuenta que España había “optado” por convertirse en exportador de materias primas e importador de productos manufacturados; el resultado de esta situación es lo que hoy llamaríamos una balanza comercial desfavorable que drenaba hacia Europa una parte sustancial del numerario americano. Como ha escrito Wallerstein, España actuaba cada vez más como simple “cinta transportadora”Nota 11). Por otra parte, conviene no olvidar que junto a esta situación estrictamente comercial debe también alinearse la “utilidad” dada al metal precioso perteneciente estrictamente a la Corona y que, como es bien sabido, se destinó en su totalidad (y aún no bastó, como prueban las constantes incautaciones de las remesas de los particulares) a pagar al costo de la “política imperial” que, a su vez, en no poca medida, es tanto como decir a pagar las deudas contraídas con los banqueros alemanes, flamencos e italianos. Tal vez no fue tanto un problema, como a veces se ha sugerido, de ambición ilimitada de los Austrias como de supervivencia de un status que es anterior o, como mínimo, simultáneo a la Carrera misma y cuyos costos no hicieron más que crecer a lo largo del siglo XVI. Sea como fuere, lo cierto es que todos los metales preciosos pertenecientes a la Corona terminaban también por desembocar en Europa, ya fuese a través del mecanismo de los préstamos y asientos, ya remitiéndoles directamente desde Bilbao-Santander a ese pozo sin fondo que fueron los Países Bajos o a través del “rodeo francés” y de la ruta Barcelona-GénovaNota 12). Fue allí donde el costo de la política austríaca se disparó como puede subrayar el dato bien conocido de que el ejército de Flandes consumía tres millones de ducados al añoNota 13).

Independientemente de cuál haya sido el grado de responsabilidad del tráfico indiano en la inflación general europea del XVI, lo que conviene precisar es que la subida del coste de la vida en España fue indudable. Por supuesto, tales dificultades no estuvieron equitativamente distribuidas en el conjunto de la sociedad, como es notorio; pero fue más grave aún que aquellos sectores directamente beneficiados por las altas “rentas” procedentes del tráfico las hubieran utilizado, según todos los indicios, para el consumo suntuario y la compra de honor social en vez de dirigirlas a inversiones económicamente productivas. A mayor abundamiento, y aunque se haya exagerado el shock del metal precioso sobre la psicología laboral española, no resulta ilógico suponer que las expectativas más evidentes de beneficio no se encontraban en la producción sino en el comercio. Aquella fue, pues, abandonada en la urgencia de la ganancia fácil y rápida y todas las avaricias se dirigieron al trueque “de cualquier manera”; ello coincidía, en la segunda mitad del siglo, con un notable aumento de la población y con él, el de la exigencia de alimentos y manufacturas. Incluso manteniendo el tren productivo de la primera mitad del siglo no hubiese bastado; agravada por el efecto “metal precioso”, la situación se convirtió en un modelo reconocible de demanda desproporcionada a la capacidad de la oferta; con tal modelo, la dependencia del exterior quedaba garantizada.

En resumen, la pregunta sobre si en el siglo XVI la Carrera constituyó un motor de enriquecimiento para España o, si por el contrario, resultó ser responsable de un empobrecimiento irreversible, no parece estar enunciada de una forma correcta. Es evidente que existió una liquidez adicional que permitió a la Corona sostener, mucho más lejos de lo previsible, una política que estaba por encima de las posibilidades reales del país; simultáneamente no es menos cierto que tales rentas no suponían, en el mejor de los casos, más allá de una cuarta parte de los ingresos totales del Estado por vía fiscal y con frecuencia ese porcentaje fue menor. En estas condiciones tampoco puede concedérsele, alegremente, al metal precioso americano la capacidad de levantar o destruir una maquinaria tan compleja como la monarquía española del siglo XVI. Por lo que respecta al nivel de vida de la sociedad, ya hemos sugerido que el fenómeno, como era de esperar, afectó de muy diversas formas a unos y otros, según el nivel de participación directa o indirecta que pudieron obtener en el proceso; quienes participaban de sus beneficios podían enjugar la subida de los precios acomodándose al ritmo económico que estaba provocando, en parte, el tráfico de Indias; pero quienes vivían de rentas fijas no podían ser capaces de alcanzar los precios ascendentes y siguieron un proceso de empobrecimiento paulatino. Desde luego, es absolutamente imposible evaluar, ni siquiera por aproximación, las magnitudes de estas consecuencias.

Cuando nos trasladamos del XVI al XVII, la pregunta sobre la responsabilidad de la Carrera en un proceso de expansión económica debe ser retomada en dirección inversa: cuál fue el papel del tráfico colonial en la crisis española del siglo XVII. Como hemos visto páginas atrás, la complejidad de la pregunta es mucho mayor que en el caso del siglo XVI en el que todo el mundo está de acuerdo en el volumen de riqueza que el tráfico representa; desgraciadamente para el XVII, como sabemos, no es el caso, puesto que si se acepta un tipo de cifras, la crisis española tiene su correlación en una similar de la Carrera y si no, tendríamos un comercio colonial no solo próspero sino creciendo en una España con una economía depresiva. Ya hemos aludido a la dificultad de optar por un diagnóstico u otro, por lo que no podremos hacer otra cosa que sugerir algunas de las explicaciones que los especialistas debaten.

La visión tradicional, fiada en la caída de las variables de Hamilton (metal precioso) y de Chaunu (movimiento unitario de navíos y de toneladas), interpretaba que éstas reflejaban una contracción de la producción argentífera americana y una atonía en los intercambios comerciales de una España en crisis. Las cifras de Morineau sugerían, por el contrario, un error en las señales de la coyuntura que, una vez corregido, eliminaría el concepto de crisis en esa época. Frente a estas dos posturas, radicalmente opuestas, Lynch proponía una interpretación intermedia que contenía elementos sumamente razonables. Aceptando la caída, cualquiera que fuese su nivel, de las remesas de metales preciosos, la explicaba por motivos que nada tenían que ver con una crisis productiva en ambas orillas del Atlántico sino, más bien, con la propia dinámica del desarrollo económico de las colonias. Tal dinámica habría tenido como consecuencia la retención de una parte cada vez más alta de la riqueza que antes se reexpedía a la metrópoli y que ahora se necesitaba en las colonias para financiar su propio crecimiento; simultáneamente, la desaforada presión fiscal de la corona española habría provocado que los comerciantes retuviesen sus beneficios allí, reinvirtiéndolos, toda vez que el transvase a la península no solamente debía soportar las crecientes cargas fiscales sino las cada vez más frecuentes incautaciones por parte de la Corona. Según esta hipótesis, la crisis de las variables del tráfico no reflejaría un colapso de la economía colonial sino un cambio cualitativo de dichas economías. En palabras del propio Lynch, “si las colonias ya no alimentaban el comercio como lo habían hecho anteriormente, ello fue debido en gran parte a que estaban empleando su capital en el interior, en inversiones públicas y privadas.

Más que esto: absorbían incluso los capitales españoles y europeos (...) La crisis en la Carrera de Indias ocurrió no porque las economías americanas se estuvieran hundiendo, sino porque estaban desarrollándose y liberándose de su primitiva dependencia de la metrópoli”Nota 14). El fenómeno podía considerarse de tanta importancia que el propio Lynch no dudaría en calificarlo como de “la primera emancipación de la América latina”.

Retomando matizadamente esta hipótesis e interpretando las cifras que conocemos para la segunda mitad del XVII, J. Fontana insiste en la necesidad de cambiar la óptica del análisis, trasladándola desde las variables del comercio o la situación española a la de las propias colonias; ello le permite hacer encajar las hipótesis de Morineau y de Lynch para desembocar en un modelo mixto que, en sus propias palabras, podría dibujarse desde los datos americanos: “A partir de mediados del siglo XVII parece haber un crecimiento del tráfico de mercancías de Europa a América, que haría más plausible el aumento de los retornos de metales preciosos, postulado por Morineau, que la fuerte contracción que muestran las cifras oficiales registradas en Sevilla. Parece que convendría, por consiguiente, explorar la posibilidad de que sean los cambios acaecidos en la economía colonial americana los que han determinado las transformaciones que advertimos en la naturaleza y dinámica del comercio a través del Atlántico”Nota 15).

Llegados a esta situación nos encontramos de nuevo con la pregunta inicial sobre la existencia o no de una crisis (estadísticamente demostrada en función del movimiento de navíos y del tonelaje) para el comercio colonial español de la segunda mitad del XVII. La solución no puede ni parece oportuno por ahora que sea tajante puesto que en gran parte depende de la fiabilidad de un solo tipo de fuentes. Hay en cambio aspectos que, cualquiera que sea la respuesta que se dé a las cifras de importaciones de metales preciosos, podrían desembocar en el reconocimiento de una crisis, al menos por lo que al comercio español se refiere. En efecto, si no se aceptan o se matizan las cifras de importaciones de metales preciosos, el peso de las otras variables nos obligaría a aceptar la existencia de la crisis. Si, por el contrario, se dan por buenas las cifras de importaciones de metales preciosos, habría también que dar como sustancialmente correcta la tesis de un cambio en la estructura cualitativa del comercio y ésta, por su parte, nos llevaría a la aceptación del agravamiento de la dependencia del comercio español respecto a la producción europea. Sin ánimo siquiera ejemplar sino como un símbolo del tipo de crisis al que me refiero podemos recordar el dato anecdótico que recoge Morineau según el cual una tonelada de encajes equivale en valor a mil toneladas de vino. Y va de suyo que el encaje no es producto español y el vino, en cambio, sí lo es. Tendríamos entonces que aun aceptando una recuperación del comercio americano para Europa (recuérdese que la expresión utilizada por Fontana era “crecimiento del tráfico de mercancías de Europa a América”) en la segunda mitad del XVII, ello se produciría precisamente a costa de las mercancías españolas, lo que incidiría en que tal recuperación supondría, en realidad, una crisis para el comercio netamente nacional. Es cierto que la situación como tal no es nueva en la Carrera de Indias; lo que sería nuevo es que se agrave la situación de dependencia ya de por sí tradicionalmente onerosa, con las repercusiones generales previsibles. Es precisamente en la dirección del deterioro de los intereses comerciales españoles en la que podría plantearse el aspecto fundamental de la crisis respecto al área nacional.

Por último, pasando ahora a la reflexión sobre el significado de la reactivación comercial del siglo XVIII, parece obligado retomar en cierta medida el diagnóstico de la crisis del XVII, en el sentido de no apartar excesivamente la mirada de la orilla americana al indagar sobre la española. La transformación hacia una cierta autosuficiencia y su correspondiente cuota de reinversión local de los capitales estuvo acompañada, como era de esperar, por lo que podríamos considerar un asalto del criollismo a los organismos burocráticos de lo que suele llamarse el imperio español de la época. En opinión de los especialistas, desde el reinado de Carlos II hasta la oleada reformista de la segunda mitad del XVIII, esta escalada parece haber alcanzado cierta fórmula de consenso entre la metrópoli y las colonias; resultado de tal política podría perfectamente haber sido la reactivación de las relaciones comerciales. La columna vertebral, si podemos llamarla así, de este consenso consistía, por parte de la corona española y de la burocracia de Indias, en una cierta inoperancia y relajamiento respecto de los mecanismos de control, permitiendo el ascenso de los criollos a puestos claves en las audiencias, los corregimientos y otros cargos de la administración colonial; por parte de las oligarquías criollas se correspondía con una condescendencia y, en cierto sentido, una colaboración, en la medida que no afectara a sus intereses. Para ser más exactos, el modelo sugerido, llevando un poco al límite las características, consistiría en aumentar el porcentaje de identificación de los intereses criollos con los del gobierno y la economía metropolitana, frente a lo que pudo haber sido el modelo de la crisis en el que los intereses criollos se reconocían como incompatibles con los metropolitanos. Es lo que J. Leddy Phelan ha definido como un “compromiso plausible entre lo que idealmente deseaban las autoridades del gobierno central y lo que las condiciones y presiones locales podían tolerar”Nota 16). Ello dio lugar a una intrincada red de complacencias, corruptelas y dejaciones en la que metropolitanos y criollos procuraban obtener la máxima ganancia dejándose mutuamente hacer.

Dos ejemplos puntuales en la vertiente del comercio aclararán las claves de esta maraña. El primero puede ser la real cédula de 2 de abril de 1728, por la que se reguló el funcionamiento del mercado local de los productos europeos y que fue el resultado de largas negociaciones entre los monopolistas españoles y los novohispanos; el núcleo de este acuerdo consistía, simplemente, en limitar las respectivas áreas de beneficios a una y otra orilla del Atlántico, ya que, ni los comerciantes mejicanos podrían realizar sus compras directamente en la península, ni los españoles quedaban autorizados a operar en Nueva España fuera del ámbito espacial ni temporal de las feriasNota 17). El segundo ejemplo lo constituye la legalización del sistema llamado de “reparto de mercancías”, consolidado ya desde mediados del siglo XVII y en el que la figura del corregidor jugaba un papel esencial; en efecto, se trata de un “comercio forzoso” en el que los corregidores, financiados por el capital comercial, repartían mercancías de origen europeo o procedentes de otras regiones del virreinato entre los campesinos indígenas, de tal modo que su consumo obligatorio se convertía, de hecho, en una exacción fiscalNota 18). Lynch ha resumido muy escuetamente el resultado de toda esta trama de intereses: “los indios estaban obligados a producir y consumir; los comerciantes obtenían productos agrícolas para la exportación, los funcionarios reales recibían unos ingresos y, finalmente, la Corona se ahorraba el pago de los salarios”Nota 19). Ni que decir tiene que el conjunto de esta circulación era ilegal y necesitó de la complicidad de los funcionarios de la administración colonial hasta que, en 1751, fue legalizado como una fórmula válida para el pago del tributo indígena.

El “consenso” adoptó, pues, fórmulas muy distintas en las que audiencias, corregidores, oficiales reales y élites económicas jugaban cada uno su papel, haciendo y dejando hacer, en virtud de un pacto o compromiso no escrito que al tiempo que redujo la presión y el control metropolitano incrementó la participación local en el poder. En estas condiciones, el sistema colonial que encuentra Carlos III podría definirse como un modelo a medio camino entre “la dependencia y la autonomía”, entre la docilidad y el asalto a la maquinaria central del sistemaNota 20).

Partiendo, entonces, de esta situación, lo que suele conocerse como el reformismo borbónico no consistió, básicamente, en otra cosa que un intento de recuperar el control del organigrama colonial, con la esperanza de incrementar sustancialmente las rentas económicas de una parte y diluir lo que podríamos llamar el peligro del autonomismo criollo, de otra. Sus manifestaciones más directas incidieron, efectivamente, sobre estas dos líneas de trabajo; en la primera dirección se intentará la reforma “drástica” de los mecanismos de la Carrera, como ya tuvimos ocasión de explicar en su momento, culminado en los decretos de “libre comercio”; en la segunda, la complacencia y permisividad en el ascenso de los criollos a puestos de responsabilidad en la administración colonial fue radicalmente cortada, con especial intensidad desde que Gálvez accedió al Ministerio de Indias. En realidad, los decretos de “libre comercio” pueden considerarse como el colofón imprescindible de todo este proceso en el que se habían depositado las mayores esperanzas de “revolucionar” los beneficios económicos; de hecho, no constituían una alternativa real al monopolio sino una ampliación del mismo con la mira situada en expulsar del tráfico a los extranjeros a cambio de abrirlo al conjunto de los peninsulares. Quizás esta característica fue percibida con mucha mayor claridad en el ámbito americano, en la medida en que su situación de dependencia no se liberalizaba. Es verdad que desaparecía la carga fundamentalmente psicológica del monopolio gaditano pero, a cambio, éste se ampliaba al resto de España.

Pero lo que nos interesa fundamentalmente aquí es el impacto de estas medidas en la vertiente española. Una visión tradicional y esquemática ha identificado, mecánicamente, el reformismo borbónico con la reactivación de la economía española y debe entenderse que se interpretaba como parte sustancial de tal reformismo el aplicado a la Carrera de Indias. Como ya he señalado en alguna otra ocasión, cualquier respuesta a la pregunta sobre el impacto del reformismo borbónico en la Carrera y la economía española debe contemplar, necesariamente, la relación entre ésta última y la posibilidad de un despegue industrial. Desde esta óptica, las interpretaciones se han situado en un nivel de cierta ambigüedad. Efectivamente tiende a abandonarse lo que podríamos llamar la interpretación triunfalista que reflejaría lo que Fontana denomina la “falsa secuencia reformismo borbónico-comercio libre-industrialización” y tiende a ser sustituida por un análisis más prudente a la búsqueda del efecto de despegue en aquellas áreas en las que podía esperarse encontrarlo. A partir de ahí las interpretaciones pueden ser más o menos radicales en función de la prudencia con que se utilicen las variables. Por ejemplo, para Cataluña, J. M. Delgado niega tajantemente que la implantación del “libre comercio” resultara favorable para el desarrollo industrial de esta región. En su opinión, las condiciones bajo las que se puso en práctica el “libre comercio” facilitaron la entrada en nuestro país de productos extranjeros (semielaborados o enteramente terminados) que se reexportaron a América bajo la etiqueta de españoles; de este modo, en flagrante contradicción con lo que parecía ser su finalidad principal y primera, es decir, el desarrollo de la industria nacional, allí donde este desarrollo se había iniciado, como ocurría en Cataluña, contribuía a frenarlo y ni que decir tiene lo que sucedió donde aún apenas había industriaNota 21). La tesis de Delgado quizás resulte un tanto drástica a tenor tanto de la evolución seguida por las exportaciones de productos industriales por Barcelona entre 1778 y 1796Nota 22), como de lo expuesto en diversas representaciones elevadas a la Corona por la Junta de Comercio de Cataluña y diversos gremios de fabricantes de Barcelona e Igualada a raíz de la autorización del comercio de neutrales (1797). En ellas se señala expresamente “el prodigioso aumento que han tomado todos los ramos de prosperidad pública en Cataluña desde el libre comercio de América” y, más en concreto, su industria que se dice “se ha vigorizado y extendido en todos los artefactos y tejidos de algodón, sedas y lanas, y en cuyas hilazas hallan ocupación ventajosa las manos comúnmente ociosas de mujeres y niños”Nota 23). Más ajustada, tal vez, podría resultar esta tesis referida a aquellas otras regiones donde ni siquiera se había producido la chispa inicial de la industrialización. Tal podría ser la situación de Andalucía y más específicamente del binomio Sevilla-Cádiz. En un estudio de la estructura industrial del reino de Sevilla a lo largo de la Edad Moderna, A. M. Bernal, A. Collantes de Terán y yo mismo llegábamos a la conclusión de que, a fines del Antiguo Régimen, no existían en Andalucía occidental señales eficaces de ningún tipo de actividad industrial, más allá de la estrictamente imprescindible para el consumo local; detectábamos igualmente que el mercado americano no sólo no había conseguido incentivar esta producción sino que podría considerarse un fenómeno casi completamente al margen de la mismaNota 24). De este modo, cuando a veces se dice que Andalucía perdió la oportunidad de industrializarse en la transición del Antiguo al Nuevo Régimen quizás se está dando una imagen excesivamente optimista de la situación real, ya que la verdad es que ni siquiera estaba en condiciones estructurales para intentarlo. Por lo que respecta específicamente a la que durante todo el siglo XVIII ostentó la capitalidad del monopolio, Cádiz, una simple pincelada: en un informe elaborado por su Consulado en 1788 y dedicado a reseñar los efectos provocados hasta ese momento por el “libre comercio” se dice textualmente que “en este puerto y distrito de su Consulado no ha aumentado el numero de ellas (fábricas) sin embargo que (...) es situación proporcionada para establecerlas de un cierto género de manufacturas”Nota 25). Debemos responder, entonces, a la cuestión de por qué el área más directamente beneficiada, al menos en teoría, por el comercio colonial, no consiguió reconvertir los beneficios del tráfico en un desarrollo propio.

En mi opinión la respuesta debe deslizarse desde la duda sobre si existieron capitales suficientes, que hoy está definitivamente resueltaNota 26), a la responsabilidad de los grupos directamente beneficiarios de tales capitales y su utilización. En efecto, parece haber sido la falta de interés de los cosecheros de una parte y de los cargadores por otra la que determinó la esterilidad industrial del beneficio comercial. Al respecto debemos recordar que los cosecheros constituyeron, en no poca medida, el campo de actuación de la nobleza introducida en el comercio y hubiese sido sorprendente que este sector social estuviese interesado por la actividad industrial o, al menos, que lo hubiese estado en el grado necesario que un cambio estructural habría exigido. Por lo que respecta al otro grupo detentador del capital, los comerciantes de la Carrera, en el capítulo que le dedicamos tuvimos ocasión de comprobar, a través del análisis de la estructura de sus fortunas, cómo invirtieron esos capitales acumulados en la práctica mercantil y bajo qué criterios de rentabilidad segura y hasta rutinaria se utilizaron. No estamos, evidentemente, en presencia de una burguesía dinámica y emprendedora sino más bien de un sector económicamente conservador que incluso concedía valores suplementarios al prestigio socionobiliario del rentista. En todo caso debe quedar claro que tal vez si Andalucía hubiese dispuesto de una infraestructura regional con algún germen de industrialización, quizás estos comportamientos habrían sido diferentesNota 27).

Vistos los ejemplos de las dos regiones con mayores posibilidades para haber dado una respuesta positiva a esa capacidad de revulsivo que se le suponía a la nueva política de liberalización comercial, por lo que respecta al resto no habrá que decir que tampoco en ellas se perciben señales de esa reactivación industrial que, al parecer, se esperaba obtener. Es más, si tenemos en cuenta que a lo largo de todo este período Cádiz acaparó el 77% del total de las exportaciones españolas a Indias y el 84% de las importaciones, habrá que convenir que ni siquiera se alcanzó aquel otro objetivo prioritario asignado a la política del “libre comercio” y que, como se recordará, no era otro que la “nacionalización” del tráfico ultramarino. En consecuencia, parece imponerse el duro diagnóstico del profesor Fontana cuando afirma que “el libre comercio ha servido para poner de relieve la insuficiencia del proyecto de desarrollo económico que los ilustrados pretendían aplicar en España, a la vez que la incapacidad de la metrópoli para convertirse en el motor industrial de una economía hispanoamericana conjunta, con lo que seguramente ha precipitado la quiebra del sistema imperial”Nota 28). Corroborando este juicio, puede ser ilustrativa de la toma de conciencia del fracaso por parte de la propia Corona, la real orden expedida el 28 de noviembre de 1800, ratificada por otra de 30 de octubre de 1801, en la que se instaba a las autoridades coloniales para que indagasen

 

cuántos y cuáles son los establecimientos de fábricas y manufacturas que se hallan en todo el distrito de su mando (...) y procurar la destrucción de ellos por los medios que estimen más conveniente aunque sea tomándolos por cuenta de la Real Hacienda y so calor de hacerlo para fomentarlos .

La liquidación del sistema

Se recordará que páginas atrás, cuando comentábamos las cifras del período del “libre comercio”, establecíamos el año 1797 como el del crack irreversible de la Carrera; parece oportuno volver ahora a esa fecha para comentar aquella crisis en relación con el significado general de la estructura del tráfico colonial.

En 1796 se declara la guerra con Inglaterra y la Corona va a enfrentarse con una situación de impasse comercial, similar a las que ya se habían producido en otras ocasiones por idénticos motivos (Guerra de la Oreja de Jenkins y, más próximamente, Guerra de la Independencia de los Estados Unidos). Entonces, como ahora, ante la amenaza de la interrupción absoluta del tráfico, se recurrió, en mayor o menor medida, al arbitrio del comercio bajo pabellón neutral. Esta decisión, tomada siempre como último recurso por la corona española, estaba supeditada básicamente a la presión irresistible de las colonias, alarmadas por la posibilidad de un desabastecimiento sistemático. Como era de esperar, la exigencia colonial colocaba al gobierno de la metrópoli entre la espada de la intransigencia monopolística (con el corolario probable del independentismo americano) y la pared de la pérdida de la exclusividad comercial. En semejante tesitura se opta por lo que teóricamente parecía un puente de compromiso y que en la práctica resultó, de facto, la liquidación del monopolio. En efecto, autorizar, como se hizo en 1797, el comercio de los países neutrales con las colonias significaba levantar las barreras del exclusivismo y, por tanto, ofrecer el objetivo por el que las élites criollas venían suspirando en los últimos tiempos: negociar directamente con sus proveedores extranjeros. Para ser breve debe comprenderse que una vez experimentado el sistema resultaría imposible hacer volver las aguas a los antiguos cauces de la Carrera. Algunas cifras sugieren con bastante exactitud el problema al que nos estamos refiriendo. En 1797 y como consecuencia del bloqueo al que los ingleses tienen sometido a Cádiz y a los principales puestos hispanoamericanos, las exportaciones de Veracruz se reducen a 238.649 pesos y sus importaciones a 520.472 pesos; en 1798 y 1799, bajo el comercio de neutrales, las exportaciones han subido a 2'2 y 6'3 millones de pesos respectivamente y las importaciones a 1'8 y 8'8 millones de pesosNota 30). El ejemplo, a su vez, de Cuba, no sólo sirve para comprobar la salida de una situación cerrada sino las ventajas económicas que el comercio de neutrales proporcionaba a las colonias; en efecto, la media anual de sus exportaciones de azúcar en el período 1797-99 duplicó la correspondiente a los años 1790-6 y otro tanto sucedió con el producto de sus rentas de aduanasNota 31).

Que el sistema estaba siendo reconocido como muy favorable para la economía colonial encuentra también una prueba “a contrario” en la radical oposición de los monopolistas españoles a semejantes prácticas. Los comerciantes gaditanos presionaron con fuerza al gobierno para que derogara una medida que tan funestos resultados estaba provocando en su actividad comercial; tal como estaban las cosas, preferían incluso la paralización comercial al aperturismo que suponía este sistema y no dan impresión alguna de que les afectara sacrificar a las colonias a la más absoluta escasez. Lo único que les importaba era garantizar sus beneficios, cosa que se acababa de demostrar incompatible con cualquier relajación del monopolio.

En 1799, la presión de Cádiz y Barcelona dio sus frutos y el gobierno se decidió a revocar las disposiciones liberalizadoras; pero el resultado fue casi peor que la pérdida efectiva del monopolio producida dos años antes: las colonias hicieron caso omiso de esta marcha atrás en la que veían la destrucción de su comercio. Idéntica suerte corrió la nueva prohibición decretada al año siguiente, ya que, como hicieron saber al propio gobierno los comerciantes cubanos, en medio del abatimiento en que yace el comercio nacional durante la presente guerra no existe otro conducto que el de las Potencias Neutrales tanto para proveer esta isla de los víveres y efectos que necesita recibir como para extraer los frutos y productos del PaísNota 32).

En 1802, la firma de la paz de Amiens permitió a España reanudar sus comunicaciones con América y entre 1802 y 1804 hubo un resurgimiento del comercio. Sin embargo, en 1805, tras el desastre de Trafalgar, vuelven a hundirse las importaciones de metales preciosos y de productos coloniales y las exportaciones de Cádiz disminuyen en un 85% respecto a 1804. Sin armada, con las colonias bien experimentadas ya en los beneficios que les reportaba la libre disposición de sus exportaciones y en plena guerra con Inglaterra, la opinión más generalizada entre los políticos y los comerciantes españoles era que el sistema había hecho aguas de forma tan decisiva que los ingleses obtenían de sus tratos con América los recursos con lo que destruían el poder marítimo español. En este vaivén sin norte de autorizaciones y prohibiciones del comercio de neutrales, en 1805 tocó la autorización; en realidad, tal autorización resultaba ya inoperante para esas fechas: el comercio colonial estaba en manos extranjeras y en 1807 la metrópoli no recibió remesa alguna de metales preciosos. Puede decirse que la Carrera de Indias había dejado de existir.

Generalmente se ha puesto en relación la disolución del vínculo económico colonial con la existencia de movimientos “independentistas” a fines del siglo XVIII. El modelo es más complejo de lo que sugieren las apariencias y, en mi opinión, ha sido definido con bastante aproximación por Lynch cuando señaló que la situación finisecular constituyó una lucha competitiva entre explotadores; las élites criollas que, como se recordará, habían alcanzado cotas importantes en el control administrativo y, sobre todo, económico de la colonia, no podían admitir la vuelta del rigor metropolitano que pretendía marginarlos de lo que consideraban su propia área de influencia. Partiendo de esta situación de enfrentamiento de intereses, se puede comprender su apoyo a los incipientes fogonazos revolucionarios de comienzos de la década de los ochenta (revueltas de Perú, Nueva Granada y Venezuela). Ahora bien, una vez clarificados los componentes de igualitarismo social que pudiese haber en tales movimientos se asustaron y se volvieron de nuevo hacia la metrópoli para defender sus intereses. Como ha señalado Fisher, el rebrote revolucionario que se produjo a raíz de la ejecución de Túpac Amaru fue “un terrible recordatorio para los habitantes criollos de Perú de que incluso el represivo régimen español sería preferible al riesgo de anarquía racial que podría conllevar cualquier intento de conquistar la independencia”Nota 33). En cualquier caso, la situación del comercio de neutrales y, en general, la incapacidad de la corona española para mantener con eficacia las reglas del juego del pacto colonial, provocaron en este criollismo la sensación de que la metrópoli no disponía ya de la capacidad necesaria para restablecer la relativa prosperidad de los últimos años. Qué distancia existió entre este clima de pesimismo y desconfianza sobre la fuerza real de la metrópoli, para garantizar los intereses de la élite social criolla y los movimientos independentistas definitivos, es tema que escapa de la materia de este libro.

En definitiva y resumiendo, lo que presenciamos como la influencia del modelo del tráfico en el conjunto de las relaciones coloniales es el fracaso del ajuste entre los objetivos y los medios. Para que la política del “libre comercio” hubiese obtenido éxito, resultaban imprescindibles dos supuestos estructurales que para entonces no existían: la reactivación de la capacidad productiva de la industria española y la solidez de una marina de guerra capaz de sostener la integridad del tráfico frente a los acosos exteriores. La primera en realidad no se produjo y la segunda no sólo no contó con el nivel tradicional sino que se hundió espectacularmente entre 1796 y 1805. De esta forma, la esperanza que la corona española y sus consejeros habían depositado en las cualidades terapéuticas del “libre comercio”, como remedio no solo económico sino político, se vió absolutamente frustrada y la consecuencia fue “que en tiempo de paz España perdió una gran parte del mercado colonial, que quedó en manos de países extranjeros, y que en tiempo de guerra fue excluida prácticamente del mercado por el poder marítimo extranjero”Nota 34).
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